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1. OBJETIVO:

Establecer el conjunto de actividades a seguir para la obtención del Fallo Sin Responsabilidad Fiscal y el Auto por el cual se Acepta el Pago Total y se Archiva el Proceso Ejecutivo dentro del Proceso de Prestación de Servicio de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva.

2. ALCANCE:

Este procedimiento aplica tanto para las actividades de recibir y analizar antecedente (Hallazgo Fiscal o Indagación Preliminar) hasta la notificación personal o por edicto del Auto que decide los recursos y/o Grado de Consulta del Fallo sin Responsabilidad Fiscal como  el  traslado a Jurisdicción Coactiva del Fallo con Responsabilidad Fiscal debidamente ejecutoriado hasta la materialización del archivo del proceso ejecutivo.

3. BASE LEGAL:

· Constitución Política; Artículos 268, numeral 5º y  272.

· Código de Procedimiento Civil, capítulo VIII artículo 561.

· Ley 734 de 2002.

· Decreto Ley 1421 de 1993, artículo 109 numeral 5º (Estatuto Orgánico de Bogotá).

· 
La Ley 610 del 15 de agosto de 2000, por la cual se establece el trámite de los Procesos de Responsabilidad Fiscal de competencia de las Contralorías. 

· 
Acuerdo No. 24 del 26 de abril DE 2001, proferido por el Concejo de Bogotá D.C. "Por el cual se organiza la Contraloría de Bogota D. C., se determinan las funciones por dependencias, se fijan los principios generales inherentes a su organización y funcionamiento y se dictan otras DISPOSICIONES”. Artículos 5, numeral 12, Título III Capítulo V artículo 32, numeral 5º. 52,  53, 58 y 59.
· 
Resolución Reglamentaria No. 012 del 12 de junio de 2001, proferida por el Contralor de Bogotá D.C. "Por la cual se asignan competencias en la Contraloría de Bogotá D.C., para el trámite de la Indagación Preliminar, los Procesos de Responsabilidad Fiscal y de Jurisdicción Coactiva, y se dictan otras disposiciones"

· 
Ley 42 de 1993, “Organización del Sistema de Control Fiscal Financiero y los Organismos 
que lo ejercen”.

· 
Resolución Orgánica 05149 del 26 de octubre de 2000 de la Contraloría General de la República, "Por la cual se establece el procedimiento para la expedición del Boletín de Responsables Fiscales en la Contraloría General de la República".

· Resolución Reglamentaria N° 043 de 2001, "Por la cual se asignan unas funciones de apoyo a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva".

· Circular de la Contraloría de Bogotá D. C. No.  0100- 006678 de mayo de 2001 “Procedimientos y acciones a seguir con ocasión de pérdida de bienes o fondos de Bogotá, Distrito Capital”.

· Circular de la Contraloría de Bogotá D.C. No. -014102 de noviembre de 2001, “Vigilancia Fiscal y Procedimiento para la constitución en Parte Civil dentro de los Procesos Penales por delitos contra intereses patrimoniales de Bogotá D. C.

· Circular de la Contraloría de Bogotá D. C. No. 000117 enero de 2002, “Boletín de Responsables Fiscales”.
· Circular 10000-126 del 22 de enero de 2003,  expedida por el Contralor de Bogotá D.C.,:  “Acción de Repetición frente a la Acción Fiscal. Responsabilidad de la Administración”. 

· Circular 00181 del 29 de enero de 2003, proferida por el Contralor de Bogotá D. C.,: “Criterio Normativo de Imputación Subjetiva Estructurado con Base en el Dolo o Culpa Grave en Materia de Responsabilidad Fiscal. Sentencia C 619 de 2002, H Corte Constitucional”.

· Circular 10000-00361 del 18 de febrero de 2003, proferida por el Contralor de Bogotá D.C.: “Autonomía de la Acción Fiscal. Presupuestos y Características de la Responsabilidad Fiscal.  Sentencia C-832 del 8 de octubre de 2002 – H. Corte Constitucional”.

· Directiva CGR 0001–2000, del 8 de febrero de 2000, expedida por el Contralor General de la República: “La Caducidad en el Proceso de Responsabilidad Fiscal. 

· Concepto: 3327 de diciembre 5 de 2000, emitido por el Director Oficina Jurídica de la Contraloría General de la República: “La Caducidad en el Proceso Responsabilidad Fiscal. Término para su aplicación”. 

· Concepto: 0070A del 15 de enero de 2001, emitido por la Contraloría General de la República, referencia: “Estudio Sobre el Daño Patrimonial al Estado”.

· Concepto 0282 de Febrero de 2001, expedido por la Contraloría General de la República, Asunto: “Prescripción de la Responsabilidad Fiscal; Posibilidad de su Declaración Oficiosa”. 

· Memorando 50000-290  del mayo 3 de 2002 de la Contraloría de Bogotá D. C., expedido por el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica y el Director de  Responsabilidad  Fiscal  y Jurisdicción Coactiva  con destino a  Subdirectora de Jurisdicción Coactiva Subdirector del Proceso de Responsabilidad Fiscal y funcionarios del nivel profesional de la Oficina Asesora Jurídica y Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y de las dos Subdirecciones: “Grado de Consulta en el Proceso de Responsabilidad Fiscal”. 
· Memorando No. 50000-459 del 16 de julio de 2002, del Director de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva con visto bueno del Contralor de Bogotá D.C., para  Contralor Auxiliar de Bogotá, Directores de Planeación y Fiscalización Sector Gobierno,  Salud y Bienestar Social, Recursos Naturales y Medio Ambiente, Servicios Públicos, Infraestructura y Transporte, Participación Ciudadana y Desarrollo Local y Educación, Cultura, Recreación y Deporte. Asunto: “Convenios de Cooperación Interinstitucional. Investigación Patrimonial. Hallazgos Fiscales”.
4. DEFINICIONES:

ACUERDO DE PAGO: Convenio celebrado entre el ejecutado y la Contraloría (Subdirección de Jurisdicción Coactiva) mediante el cual se pacta la forma de pago de la obligación; (Art. 96 de la Ley 42/93). "En cualquier etapa del proceso de Jurisdicción Coactiva el deudor podrá celebrar un acuerdo de pago con el organismo de control fiscal, en cuyo caso se suspenderá el proceso y las medidas preventivas que hubieren sido decretadas..." 

Es importante tener en cuenta que los intereses de los plazos concedidos, deben cobrarse, es decir, que su cobro debe realizarse hasta el pago total de la obligación. (para mayor ilustración remítase al anexo No. 118 de este procedimiento, donde  se recomienda ver  liquidación del crédito).

APELACIÓN: Medio de impugnación (recurso) interpuesto ante el funcionario de primera instancia para ante el superior jerárquico a efecto que éste confirme, modifique o revoque la decisión adoptada.

APODERADO DE OFICIO: Mecanismo garantista consagrado en la Ley 610 de 2000, que opera en dos eventos: 1. si el implicado no puede ser localizado; y 2. o, habiendo sido citado, no comparece a rendir la versión (artículos 42 y 43).

ARCHIVO DEL EXPEDIENTE: Habrá lugar a tomar esta determinación cuando prueba una de las siguientes causales o circunstancias: El hecho no existió, el hecho no es constitutivo de detrimento patrimonial al Estado, el hecho no comporta el ejercicio de gestión fiscal o cuando se acredite el resarcimiento pleno del perjuicio al patrimonio del Estado, conforme a lo dispuesto por el artículo 47 de la Ley 610 de 2000 (ver anexo 118).

AUTO: Providencia mediante la cual se declara la voluntad administrativa, con el objeto de garantizar la impulsión y culminación del proceso

AUTO DE APERTURA DEL PROCESO: providencia que inicia formalmente el proceso de Responsabilidad Fiscal (Arts. 40y 41 de la Ley 610 de 2000).

AUTO DE IMPUTACIÓN DE RESPONSABILIDAD FISCAL: Providencia que se dicta luego de culminada la etapa probatoria cuando está objetivamente  probado el daño y existan testimonios que ofrezcan serios motivos de credibilidad, indicios graves, documentos, peritación o cualquier medio probatorio que comprometa la Responsabilidad Fiscal de los implicados (Art. 48 de la Ley 610 de 2000).

AUTO DE ARCHIVO: Providencia expedida por el funcionario competente, cuando iniciado el proceso se configura alguna de las causales previstas en el artículo 47 de la Ley 610 de 2000.

AUTO DE REVOCATORIA DEL ACUERDO DE PAGO: Aquel proferido por el Subdirector de Jurisdicción Coactiva, como consecuencia del incumplimiento del acuerdo de pago celebrado, mediante el cual se ordena reanudar el proceso.

AUTO DE SUSPENSIÓN DEL PROCESO EJECUTIVO: El proferido por el Subdirector de Jurisdicción Coactiva, a través del cual se ordena la cesación temporal del proceso como consecuencia de la ocurrencia de alguno de los eventos previstos en las normas que regulan el mismo.

AUTO DE TERMINACIÓN DEL PROCESO EJECUTIVO: Aquel proferido por el Subdirector de Jurisdicción Coactiva en cualquier etapa del proceso, por pago total de la obligación.

AUTO QUE AVOCA CONOCIMIENTO: Actuación por medio de la cual se asume la competencia para adelantar el proceso de ejecución.

AUTO QUE DECRETA EMBARGO: Providencia mediante la cual se decretan, durante el proceso, las medidas cautelares previstas en el Código de Procedimiento Civil, sobre los bienes o rentas de los responsables, con el fin de lograr el recaudo de la obligación.

AUTO QUE ORDENA LEVANTAR MEDIDAS CAUTELARES: Aquel mediante el cual se dispone cancelas las medidas cautelares decretadas, una vez obre en el proceso coactivo copia del auto admisorio de la demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo (Parágrafo Artículo 95 Ley 42 de 1993).

AUTO QUE ORDENA TRAMITAR LAS EXCEPCIONES Y MEDIANTE EL CUAL SE DECRETAN PRUEBAS: Providencia mediante la cual, una vez propuestas las excepciones dentro del término legal, ordena darles trámite.

AUTORIZACIÓN DE PAGO: Documento mediante el cual se solicita al ente recaudador que reciba el pago total o parcial de la obligación.

AUXILIARES DE LA JUSTICIA: Personas inscritas en el Registro del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá, D.C., que prestan su apoyo técnico-jurídico para la ejecución de labores judiciales administrativas.

AVALUO: Dictamen pericial que profiere una persona versada en ciencia, técnica o arte, a través del cual se señala el valor de un bien.

AVISO DE NOTIFICACIÓN: Publicación de la parte resolutiva del mandamiento de pago en un diario de amplia circulación nacional.

COBRO COACTIVO: Actuación tendiente a obtener el recaudo del crédito fiscal a través del proceso ejecutivo.

COMPETENCIA DEL FUNCIONARIO DE CONOCIMIENTO: La competencia para el conocimiento del Proceso Responsabilidad Fiscal  y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría Distrital se encuentra establecida por el Capítulo II de la Resolución Reglamentaria No. 012 del 12 de Junio de 2001.

COSTAS: Gastos en los cuales se incurre como consecuencia del desarrollo del proceso.

CURADOR AD LITEM: Auxiliar de la Justicia con el cual se adelanta el proceso, cuando no ha sido posible vincular al mismo al responsable fiscal.

DECRETO DE PRUEBAS: Ordenación de las pruebas pertinentes, conducentes y útiles para el esclarecimiento de los hechos.
DILIGENCIA DE REMATE: Actuación adelantada por el funcionario competente llegados el día y la hora para el remate, para lo cual el funcionario ejecutor declarará abierta la diligencia y el Secretario leerá en alta voz el aviso de remate para que lo oigan las personas que estén presentes. A continuación el Secretario seguirá anunciando en alta voz las ofertas a medida que se hicieren. Transcurridos al menos dos (2) horas desde el comienzo de la licitación, el funcionario ejecutor adjudicará al mejor postor los bienes materia de la subasta, luego de haber anunciado por tres (3) veces que de no existir una oferta mejor la declarará cerrada. Nadie podrá licitar por un tercero si no presenta poder debidamente autenticado.

DILIGENCIA DE SECUESTRO:   Actuación a través de la cual el funcionario competente del cobro coactivo en ejercicio de la administración de justicia irrumpe en fincas, casas, oficinas, con el propósito de la aprehensión material de los bienes. El secuestro de bienes sujetos a registro se practica una vez se haya inscrito el embargo y siempre que en la certificación del registrador aparezca el demandado como su propietario (Art. 515 del C. de P. C.).

EDICTO: Escrito que se fija en lugar visible de una Oficina o Dependencia, con el fin de notificar providencias o decisiones cuya notificación personal no ha sido posible.

EJECUTADO: Persona contra quien se adelanta un proceso ejecutivo para el cobro de un fallo con responsabilidad fiscal o una multa.

EJECUTORIA: Situación de firmeza de los actos administrativos que ocurre cuando carecen de recursos, cuando ha vencido el término sin que se hubiesen interpuesto los que fueren procedentes o cuando los recursos interpuestos se hayan decidido.

EJECUTORIA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS: Según el artículo 56 de la Ley 610 de agosto de 2000, las providencias quedaran ejecutoriadas: 

Cuando contra ellas no proceda ningún recurso: 

Cinco (5) días hábiles después de la última notificación, cuando no se interpongan recursos o se renuncie expresamente a ellos.

Cuando los recursos interpuestos se hayan decidido.

La firmeza de los actos administrativos es indispensable para la ejecución de ellos, aún contra la voluntad de los responsables fiscales y de la Compañía Aseguradora. Constituye causal de mala conducta del funcionario ejecutar un acto administrativo que no esté en firme.

No obstante, en caso de que se pida aclaración o complementación de una providencia, su firmeza sólo se producirá una vez ejecutoriada la que la resuelva.

EMBARGO: Es un acto jurisdiccional encaminado a colocar un bien fuera del comercio en forma tal, que una vez practicado se logra su inmovilización en el mundo del negocio jurídico. Es la medida que tiene por finalidad impedir que el ejecutado disponga de los bienes, constituya gravámenes o imponga limitaciones al dominio. 

ESTADO: Escrito fijado en lugar visible de una Oficina o Dependencia, como medio de notificación de las providencias que no requieren notificación personal.

ESTUDIO DEL TÍTULO: Evaluación efectuada por el funcionario competente de adelantar el cobro coactivo para  evitar impugnaciones en la conformación del mismo.

EXCEPCIONES: Medio de defensa taxativamente establecido en el Código de Procedimiento Civil para el ejecutado.

EXPEDIENTE: Conjunto de todos los documentos que hacen parte de una actuación administrativa o proceso.

FALLO CON RESPONSABILIDAD FISCAL: Determinación del presunto responsable fiscal cuando en el Proceso Responsabilidad Fiscal obre prueba que conduzca a la certeza de la existencia del daño al patrimonio público y su cuantificación, de la individualización y actuación con culpa grave del Gestor Fiscal y de la Relación de Causalidad entre el daño y el comportamiento del agente (Art. 53 de la Ley 610 de 2000).

FALLO SIN RESPONSABILIDAD FISCAL: Providencia que emite el funcionario competente para adelantar un Proceso de Responsabilidad Fiscal  cuando en éste se desvirtúen las imputaciones formuladas o no exista prueba que conduzca a la certeza de uno o varios de los elementos que estructuran la responsabilidad fiscal (Art. 54 de la Ley 610 de 2000). 

GRADO DE CONSULTA: Mecanismo previsto en l a Ley 610 de 2000, artículo 18, en defensa del interés publico, del ordenamiento jurídico y de los derechos y garantías fundamentales cuando se dicte Auto de archivo, el Fallo Sin Responsabilidad Fiscal o cuando el Fallo con Responsabilidad Fiscal y el responsabilizado hubiese estado representado por un apoderado de oficio.

El funcionario que haya proferido la decisión, previa verificación deberá enviar el expediente, dentro de los tres (3) días siguientes, a su superior funcional o jerárquico, como lo dispone la Resolución Reglamentaria 012 de 2001.

Si transcurrido un mes de recibido el expediente por el superior no se hubiere proferido la respectiva providencia, quedará en firme el fallo o Auto materia de la consulta, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria del funcionario moroso. Es de anotar que en este último evento, previsto por la Ley, el superior jerárquico o funcional podrá, en una misma providencia, decidir la consulta y la apelación que interponga el apoderado de oficio.

HALLAZGO: Toda situación irregular encontrada durante el Proceso de Prestación de Servicio Micro. En su descripción se debe incluir información necesaria para que el lector pueda entender y juzgar el hallazgo sin requerir explicación adicional. Hechos o situaciones irregulares que impactan significativamente el desempeño de la organización.  

INDAGACIÓN PRELIMINAR: Etapa preprocesal oficiosa, independiente del proceso, aunque sus resultados pueden conducir al inicio del mismo. Su fundamento legal se encuentra en el artículo 39 de la Ley 610 de 2000 y jurisprudencial en la Sentencia C– 540– 97 de la Honorable Corte Constitucional, entre otras. 

Es preciso aclarar que las indagaciones preliminares, como su nombre lo indica, no son una etapa del Proceso de Responsabilidad, son diligencias previas al mismo, para determinar si hay mérito para su inicio o no, sin perder de vista que existe estrecha relación con el Proceso de Responsabilidad Fiscal. 

JURISDICCIÓN COACTIVA: Facultad constitucional otorgada a las Contralorías para hacer efectivo el cobro de los créditos fiscales (Artículo 268 numeral 5º. de la Constitución Política).

LIBRO RADICADOR: Volumen donde el funcionario ejecutor consigna el  reparto de títulos a los abogados sustanciadores, quienes  deben firmar su acuse de recibido en éste mismo, dejando constancia de la fecha en que se le asignó.

Asimismo, se debe anotar la fecha en que se recibe el título en las dependencias de jurisdicción coactiva; el número y la fecha del correspondiente título.

Posteriormente y una vez efectuado el estudio del título, se le debe asignar un número al proceso que se va a iniciar y con el que se identificará en lo sucesivo el expediente, anotándolo en la carátula y en los demás libros.

La radicación tiene varias finalidades, entre otras:

Señalar la responsabilidad del funcionario. 

Permite afirmar con seguridad cual es el funcionario que conoce del asunto. 

Contribuye en un momento determinado para la reconstrucción del proceso en caso de pérdida o extravío. 

LIBRO DIARIO: Es aquel en el que el secretario registra el movimiento interno de los expedientes, esto es, las entradas y salidas del Despacho, sirviendo de información a los interesados. ¿Qué se anota en el libro diario?, se anota:

La fecha de entrada del expediente al Despacho.

Número del Proceso.

El nombre del ejecutado(s).

La decisión señalada por el funcionario ejecutor.

La fecha de salida.

LIBRO DE CONTABILIDAD DE LOS TÍTULOS DE DEPÓSITO JUDICIAL: El libro de contabilidad es quizás para el funcionario ejecutor de los de mayor cuidado, por cuanto allí se registra la entrada de los comprobantes de consignación o el valor de los títulos de depósito judicial que se tiene a órdenes de la dependencia de jurisdicción coactiva. Debe igualmente confrontarse mensualmente realizando los arqueos necesarios y los balances teniendo en cuenta los egresos o endosos que se haya realizado de los Títulos de Deposito Judicial. 

LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO FISCAL: Actuación mediante la cual se efectúa las operaciones encaminadas a establecer el valor total de la obligación, incluyendo los intereses y las costas.

LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO Y LAS COSTAS: Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de la sentencia de que trata el Art. 507 (sentencia de seguir adelante la ejecución) o del fallo que resuelve las excepciones y ordenan llevar adelante la ejecución, se condenará al ejecutado en las costas del proceso y se ordenará que se liquiden practicándose separadamente la liquidación del crédito de acuerdo a lo señalado en el Art. 521 del C. P. C. y el procedimiento señalado en el Art. 393 del mismo código para la liquidación de las costas. 

De dicha liquidación se le da traslado al ejecutado por tres (3) días, mediante auto que no tiene recursos, dentro de los cuales podrá formular objeciones y acompañar las pruebas que estime necesarias. Vencido el traslado el funcionario ejecutor decidirá si aprueba o modifica la liquidación, por auto apelable en efecto diferido, recurso que no impedirá efectuar el remate de los bienes, ni la conversión de los dineros a las respectivas cuentas corrientes creadas por la Contraloría para el cobro respectivo en la parte que no es objeto de la apelación. (VER CAP I, LIBRO III, ANEXO  34)

MANDAMIENTO DE PAGO: Providencia por medio de la cual se ordena al responsable fiscal el pago o cancelación de la obligación fiscal.  (ART. 497 DEL C.P.C.)

En los procesos coactivos doctrinariamente se ha equiparado el auto admisorio de la demanda con el auto de mandamiento de pago; en algunos juzgados lo denominan auto ejecutivo, en otros, orden de pago. 

No existe una exigibilidad normativa en punto a la forma de elaboración del mandamiento de pago, éstos se redactan conforme al criterio del funcionario, pero en todo caso deben contener:

Nombre de la dependencia de jurisdicción coactiva. 

Ciudad y fecha en letras. 

Orden de librar el mandamiento de pago. 

Clase de ejecución (mayor, menor y mínima cuantía). 

Nombre de la Entidad afectada a favor de quien se libra. 

Nombre de la persona en contra (ejecutado), cargo y entidad a que pertenecía, si es posible verificarlo. 

Valor del capital (numérico y en letras).

Nombre de la persona en contra (ejecutado), cargo y entidad a que pertenecía, si es posible verificarlo. 

Valor del capital (numérico y en letras). 

Valor de interés (porcentaje o tasa). 

Fecha en que se hacen exigibles los intereses (ejecutoria del título). 

Incluir la expresión: "Hasta cuando se realice el pago total de la obligación". 

Orden de pago al ejecutado dentro de los cinco (5) días siguientes a su notificación. 

Medio de impugnación de que es susceptible y funcionario ante quien se solicite. 

Orden de notificación ("notifíquese según el Art. 564 del Código de Procedimiento Civil"). 

Firma del Funcionario Ejecutor. 

 “Una vez se profiera el Auto que Avoca el Conocimiento no podrá transcurrir más de cinco (5) días, sin haberse proferido el correspondiente Auto por el cual se libra el mandamiento de pago”.  

MEDIDAS CAUTELARES: Disposiciones que se decretan y practican durante el proceso, en los términos del Código de Procedimiento Civil, sobre los bienes de las personas responsables, con el fin de asegurar el recaudo de los créditos u obligaciones fiscales.

Como pauta, pueden ser pedidas antes o después de incoada la demanda, implicando ello, naturalmente, que no es indispensable que previamente la otra parte reconozca el derecho que se invoca, ni la sentencia que lo declara, y solo presuponen la verosimilitud del derecho.

MERITO EJECUTIVO: Calidad en virtud de la cual un acto administrativo, en el caso el que establece una responsabilidad fiscal, puede ejecutarse o hacerse efectivo, aún en contra de la voluntad del obligado o responsable.

NOTIFICACIÓN: Es el acto solemne  mediante el cual la Contraloría entera al investigado y a los demás interesados de una determinación unilateral,  providencia, constituyéndose en el punto de partida para el cómputo de términos. 

NOTIFICACIÓN POR EDICTO: Se presenta cuando no es posible realizar la notificación personal al cabo de cinco (5) días del envío de la citación. Se fija en un lugar público del respectivo despacho. 

NOTIFICACIÓN PERSONAL: Tiene carácter de principal, pues de poderse realizar, se prefiere a cualquier otro tipo de notificación, por cuanto garantiza el debido proceso y que el contenido de determinada providencia fue realmente conocido por la persona que debía enterar de ella; y se surte de manera directa e inmediata con el sujeto de derecho al cual se le quiera enterar de alguna determinación proferida dentro del proceso. 

PROCESO: Desarrollo lógico y secuencial de una actividad determinada por fases o etapas, tendiente al logro de un objetivo.

PROCESO DE RESPONSABILIDAD FISCAL: Conjunto de actuaciones administrativas adelantadas por las Contralorías, con el fin de determinar y establecer la responsabilidad de los servidores públicos y de los particulares, cuando en el ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de ésta, causen un daño al patrimonio público por acción u omisión y en forma dolosa o culposa. 

PRUEBA: Procedimiento para el acopio de evidencia, interpretación y significación para aceptar o rechazar una hipótesis, es decir "todo lo que sirve para darnos la certeza acerca de la verdad de una proposición. La Certeza está en nosotros, la verdad en los hechos. Aquella nace cuando uno cree que conoce ésta; mas por la fabilidad humana, puede haber certeza donde no haya verdad y viceversa”.

RECURSO: Opción o garantía que los ciudadanos tienen frente al Estado para solicitar la revisión o reconsideración sobre cualquier medida que los afecte. 

RECURSO DE APELACIÓN: Es un recurso mediante el cual el ejecutado lleva el proceso ante el superior jerárquico. Se materializa en el principio de la doble instancia y procede generalmente contra  los autos interlocutorios y las sentencias para reformarlas o anularlas.

PERITO: Auxiliar de la justicia a quien se encarga la elaboración de un dictamen o el avalúo de un bien.

PRÁCTICA DEL SECUESTRO Y OPOSICIONES: Actuación mediante la cual el funcionario competente da cumplimiento al auto que decreta el secuestro, el cual debe indicar, fecha, día y hora para llevar a cabo la diligencia y el nombre del secuestre; el secuestro se realiza con la diligencia a la que concurren, el funcionario ejecutor, quién tiene el deber de comprobar la existencia, características y estado de los bienes y el de limitar el secuestro conforme a las reglas existentes, el Abogado Sustanciador a quien le corresponde denunciar los bienes identificándolos y entregándolos al secuestre, el Secretario del despacho de la Subdirección de Jurisdicción Coactiva, y el Secuestre. Cuando se considere conveniente se debe pedir el acompañamiento de la policía del lugar.
PROVIDENCIA QUE ORDENA SEGUIR ADELANTE LA EJECUCIÓN: Aquella que dispone, previo agotamiento de ciertos trámites, continuar con el proceso de ejecución.

RECAUDO: Acción de cobrar el valor de la obligación materia del proceso de ejecución.

RECURSO: Acto del administrado a través del cual solicita a una entidad pública la modificación, revocación o aclaración de una decisión.

RECURSO DE REPOSICIÓN: Impugnación interpuesta por el interesado o su apoderado debidamente constituido, dentro del plazo legal, para buscar que el mismo funcionario que dictó la providencia, la aclare, modifique o revoque.

RELEVO DEL SECUESTRE, ENTREGA DE BIENES Y SANCIONES.: Se debe tener en cuenta lo señalado en los artículos 688 y 689 del C. P. C., en concordancia con lo estipulado por el numeral quinto del artículo 9º del mismo código, con relación a la remoción y entrega de bienes. Se deberá tener en cuenta el artículo 599 del C. P. C., en lo que respecta al trámite de las cuentas que deba rendir el secuestre, al momento en que termine el desempeño de su cargo.
REMATE: Es la venta forzada que el funcionario judicial o administrativo, sustituyendo la voluntad del propietario, hace de un bien mueble o inmueble a quien formula la mejor oferta o postura en la subasta o licitación. 

REMATANTE: Es la persona que resulta como adjudicataria en la pública subasta (remate) por ser el mejor postor.

REMATE DE BIENES Y ENTREGA: En firme y ejecutoriada la sentencia que ordenó seguir adelante la ejecución y el auto aprobatorio de la liquidación y de las costas, se decretará el remate de los bienes embargados y avaluados. Pero cuando lo embargado fuere dinero, en firme cada liquidación, se ordenará su entrega al acreedor (En este caso se endosará el correspondiente título judicial a favor de las cuentas correspondientes constituidas por la Contraloría de Bogotá) hasta concurrencia del valor liquidado.
Si lo embargado fuere sueldo, renta o pensión periódica, se dispondrá entregar o endosar los títulos de depósito judicial de lo retenido a las cuentas corrientes correspondientes, según el caso y lo que en lo sucesivo se retenga y así hasta cubrir la totalidad de la obligación (Art.522 del Código de Procedimiento Civil).

En los casos de los numerales 5 a 8 del Art. 682 del Código de Procedimiento Civil relacionado con bienes fungibles semovientes y demás, y de inmuebles, si el demandante lo solicita se prescindirá del avalúo y remate de los bienes, con el fin de que el crédito sea cancelado con los productos de la administración, una vez consignados por el secuestre en la cuenta de depósitos judiciales. (Art. 516 del Código de Procedimiento Civil, inciso final

RENDICIÓN DE CUENTAS: Actuación del auxiliar de la justicia mediante la cual informa el manejo dado a los bienes que le han sido embargados para su administración (Artículo 16 de la Ley 42 de 1993).

REPARTO: Actuación realizada en la Subdirección de Jurisdicción Coactiva, para efectuar la distribución de los expedientes entre los Abogados Sustanciadores encargados de adelantar su trámite.

RESOLUCIÓN QUE RESUELVE LAS EXCEPCIONES: Acto Administrativo, mediante el cual decide sobre las excepciones formuladas por el ejecutado. 

RESPONSABILIDAD FISCAL: Obligación de pagar una suma líquida de dinero, a cargo de un responsable.

SECUESTRE: Auxiliar de la justicia al cual se le encomienda la custodia y administración de los bienes objeto de las medidas cautelares// Es la persona encargada del depósito o administración de los bienes según su naturaleza.

SECUESTRO: Es la aprehensión material que se hace de un bien o conjunto de bienes que se entregan a una persona (secuestre) para que los tenga en depósito y en ocasiones como administrador a nombre y órdenes de la autoridad o del Funcionario Ejecutor, para ser entregados cuando y a quien éste disponga.

SUSTANCIACIÓN: Estudio y proyección de las actuaciones que se surten dentro de un expediente.

SENTENCIA QUE ORDENA SEGUIR ADELANTE LA EJECUCIÓN: Si no se propusieren excepciones oportunamente, el funcionario ejecutor dictará sentencia que ordene el remate y el avalúo de los bienes embargados y de los que posteriormente se embarguen, si fuere el caso, o seguir adelante la ejecución para el cumplimiento de las obligaciones determinadas en el mandamiento de pago, practicar la liquidación del crédito y condenar en costas al ejecutado. 

Es la exposición que un tercero rinde al funcionario con referencia a los hechos o circunstancias relacionadas directa o indirectamente con la materia de la investigación y de las cuales se ha tenido conocimiento por percepción directa o por informaciones.

TITULO EJECUTIVO: Corresponde a un documento (fallo, multa, sentencia etc.) o conjunto de documentos (fallos modificatorios, confirmatorios, providencias que resuelven recursos etc.) que necesariamente deben reflejarse en un escrito, el cual debe contener la obligación de pagar una suma líquida de dinero, y provenir de un funcionario competente para expedirlo

A la  Contraloría de Bogotá D. C. le permite  iniciar el proceso de jurisdicción coactiva y lo integran a saber:

Las Resoluciones de Reintegro de dineros a favor de Bogotá, D. C., que expida la Oficina Asesora Jurídica. 

Las sentencias remitidas por las dependencias o entidades judiciales. 

Las sentencias y demás decisiones jurisdiccionales en las que se ordene pagar una suma de dinero a favor de Bogotá, D. C., - Contraloría de Bogotá, D. C. 

Las pólizas de seguros y demás garantías que se integren a fallos con responsabilidad fiscal... 

Los fallos con responsabilidad fiscal expedidos por la Contraloría de Bogotá debidamente ejecutoriados 

Los actos administrativos que impongan multas, expedidos por las Direcciones Sectoriales y de la Oficina de Asuntos Disciplinarios de la Contraloría de Bogotá, D. C., que se encuentren ejecutoriados. 

Los actos administrativos que contengan créditos exigibles a favor de la Contraloría de Bogotá, D. C.

TRASLADO - DISPOSICIÓN DEL EXPEDIENTE A LAS PARTES (DESCARGOS)

Surtida la notificación personal o desfijado el edicto del Auto de Imputación de Responsabilidad Fiscal (a partir del día siguiente de surtido uno de los dos trámites), los responsables fiscales dispondrán de diez (10) días hábiles para presentar los argumentos de su defensa frente a las imputaciones efectuadas en el Auto y solicitar y aportar las pruebas que se pretendan hacer valer. Durante el término aludido, el expediente permanecerá a disposición del interesado en la Secretaría del correspondiente Despacho.

TRASLADO DE CUENTAS: Actuación mediante la cual ordena poner en conocimiento del ejecutado la liquidación del crédito.

TRASLADO DEL FALLO CON RESPONSABILIDAD FISCAL
Una vez se encuentre en firme el fallo con responsabilidad fiscal se procederá a surtir los siguientes traslados:

Corresponde a la dependencia de conocimiento en primera instancia, una vez ejecutoriado y en firme el fallo con responsabilidad fiscal, a través de la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, reportar a la Contraloría Delegada para Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría General de República, la siguiente información para su inclusión en el Boletín de Responsables Fiscales: 

Número, fecha y cuantía del Fallo con responsabilidad fiscal. 

Nombre del (los) responsable(s) fiscal(es). 

Cédula de Ciudadanía del (los) responsable(s). 

Identificación de la entidad afectada. 

(Ver Resolución Orgánica No. 05149 de octubre 26 de 2000–Libro III–Normatividad aplicable)

Cuando la decisión que se profiera no sea la de Fallo con Responsabilidad Fiscal, pero dentro del proceso se establezca que se dieron las causales para el inicio del proceso administrativo sancionatorio, se compulsarán copias de lo pertinente al Director de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, para lo de su competencia en esta materia. 

Cuando el Fallo con Responsabilidad Fiscal sea contra un contratista, se solicitará a la autoridad administrativa correspondiente la imposición de la sanción respectiva. Para estos efectos la sanción será causal de caducidad del contrato, siempre que no haya expirado el plazo para su ejecución y no se encuentre liquidado (Ley 610 de 2000, artículo 61). Igualmente, se comunicará a la Cámara de Comercio respectiva, para lo de su competencia, en lo referente al registro de proponentes. 

Traslado del Fallo con Responsabilidad a la Subdirección de Jurisdicción Coactiva, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes, acompañado del acto administrativo que resuelve los recursos interpuestos, con sus respectivas notificaciones y constancia de ejecutoria. 

5. REGISTROS

Archivo magnético de correspondencia “SICRE”.

Libro radicador de hallazgos e indagaciones preliminares, memorando (de envío a la subdirección competente o de devolución) y auto de asignación de competencia.

Acta de reparto. Auto firmado con constancia de recibido. Libro radicador de autos de asignación de competencia. 

Auto de apertura del proceso que reposa en el expediente.

Oficio de citación, acta de diligencia de notificación personal o edicto, que reposan en el expediente.

Auto que decreta pruebas

Auto que decreta las medidas cautelares.

Auto que nombra el apoderado de oficio, oficio con el cual se comunica esa designación

Auto de Imputación de Responsabilidad Fiscal, en el libro radicador de autos de imputación.

Oficio de citación, actas de diligencias de notificación personal o edicto, que reposan en el expediente. 

Auto que decreta pruebas. 

Constancia  siguiente al  auto en el expediente. Acta de  diligencia de notificación por  estado. 

En los Autos que reposan dentro del expediente.

En las actas de las diligencias, los documentos que las contienen y que reposan en el Proceso.

En el fallo sin responsabilidad Fiscal, en el libro radicador de fallos.

Oficio de citación, acta de diligencia de notificación personal o edicto, que reposan en el expediente.

En el auto que resuelve el recurso que reposa en el expediente.

Oficio de citación, acta de diligencia de notificación personal o edicto, que reposan en el expediente. 

En el fallo con responsabilidad Fiscal, en el libro radicador de fallos.

Oficio de citación, acta de diligencia de notificación personal o edicto, que reposan en el expediente. 

En el auto que resuelve el recurso que reposa en el expediente.

Auto  de traslado y constancia secretarial dentro del proceso.

A continuación encontrará los Autos que obran dentro del Proceso Coactivo desde el Auto que avoca conocimiento hasta el Auto de aceptación de pago total y archivo del proceso ejecutivo y  los  oficios que se libran en la etapa de Jurisdicción Coactiva para tal fin  y las constancias secretariales que se consultan de conformidad a los convenios existentes  y anexos al proceso.

Constancia secretarial previa al auto que avoca el conocimiento.

El auto que avoca conocimiento que obra dentro del proceso coactivo.

Los oficios que se libran para tal fin y las constancias de investigación patrimonial de acuerdo a los convenios existentes y anexos al proceso.

El auto de mandamiento de pago y que obra dentro del proceso coactivo.

El auto que decreta medidas cautelares y que obra dentro del proceso coactivo en cuaderno separado.

Auto de designación del secuestre y acta de posesión que obra dentro del proceso coactivo.

Acta de la diligencia de secuestro que obra dentro del expediente.

Oficio de citación, acta de diligencia de notificación personal o aviso publicado en un diario que obra en el expediente.

El auto que designa curador ad-litem que obra dentro del proceso coactivo.

El auto que resuelve recursos y que obra dentro del proceso coactivo.

Acta de notificación por estado y constancia de fijación y desfijación del estado después del auto que resuelve los recursos dentro del expediente.

El auto que resuelve las excepciones y que obra dentro del proceso coactivo.

Acta de notificación por estado y constancia de fijación y desfijación del auto dentro del expediente.

Acta de convenios de pago que reposa en el expediente.

El auto que revoca el acuerdo de pago y que reposa entro del proceso coactivo.

Sentencia que ordena seguir adelante con la ejecución y que obra dentro del proceso.

Acta de notificación de la sentencia y que reposa en el expediente.

El auto y acta de liquidación del crédito que reposa en el expediente.

El auto de aprobación o modificación de remate que obra dentro del proceso coactivo.

El auto que ordena avalúo de bienes y que  obra dentro del proceso coactivo.

El auto de traslado del dictamen pericial y que obra dentro del proceso.

El auto que declara en firme el avalúo que obra dentro del proceso coactivo.

El auto que señala fecha para remate y que obra dentro del proceso coactivo.

Acta de desarrollo de la diligencia de remate incorporada en el expediente.

El auto que aprueba el remate y que obra dentro del proceso coactivo.

El auto que acepta el pago total y que obra dentro del proceso coactivo.

Los oficios con los cuales se cumple lo ordenado en el auto que precede.

Constancia secretarial para materializar el archivo. 

6. ANEXOS:

MODELOS Y MINUTAS 

· Auto por medio del cual se asigna competencia. “ANEXO  No. 1”.

· Auto por medio del cual se decreta la cesación de la acción fiscal por caducidad. “ANEXO No. 2”

· Auto de apertura del proceso de responsabilidad fiscal.  “ANEXO No. 3”

· Diligencia de ratificación y ampliación de queja. “ANEXO No. 4”
· Modelo de acta de  recepción de testimonio.  “ANEXO No. 5”

· Modelo de acta de diligencia de exposición libre y espontánea. “ANEXO No. 6”

· Auto designando apoderado de oficio. “ANEXO No. 7”

· Acta de diligencia de posesión de apoderado de oficio. “ANEXO No. 8”

· Acta de diligencia de visita especial. “ANEXO No. 9”.

· Auto que decreta medidas cautelares. “ANEXO No. 10”

· Auto por el cual se decide si se imputa responsabilidad fiscal o se archiva. “ANEXO No.11”

· Modelo de diligencia de notificación personal de un Auto dentro del Proceso de Responsabilidad Fiscal. “ANEXO No. 12”

· Auto reconociendo personería de apoderado. “ANEXO No. 13”.

· Edicto. “ANEXO No.14”

· Auto que decide sobre la petición de pruebas solicitadas por el implicado o su apoderado. “ANEXO No.15”

· Reposición o apelación de auto de pruebas. “ANEXO No. 16”

· Fallo Sin Responsabilidad fiscal. “ANEXO No.17”.

· Auto por el cual se resuelve un recurso de reposición contra el fallo. “ANEXO No.  18”.

· Auto mediante el cual se concede el recurso de apelación contra el fallo. “ANEXO No.  19”.

· Auto por el cual se declara la nulidad de una actuación. “ANEXO No. 20”

· Auto  por el cual se resuelve una   solicitud de revocatoria directa. “ANEXO No. 21”

· Oficio por medio del cual el servidor público manifiesta el impedimento o la recusación. “ANEXO No. 22”

· Auto por el cual  se  acepta el impedimento. “ANEXO No. 23”.

· Auto  por el cual se  resuelve un  recurso de apelación contra el fallo. “ANEXO No. 24”.

· Auto por el cual se resuelve una apelación y consulta.”ANEXO No. 25”

· Auto por el cual se resuelve en grado de consulta.” ANEXO No.  26”

· Auto comisorio para notificación o práctica de pruebas. “ANEXO No. 27”

· Constancia de ejecutoria de una providencia. “ANEXO No. 28”

· Notificación por estado. “ANEXO No.29”

· Modelo carátula del proceso coactivo. “ANEXO No. 30””

· Constancia secretarial para títulos. “ANEXO 31”

· Auto por el cual se avoca conocimiento de la jurisdicción coactiva. ”ANEXO No.32”. 

· Oficios de solicitud de información para ubicar al ejecutado y bienes. “ANEXO No. 33”

· Auto por el cual se libra un mandamiento de pago. ”ANEXO No. 34” 

· Oficio de citación. “ANEXO No. 35”

· Citación por prensa (modelo de aviso). “ANEXO No. 36”

· Constancia secretarial de no comparecencia. “ANEXO No. 37”

· Auto por el cual se  nombra un  curador ad-litem. “ANEXO No. 38”

· Oficio de nombramiento de curador ad-litem. “ANEXO No. 39

· Diligencia de posesión de curador ad-litem. “ANEXO No. 40”

· Diligencia de notificación personal del mandamiento de pago al ejecutado. “ANEXO 41”

· Diligencia de notificación personal del mandamiento de pago al curador ad-litem o al apoderado del ejecutado. “ANEXO No. 42”.

· Auto por el cual se fija honorarios a curador ad-litem. “ANEXO No.43”

· Auto por el cual se reconoce personería. "ANEXO No. 44”

· Diligencia de presentación personal. “ANEXO No. 45.”

· Notificación por estado. “ANEXO No. 46”

· Auto por el cual se comisiona la  notificación de un mandamiento de pago “ANEXO No. 47”

· Auto por el cual se comisiona al funcionario para cumplir la comisión. “ANEXO No. 48”

· Convenio de acuerdo de pago. “ANEXO No. 49”

· Auto por el cual se suspende un proceso por acuerdo de pago. “ANEXO No. 50”

· Auto por el cual se revoca un acuerdo de pago. “ANEXO No. 51”

· Auto por el cual se resuelve un recurso de reposición. “ANEXO No. 52”  

· Informe secretarial cuando no se suministra lo necesario para la expedición de copias para conceder el recurso de apelación. “ANEXO No. 53”

· Auto por el cual se declara desierto un recurso de apelación. “ANEXO No. 54”

· Constancia del secretario cuando se suministra lo necesario para compulsar copias. “ANEXO No. 55”

· Informe secretarial. “ANEXO No. 56”

· Auto por el cual se ordena seguir adelante la ejecución.  “ANEXO No. 57”

· ”Informe secretarial. “ANEXO No. 58”

· Auto por el cual se ordena la práctica de unas pruebas. “ANEXO No. 59”

· Resolución por la cual se fallan unas excepciones. “ANEXO No. 60”

· modelo de liquidación del crédito y las costas. “ANEXO No. 61”

· Auto por el cual se da traslado liquidación del crédito y de las costas. “ANEXO No. 62” 

· Auto por el cual se aprueba la liquidación del crédito y las costas. “ANEXO No. 63”

· Auto por el cual se decreta el embargo de una cuenta corriente  (cuando se conoce el número de la cuenta corriente). “ANEXO No. 64” .

· Auto por el cual se decreta el embargo de una cuenta corriente (cuando no se conoce el número de la cuenta corriente). “ANEXO No. 65”

· Auto por el cual se decreta el embargo de un salario. “ANEXO No. 66”

· Auto por el cual se decreta el embargo de un bien inmueble. “ANEXO No. 67”

· Auto por el cual se decreta el embargo y secuestro de  bienes muebles. “ANEXO No.68”

· Auto por el cual se decreta el embargo de un vehículo. “ANEXO No. 69”

· Comunicaciones de embargos. “ANEXO No. 70”

· Comunicación de acumulación de embargos. “ANEXO No. 71”

· Oficio de registro de vehículos. “ANEXO No. 72”

· Oficio captura de vehículos. “ANEXO No. 73”

· Comunicación de embargo a bancos y entidades similares. “ANEXO No. 74”

· Oficio de comunicación de embargo de salarios. “ANEXO No. 75”

· Auto por el cual se señala día y hora para diligencia de secuestro de bien inmueble y vehículo y nombramiento del secuestre. “ANEXO No. 76”

· Diligencia de secuestro de bienes. “ANEXO No. 77”

· Auto por el cual se fija caución para un secuestre.  “ANEXO No. 78”

· Informe secretarial indicando que se practicó el embargo y secuestro. “ANEXO No. 79”

· Auto por el cual se ordena un avalúo y designa peritos. “ANEXO No. 80”

· Comunicación del nombramiento de perito. “ANEXO No. 81”

· Auto de posesión del señor Perito. “Anexo No. 82”

· Informe secretarial. “ANEXO No. 83”

· Auto por el cual se da traslado de un dictamen pericial. “ANEXO No. 84”

· Informe secretarial.  “ANEXO No. 85”

· Informe secretarial.  “ANEXO No. 86”

· Auto por el cual se ordena la aclaración o complementación de un dictamen pericial. “ANEXO 87””

· Auto por el cual se ordena el traslado de la aclaración o complementación de un dictamen pericial. “ANEXO No. 88”

· Informe secretarial. “ANEXO No. 89”

· Auto por el cual se ordena tener en cuenta el dictamen pericial. “ANEXO No. 90”

· Informe secretarial opción dos. “ANEXO No. 91

· Auto por el cual se ordena la practica de unas pruebas. “ANEXO No. 92”

· Auto por el cual se ordena resolver una objeción. “ANEXO No. 93”

· Auto por el cual se ordena un remate. “ANEXO No. 94”

· Aviso de Remate. “ANEXO No. 95”

· Constancia de fijación. “ANEXO No. 96”

· Constancia secretarial. “ANEXO No. 97”

· Constancia de desfijación. “ANEXO No. 98”

· Acta de remate sin postores. “ANEXO No. 99”

· Acta de remate. “ANEXO No. 100”

· Constancia secretarial. “ANEXO No. 101”

· Auto por el cual se aprueba un remate. “ANEXO No. 102”

· Auto por el cual se termina un proceso ejecutivo. “ANEXO No. 103”

· Auto por el cual se acepta el pago total y se archiva un proceso ejecutivo. “Anexo No. 104”

· Comunicación de desembargos. “Anexo No. 105”

· Constancia Secretarial del Archivo. “Anexo No. 106”

· Marco Teórico - Conceptual aplicable al Proceso de Prestación de Servicio de Responsabilidad Fiscal.  “Anexo No. 107”

· Marco Teórico - Conceptual aplicable al Proceso de Prestación de Servicio Jurisdicción Coactiva. “Anexo No. 108”.

7. DESCRIPCIÓN DEL PROCEDIMIENTO:

MATRIZ PARA DESCRIPCIÓN DEL PROCEDIMIENTO

	No
	EJECUTOR
	ACTIVIDAD
	REGISTROS
	OBSERVACION

	1
	Director Técnico
	Recibir y analizar antecedente (Hallazgo Fiscal o Indagación Preliminar)
	Libro radicador de Hallazgos e Indagaciones Preliminares, archivo magnético “SICRE”. Validado o aprobado el antecedente, cuando no es de conocimiento de la Dirección, profiere memorando de envío a la Subdirección  Técnica competente o  en defecto de lo anterior emite memorando de devolución a la dependencia de origen para ajustes o corrección.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual consulte el Anexo No. 107 de este procedimiento.

	2
	Director Técnico  o Subdirector  Técnico.
	Proferir Auto de Asignación de Competencia con designación del número de proceso.  
	Acta o Libro de  Reparto. Auto firmado con constancia de recibido por el asignado y Libro Radicador de autos de asignación de competencia. 
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos. 1 y 107 de este procedimiento

	3
	Profesionales Especializados (orientador) y Universitarios ejecutores, según asignación de competencia por Dependencia


	Dictar Auto de apertura del Proceso.
	Auto de apertura del proceso que reposa en el expediente. 
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos. 3 y 107 de este procedimiento.

	4
	Profesional Universitario y/o Especializado, Secretaría Común. 
	Notificar personalmente o por Edicto, previo envío de citación a los posibles responsables el Auto de Apertura del Proceso, comunicarlo al Garante e informar de la Apertura al Representante Legal del sujeto de control afectado.
	Oficio de citación, acta de diligencia de notificación personal o edicto, que reposan en el expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos. 12, 14 y 107 de este procedimiento.

	5
	Profesionales Especializados (orientador) y/o Profesionales Ejecutores 
	Emitir Auto que Decreta Pruebas, antes de la decisión del artículo 46 de la Ley 610/00, cuando sea necesario.
	Auto que decreta pruebas, visto en el expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual consulte el Anexo No. 107 de este procedimiento.

	6
	Director Técnico o Subdirector Técnico en asocio con profesionales competentes.
	Expedir Auto que Decreta Medidas Cautelares, cuando haya lugar.
	Auto que Decreta las Medidas Cautelares, visto en el expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos. 10 y 107 de este procedimiento.

	7
	Profesionales Universitarios y Especializados Ejecutores competentes.
	Proferir Auto que nombra Apoderado de Oficio, si el implicado no puede ser localizado o si citado, no comparece a rendir versión.
	Auto que nombra el Apoderado de Oficio, oficio con el cual se comunica esa designación, Acta de Posesión.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos. 7, 8 y 107 de este procedimiento.

	8
	Director Técnico, Subdirector Técnico, Profesionales Especializados y Universitarios ejecutores competentes. 
	Dictar Auto de Imputación de Responsabilidad Fiscal.
	Auto de Imputación que obra en el expediente y en el Libro Radicador de Autos de Imputación.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos No. 11 y 107 de este procedimiento.



	9
	Profesionales  Universitarios y/o Especializados y Secretaría Común.
	Citar y notificar personalmente o por edicto el Auto de Imputación de Responsabilidad Fiscal a los  implicados y a la Compañía de seguros.
	Oficio de citación, actas de diligencias de Notificación Personal o Edicto, que reposan en el expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos. 12, 14 y 107 de este procedimiento.

	10
	Profesionales Especializados y Universitarios Ejecutores competentes.
	Dictar Auto de Decreto y Práctica de Pruebas y/o de Denegación de Pruebas.
	Auto que decreta pruebas que obra en el expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos .15 y 107 de este procedimiento.

	11
	Profesionales  Universitarios y/o especializados y  Secretaría Común.
	Notificar por estado el Auto de Decreto y Práctica de Pruebas o su Denegación.
	Constancia  siguiente al  auto en el expediente. Acta de  Diligencia de Notificación por  Estado.

 
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  y formal consulte los Anexos Nos. 29 y 107 de este procedimiento.

	12
	El Director Técnico y los Subdirectores Técnicos para Apelación y los Profesionales   Especializados y Universitarios competentes, para Reposición


	Emitir los autos que resuelven los Recursos contra el Auto de Pruebas, en caso que hayan interpuesto.
	 En el Auto que resuelve los recursos, visto en el expediente.
	Para ilustración del marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos 16 y 107 de este procedimiento.

	13
	Profesionales Especializados (orientador) y Universitarios Ejecutores competentes.
	Practicar las pruebas decretadas
	En las actas de las diligencias, los documentos que las contienen y que reposan en el  expediente. 
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos. 5, 9 y 107 de este procedimiento.

	14
	EL Director Técnico o los Subdirectores Técnicos y Profesionales Universitarios y/o Especializados competentes.
	Proferir fallo sin Responsabilidad Fiscal.
	En el Fallo Sin Responsabilidad Fiscal que reposa en el expediente y  Libro Radicador de Fallos.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos. 17 y 107 de este procedimiento.

	15
	Profesionales Universitarios y/o Especializados y Secretaría Común
	Citar y Notificar Personalmente o por Edicto el Fallo Sin Responsabilidad Fiscal a implicados y Compañía Aseguradora.
	Oficio de Citación, Acta de Diligencia de Notificación Personal o Edicto, que reposan en el expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos. 12, 14 y 107 de este procedimiento.

	16
	Contralor, Director Técnico  o Subdirector Técnico, conforme a instancia de conocimiento.
	Decidir los recursos interpuestos contra el Fallo Sin Responsabilidad Fiscal y/o  Grado de Consulta
	En el auto que resuelve el recurso que reposa en el expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos 18, 19 y 107 de este procedimiento

	17
	Profesionales Universitarios y/o Especializados y Secretaría Común.
	Citar y Notificar Personalmente o por Edicto el Auto que Decide los Recursos y/o el Grado de Consulta.
	Oficio de citación, acta de diligencia de notificación personal o edicto, que reposan en el expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos. 12, 14 (en lo pertinente) y 107 de este procedimiento.

	18
	Director Técnico o  Subdirector Técnico y Profesionales  Universitarios y/o Especializados competentes.
	Proferir Fallo con Responsabilidad Fiscal
	En el Fallo con Responsabilidad Fiscal que reposa en el expediente y en el Libro Radicador de Fallos.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos. 17 (en lo pertinente)  y 107 de este procedimiento.

	19
	Profesional Universitario y/o Especializado y Secretaría Común.
	Citar y Notificar Personalmente o por Edicto el Fallo con Responsabilidad Fiscal a responsables y Compañía Aseguradora.
	Oficio de Citación, Acta de Diligencia de Notificación Personal o Edicto, que reposan en el expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos. 12 y 14 (en lo pertinente) y 107 de este procedimiento.

	20
	Contralor o  Director Técnico o Subdirector Técnico
	Decidir los recursos interpuestos contra el Fallo con Responsabilidad Fiscal y/o  Grado de Consulta conforme a instancia de conocimiento.
	En el auto que resuelve el recurso que reposa en el expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos. 18, 19, 24, 25, 26 y 107 de este procedimiento.

	21
	Profesional Universitario o Especializado y Secretaría Común 
	Citar y Notificar Personalmente o por Edicto el Auto que Decide los recursos y/o el Grado de Consulta a responsables y Compañía Aseguradora.
	Oficio de Citación, Acta de Diligencia de Notificación Personal o Edicto, que reposan en el expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual y formal consulte los Anexos Nos. 12 y 14 (en lo pertinente) y 107 de este procedimiento

	22
	Secretaría Común.
	Trasladar a Jurisdicción Coactiva el Fallo con Responsabilidad Fiscal debidamente ejecutoriado y en firme.
	Memorando Remisorio, Constancia Secretarial dentro del proceso.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual consulte el Anexo No. 107 de este procedimiento.

	23
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva y Profesional Sustanciador. 
	Estudiar el Título Ejecutivo 
	Constancia Secretarial previa al Auto que Avoca Conocimiento.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual consulte el Anexo No. 108 de este procedimiento.

	24
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva, Profesional Sustanciador.
	Proferir Auto que avoca conocimiento con asignación de competencia, número de expediente de origen y número de expediente de Cobro Coactivo. 
	 El Auto que obra dentro  del Proceso Coactivo con indicación del número de expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual consulte los Anexos Nos. 31, 32 y 108 de este procedimiento.

	25
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva y Profesional Universitario y/o Especializado Sustanciador
	Investigar el patrimonio del ejecutado.
	Los oficios que se libran para tal fin  y las constancias secretariales que se consultó el sistema de acuerdo a los convenios existentes  y anexos al proceso.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 33, casos 1 a 6 y 108 de este procedimiento.

	26
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva y Profesional Universitario y/o Especializado Sustanciador. 
	Proferir Auto de Mandamiento de Pago
	El Auto que obra dentro  del Proceso Coactivo.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 34 y  108 de este procedimiento.

	27
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva y Profesional Universitario o Especializado Sustanciador.
	Decretar Medida Cautelar
	El Auto que obra dentro  del Proceso Coactivo, en cuaderno separado.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 64 a 67, 69 a 75 y 108 de este procedimiento.

	28
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva, Profesional Universitario o Especializado Sustanciador
	Proferir Auto que  Ordena el Secuestro y Designa al Secuestre
	Auto de Asignación y Acta de Posesión que obra dentro  del Proceso Coactivo.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 68, 76 y 108 de este procedimiento.

	29
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva y Profesional Universitario y/o Especializado.
	Practicar diligencia de embargo y secuestro o de secuestro.
	Acta de la diligencia de secuestro que obra en el expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 77 a 79 y 108 de este procedimiento.

	30
	Profesionales Universitarios y/o Especializados.
	Citar y notificar el Auto de Mandamiento de Pago.
	 Oficio de Citación, Acta de Diligencia de Notificación Personal o Aviso publicado en un diario que obra en el expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 35 a 37, 41, 42 y 108 de este procedimiento.

	31
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva 
	Proferir Auto que Designa Curador Ad Litem, si el ejecutado no puede ser localizado o si citado no comparece a notificarse del mandamiento de pago.
	El Auto que obra dentro  del Proceso Coactivo.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 38 a 40 y 108 de este procedimiento.

	32
	Director, Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva.
	Proferir Auto que Resuelve los Recursos Interpuestos Contra el Mandamiento de Pago.  
	El Auto que obra dentro  del proceso coactivo.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos 52 y. 108 de este procedimiento.

	33
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva, Profesionales Universitarios o Especializados Sustanciadores. 
	Citar y notificar el Auto que Resuelve los Recursos  Interpuestos Contra el Mandamiento de Pago.
	 Acta de Notificación por Estado y Constancia de Fijación y Desfijación del Estado después del Auto que resuelve los Recursos dentro del expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 46 y 108 de este procedimiento.

	34
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva y Profesionales Universitarios y/o Abogados Sustanciadores 
	Proferir resolución que resuelve  las excepciones propuestas contra el mandamiento de pago.
	El Auto que obra dentro  del proceso coactivo.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 60 y 108 de este procedimiento.

	35
	 Profesionales Universitarios y/o Especializados
	Citar y notificar personalmente  la Resolución que Resuelve las Excepciones propuestas contra el Mandamiento de Pago
	 Acta de Notificación por Estado y Constancia de Fijación y Desfijación del Auto dentro del expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte el Anexo No. 108 de este procedimiento.

	36
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva, Profesional Universitario y Especializado Sustanciador.
	Celebrar convenio de Acuerdo de pago
	 Acta de Convenio que reposa en el expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 49, 50 y 108 de este procedimiento.

	37
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva 
	Proferir Auto que Revoca el Acuerdo de Pago y Reanuda el Proceso, en caso de incumplimiento.
	El Auto que obra dentro  del proceso coactivo.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 51 y 108 de este procedimiento.

	38
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva y Profesional Universitario y/o Abogado Sustanciador.
	Proferir Sentencia que Ordena Seguir Adelante la Ejecución.
	El Auto que obra dentro  del proceso coactivo. 
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 57 y 108 de este procedimiento.

	39
	 Profesionales Universitarios y/o Especializados
	Notificar por estado la sentencia que ordena seguir adelante la ejecución
	 Acta de Notificación por Estado y Constancia de Fijación y Desfijación que reposa en el expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 46 y 108 de este procedimiento.

	40
	 Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva y Profesional Universitario y/o Especializado.
	Liquidar el Crédito y las Costas del Proceso y dar traslado de la liquidación.
	 Auto y Acta de Liquidación que reposan dentro del expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 61, 62 y 108 de este procedimiento.

	41
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva.
	Proferir Auto de Modificación o de Aprobación de la Liquidación del Crédito y de las Costas, según el caso.
	El Auto que obra dentro  del Proceso Coactivo.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 63 y 108 de este procedimiento.

	42
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva.
	Proferir Auto que Ordena Avalúo de Bienes, Designación del Perito y Fija Plazo para el Dictamen.
	El Auto que obra dentro  del Proceso Coactivo.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual consulte los Anexos Nos. 80 a 83 y 108 de este procedimiento.

	43
	 Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva y Profesional Universitario y/o Especializado.
	Traslado del Dictamen Pericial.
	 Auto que obra dentro del expediente del Proceso Coactivo que Ordena el Traslado.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 84, 85 y 108 de este procedimiento.

	44
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva 
	Proferir Auto que declara en Firme el Avalúo de los Bienes.
	El Auto que obra dentro  del expediente del Proceso Coactivo.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 90 y 108 de este procedimiento.

	45
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva y Profesional Universitario y/o Abogado Sustanciador.
	Proferir Auto que Señala Fecha y Hora para la Diligencia de Remate.
	El Auto que obra dentro  del Proceso Coactivo.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 94 al 98 y 108 de este procedimiento.

	46
	 Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva, Profesionales Universitarios y/o Abogados Sustanciadores.
	Practicar Diligencia de Remate.
	 Acta de Desarrollo de la Diligencia de Remate incorporada en el expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 99, 100 y 108 de este procedimiento.

	47
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva 
	Proferir Auto que Aprueba el Remate.
	El Auto que obra dentro  del proceso coactivo.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 102 y 108 de este procedimiento.

	48
	Subdirector Técnico de Jurisdicción Coactiva 
	Proferir Auto por el cual se Acepta el Pago Total y se Archiva el Proceso Ejecutivo.
	El Auto que obra dentro  del proceso coactivo.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 104 y 108 de este procedimiento.

	49
	Profesionales Universitarios y/o Especializados y Secretaría Común.
	Librar oficios 
	 Los oficios que reposan dentro del expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 105 y 108 de este procedimiento.

	50
	Profesionales Universitarios y/o Especializados y Secretaría Común.
	Materializar el archivo.
	 Constancia Secretarial dentro del Expediente.
	Para ilustración del Marco Teórico – Conceptual  consulte los Anexos Nos. 106 y 108 de este procedimiento.


ANEXOS

A continuación se presentan los modelos y minutas de los Actos Administrativos proferidos en desarrollo del Proceso de Prestación del Servicio de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva cuyos requisitos formales son los siguientes:

· Símbolo y Logotipo de la Contraloría de Bogotá en el centro de la página, margen superior (Resolución Reglamentaría No. 022 del 11 de julio de 2002).

· Nombre completo de la dependencia que profiere el Acto Administrativo, en letra Arial No. 10, Mayúscula sostenida, centrado y en negrilla.

· Dirección de la Dependencia y número de teléfono en letra Arial No. 8 y en mayúscula sólo las iniciales, en negrilla.

· Denominación del Acto Administrativo (Encabezado) en letra Arial No. 10, mayúscula sostenida y negrilla, dejando espacio para el número consecutivo del Acto Administrativo cuando sea Auto de Asignación de Competencia; Auto de Archivo (por cualquier causal); Auto de Imputación o mixto y Fallo Con Responsabilidad Fiscal.

· Número de radicación del proceso en letra Arial No. 10, en mayúscula sólo las iniciales y en negrilla.

· El texto del Acto Administrativo en letra Arial No. 12, con espacio interlineal sencillo.

· En el pie de página debe aparecer la numeración de los folios que integran el Acto Administrativo, en la parte central incluido el primer folio, en letra Arial No. 8.

· No obstante las anteriores formalidades, en todo caso, la actuación contendrá las exigencias legales y reglamentarias pertinentes.

ANEXO  No. 1

(Símbolo y Logotipo)

(DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO Nº ___ POR MEDIO DEL CUAL SE ASIGNA COMPETENCIA

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nª  -----------------

(Ciudad y fecha)

(Cargo del Funcionario competente para proferirlo. Por Ej.: El Director de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva; o, El Subdirector del Proceso de Responsabilidad Fiscal; o, El Subdirector de Jurisdicción Coactiva),  en ejercicio  de las atribuciones conferidas  en la  Resolución   No.  012 del 12  de junio de 2001,  proferida  por el Contralor de Bogotá, D.C., y

C O N S I D E R A N D O

Que el Contralor de Bogotá, de conformidad  con lo establecido en los artículos  268 y 272 de la Constitución Política y 109 del Decreto 1421 de 1993, tiene entre otras atribuciones constitucionales y legales, la de establecer la responsabilidad fiscal que se derive de la gestión fiscal de la administración del Distrito Capital.

Que para el ejercicio de la atribución antes referida, el numeral 7 del artículo 5 del Acuerdo Nro. 024 de 2001 “Por el cual se organiza la Contraloría de Bogota D.C., se determinan las funciones por dependencias, se fijan los principios generales inherentes a su organización y funcionamiento y se dictan otras disposiciones” establece como función de la Contraloría de Bogotá D.C., la de atender, entre otros, el ejercicio de los procesos de responsabilidad fiscal.

Que la Ley 610 del 15 de agosto de 2000, estableció el trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de competencia de las Contralorías, norma que en el artículo 64 señala que para establecer la responsabilidad  de la gestión fiscal los Contralores podrán dejar esta atribución en las dependencias que, de acuerdo con la organización y funcionamiento de la Entidad, existan, se creen o modifiquen para tal efecto.

Que el artículo 24 del Acuerdo 24 de 2001, consagra la facultad que tiene el Contralor Distrital para delegar funciones generales o específicas sobre el ejercicio del control fiscal.

Que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 de la Resolución No.012 del 12 de junio de 2001, proferida por el Contralor de Bogotá, D.C. corresponde conocer de los procesos de responsabilidad fiscal, entre otras dependencias,  a la (citar el nombre de la dependencia que va a surtir el trámite del proceso de responsabilidad fiscal; por Ej.: ) Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y proferir el auto de asignación de competencia para tal fin al (citar el cargo del Funcionario que profiere el auto, por Ej.) suscrito Director de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva.

Que (-------referir la procedencia de la información que da lugar al proceso de responsabilidad fiscal; por Ej.:) del informe de la Indagación Preliminar Nro.----------, adelantada en -----(nombre de la Entidad)-----; o, del Hallazgo de Auditoría; o, de oficio, según noticia de prensa----), se establece la necesidad de dar curso al proceso de responsabilidad fiscal tal como lo prevé el Art. 40 de la Ley 610 de 2000, por el detrimento patrimonial ocasionado al Distrito Capital, en cuantía de $----------, por la ocurrencia de los siguientes hechos (-----describir brevemente los hechos u omisiones que originan el daño fiscal-----), contra los señores ------------, --------------y-----------, identificados con CC Nos.-----------,------------y----------, respectivamente (o cuando el Auto es proferido por alguna Subdirección, transcribir entre comillas el contenido del memorando con el que el Director remitió el Hallazgo o la indagación Preliminar). 

En mérito de lo expuesto, el suscrito (cargo del Funcionario),

R E S U E L V E:

Artículo primero: Asignar competencia  al doctor (nombre completo del funcionario o funcionarios) identificado con C.C. Nro.            , ( -----cargo,-----) de esta  dependencia, para que inicie y lleve hasta su culminación dentro de los términos y con las formalidades previstas en la Ley 610 de 2000, proceso de responsabilidad fiscal No. (citar el número de radicación que a este corresponda, compuesto por el código asignado a la dependencia, seguido por cuatro dígitos que en orden consecutivo ascendente indican el número de procesos e indagaciones adelantados por la dependencia cortado cada año, y terminado con dos dígitos que señalan los últimos del año en que se profiere el auto de asignación de competencia) en la (nombre de la entidad – cuando se tenga determinada) en relación con los hechos referidos en los considerandos de esta providencia.

Si en el curso del proceso se advierten otras situaciones generadoras de daño fiscal, relacionadas o conexas con las objeto de este proceso, deberán ser avocadas y decididas teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 14 y 15 de la Ley 610 de 2000.

Artículo segundo: El funcionario asignado, cumplirá las previsiones de la Ley 610 del 15 de agosto de 2000 y  de la  Resolución  No. .012  del 12  de junio de 2001, proferida  por el Contralor de Bogotá, D.C; teniendo en cuenta que la orientación y seguimiento del proceso estarán a cargo del Dr.--------------, Profesional Especializado Grado 4, sin perjuicio del control administrativo a cargo de esta jefatura (la designación de Profesional Especializado 335-04 como Orientado es potestativa). 

Artículo tercero: El funcionario asignado, queda facultado para trasladarse a la Entidad  o Entidades en que deba practicar  pruebas y diligencias propias del proceso, de las cuales quedará constancia en el expediente.

Artículo cuarto: Por secretaría común, entérese de esta decisión al Dr. (nombre del o los funcionarios asignados) y entréguesele (s) el antecedente.

Artículo quinto: El (los) Profesional (es) asignado (s), previa valoración completa y detallada de la información contenida en la Indagación Preliminar No.------- (o en el Hallazgo Fiscal), proferirá (n) el Auto de Apertura del Proceso de Responsabilidad Fiscal, dentro de los ------ (señalar un término prudencial para tal fin que puede ser entre 3 y 9 días hábiles dependiendo de la carga laboral de funcionario, salvo que deba hacerse en forma inmediata para evitar caducidad), días hábiles siguientes al recibo del antecedente (cuando el Auto se profiera en una Subdirección, debe ordenarse el envío de copia a la Dirección con la prevención de la reserva).

C Ú M P L A S E

(Firma)

(Nombre completo)

(Cargo del Funcionario que profiere el Auto) 

En la fecha............................................, enteré al Funcionario asignado, Dr.---------------------------------------------------------y al Profesional Especializado Grado 4, Dr.----------------------y  les hice entrega del antecedente en---------------folios, MERGEFIELD CUADERNOS 

 MERGEFIELD FOLIOS  quienes para constancia firman como aparece:

.........................................



Funcionario Asignado

…………………………….

Profesional Especializado Orientador

............................................

 (Funcionario que ejerce funciones de secretaría en esa Dependencia).

ANEXO  No. 2

(Símbolo y Logotipo)

(DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO No. ___ POR MEDIO DEL CUAL SE DECRETA LA CESACIÓN DE LA ACCION FISCAL POR CADUCIDAD.

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

En la ciudad de Bogotá  D.C., a los ____________ ( ) días del mes de _____________ del año, ______________ ( ), los suscritos funcionarios asignados, especializado orientador y Director (---o Subdirector del Proceso de Responsabilidad Fiscal; o, Subdirector de Jurisdicción Coactiva;-----) en ejercicio de las facultades otorgadas por la Ley 610 de 2000 y la Resolución Reglamentaria 012 del 12 de junio de 2001, proferida por el Contralor de Bogotá D.C., proceden a decretar la cesación de la acción fiscal por caducidad, dentro del proceso de responsabilidad fiscal No ___, adelantado en _______(Entidad)________,  basados en las siguientes.

CONSIDERANDO:

Que mediante Auto del (___fecha ____),  se abrió el proceso de responsabilidad fiscal Nro.-----, en -----(Entidad----) ___________________________________, por (se indica el hecho generador de daño fiscal).

Que según  (…referir los medios probatorios con su ubicación en el expediente….) los hechos generadores del daño fiscal ocurrieron el día ____  de __(mes)__ de ___(año)_____.

Que desde la fecha indicada en el numeral anterior hasta la fecha en que se aperturó el proceso, han transcurrido: _____ años ______meses _____ días (o que desde la fecha del fenecimiento de la cuenta correspondiente al período en que se ocasionó el daño patrimonial al Distrito Capital, hasta la fecha del Auto de Apertura del Proceso han transcurrido 2 o más años).

Que el artículo 9º de la ley 610 del 15 de agosto de 2000 dispone que la acción fiscal caducará si transcurridos cinco (5) años desde la ocurrencia del hecho generador del daño al patrimonio público, no se ha proferido auto de apertura del proceso de responsabilidad fiscal (o referir el argumento de la Sentencia C-046 de 1994). 

Que en el presente proceso, es procedente declarar la caducidad de la acción fiscal por estar presentes los fundamentos de hecho y de derecho previstos en el artículo 9º  de la ley 610 del 15 de agosto de 2000 y en consecuencia, debe cesar la acción fiscal, tal como lo prevé el Art. 16 ibídem.

Que para procurar el resarcimiento del perjuicio causado al erario distrital es procedente solicitar a (..dependencia competente ..) dar curso a la acción (…..mecanismos alternativos a la acción fiscal, tales como la acción civil dentro del proceso penal, acción popular, acción de repetición, acción de extinción de dominio, Acción Pauliana o revocatoria, acción civil ordinaria por enriquecimiento sin justa causa…)

En mérito de lo anteriormente expuesto, los suscritos Funcionarios de la Subdirección del Proceso de Responsabilidad Fiscal (o de la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva o de la Subdirección de Jurisdicción Coactiva).

RESUELVEN:

Artículo primero. Declarar la ocurrencia del fenómeno jurídico de la caducidad y como consecuencia la cesación de la acción fiscal respecto del proceso de responsabilidad fiscal No..________,  adelantado en (nombre de la Entidad), en contra de (señalar el nombre de las personas implicadas, con identificación y lugar de domicilio, residencia o lugar de trabajo). 

Artículo segundo. Notificar personalmente o en la forma indicada por el Artículo 45 del Código Contencioso Administrativo a los implicados antes citados, este Acto Administrativo, informándoles que contra el mismo proceden los recursos de Reposición y Apelación, los cuales deberán interponerse dentro de los 5 días hábiles siguientes a la fecha de notificación, para ante esta Dependencia el primero y para ante la (Dependencia de segunda instancia) el segundo.

Artículo tercero. Con fundamento en el artículo 18 de la Ley 610 del 15 de agosto de 2000, remítanse, por Secretaría Común, las presentes diligencian al Superior Jerárquico a fin de que se surta el Grado de Consulta.

Artículo cuarto. Solicítese a la (….Dependencia competente……), el inicio de la acción  (……mecanismo alternativo de la acción fiscal………) 

Artículo quinto. Remítase copia de todo el expediente a Personería de Bogotá y a la Fiscalía General de la Nación para lo de su competencia.(Cuando se adviertan comportamientos constitutivos de falta disciplinaria o de delito).

Artículo sexto. Infórmese del resultado del presente proceso de responsabilidad fiscal en la relación mensual que se envía al alcalde Mayor, al Personero de Bogotá y al Concejo y a la Entidad:__________________________, con el  fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 111 del decreto 1421 de 1993.

Si el antecedente que originó el proceso fue enviado por una Dirección Sectorial de Fiscalización, debe ordenarse la remisión de una copia del Acto Administrativo para su conocimiento.

Artículo séptimo: Una vez surtido el grado de consulta, archívese el expediente.

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE.

Firma, nombre y cargo de los funcionarios competentes.

ANEXO  No. 3

(Cuando el informe de la indagación preliminar sugiere la apertura del proceso de responsabilidad fiscal y la Dependencia es competente para adelantarlo, previo Auto de asignación de competencia, los Profesionales asignados y el Especializado Orientador cuando ha sido designado, proferirán).

 (Símbolo y Logotipo)

(DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO DE APERTURA DEL PROCESO DE RESPONSABILIDAD FISCAL, (O CON EL CUAL SE DECIDE FORMALMENTE LA INDAGACIÓN PRELIMINAR Y SE INICIA EL PROCESO).
Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------
En la ciudad de Bogotá D.C.,  a los _________ (número) días del mes de ________, de _________ (año), los suscritos Profesionales asignados y Profesional Especializado Orientador (Subdirección del Proceso de Responsabilidad Fiscal), de la Contraloría de Bogotá D.C., proceden a dictar Auto de Apertura del Proceso de Responsabilidad Fiscal No._______, en las dependencias administrativas de (….nombre de la entidad……..), (….naturaleza jurídica y nombre del representante legal ______________), teniendo en cuenta los siguientes.

FUNDAMENTOS DE HECHO:

(….Se debe indicar el origen del antecedente – hallazgo, indagación preliminar- y hacer una breve pero puntual descripción de los hechos objeto del proceso de responsabilidad fiscal y su cuantía, teniendo en cuenta las funciones de los servidores públicos que intervinieron para la época de la ocurrencia de los mismos, así como una síntesis de lo que determine la prueba recaudada o contenida en el antecedente…).

FUNDAMENTOS DE DERECHO:

Constitución Política, artículos 272 y 268, Numeral 5; Ley 610 de 2000; Resolución Reglamentaria No. 012 del 12 de junio de 2001 y Auto de asignación de competencia Nro. ------de (fecha) para el inicio y trámite del presente proceso.

PRUEBAS:

La Indagación descansó esencialmente sobre las siguientes pruebas: (…o, el antecedente da cuenta de las siguientes pruebas:).

Documentales.

_________________________________________________________________________________________________________________________________ .

__________________________________________________________________________________________________________________________________ 

Testimoniales:

-------------------------------------------------------------------------

-------------------------------------------------------------------------

Dictamen pericial

(Tener en cuenta que son válidos todos los medios probatorios reconocidos por la ley)

CONSIDERANDOS:

Valoradas las pruebas allegadas legalmente a este averiguatorio, encuentra el Despacho que el señor ________________ posiblemente incurrió en una acción (…u omisión….) generadora de daño fiscal al Distrito Capital, en cuantía de $…….., lo que amerita  abrir Proceso de Responsabilidad Fiscal en su contra, tal como lo dispone el Artículo 40 de la Ley 610 de 2000. (referir que la Medidas Cautelares se decretarán en Acto Administrativo separado y/o en oportunidad).

En mérito de lo anteriormente expuesto los suscritos funcionarios,

RESUELVEN:

Artículo primero. Avocar el conocimiento de las presentes diligencias fiscales en las dependencias de _______________________ (nombre de la entidad).

Artículo segundo. Declarar abierto el Proceso de Responsabilidad Fiscal N ____, por los hechos referidos en la parte motiva anterior; en contra de (señalar nombre e identificación de las personas llamadas a responder en el proceso).

Si en el curso del proceso se advierten otras situaciones generadoras de daño fiscal, se conocerán y decidirán en este proceso, siempre que se reúnan las condiciones señaladas en los Arts. 14 y 15 de la Ley 610 de 2000.

Artículo tercero. Ténganse como pruebas las aportadas en el Hallazgo Fiscal o Indagación Preliminar y practíquense las siguientes: ________________________________ __________________________________________ (relacionar cada una de las pruebas a practicar señalando fecha, hora y lugar cuando sea necesario, teniendo en cuenta que se debe citar a declarar al denunciante, en el evento en que exista;  y, que  las personas denunciadas en la queja deben oírse en exposición libre).

Artículo cuarto. Notificar la presente providencia al (los) presunto(s) responsable(s) fiscal(es), haciéndosele(s) saber que contra este Auto no procede recurso alguno (lo anterior en el evento que en la indagación preliminar o en la información antecedente se haya(n) identificado).

Artículo quinto. Comunicar al representante legal y/o jefe de la dependencia cuyos recursos han sido mal manejados, la apertura del Proceso de Responsabilidad Fiscal, solicitando su oportuna colaboración.

Artículo sexto. Comuníquese a la Compañía de Seguros por conducto de su representante legal o apoderado la cual ampara al presunto responsable, o el bien o contrato sobre el cual recae el objeto del proceso.

Artículo séptimo.  Remitir copia de este Acto Administrativo al Director de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, advirtiendo de su reserva (cuando se abre en una Subdirección).

COMUNÍQUESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

_____________________

_________________________

(Firmas, nombres y cargos de los Funcionarios asignados y del Profesional Especializado Orientador, cuando haya sido designado).

NOTA: Debe tenerse en cuenta que si el antecedente reporta información sobre derechos cautelables del implicado, procederá el decreto de medidas cautelares en Auto separado.

ANEXO  No. 4

(Símbolo y Logotipo)

(DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

DILIGENCIA DE RATIFICACIÓN Y AMPLIACIÓN DE QUEJA

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

En _______________________ (lugar,  fecha y hora en letras y números) compareció a la  ____(dependencia competente)_________________ el señor _____________________ (nombre del quejoso), atendiendo citación previa (…o por su iniciativa…) con el fin de ratificar y ampliar bajo la gravedad de juramento la queja visible a folio ______ formulada contra ________________ (nombre del acusado o acusados)…… en su condición de_____________; en tal virtud, los suscritos  profesionales asignados, conforme a lo estipulado en la ley  610 de 2000 y la Resolución 012 de 2001, previas las formalidades legales, le recibieron juramento de acuerdo con lo señalado en los artículos 266 y 269 del Código de Procedimiento Penal, previniéndole sobre el contenido del artículo 442 del Código Penal, y bajo la gravedad de juramento prometió decir la verdad, toda la verdad y nada más que la verdad, acerca de los hechos materia de la ratificación. Preguntado: sobre sus generales de ley, Contestó: ___________________________________ (nombres, apellidos, dirección, edad, profesión, ocupación). Preguntado: manifieste si el escrito que se le pone de presente (…denuncia vista a folios … del expediente…) corresponde a la queja por usted formulada y si la firma que allí aparece es la misma que utiliza en todos los actos públicos y privados, si es así exprese si se ratifica de su contenido. Contestó:--------------------. (……A continuación se le debe interrogar sobre nuevos datos, pruebas documentales, testigos presénciales o de oídas, y la dirección de los mismos, a fin de clarificar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos denunciados….). Contestó: _____________________________. Preguntado: exprese si tiene algo más que aclarar, corregir o suprimir a la presente diligencia. Contestó: _______________________________. No siendo otro el motivo de la presente se termina y firma una vez leída y aprobada por los que en ella intervinieron.

Ratificado: ______(firma y nombre completo)______________________

__________________________________________

Firma y nombre de los Profesionales asignados



ANEXO  No. 5

(Símbolo y Logotipo)

(DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

ACTA DE  RECEPCIÓN DE TESTIMONIO

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------
Recepción del testimonio del señor  ______________________identificado con C.C.  No.__________________ expedida en ________________dentro del proceso de responsabilidad fiscal No. _________

En la ciudad de _________, en las instalaciones de----------(lugar en donde se practica la diligencia), a los _______ días del mes de _______________ del año: _____ (colocar el año en letras y números), siendo las _____ horas, el suscrito Funcionario asignado, procede a recibir testimonio dentro del presente proceso de responsabilidad fiscal, al señor _______________ identificado con cédula de ciudadanía No. ________ expedida en ______________, de acuerdo con las facultades otorgadas por la Ley 610 de 2000. En tal virtud se le recibió juramento de acuerdo con lo previsto en los artículos 266  y 267 del Código de Procedimiento Penal, previas las advertencias contenidas en los artículos 33 de la Constitución Política de Colombia, 266 y  269 de la misma norma Procedimental Penal y en el 442 del Código Penal, por cuya gravedad promete decir la verdad en la declaración que va a rendir. Preguntado: sobre sus generales de ley. Contestó: _______________________________ (nombre, identificación, lugar de nacimiento, domicilio, residencia, estado civil, edad,  profesión, estudios realizados, ocupación u oficio, parentesco con el imputado y demás circunstancias que sirvan para establecer su personalidad y si existe en relación con él algún motivo de sospecha). Preguntado: inmediatamente se le solicita al testigo que haga un relato claro y detallado de los hechos objeto de estudio en el proceso. Contestó: __________________________ (Se debe dejar que haga el relato, pero si manifiesta desconocer la materia objeto del proceso se le debe ilustrar sobre los mismos). Preguntado: Luego se le interrogará para obtener precisiones o aclaraciones de lo dicho, en particular de las circunstancias de modo, tiempo y lugar y de la razón de ser o forma en que tuvo conocimiento de lo dicho. CONTESTO. ---------PREGUNTADO: (Pueden luego interrogarlo los implicados o sus apoderados) CONTESTO------------.PREGUNTADO.  (Finalmente se le interrogará si tiene algo más que agregar, corregir o enmendar) Contestó: ______________________. No siendo otro el objeto de la diligencia, se termina siendo las (hora) y el acta se suscribe por quienes en ella intervinieron, previa su lectura y aprobación.

__________________________

_________________________

Firma





Firma

Funcionario Competente


Declarante

_________________________

Firma

Implicado y/o su Apoderado.

NOTA: Se le interrogará solamente sobre los hechos materia del proceso y no se permitirá al testigo dilaciones innecesarias. 

Se tendrá en cuenta lo establecido en las normas del Código de Procedimiento Civil.

Igualmente, los testimonios de aquellas personas que por tener determinado fuero se rendirán por certificación jurada. Se les remitirá solicitud con el interrogatorio, indicando que deben responder a más tardar dentro de los ocho días siguientes a su comunicación, incluido término de la distancia, cuando es fuera del lugar en donde se está llevando a cabo la diligencia. (Art. 271 del C. de P.P.). 

ANEXO  No. 6

(Símbolo y Logotipo)

(DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

ACTA DE DILIGENCIA DE EXPOSICION LIBRE Y ESPONTANEA

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

Exposición libre y espontánea rendida por el señor (nombres y apellidos completos tal como aparecen en el documento de identidad que deberá exhibir): ____________________ identificado con cédula de ciudadanía No. __________ expedida en _______________. residente en la _________________. teléfono No. ________, ciudad ____________, departamento _____________________. En el proceso de responsabilidad fiscal  No. ____________________ 

En la ciudad de  _______________, en las instalaciones de (lugar donde se desarrolla la diligencia), a los ___________ (fecha y hora en letras y números) se presentó el Señor _________________ conforme a citación ordenada en Auto _________ (fecha en letras y números) (o quien solicitó ser escuchado en exposición libre y espontánea) con el fin de rendir exposición libre y espontánea en relación con los hechos materia del presente proceso. En consecuencia el suscrito Funcionario asignado le hace saber que tiene derecho a ser asistido por un apoderado (Abogado), a lo que manifestó ________ (por Ej.: que nombra como su Apoderado al Doctor en Derecho ___________, con T.P. No. _________ o Licencia Temporal Vigente del H. Tribunal Superior de __________ y cédula de ciudadanía No. ________ quien recibe notificaciones en la dirección ____________ de ______________ (la ciudad), presente, quien a su vez manifiesta aceptar y cumplir las obligaciones que el cargo le impone Acto seguido, se le hace saber al declarante que la exposición que va a rendir es libre del apremio de juramento, voluntaria, que no tiene la obligación de declarar contra sí mismo ni contra sus parientes en cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil, ni contra su cónyuge o compañera(o) permanente, manifestando que es su voluntad declarar. Preguntado: sobre sus generales de ley (nombre y apellidos, apodos si los tuviere, documentos de identificación y su origen, los nombres de sus padres, edad, lugar de nacimiento, estado civil, nombre de su cónyuge o compañero permanente y de sus hijos suministrando la edad de los mismos y su ocupación; domicilio o residencia, establecimientos donde ha estudiado, establecimientos donde ha trabajado con indicación de las épocas respectivas y el sueldo o salario que devenga actualmente, las obligaciones patrimoniales que tiene, los bienes muebles o inmuebles que posea). Contestó: mi nombre e identificación son las antes anotadas, mis padres son _____________ y ___________., nací en ____________ el día ______ del mes de _______ de ______ (año), tengo ______ años de edad; me dicen ______________; estudié hasta __________ en el colegio–universidad ______, he trabajado en _________, el último trabajo es (fue) en ____, en el cargo de ________, con un salario de ________, mis obligaciones patrimoniales son: ______________, soy (casado–soltero), mi esposa (o compañera permanente) se llama ____________________. tengo (Número) hijos, de nombres __________________________, actualmente laboro en _______ desempeñando el cargo de ______, desde _____ , igualmente laboré en las siguientes entidades públicas-------- y he sido contratista de -----------, tengo los siguientes bienes de fortuna---------- (En la recepción de la exposición, solamente el funcionario asignado formulará las preguntas. La intervención del apoderado no le da derecho para insinuar al indagado las respuestas que debe dar, pero podrá objetar al funcionario fiscal las preguntas que no formule en forma legal o correcta. Una vez cumplidos los requisitos de ley, se procederá a interrogar al imputado en primer término acerca de si conoce los hechos que originaron su vinculación.

(Es muy importante tener claro que si el exponente hace cargos contra terceros, se le debe tomar juramento sobre este punto, en cumplimiento y con las formalidades de los artículos 266 y 269 del Código de Procedimiento Penal, haciéndole conocer el contenido del artículo 442 del Código Penal, y en el caso de que los hechos denunciados puedan ser constitutivos de delito o infracción disciplinaria, ponerlos en oportunidad en conocimiento de la autoridad competente.

La experiencia nos ha enseñado que frente a una declaración, testimonio, versión libre las personas se ponen nerviosas, les aumenta o disminuye la presión arterial, aun cuando sean completamente inocentes, por eso debe brindárseles confianza y manejar las técnicas de entrevista o interrogatorio; es probable que se pueda obtener hasta una confesión.

De ser necesario se debe orientar la diligencia para que el imputado relate las cosas que interesan al proceso, hay personas muy tímidas o cortas de palabra que en ocasiones hay que agotar todos los medios de persuasión para lograr la respuesta. Sea paciente y mesurado. Como una de las tareas es determinar la responsabilidad fiscal, se debe determinar la relación jurídica y funcional del servidor público con la entidad.)

Preguntado: manifiéstele al Despacho, cuáles son (eran según el caso) sus funciones en ______________ (nombre de la entidad). Contestó: _________________________. Preguntado: Cuál es la normatividad o reglamentación que determina (o determinaba) sus funciones en ________________ (nombre de la entidad) Contestó: __________________. Preguntado: sírvase manifestar qué otras personas pueden dar veracidad de los hechos narrados y la dirección donde se pueden ubicar. Contestó: ______________. El funcionario interrogará al presunto responsable a fin de que suministre o aporte pruebas para el total esclarecimiento de los hechos.

Finalmente se interrogará al indagado acerca de si tiene algo más que agregar, enmendar o corregir en la presente diligencia? Contestó: ___________________________.

No siendo otro el objeto se da por terminada una vez leída y aprobada por quienes intervinieron.

_______________________


_______________________

Firma 





Firma 

Funcionario competente 


Implicado

_____________________

Firma

Apoderado

ANEXO  No. 7
(Símbolo y Logotipo)

(DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO  DESIGNANDO APODERADO DE OFICIO

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

Bogotá, D.C. (día) de (mes) de (año)

Los  suscritos profesionales asignados, en ejercicio de las atribuciones conferidas  por la Ley 610 de 2000, la Resolución Reglamentaria No 012 de 2001, proferida por el Contralor de Bogotá D.C.; y el Auto de Asignación de competencia No. ____ , del _(fecha)____,  y,   

CONSIDERANDO

Que en el Proceso de Responsabilidad Fiscal No. _______, adelantado en -----    (Nombre de la Entidad)-------,  por posible detrimento patrimonial  en cuantía de ($_____), se vinculó mediante auto de fecha-------al señor-------------------------------, identificado con C.C. Nro.------------, expedida en-----------------------.

Que para ser escuchado  en exposición libre y espontánea al citado señor, se libró el  oficio No. ______, de fecha _________,  sin que este se hubiera hecho presente.

Que en aras de garantizar el derecho a la defensa y al debido proceso, señalado en el artículo 29 de la  Constitución Política de Colombia y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley 610 de 2000, se hace necesario designarle apoderado de oficio, para continuar con el proceso de responsabilidad fiscal.

En consecuencia los profesionales asignados,

RESUELVEN:

Designar al doctor (a)  _________, identificado (a) con la ciudadanía No _________, y portador de la T.P. ___________ del  CSJ  o (Autorización del Consultorio Jurídico, según el caso), para que represente al señor (a),  __________,   identificado (a) con la cédula de ciudadanía No _________, de ________, dentro del Proceso de Responsabilidad Fiscal   No.  _____.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

_________________



___________________

Profesional asignado.


            Profesional asignado.

En el estado de Hoy, _____________,  fijado a las 8:00 A.M. y desfijado a las 5:00 P.M. se notificó el  Auto anterior.

______________________

Secretario Común

ANEXO  No. 8

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

ACTA DE DILIGENCIA DE POSESION DE APODERADO DE OFICIO

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

En la ciudad de Bogotá, D.C..,  a los ----------(fecha en letras y número) _________________________ se presentó a este Despacho, el Doctor (a) _______________________________________________, Abogado en ejercicio portador de la T.P. Nro.-----, identificado con la C.C. Nro.--------expedida en--------------, documentos que exhibió, (…o el señor------------, identificado con C.C. Nro.--------------expedida en-------------, miembro del Consultorio Jurídico de la Universidad------------------)con el fin de  tomar posesión  como apoderado de oficio, para representar al Sr._____ ___________________________________________, identificado con C.C. ________________________, en el proceso de responsabilidad fiscal Nº _______________________, que se adelanta en su contra, de conformidad con la designación efectuada en el auto de fecha-----------

Para tal  efecto el suscrito funcionario le tomo juramento  de rigor,  bajo cuya gravedad  prometió  cumplir bien y fielmente  con los deberes  que el cargo le impone.

No siendo otro el objeto de la presente  diligencia, se  da por terminada  y firman los que en ella intervinieron.

Firma 

Funcionario asignado

Firma 

Apoderado

C.C.

T.P.

Dirección

Teléfono

ANEXO  No. 9
(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

ACTA DE DILIGENCIA DE VISITA ESPECIAL

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

En Bogotá, DC., a los (---fecha y hora en letras y números……), presentes en la (dependencia competente….), los suscritos Profesionales asignados para adelantar el proceso de responsabilidad fiscal Nro.-----------, (…los vinculados señores--------y----------------, sus Apoderados Dres. ---------y-------------, respectivamente y el señor--------------------, quien fue designado como perito…), dan inicio a la Diligencia de Visita Especial decretada mediante auto de fecha----------------; para tal efecto, se trasladan al sitio (---dirección….), en donde se encuentran ubicadas las instalaciones de (…la Entidad, lugar de las obras u oficinas en donde se encuentran los archivos documentales o sistematizados de….) objeto de la visita, en donde encuentran al Dr.----------, quien ejerce en la actualidad el cargo de -------------------y enterado del objeto de la visita por los Profesionales Asignados, manifiesta atender la diligencia y poner a disposición los elementos, documentos, sistemas e información que se requieran. Acto seguido, (…debe hacerse una descripción del lugar objeto de la visita y dejar constancia en el acta de las actuaciones que allí se surten, como por ejemplo de los documentos consultados, los sistemas de información revisados, las informaciones suministradas por quien atiende la visita, las declaraciones de testigos que en el acto de la visita se encuentren y que tengan conocimiento de los hechos que al proceso interesan, las consultas de información que efectúen los peritos o los especialistas que presten apoyo técnico y sus conceptos o informes. …De los documentos consultados y que deban aportarse como prueba al proceso, debe dejarse constancia expresa en tal sentido y tener en cuenta lo dispuesto en los Arts. 251 a 294 del Código de Procedimiento Civil con las modificaciones del Decreto Especial 2282 de 1.989, respecto de la prueba documental…..) y a partir del próximo 9 de abril tener en cuenta lo previsto en la Ley 794 del 8 de enero de 2003, Artículo 23.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia se termina y se firma por los que en ella intervinieron, una vez leída y aprobada en todas y cada una de sus partes.

(Firma, nombre y cargo o identificación de todos los que participaron en la diligencia, empezando por los Profesionales Asignados). 

NOTA: Cuando por cualquier circunstancia la diligencia de visita especial no pueda terminarse, se suspenderá dejando constancia en el acta en tal sentido y expresando la fecha y hora en que habrá de continuar; el acta será suscrita en el momento de la suspensión por todos los que en la diligencia intervienen y continuarse en la hora y fecha previstas, para finalmente ser suscrita nuevamente una vez terminada la visita.

ANEXO  No. 10

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO QUE DECRETA MEDIDAS CAUTELARES

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------
Lugar y fecha __________________________.

Por el cual se decretan unas medidas cautelares.

Los funcionarios competentes en ejercicio de las facultades conferidas por la Ley 610 de 2000, artículo 12, y

CONSIDERANDO:

Que se adelanta el Proceso de Responsabilidad Fiscal No. ______ en la entidad _____________________, que en el mismo, se ha establecido presunta responsabilidad fiscal en cuantía de $_________ a cargo de los señores _________________, identificados con cédula de ciudadanía ________en su condición de ____________. 

Que en el desarrollo del Proceso de Responsabilidad Fiscal se han determinado los siguientes bienes como de propiedad de los presuntos responsables, así:

Descripción bienes inmuebles (ubicación, cabida y linderos).

Clase de inmueble ___________________________________ (finca, lote, apartamento, casa, edificio, local comercial, etc.).

Ubicación ___________ (ciudad), nomenclatura y matrícula inmobiliaria ____________ (según certificado de libertad y tradición que debe obrar en el expediente).

Descripción de bienes muebles ____________________________.

Clase de muebles ____________________________ (vehículos, naves aeronaves, cuentas bancarias, depósitos, sueldos, maquinaria, enseres, semovientes, acciones, títulos valores, etc.).

Que se hace necesario asegurar el resarcimiento al erario público por el daño causado.

Por las consideraciones expuestas,

RESUELVE:

Artículo primero. Decretar el embargo preventivo de los siguientes bienes inmuebles: ________________________________ (descripción completa, importante el No. de registro) de propiedad del señor ____________, identificado con la cédula de ciudadanía No. ____________.

Artículo segundo. (Decretar el embargo y secuestro preventivo de los siguientes bienes muebles: ________________ (descripción completa), de propiedad del señor __________, con cédula de ciudadanía No. _______ de _____ o decrétese el embargo de los salarios que devenga el señor ______________ portador de la cédula de ciudadanía No. __________ en su condición _____________ nombre de la entidad __________________; ubicados en------------------, para la diligencia se fija la hora de las---, del día---, del mes---, del año----. Limítese el valor de embargo a la suma de $_______________ (Código de Procedimiento Civil, artículo 513).

Artículo tercero. (Comunicar a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de ------------, para lo de su competencia y demás dependencias o entidades que se requiera, según sea el caso. Líbrense los oficios de rigor).

Artículo cuarto. Las medidas cautelares ordenadas en el presente Auto, tendrán vigencia durante el proceso de responsabilidad y si es del caso hasta la jurisdicción coactiva, en el evento de proferirse fallo con responsabilidad fiscal.

Artículo quinto. Contra la presente providencia proceden los recursos de reposición y apelación, una vez registrada la medida en las oficinas pertinentes. 

Notifíquese y Cúmplase_______________________

Firma, nombre y cargo del Funcionario asignado,  y visto bueno del Funcionario que asigna competencia. 

La notificación se hace por Estado, una vez recibida la información de registro de la Medida Cautelar (o una vez se haga efectiva la Medida Cautelar) Artículo 41 Numeral 7 de la Ley 610 de 2000.

ANEXO  No. 11

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO No.___ POR EL CUAL SE DECIDE SI SE IMPUTA RESPONSABILIDAD FISCAL O SE ARCHIVA

EL PROCESO No.---------------------(1)

(En primer término presentamos la decisión de ARCHIVO) (1).

NOTA:

(Hay que tener presente las causales para su procedencia de conformidad con el Art. 47 de la Ley 610 de 2000. Cuando se pruebe que:

El hecho no existió.

No es constitutivo de detrimento patrimonial.

No comporta el ejercicio de gestión fiscal.

Se acredite el resarcimiento pleno del perjuicio.

La operancia de una causal excluyente de responsabilidad fiscal.

La acción fiscal no podía iniciarse o proseguirse por haber operado la caducidad o la prescripción de la misma).

Proceden los suscritos ( ___________________ cargos de los funcionarios competentes…..), en ejercicio de la competencia que les confieren la Ley 610 de 2000, la Resolución 012 de junio de 2001, proferida por el Contralor de Bogotá D.C.  y el auto de asignación de competencia No.________, a decidir si se imputa responsabilidad fiscal o se archiva el proceso No.---------------.con fundamento en los siguientes,

HECHOS:

(…..referir el origen del proceso según denuncia, noticia, informe de Auditoría, hallazgo de Auditoría, etcétera y si se surtió indagación preliminar).

(…referir el hecho u omisión generador del daño fiscal, la Entidad afectada y la cuantía, objeto de estudio en el proceso…)

ACTUACION PROCESAL:

( …En este acápite se indica la fecha en que se dio inicio a la indagación preliminar, sus conclusiones, la fecha en que se profirió el Auto de apertura del proceso, su debida notificación a los implicados, las citaciones a los implicados para rendir versión libre, su rendición o el nombramiento de apoderados de oficio a los ausentes y el transcurso del término señalado en el Artículo 45 de la Ley 610 de 2000…) 

PRUEBAS:

Dentro de las pruebas practicadas en el proceso cabe destacar las siguientes:

Documentales ________________________ relacionar las que interesen para tomar la decisión.  Indicando en que folio se encuentran.  

Testimoniales: Relacionar todas las que se practiquen dentro del proceso indicando en que folios se encuentran.

Visita Especial ___________________________________________(vista a folios…..)

Dictamen pericial….--------------------------------(visto a folios…..)

CONSIDERANDOS:

(…..Se presentará un análisis secuencial cronológico y ordenado de los hechos y situaciones debidamente probados……relacionando en debida forma las situaciones de hecho con las normas jurídicas aplicables)

(Se tendrá en cuenta el principio de apreciación integral de las pruebas indicado en el Art. 26 de la Ley 610 de 2000)

( ..en las referencias a testimonios o versiones libres, presentar los apartes más importantes redactando en tercera persona o transcribiendo en comillas lo que interesa a la decisión)

(….presentar la conclusión respecto de los supuestos exigidos por el Art. 47 de la Ley 610 de 2000, para que proceda el archivo…)

(…Por Ej.: ….Ahora bien,  se evidenció que dentro de las diligencias  no existió daño, o se hizo el pago de lo debido, la reposición o reparación del bien materia del proceso; en consecuencia este despacho procederá a disponer el archivo de las diligencias en razón a que se dan los presupuestos señalados en el artículo 47 de la ley  610)

(…Cuando el archivo es por pago, se debe acreditar plenamente la reposición de los bienes o fondos objeto del detrimento, su ingreso a la entidad afectada y certificación de la misma, de estar conforme con este trámite. Tal decisión deberá comunicarse a la Dirección Financiera….).

(… Si se decretaron Medidas Cautelares, debe considerarse su levantamiento…).

(… Si se vinculó al Garante debe hacerse referencia a tal situación…).

En virtud de lo expuesto, 

RESUELVEN:

Artículo primero. Archivar el Proceso de Responsabilidad Fiscal Nro.--------adelantado en la---(Entidad---), en cuantía de $_______ en el que venían vinculados los señores--------------y--------------------, identificados con cédula de ciudadanía No. __________ y ___________y residentes o domiciliados en ___________ y ______________.

Artículo segundo. Por Secretaría Común, envíese el expediente a la (…dependencia 

competente para conocer en Grado de Consulta, teniendo en cuenta lo dispuesto en el Art. 18 de la Ley 610 de 2000 y en la Resolución 012 del 12 de junio de 2001, proferida por el Contralor de Bogotá D.C.) a fin de que se surta el grado de consulta.

Artículo tercero. Ordenar el traslado de copia de las diligencias a (…las autoridades competentes, si hay lugar a ello de conformidad con el artículo 21 de la ley 610 de 2000 Procuraduría, Fiscalía, Dirección Financiera, Oficina de Contabilidad).

Artículo cuarto. Notificar el presente auto al señor _________, en los términos del artículo 44 y 45 del Código Contencioso Administrativo, informándole que  contra el presente auto proceden los recursos de ley (Precisar qué recursos proceden ante qué funcionario se deben interponer y el término que dispone para su presentación) (comunicar la decisión al Garante cuando haya sido vinculado).

Artículo quinto. Remitir copia del auto a la Dirección Sectorial de Fiscalización (..a la que corresponde el sujeto de control cuyos recursos eran objeto de estudio en el proceso y siempre que el Hallazgo o la Indagación Preliminar que originó el proceso haya sido remitido por una Dirección Sectorial de Fiscalización).

Artículo sexto. En cumplimiento del artículo 111 del decreto 1421 de 1993, incluir el resultado de las presentes diligencias en la relación mensual que se envía al Alcalde Mayor, al Concejo, al Personero y al Representante Legal de la Entidad.

Artículo séptimo.  En firme esta decisión, pase el expediente al archivo físico.

Notifíquese y Cúmplase

Firma, nombre y cargo de los Funcionarios competentes para proferirlo.

En segundo término presentamos la decisión de IMPUTACION). (2)

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO POR EL CUAL SE DECIDE SI SE IMPUTA RESPONSABILIDAD FISCAL O SE ARCHIVA

 EL PROCESO No.---------------------

Proceden los suscritos ( ___________________ cargos de los funcionarios competentes…..), en ejercicio de la competencia que les confieren la Ley 610 de 2000, la Resolución 012 de junio de 2001, proferida por el Contralor de Bogotá D.C.  y el auto de asignación de competencia No.________, a decidir si se imputa responsabilidad fiscal o se archiva el proceso No.---------------.con fundamento en los siguientes,

HECHOS:

(…..referir el origen del proceso según denuncia, noticia, informe de Auditoría, hallazgo de Auditoría, etcétera y si se surtió indagación preliminar).

(…referir el hecho u omisión generador del daño fiscal, la Entidad afectada y la cuantía, objeto de estudio en el proceso…)

ACTUACION PROCESAL:

( …En este acápite se indica la fecha en que se dio inicio a la indagación preliminar, sus conclusiones, la fecha en que se profirió el Auto de apertura del proceso, su debida notificación a los implicados, las citaciones a los implicados para rendir versión libre, su rendición o el nombramiento de apoderados de oficio a los ausentes y el transcurso del término señalado en el Artículo 45 de la Ley 610 de 2000…) 

PRUEBAS:

Dentro de las pruebas practicadas en el proceso cabe destacar las siguientes:

Documentales ________________________ relacionar las que interesen para la decisión de imputación de responsabilidad fiscal Indicando en que folio se encuentran.  

Testimoniales: Relacionar todas las que se practiquen dentro del proceso indicando en que folios se encuentran. 

Visita Especial _________________________________________________(vista a folios….).

Dictamen pericial….-----------------------------------------------------------------------------(vista a folios....)

CONSIDERANDOS:

…..Se presentará un análisis secuencial cronológico y ordenado de los hechos y situaciones debidamente probados……relacionando en debida forma las situaciones de hecho con las normas jurídicas aplicables)

(…En consideración al acervo probatorio recopilado, analizado y teniendo en cuenta las responsabilidades establecidas, los funcionarios competentes  confrontarán los hechos demostrados con las normas violadas que originan el daño fiscal.

La cuantificación del daño, indicando factores generadores: negligencia, impericia, imprudencia, inobservancia de reglamentos y establecer el nexo causal entre la conducta y sus resultados estableciendo si es a título de dolo o culpa grave.

Determinar lo referido a la existencia del garante (Compañía de Seguros) en el evento en que el presunto responsable, bienes o fondos se encuentren amparados por una póliza.

(Se tendrá en cuenta el principio de apreciación integral de las pruebas indicado en el Art. 26 de la Ley 610 de 2000)

( ..en las referencias a testimonios o versiones libres, presentar los apartes más importantes redactando en tercera persona o transcribiendo en comillas lo que interesa a la decisión)

(….presentar la conclusión respecto de los supuestos exigidos por el Art. 48 de la Ley 610 de 2000, para que proceda la imputación de responsabilidad fiscal …)

En virtud de lo expuesto, 

RESUELVEN:

PRIMERO: Imputar Responsabilidad Fiscal  en cuantía de $..............al (os) señor (s) identificado (s) con la cédula de ciudadanía No.............. domiciliado en................conforme a lo expuesto en el proveído.

SEGUNDO: Vincular a  la Compañía de Seguros............. en su condición de Tercero Civilmente Responsable, conforme a lo dispuesto por el artículo 44 de la Ley 610 de 2000,  quien ampara al señor.............. identificado con cédula de ciudadanía No............ en su condición de.............. o al contrato No........... conforme a la póliza No.......... en cuantía de $................

TERCERO: Notificar personalmente el presente Auto al imputado y al Garante indicando nombre completo, identificación, domicilio tanto del (los) implicados como de la compañía de seguros. En caso de no  comparecer personalmente se debe notificar conforme al artículo 45 del Código Contencioso Administrativo y nómbrese apoderado de oficio  en cumplimiento del artículo 43 de la ley 610 de 2000.

CUARTO: Córrase traslado del presente Auto por el término de diez (10) días al (los) imputado (s),  en aplicación del artículo 50 de la Ley 610 de 2000, término durante el cual permanecerá el expediente en la Secretaría de este Despacho a disposición para consulta.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Firma, nombre y cargo de los Funcionarios competentes para proferirlo.

(Con esta decisión, simultáneamente debe decretarse Medida Cautelar en cuaderno separado cuando exista información patrimonial positiva del imputado).

ANEXO  No. 12

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

 DILIGENCIA DE NOTIFICACION PERSONAL

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

En Bogotá D.C., a los (….fecha y hora en letras y números….), se hizo presente en la Secretaría Común de la (…dependencia competente para adelantar el proceso…) el señor (nombres completos del implicado y/o de su apoderado (o del representante o apoderado del Garante.. –verificar que tal calidad este reconocida en el proceso-), quien se identificó con la cédula de ciudadanía No._______ Expedida en_______________________ (y Tarjeta Profesional para el ejercicio de la abogacía No.            expedida por el Consejo Superior de la Judicatura. Para el caso del apoderado), a quien se le notificó personalmente y se le hizo entrega completa, formal y gratuita de una copia del Auto de fecha___________ proferido en  contra de-------------------, dentro del Proceso de Responsabilidad Fiscal No.. _________adelantado por el manejo de recursos de la –(Entidad afectada-), informándole que contra el mismo proceden  los recursos de Ley, y advirtiéndole que cuenta con el término de ________ días hábiles, de conformidad con los Artículos 44 y 45 del Código Contencioso Administrativo, para que por escrito presente, solicite y/o aporte las pruebas que pretenda hacer valer en el  proceso.

Igualmente se le hace saber, que el expediente No.                    , del presente proceso, se encontrará durante el término ya señalado a su disposición en esta Secretaría;   término que correrá  entre el día---------------------------y el día--------------------------del mes ----del año-----------. (días hábiles, siendo el primero el hábil siguiente al de la fecha de notificación).

Para constancia firman,

(FIRMA, NOMBRE COMPLETO, DIRECCIÓN Y TELÉFONO DEL NOTIFICADO; Y, FIRMA, NOMBRE COMPLETO Y CARGO DEL FUNCIONARIO QUE REALIZA LA NOTIFICACIÓN).

ANEXO  No. 13

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO RECONOCIENDO PERSONERÍA DE APODERADO

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

Ciudad y fecha ________________.

De conformidad, al poder legalmente otorgado por el presunto responsable con fecha_____________,  señor ____________ portador de la cédula de ciudadanía No. ___________, al Doctor ____________, portador de la cédula de ciudadanía No.--------- y de la tarjeta profesional No. ___________ quien aceptó el poder, este Despacho reconoce su Personería  para actuar y para que lo represente dentro del presente Proceso de Responsabilidad Fiscal hasta su culminación.

Comuníquese y cúmplase.

__________________________

Firma Funcionario Asignado

ANEXO  No. 14

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

EDICTO

Proceso de Responsabilidad Fiscal N º_________.

Investigado: ______________________.

El (la) suscrito(a) ________________ de la Contraloría de Bogotá D.C, con el objeto de dar cumplimiento a lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo, artículo 45, procede a notificar por medio del presente Edicto al doctor _____________________ en razón a que no compareció a notificarse personalmente habiéndosele citado por medio del oficio No. _____ de (fecha y enviado por correo certificado el fecha del contenido de la providencia (Auto de Imputación de Responsabilidad Fiscal N) __________, proferido el ____________ de ____ (año) como resultado de las diligencias adelantadas en ________________, que en su parte pertinente señala, 

RESUELVE:

(Copiar textualmente el Resuelve consignado en el Auto que se notifica incluidos los nombres y cargos de los funcionarios que firman el Auto a notificar).

El presente Edicto se fija por el término de diez (10) días hábiles en lugar visible de la secretaría, a las 8 a.m. de hoy _____ de _______ (año) 

Nombre del Funcionario Asignado ____________________ (o del funcionario de Secretaría Común)

Cargo ____________________.

Vencidos los diez (10) días se debe consignar lo siguiente:

Siendo las _______ (hora) de hoy _______ de __________________ _______ (año), se desfija el presente Edicto.

Nombre Funcionario Asignado ________________________(o del funcionario de Secretaría Común)

Cargo ____________________.

ANEXO  No. 15

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO QUE DECIDE SOBRE LA PETICIÓN DE PRUEBAS SOLICITADAS POR EL IMPLICADO

O SU APODERADO (O AUTO QUE DECIDE SOBRE EL DECRETO DE PRUEBAS- ARTÍCULO 51 LEY 610 DE 2000)

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

De conformidad con la solicitud del presunto implicado, quien presentó explicaciones en tiempo y solicitó y aportó pruebas, proceden los profesionales asignados a decidir sobre la petición de pruebas visible a folios ______________.

En efecto, al presunto responsable fiscal, en su condición de ______ se le formuló  imputación de responsabilidad fiscal, en los siguientes términos:

(Transcribir imputación de responsabilidad fiscal)

Como normas presuntamente violadas se citaron: ______________________ (transcribirlas del auto de imputación de responsabilidad fiscal).

En el memorial de exculpación aporta y solicita las siguientes pruebas:

•
Documentales ___________________________________________.

•
Testimoniales ____________________________________________.

(…Debe tenerse en cuenta la conducencia, la pertinencia y la utilidad, para efectos de decretar las pruebas pedidas; que tiendan a esclarecer el hecho materia del proceso y la responsabilidad de los imputados o responsables eventuales______________________.)

Este Despacho, al analizar las pruebas solicitadas frente a la imputación de responsabilidad fiscal y los fundamentos del implicado en sus exculpaciones para solicitarlas, considera procedente recepcionar los testimonios de _____________________________ por cuanto reúnen los requisitos formales y sustanciales establecidos en el artículo 178 del Código de Procedimiento Civil; se les citará a la dirección anotada por el implicado y se les formulará el interrogatorio aportado.

Se negará el testimonio de _____________________, por cuanto la materia invocada por el petente no está relacionada con los hechos que al proceso interesan.

En cuanto a los documentos aportados, se les dará el valor que les corresponde en su oportunidad. 

Además de oficio se considera necesario practicar las (…relacionar las que se consideren de oficio, señalando lo que se pretende con las mismas o la materia de prueba que las hace conducentes, pertinentes y necesarias…)

Por lo expuesto,

RESUELVE:

Artículo primero. Decretar las pruebas testimoniales de ________ a quienes se les citara para el día---- a la hora-----, en esta dependencia, a la dirección anotada por el encartado, conforme a las consideraciones expuestas en la parte motiva.

Artículo segundo. Negar, por inconducente el testimonio de _________, de acuerdo a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

Artículo tercero. Tener como prueba, dándoles el valor legal que les corresponde, los documentos aportados y solicitar el aporte de……(las que se pidieron aportar….) a (citar la entidad, persona o dependencia que debe aportarlos…)

Artículo cuarto. Notifíquese por estado este proveído, al día siguiente de la expedición del mismo.

Artículo quinto: Contra esta providencia proceden los recursos de reposición y apelación que deben interponerse ante este despacho. dentro del término de cinco (5) días contados a partir de la fecha de notificación. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

(Firma, nombre y cargo de los Funcionarios competentes para proferirlo)

_________________________

(En la parte resolutiva se deben también decretar las pruebas que se consideren de oficio). 

ANEXO  No. 16

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO QUE DECIDE EL RECURSO DE REPOSICIÓN O APELACIÓN DE AUTO DE PRUEBAS

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

Ciudad y fecha.

Proceden los suscritos __________  (cargos de los funcionarios competentes) en ejercicio de la competencia que les confiere la Ley 610 de 2000, la Resolución Reglamentaria No. 012 del 12 de junio de 2001 proferida por el Contralor de Bogotá D.C., y el Auto de Asignación de Competencia No. ______ a decidir el Recurso de Reposición (o Apelación) interpuesto contra el Auto de fecha _______ que denegó (o decretó) pruebas.

PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

En efecto, al señor ________________ en su condición de ___________ se le abrió Proceso de Responsabilidad Fiscal por ________________ o se le dictó Auto de imputación de responsabilidad fiscal.

El presunto responsable solicitó la práctica de las siguientes pruebas: ___________________.

Folios _______________ ( )

La instancia según Auto de ___________(fecha) resolvió sobre las pruebas solicitadas por el presunto responsable negando las pedidas en los numerales _____________, por considerarlas inconducentes y no dirigirse a desvirtuar las imputaciones hechas.

En el escrito sustentatorio de reposición o apelación, el presunto responsable por sí mismo o por intermedio de su apoderado, aduce que es necesario ________________________.

La dependencia competente, después de hacer un examen detenido de las probanzas allegadas al informativo, observando en detalle los hechos objeto del Proceso de Responsabilidad Fiscal, así como el memorial presentado y el de reposición o apelación, advierte lo siguiente:

Al presunto responsable le fueron rechazados los testimonios solicitados en los numerales _____________ del escrito, por considerarlos inconducentes e impertinentes, por el A–quo. 

Ciertamente el Despacho, considera que sí es del caso recepcionar los testimonios ___________________ por encontrarlos pertinentes, toda vez que de conformidad a la cita que les hace el acusado, existe una relación de facto, entre los hechos que se pretenden demostrar con la prueba, es decir _____________. En consecuencia este Despacho procederá a decretarlos.

No sucede lo mismo con la prueba solicitada al numeral ___________, pues de hecho se observa que estuvo bien denegada por la instancia, en razón de que no comporta a esclarecer los hechos.

Este Despacho encuentra bien denegadas las pruebas solicitadas por el presunto responsable a los numerales ____________ de los descargos, por cuanto lo que pretende probar con ellas no tiene relación directa con el cargo endilgado.

Como las pruebas solicitadas a los numerales _________ sí conducen a establecer la verdad sobre los hechos materia de la investigación, este Despacho, procederá a decretarlas en la forma y términos a que se refiere el presunto responsable en su memorial, por considerarlas pertinentes, conducentes y procedentes al Proceso de  Responsabilidad Fiscal.

Por considerarlo de gran importancia para el mejor esclarecimiento de los hechos investigados, este Despacho de Oficio, ordenará _______________.

En virtud de lo expuesto, _______________ (entidad competente)

RESUELVE:

Artículo primero. Modificar el Auto calendado ___________ por medio del cual se negó la práctica de varias pruebas solicitadas, en el sentido de decretar y ordenar la práctica de las relacionadas en los numerales ___________, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

Artículo segundo. Ordenar de oficio la práctica de la prueba señalada en el numeral ______________ de este proveído; diligencia que se practicará por _________________.

Artículo tercero. Confirmar la decisión tomada por el a–quo (en el evento de que sea apelación) en relación con la negativa de las pruebas solicitadas a los numerales ___________ del memorial, por considerarlas impertinentes e inconducentes, conforme se determinó en la parte motiva de esta providencia.

Artículo cuarto. Contra este acto, no procede recurso alguno por la vía gubernativa (en el evento de que sea apelación); por cuanto si se está resolviendo el recurso de reposición se le debe conceder la apelación.

Notifíquese y cúmplase

___________________________

Firma

Funcionario competente

ANEXO  No. 17

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

FALLO SIN RESPONSABILIDAD FISCAL

                Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

Lugar, fecha y Número  -------------------------

Proceden los suscritos ------(Funcionarios competentes, por ejemplo: El Subdirector del Proceso de Responsabilidad Fiscal junto con los profesionales asignados y profesional especializado orientador, en ejercicio  de las atribuciones conferidas por los artículos 268, numeral 5º y 272 de la  Constitución Política, la Ley 610 del 15 de agosto de 2000 y la Resolución Reglamentaria 012 del 12 de junio de 2001, a decidir sobre el Proceso de Responsabilidad Fiscal No. ___________…………….., con fundamento en los siguientes,

HECHOS:

_____________________________________________________ (Narración sucinta de los hechos objeto de estudio en el proceso y nombre completo de la Entidad afectada).

ACTUACIONES PROCESALES

(..Referir las actuaciones surtidas desde la Indagación Preliminar, si se hizo, por ejemplo: Mediante Auto de fecha-----se dio inicio a la Indagación Preliminar, la que concluyó el ---fecha----, recomendando dar curso al Proceso de Responsabilidad Fiscal el que se abrió con auto de fecha-------, notificado a los implicados------- y---------- el (fecha-------y----fecha-------,respectivamente.

Fueron oídos en versión libre los implicados------y-----, el ----fecha y-----fecha----,respectivamente (o como no comparecieron se les nombró apoderado de oficio al Dr.---); se profirió auto de Imputación el----fecha----, notificado a los imputados señores -------y--------, el—fecha y-------fecha------, respectivamente, del cual se corrió traslado por diez días hábiles, término dentro del cual descorrieron el traslado los imputados--------y-----------, mediante sendos escritos presentados en----fecha y-----fecha-------, respectivamente.

Mediante auto de fecha--------, se decretaron las pruebas pedidas por los imputados y las que se consideraron de oficio, las cuales en oportunidad se practicaron…..)

PRUEBAS

El proceso se apoya esencialmente en las siguientes pruebas:

Documentales y testimoniales ___________________________________ (relacionar las pruebas indicando la materia de prueba y citar los folios en que obran en el expediente. 

MEDIDAS CAUTELARES

Hacer referencia a la imposibilidad de decretarlas en razón a que los imputados no tienen bienes o derechos cautelables (o referir cuáles se decretaron y hacer referencia a su levantamiento).

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO:

(-----Debe presentarse un relato claro, preciso, cronológico de los hechos y situaciones debidamente probados….)

Tener en cuenta el principio de Apreciación Integral de las Pruebas, previsto en el Art. 26 de la Ley 610 de 2000…)

(….La instancia al analizar los testimonios de ______ visibles a folios _____ conforme a las reglas de sana crítica observa que estos son (o sospechosos, o responsivos, o exactos y completos, o imprecisos).

(…Asimismo se tendrá en cuenta la veracidad y autenticidad de los documentos que obran en el averiguatorio. ..)

En general deberá estudiarse el material probatorio recaudado.

El fallo con o sin responsabilidad fiscal debe guardar estricta relación con el Auto de imputación de responsabilidad fiscal. Se debe especificar las razones por las cuales se aceptan o niegan las explicaciones presentadas.

Ser preciso en el análisis del factor subjetivo de la responsabilidad  (dolo o culpa grave) (si se debe correr traslado a otra dependencia o autoridad).

Actualizar la cuantía del daño a valor presente al momento de la decisión según los índices de precios al consumidor certificados por el DANE, conforme lo dispone el Art. 53 de la Ley 610 de 2000. (cuando la causal del Fallo Sin Responsabilidad Fiscal es el pago o resarcimiento).

PARTE RESOLUTIVA:

ARTÍCULO PRIMERO.- Fallar Sin Responsabilidad Fiscal  el Proceso de Responsabilidad Fiscal radicado con el No. ____, adelantado en la Entidad _______ en cuantía de $_________ en contra de los señores ____________ y _________, identificados con las cédulas ________ y __________, domiciliados en ________ y __________, respectivamente, proceso en el cual se vinculó como Garante a ____________ (nombre, identificación y dirección).

ARTÍCULO SEGUNDO.- Notificar el presente fallo   a los presuntos responsables y a las Compañías Aseguradoras (si las hubiere) antes citados, de conformidad con el artículo 44 del Código Contencioso Administrativo. De no ser posible la notificación personal, proceder al tenor de lo previsto por el artículo 45 del mismo Estatuto. Contra esta decisión proceden los recursos de Reposición y Apelación, los cuales deberán interponerse dentro de los 5 días hábiles siguientes a la notificación, para ante este Despacho el primero y para ante el (según competencia) el segundo.

ARTÍCULO TERCERO.- Enviar el expediente por Secretaría Común, dentro de los tres (3) días siguientes a su superior funcional o jerárquico a fin de surtir el Grado de Consulta, conforme a lo dispuesto por el artículo 18 de la Ley 610 de 2000.

ARTÍCULO CUARTO.-  Remitir copia a la Dirección  de Fiscalización Sectorial de esta Entidad en la cual se originó el Hallazgo o la Indagación Preliminar del cual se derivó el Proceso de Responsabilidad Fiscal materia del Grado de Consulta.

ARTÍCULO QUINTO.-    Comunicar el resultado estado del presente proceso al Alcalde Mayor de Bogotá D.C., al Personero y al Concejo Distritales conforme a lo previsto por el Artículo 111 del Decreto 1421 de 1993 y comunicarlo al Representante Legal de la Entidad afectada.

Se anotará la expresión “Notifíquese, Comuníquese y Cúmplase”

(Firma, nombre y cargo de los funcionarios competentes para proferirlo).

NOTA: Cuando el Fallo sea con Responsabilidad Fiscal se indicará que dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la ejecutoria y firmeza del mismo se podrá consignar el valor por los responsables y la Compañía Aseguradora ante la Tesorería de la Entidad afectada o Ante la Tesorería Distrital, según el caso, lo cual se deberá acreditar ante el funcionario de conocimiento del Proceso de Responsabilidad Fiscal. Contra el mismo proceden los Recursos de Reposición y Apelación en Vía Gubernativa y así se dispondrá expresamente en la parte Resolutiva.

Igualmente se ordenará correr traslado a otras dependencias o entidades, según corresponda.

Si se hubieren decretado Medidas Cautelares y el Fallo es Sin Responsabilidad Fiscal, se ordenará su cancelación o levantamiento.

ANEXO  No. 18

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO  POR EL CUAL SE RESUELVE UN RECURSO DE REPOSICIÓN CONTRA EL FALLO

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

Como se va a resolver el recurso respecto a un fallo, se hará mediante Auto.

Datos generales

Señalamiento de las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias que le confieren competencia a la Contraloría.

Radicado, anotando las siglas y el número que le corresponde al proceso.

Nombre de los responsables, debidamente identificados.

Individualización de la entidad en donde se adelanta la investigación.

Cuantía.

Asegurador, número y vigencia de la póliza.

Asunto por resolver

Se narra el asunto por tratar –cuestión por decidir– y se procede a resolver el recurso interpuesto.

Antecedentes

Cómo se originó el proceso y las decisiones de fondo que se surtieron (folios).

Fundamentos del recurrente para la reposición

Consideraciones del Despacho.

Cotejo de las pruebas –de la investigación–, las solicitadas –las de oficio– (razones jurídicas, doctrinarias, jurisprudenciales).

Parte resolutiva

Confirmar, modificar o revocar la providencia recurrida, especificando: fecha de la providencia, el responsable (nombre, identificación, condición), la entidad afectada, el total del daño emergente e individualizando las sumas a cargo de cada uno de los responsables.

Notificación Personal y en subsidio  por Edicto (artículos 44 y 45 C.C.A)

Luego enviar al lugar de origen para su archivo o a Jurisdicción Coactiva.

Enviar al inmediato superior para conocimiento del recurso de apelación.

ANEXO  No. 19

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO  MEDIANTE EL CUAL SE CONCEDE EL RECURSO DE APELACIÓN CONTRA EL FALLO

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

Lugar y Fecha (letras y números) ________________________

En el efecto suspensivo y para ante el superior, concédase el recurso de apelación oportunamente interpuesto por el señor ____________________ contra el Auto o fallo de fecha _____________ y en virtud del cual se dispuso ___________________ contra el señor __________________, portador de la cédula de ciudadanía No ________________ en su condición de ____________________.

En firme esta providencia y una vez notificada, envíese el expediente al superior, para los efectos del recurso.

Notifíquese y cúmplase.

________________________

Firma

Funcionario competente 

ANEXO  No. 20

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO POR EL CUAL SE DECLARA LA NULIDAD DE UNA ACTUACIÓN

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

El funcionario competente ________________ en uso de sus atribuciones constitucionales y legales,

CONSIDERANDO:

Es el momento procesal para que este Despacho emita decisión de fondo, pero del estudio minucioso de las presentes diligencias, se advierte que el procedimiento se encuentra afectado por una de las causales de nulidad previstas en la Ley 610 de agosto de 2000, (deberá citarse la causal, si es por incompetencia, por violación del derecho de defensa o por la comprobada existencia de irregularidades sustanciales que afectan el debido proceso, previsto en el artículo 29 de la Constitución Política).

En efecto, al presunto responsable se le abrió juicio o se le abrió Proceso de Responsabilidad Fiscal o Auto de imputación de responsabilidad fiscal, en los siguientes términos:

En sus memoriales de _______________ aportó y solicitó pruebas, no se decretaron algunas pruebas, actuación que no fue notificada o se decretaron pero no se practicaron, no dejando constancia de ello, etc. 

De lo anterior se observa, que _______________ (se analiza en que consiste la nulidad).

En mérito a lo expuesto (el funcionario competente), en uso de sus atribuciones legales.

RESUELVE:

Artículo primero. Decretar la nulidad de la actuación a partir de la diligencia __________ incluso del _____________ en contra del señor en su condición de ______, o del Auto que decretó pruebas, dejando en firme los documentos y demás pruebas allegadas con posterioridad a dicha actuación, las que conservarán el valor probatorio correspondiente.

Artículo segundo. Repóngase la actuación, formulando nuevamente Auto de apertura del Proceso Responsabilidad Fiscal o Auto de imputación de responsabilidad fiscal o Auto de pruebas de acuerdo a lo expuesto en la parte motiva.

Artículo tercero. Contra el presente Auto proceden los recursos de la vía gubernativa.

Por Secretaría, háganse las anotaciones de rigor y líbrense los oficios correspondientes.

Notifíquese y cúmplase.

______________________

Firma

Funcionario Competente 

ANEXO  No. 21

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

Auto No. ___ POR EL CUAL SE RESUELVE UNA   SOLICITUD DE REVOCATORIA DIRECTA

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------
.

Procede el Despacho a resolver la solicitud de revocatoria interpuesto por ________________ contra ______________ de ___________, proferido por ____________.

ANTECEDENTES

Narración sucinta de los hechos y las providencias surtidas.

FUNDAMENTOS DEL SOLICITANTE

Resumen de los argumentos del presunto responsable o los que, oficiosamente, determine el comisionado.

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

Análisis de los hechos y los argumentos esbozados por el solicitante.

Verificación de las causales de revocación y los requisitos para la procedencia.

RESUELVE:

Revocar la providencia de fecha ________ proferida por ______________ o no revocarla.

Exponer la decisión adoptada y sus efectos, y ordenar la notificación al presunto responsable.

Es de vital importancia que la parte resolutiva coincida con la parte motiva.

(Indicar los recursos que proceden).

Notifíquese y cúmplase.

_______________________

Firma

Funcionario Competente

ANEXO  No. 22

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

OFICIO POR MEDIO DEL CUAL EL SERVIDOR PÚBLICO MANIFIESTA EL IMPEDIMENTO O LA RECUSACIÓN

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

Ciudad y fecha _________________________.

De conformidad con lo establecido en los artículos 33 y 34 de la Ley 610 de 2000 en concordancia con el Artículo 30 del Código Contencioso Administrativo o en el artículo  99 del Código de Procedimiento Penal o artículo 150 del Código de Procedimiento Civil, me permito manifestar que me declaro impedido para adelantar el Proceso Responsabilidad Fiscal, para el cual fui comisionado por Auto de _____________ por hallarme incurso en la causal _________________.

Lo hechos en los cuales sustento mi impedimento son los siguientes: ___________________ Aportó las siguientes pruebas:______________. Abogado designado ___________________.

______________________

Firma

Funcionario Competente 

ANEXO  No. 23

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO   POR EL CUAL  SE  ACEPTA EL IMPEDIMENTO

(Dependencia competente, dirección y teléfono)

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

Ciudad y fecha ________________.

El suscrito jefe de la ____________________ (dependencia competente).

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 35 de la Ley 610 de 2000 procede a resolver impedimento, interpuesto por ____________ ante _____________, teniendo en cuenta:

ANTECEDENTES:

Mediante Auto de Asignación de Competencia de fecha ____________ se comisionó a _______________ para adelantar el Proceso Responsabilidad Fiscal seguido contra _______________ por ________________.

Con fecha ___________ el servidor _________________ manifestó ante este Despacho impedimento para conocer de este proceso, en virtud de estar incurso en la causal de impedimento _________________ consagrada en ____________ numeral ________ del artículo 30 del Código Contencioso Administrativo o artículo 99 del Código de Procedimiento Penal o artículo 150 del Código de Procedimiento Civil.

Se sustentó el impedimento en los siguientes hechos:

La causal alegada es legal, puesto que en el expediente está probado que en verdad _________.

En las anteriores condiciones, resulta fácil determinar fundadamente que el aludido servidor tiene interés en el proceso, lo cual le impide juzgar el caso debatido con la debida imparcialidad y absoluta rectitud.

En consecuencia, se declara fundado dicho impedimento, a fin de evitar toda duda o sospecha de parcialidad.

Por lo tanto,

RESUELVE

Artículo primero.- Declarar fundado el impedimento manifestado por ______________ para conocer de este expediente.

Artículo segundo.- Avocar el conocimiento del mismo proceso. 

Artículo tercero.- Expídase Auto comisionando a otro funcionario para adelantar el Proceso de Responsabilidad Fiscal.

Artículo cuarto.- Líbrese oficio al funcionario impedido, dándole cuenta de lo resuelto en esta providencia.

Comuníquese y cúmplase.

______________________

Firma

Jefe de la Dependencia competente

ANEXO  No. 24

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO  POR EL CUAL SE  RESUELVE UN  RECURSO DE APELACIÓN CONTRA EL FALLO

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

Datos generales

Señalamiento de las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias que le confieren competencia a la Contraloría.

Radicado, anotando las siglas y el número que le corresponde al proceso.

Nombre de los responsables, debidamente identificados.

Individualización de la entidad en donde se adelanta el proceso.

Cuantía determinada.

Asegurador, número y vigencia de la póliza.

Asunto a resolver

Se narra el asunto por tratar, cuestión por decidir.

Antecedentes

Recuento de la causa o motivo que dio origen al proceso (apertura del proceso, Auto de imputación de responsabilidad fiscal) Pruebas que sirvieron de base (folios donde se encuentran).

Fallo de primera instancia (razones).

Enunciar en qué folios se encuentran notificaciones de los encartados y aseguradora.

Resumen del Recurso de Reposición (providencia que se profirió).

Notificaciones a las partes.

Fundamentos del recurrente para la apelación

Consideraciones de la segunda instancia para decidir.

Cotejo de las pruebas del proceso,  las solicitadas, las de oficio (razones jurídicas, doctrinarias, jurisprudenciales).

Parte resolutiva

Confirmar, modificar o revocar providencia recurrida. 

Notificación

Luego, enviar al lugar de origen para su archivo o a Jurisdicción Coactiva e inclusión boletín de responsables fiscales, si hay lugar.

ANEXO  No. 25

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO POR EL CUAL SE RESUELVE UNA APELACIÓN Y CONSULTA

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

Lugar y fecha _____________________.

Procede el Despacho a resolver el recurso de apelación que interpuso el apoderado de ____________, contra la providencia de _________, proferida por _________, por medio de la cual fue responsabilizado fiscalmente, en su condición de ____________ y o conocer en grado de consulta del fallo sin responsabilidad, en su calidad de __________.

AUTO DE IMPUTACIÓN DE RESPONSABILIDAD FISCAL

La entidad _____________, dentro del Auto No.______ de _____ (folios ______), le profirió imputación de responsabilidad por las siguientes conductas:

EXPLICACIONES PRESENTADAS

El señor _______________ por intermedio de su apoderado rindió las explicaciones en los siguientes términos (folios ________):

PROVIDENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

La primera instancia manifestó que del material probatorio allegado legal y oportunamente a las diligencias, se tenía que efectivamente el señor _______________ en su condición de ______________.

Consideró la instancia,

RECURSO DE APELACIÓN

El doctor ____________, apoderado de __________________, interpuso contra el fallo de instancia recurso de apelación (folios ______), argumentando que solicitaron las pruebas relacionadas en el escrito por medio del cual se dio respuesta al Auto de imputación de responsabilidad fiscal _____________, porque esos medios probatorios eran los idóneos para acreditar su ausencia de responsabilidad frente a los mismos, porque en primer lugar obró _____________, y en segundo lugar porque no existió detrimento patrimonial alguno y aún menos existía la menor duda de que se haya causado perjuicio o traumatismo al cumplimiento de la función estatal o prestación del servicio que se pretendía.

Manifestó ___________________________________.

Concluyó ____________________________________.

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

Del estudio de las diligencias emerge que el señor __________________, en su condición de _________________ procedió a _____________________.

Examinando el _____________________ (la norma)

Tampoco se pueden admitir los argumentos relacionados con ___________________.

Además, dentro de las diligencias no obra que hubiera delegado esas funciones, sino por el contrario, se observa que eran de su exclusiva competencia y por tanto esa facultad se concentró en él y por ello debe responder __________________________.

En tales condiciones y establecidas las facultades conferidas por la ley al señor __________________.

Es necesario analizar que respecto a ____________ (a quien se le falló sin responsabilidad fiscal).

En mérito de lo expuesto, en uso de sus facultades legales y constitucionales,

RESUELVE

Artículo primero. (*) Confirmar la providencia de ___________ proferida por ______________ mediante la cual falló con responsabilidad fiscal por la cuantía de _________, contra el señor ___________________ en su calidad de ___________ identificado con cédula de ciudadanía No ___________ dentro del proceso radicado bajo el número _______, por lo anotado en la parte motiva de este proveído.

Artículo segundo. (*) Confirmar o revocar el fallo sin responsabilidad fiscal a favor de _______________ en su condición de ____________ portador de la cédula de ciudadanía No. ____________ por lo anotado en la parte motiva de este proveído.

Artículo tercero. Disponer que el fallador de instancia, en caso de haberse revocado, reponga la actuación, a que se hizo alusión en los considerandos de este pronunciamiento.

Artículo cuarto. Notificar en los términos de ley la presente decisión a los interesados, con la advertencia que, contra la misma, no procede recurso alguno por la vía gubernativa.

Artículo quinto. En firme esta providencia, a través de la dependencia de conocimiento remitir copia a la Subdirección de Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría y al Boletín de Responsables Fiscales.

Notifíquese y cúmplase

_______________________

Firma

Funcionario competente

Exp. No. ____________________.

(*) Aplicar según el caso particular.

ANEXO No.  26

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO   “POR EL CUAL SE RESUELVE EN GRADO DE CONSULTA”

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -------------

Lugar y fecha __________________.

Procede el Despacho a revisar por vía de consulta la providencia del _______, por medio de la cual la ______ archivó el Proceso de Responsabilidad Fiscal; falló sin responsabilidad a favor del doctor ______________ portador de la cédula de ciudadanía No. _________ en su condición de _______________; falló con responsabilidad fiscal con apoderado de oficio ________________ del Auto de imputación de responsabilidad fiscal.

AUTO DE IMPUTACIÓN DE RESPONSABILIDAD FISCAL (Folios ___)

Mediante providencia de__________ se le profirió imputación de responsabilidad fiscal (para el caso de fallar con responsabilidad fiscal cuando el proceso ha sido evacuado con apoderado de oficio) en los siguientes términos:

En su condición de funcionario ______________________.

Se les citó como normas presuntamente infringidas la Constitución Política ____________

EXPLICACIONES PRESENTADAS (Folios ______)

Notificado personalmente, el investigado del Auto de imputación de responsabilidad Fiscal, dio contestación al mismo, cuyo texto se resume a continuación:

Reconoció que efectivamente _________________.

Efectúo una crítica de ____________________.

Finalmente expresó que _____________________.

FALLO DE PRIMERA INSTANCIA (Folios ____)

El fallador de primera instancia aceptó las exculpaciones presentadas por el investigado y falla sin responsabilidad fiscal.

El a quo efectúa una relación sucinta de todas las actuaciones del apoderado dentro del proceso objeto de cuestionamiento y llegó a la conclusión que _________________.

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

Corresponde entonces ahora, previo examen de las pruebas aportadas al plenario y las normas de carácter legal pertinentes, determinar si efectivamente la decisión del fallo sin responsabilidad fiscal debe mantenerse por aparecer desvirtuado el Auto de imputación de responsabilidad fiscal.

Se le atribuyó ___________ o se inició Proceso de Responsabilidad Fiscal por ___________. 

De la prueba documental allegada al proceso y de lo expresado por el investigado, no cabe la menor duda de que efectivamente __________________. 

En efecto, acorde con la prueba documental visible a folio ______. Por lo tanto son de recibo sus explicaciones según los cuales fue ________________.

Adicionalmente deberá observarse que _______________.

En este orden de ideas son de recibo las explicaciones del investigado fiscalmente, pues con su proceder no se vislumbra actuación dolosa o culposa que puede generar responsabilidad o no ____________________________________.

Deberá entonces confirmarse el archivo o el fallo sin responsabilidad fiscal o de responsabilidad fiscal con apoderado de oficio ____________ que se hizo en el fallo objeto de consulta.

En mérito de lo expuesto, _________________ en ejercicio de sus atribuciones Constitucionales y legales,

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO. Confirmar, en todas y cada de sus partes, la providencia de _____, proferida por _______, mediante la cual archivó o falló sin Responsabilidad Fiscal a favor del doctor _______, identificado con cédula de ciudadanía No. ________, en su condición de ____________, del Auto de Imputación de Responsabilidad Fiscal que le fue formulado, de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de éste proveído o revocar __________________ (según el caso particular).

ARTÍCULO SEGUNDO.    Notificar personalmente el contenido de este Acto Administrativo  a         , identificado con la cédula de ciudadanía  Nº        de     , (cargo) , de conformidad con el artículo 44 del Código Contencioso Administrativo. De no ser posible la notificación personal, proceder al tenor de los previsto por el artículo 45 del mismo Estatuto. Contra esta decisión no procede recurso alguno en Vía Gubernativa.

ARTÍCULO TERCERO. Enviar copia de este Acto Administrativo  a (Entidad Afectada) y a la Dirección de Control de Fiscalización Sector          de  esta Contraloría para los fines legales pertinentes (o devuelto el expediente al inferior, proceder a dar cumplimiento a lo ordenado en el fallo confirmado).

ARTÍCULO CUARTO.  Ejecutoriado y en firme este Acto Administrativo, remitir el expediente  a la Subdirección de origen para el trámite de rigor.

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE.

Firma

Nombre y cargo del funcionario

ANEXO  No. 27

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

AUTO COMISORIO PARA NOTIFICACIÓN O PRÁCTICA DE PRUEBAS

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------
Despacho Comisorio No. __________.

HACE SABER:

De conformidad con los artículos 31, 181 y 316 del Código de Procedimiento Civil, se comisiona al ________ para que se sirva notificar el Auto No. ______ del ________ de _____ (año) proferido por ________, dentro del Proceso de Responsabilidad Fiscal _______, donde aparece como presunto responsable el señor __________ identificado con cédula de ciudadanía No. ___________ en su calidad de _________ y cuya cuantía asciende a la suma de _______________. 

INSERTO:

Copia del Auto No. ______ del ________ de _____ (año), proferido por _______________. Una vez cumplido el contenido del Despacho Comisorio, favor remitir, con la mayor brevedad, las diligencias adelantadas.

Comuníquese y cúmplase

_______________________

Firma

Funcionario competente

ANEXO  No. 28

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

CONSTANCIA  DE EJECUTORIA DE UNA PROVIDENCIA

Proceso de Responsabilidad Fiscal Nº  -----------------

Lugar y fecha _________________________.

Por encontrarse agotados los términos para interponer los recursos contra la providencia de fecha _________ sin que se hubiesen interpuesto, o se renuncie expresamente a ellos, la misma queda debidamente ejecutoriada, conforme a lo previsto en el artículo 56 de la Ley 610 de 2000.

______________________

Firma, nombre y cargo del Profesional designado (o del funcionario de Secretaría Común de la Dependencia).

O agotados los términos de notificación y decididos los recursos interpuestos contra la providencia de fecha ____________, ésta queda debidamente ejecutoriada, conforme a lo previsto en el artículo 56 de la Ley 610 de 2000.

______________________

Firma, nombre y cargo del Profesional designado (o del funcionario de Secretaría Común de la Dependencia).

ANEXO  No. 29

(Símbolo y Logotipo)

 (DEPENDENCIA COMPETENTE)

(Dirección y Teléfono)

NOTIFICACION POR ESTADO

	No. RADICACIÓN I.P. O P.R.F.
	ENTIDAD
	IMPLICADO
	PROVIDENCIA
	FECHA

	
	
	
	
	

	
	
	
	
	

	
	
	
	
	


*Hoy  ​​​​​​​​---------------------------------------------------, se fija a las 8: a.m. y se desfija a las 5:00 p.m.

Ley 610/00.

Firma, nombre y cargo del funcionario de Secretaría Común de la Dependencia.

ANEXO  No. 30

(Símbolo y Logotipo)

DIRECCIÓN RESPONSABILIDAD FISCAL Y JURISDICCIÓN COACTIVA

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

MODELO CARATÚLA DE PROCESO

PROCESO No.___________



CONTRA:
____________________________ C.C. No.____________________
____________________________ C.C. No.____________________
____________________________ C.C. No.____________________
____________________________ C.C. No.____________________
____________________________ C.C. No.____________________
 ENTIDAD AFECTADA:________________________________________________
VALOR INICIAL $:__________________________
COMPAÑÍA GARANTE___________________________________
VALOR ASEGURADO $: ______________________

ORIGEN DEL TÍTULO:  R _____ M _____   OTRO ____ 

ANEXO  No. 31

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

  CONSTANCIA SECRETARIAL PARA TÍTULOS.

Bogotá, D.C.

A los__________ pasa al despacho con el fin de avocar conocimiento, previo estudio del título(s)_______________ (fallo, multa con su respectiva fecha y número), conceptuando que presta mérito ejecutivo para iniciar proceso de cobro coactivo.

“Se anexan documentos soportes (tales como copia de la póliza de seguros y sus correspondientes anexos, citaciones con constancia de correo certificado, edictos, etc), en  ----------folios”

____________________________________
Secretario o funcionario sustanciador

ANEXO  No. 32

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE AVOCA CONOCIMIENTO

Bogotá, D.C.

EL SUBDIRECTOR DE JURISDICCIÓN COACTIVA, en ejercicio de las facultades conferidas por los artículos 268 y 272 de la Constitución Política, Ley 42 de 1993, la Resolución Reglamentaria 012 de 2001, expedida por el Contralor de Bogotá D.C. y teniendo en cuenta:

Que según informe del secretario Ad-Hoc, el Acto Administrativo “proveniente del proceso No. __________ de Responsabilidad Fiscal, o del Proceso Sancionatorio  o Disciplinario No. __________,  adelantado por la Dirección de ___________, contra el señor (es) ____________________ y __________________, identificados con cédula de ciudadanía No. ____________ y ______________ respectivamente”,  reúne los requisitos de firmeza, ejecutividad y ejecutoriedad ordenado por los artículos 62 y 64 del Código Contencioso Administrativo y el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil, por lo cual se debe dar cumplimiento al artículo 90 de la Ley 42 de 1993, por consiguiente, en aplicación a lo establecido en la Resolución Reglamentaria 012 de 2001, Título II, capítulo único, asígnese competencia al doctor (a) __________________ para el trámite y sustanciación del “presente proceso No __________”, para lo cual el profesional asignado hará las veces de Secretario del Despacho de los Jueces Civiles, debiendo dar aplicación al Código de Procedimiento Civil en lo referente al trámite del Proceso Ejecutivo, a la Ley 42 de 1993, la Resolución Reglamentaria 012 de 200, expedida por el Contralor de Bogotá D.C..

Díctese el correspondiente mandamiento de pago. 

CÚMPLASE 

_______________________________

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva                        

Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

ANEXO  No. 33

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

  OFICIOS DE SOLICITUD DE INFORMACIÓN PARA UBICAR AL EJECUTADO Y BIENES

CASO 1
OFICIO No.__________

SEÑOR
Jefatura de Relaciones Industriales y de Personal 

Entidad
DIRECCION
CIUDAD

	PRIVATE
Asunto:
	Proceso Coactivo N°.________

	
	Contra: ___________________________ 


Comedidamente solicito a usted, ordenar a quien corresponda, informe a este despacho si el señor de la referencia labora en esa entidad, en caso afirmativo indicar monto de su salario. En caso contrario, favor informar la última dirección registrada en la hoja de vida y enviar copia de la misma y del formulario único de la Declaración Juramentada de Bienes y Rentas y Actividad Económica Privada de los Servidores Públicos y Contratistas de prestación de servicios. 
Esta solicitud se hace en virtud de las facultades conferidas por el artículo 268 numeral 5 de la Constitución Política, el Art. 95 de la Ley 42 de enero 26 de 1993.
Al contestar favor citar el número del proceso y nombre del ejecutado. 
Cordial Saludo,
_________________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto: Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

  OFICIOS DE SOLICITUD DE INFORMACIÓN PARA UBICAR AL EJECUTADO Y BIENES

CASO 2
OFICIO No.__________

Señores
Secretaría de Transito y Transporte

Dirección
Ciudad

	Asunto:
	Proceso Coactivo N°.________

	
	Contra: ___________________________ 


Comedidamente solicito a Usted, ordene a quien corresponda, informar con carácter urgente si el señor ___________________ (escribir el nombre del ejecutado con número de cédula), aparece con vehículo automotor registrado y matriculado, en caso afirmativo, indicar las características correspondientes y la dirección allí registrada.

Esta solicitud se hace con fundamento en las facultades conferidas por el Art. 268 num. 5 de la Constitución Nacional, Art. 95 de la Ley 42 de l.993.  (Al contestar favor citar el número del proceso y nombre del ejecutado).
Cordialmente,

_______________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

  OFICIOS DE SOLICITUD DE INFORMACIÓN PARA UBICAR AL EJECUTADO Y BIENES

CASO 3
OFICIO No.__________

Señores
Secretaría de Tránsito y Transporte

Ciudad

	PRIVATE
Asunto:
	Proceso Coactivo N°.________

	
	Contra: ___________________________ 


Para fines procesales, comedidamente le solicito se sirva certificar si el señor ________ (se escribe el nombre del ejecutado con número de cédula de ciudadanía), es propietario del vehículo:

Placa: 

Clase: 

Marca 

Modelo: 

Color: 

Carrocería 

Servicio: 

Serie: 

Motor:

Capacidad: 

Línea:

Favor citar el número de Proceso y nombre del ejecutado.

Cordialmente,

________________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

NOTA: Es suficiente solicitar información con sólo suministrar el número de la placa.

Proyecto: Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

 (Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

  OFICIOS DE SOLICITUD DE INFORMACIÓN PARA UBICAR AL EJECUTADO Y BIENES

CASO 4
OFICIO No.__________

SEÑOR
Jefe de Entidades Afiliadas

Fondo Nacional del Ahorro

DIRECCION
CIUDAD

	PRIVATE
Asunto:
	Proceso Coactivo N°.________

	
	Contra: ___________________________ 


Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 95 de la ley 42/93, en concordancia con el Art. 565 del C.P.C., atentamente solicito se sirva informar si en los archivos sistematizados figuran como afiliadas las personas que se relacionan en la lista anexa.

En caso afirmativo, favor indicar nombres, entidad afiliada, cargo, dirección y teléfono.

Al contestar favor citar el número del proceso y nombre del ejecutado. 

Cordial saludo,

_______________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto: Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

  OFICIOS DE SOLICITUD DE INFORMACIÓN PARA UBICAR AL EJECUTADO Y BIENES

CASO 5
OFICIO No.__________

Señor
REGISTRADOR DE INSTRUMENTOS PUBLICOS Y PRIVADOS      ZONA ______
DIRECCION
CIUDAD

	PRIVATE
Asunto:
	Proceso por Jurisdicción Coactiva N°.________

	
	Contra: ___________________________ 


Comedidamente me permito solicitarle, se sirva certificar con carácter urgente a esta Oficina, si el bien inmueble de la siguiente dirección es propiedad (nombre del (los) ejecutado(s) y cédula(s). 

Favor enviar el certificado de tradición y libertad de matrícula inmobiliaria del inmueble citado. (Favor al contestar citar el número del proceso y nombre del ejecutado. 

Cordial Saludo,

_______________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

  OFICIOS DE SOLICITUD DE INFORMACIÓN PARA UBICAR AL EJECUTADO Y BIENES

CASO 6
OFICIO No.__________

Señor
REGISTRADOR INSTRUMENTOS PÚBLICOS 

Y PRIVADOS      








ZONA________

Dirección
Ciudad

	PRIVATE
Asunto:
	Proceso por Jurisdicción Coactiva N°.________

	
	Contra: ___________________________ 


Cordialmente me permito solicitarle, ordenar a quien corresponda dar información con carácter urgente a este Despacho si la persona que relaciono a continuación, aparece con inmuebles registrados en esa Oficina, En caso afirmativo, expedir el certificado de tradición y libertad o el folio de matrícula inmobiliaria.

	PRIVATE
Proceso
	Nombre
	Cédula de ciudadanía

	XXX
	XXXXXXXXX
	XXXXXXX


Lo anterior de conformidad con las facultades otorgadas por la Constitución Política de 1991, la Ley 42 de enero 26 de 1993.

(favor citar el número de Proceso y nombre del ejecutado).

Cordialmente,


Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva 

Proyecto:   Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados. 

ANEXO  No. 34

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 (Dependencia competente, dirección y teléfono)

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE LIBRA UN MANDAMIENTO DE PAGO

Bogotá, D.C.

EL SUBDIRECTOR DE JURISDICCION CAOCTIVA, en ejercicio de las facultades conferidas por los artículos 268 y 272 de la Constitución Política, Ley 42 de 1993, la Resolución Reglamentaria 012 de 2001, expedida por el Contralor de Bogotá D.C. y,

CONSIDERANDO

Que mediante Autos Nos.   ________ del día _________del  mes ______del año _____________, ________ del día _________de mes ______del año _____________ y .   ________ del día _________del  mes ______del año _____________, expedidos por la Contraloría de Bogotá D.C., se estableció Responsabilidad  Fiscal (o multa) contra el señor (a) (s) _____________________, cédula de ciudadanía No.____________ de ________, en cuantía de __________________________, decisión que le fue notificada igualmente a la Compañía de Seguros _______________(si existe compañía de seguros que deba responder como garante del deudor),con  Nit  ___________, para que en su condición de garante proceda a responder por la obligación a su cargo, según lo ordenado por el artículo 1089 del Código de Comercio, en el sentido de cubrir hasta el monto del valor asegurado, esto es la suma de ________________, según póliza No. ____________.

Que los actos administrativos citados prestan mérito ejecutivo de acuerdo con lo preceptuado en los artículos 488 del Código de Procedimiento Civil y 92 de la Ley 42 de 1993; la suma que se refiere es líquida y el plazo concedido está vencido. En consecuencia, este Despacho,

RESUELVE

PRIMERO: Librar mandamiento de pago por la vía ejecutiva a favor de Bogotá D.C.-_______________________ y en contra del  señor (a) (s)___________________, identificado con la cédula de ciudadanía No.__________, en cuantía de __________________, más los intereses legales del 12% anual, según lo establecido en el artículo 9 de la Ley 68 de 1923, que se causen desde que se hizo exigible la obligación hasta cuando se efectúe el pago total de la misma, más las costas del proceso y a la Compañía de Seguros ___________, con Nit  __________, en cuantía de _______________, según póliza No. ________________, más un interés moratorio igual al certificado como bancario corriente por la Superintendencia Bancaria aumentado en la mitad ( Ley 510 de 1999, artículo 111, parágrafo que modificó el artículo 1080 del Código de Comercio), desde que se hizo exigible la deuda hasta su cancelación total.

SEGUNDO: Ordenar que el pago se efectúe dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la presente providencia, conforme a la previsto en el artículo 498 del C.P.C., en la Tesorería de _____________________, o en su defecto por ser un proceso de mayor o menor cuantía, podrán interponer los recursos de reposición y apelación dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación (para procesos de mínima cuantía solo procede recurso de reposición); o formular excepciones dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación (si es proceso de mayor o menor cuantía) o cinco (5) días si es de mínima cuantía, en los términos establecidos en los artículos 348 y 509 o 545 (según la cuantía) del citado Código.  

TERCERO: Notificar a los deudores en la forma ordenada por el artículo 564 del Código de Procedimiento Civil.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

________________________

Subdirector(a) de Jurisdicción 

Proyecto:  Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados

ANEXO  No. 35

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 (Dependencia competente, dirección y teléfono)

OFICIO DE CITACIÓN

OFICIO No.__________

SEÑOR
NOMBRE DEL EJECUTADO

DIRECCION
CIUDAD
Asunto: Proceso Coactivo N°._____ 
Contra: ___________
Con carácter urgente, me permito solicitar a usted comparecer ante este Despacho, dentro del término de quince (15) días contados a partir del recibo de la presente comunicación, con el fin de notificarle el auto de mandamiento de pago proferido dentro del Proceso por Jurisdicción Coactiva de la referencia.
Si no comparece dentro del tiempo antes señalado, se procederá a nombrarle Curador Ad-Litem con quien se continuará el trámite procesal hasta que comparezca de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 564 del C.P.C.
Cordial Saludo,
______________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva
Proyecto:  Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

ANEXO  No. 36

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

CITACIÓN POR PRENSA (MODELO DE AVISO)

Bogotá, D.C.

La Subdirección de Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá D.C., cita y emplaza a           , con cédula de ciudadanía No.            , para que dentro del término de quince (15) días, comparezca por si o por medio de apoderado a este Despacho, ubicado en la carrera 35 No. 26 A – 10 piso 12, a recibir notificación personal del auto de fecha           , proferido por la Subdirección de Jurisdicción Coactiva, por medio del cual se libró Mandamiento de Pago en su contra, dentro del proceso citado, por deuda fiscal a favor de                     .

Se advierte al emplazado que si dentro de dicho término no comparece, se le nombrará un CURADOR AD-LITEM, con quien se surtirá la notificación y se seguirá el proceso hasta su terminación.

La presente publicación se efectúa en cumplimiento de lo ordenado por el artículo 564 del Código de Procedimiento Civil.

_______________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

ANEXO  No. 37

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

CONSTANCIA SECRETARIAL DE NO COMPARECENCIA

Bogotá, D.C.

Se deja constancia que el (la) ejecutado(a) señor(a)________________ no compareció dentro del término legal para notificarse del mandamiento de pago.
En la fecha pasa al despacho a fin de nombrar el correspondiente curador ad-litem.
_______________________________
Secretario o funcionario sustanciador
ANEXO No. 38

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE  NOMBRA UN  CURADOR AD-LITEM.

Bogotá D.C.

Nómbrese al (a la) doctor(a) (se escribe el nombre del auxiliar de justicia con número de cédula de ciudadanía), en el cargo de curador ad-litem dentro el proceso de la referencia, adelantado contra el señor (escribir el nombre del ejecutado con número de cédula de ciudadanía) para que lo represente en el proceso de cobro coactivo en curso.
Cítese a la siguiente dirección : (Escribir la dirección del auxiliar de justicia)
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
_____________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva                     

Proyecto:  Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados

ANEXO  No. 39

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 OFICIO DE NOMBRAMIENTO DE CURADOR AD-L ITEM.

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Oficio No._____

Doctor

Nombre del Curador Ad litem designado

Dirección

Ciudad

REF: Proceso Coactivo No.

Atentamente me permito comunicarle que por auto No.____(se escribe la fecha del auto) ha sido designado en el cargo de curador Ad-litem dentro el proceso de la referencia.
Es de anotar que de conformidad con los incisos 2° y 3° del numeral 8 del Art. 9 del C.P.C (modificado por la ley 446/98, Art. 2°)., el cargo de auxiliar de la justicia es de obligatoria aceptación so pena de que sea excluido de la lista de auxiliares de la justicia, salvo justificación aceptada por este despacho. En consecuencia sírvase presentarse a la Subdirección de Jurisdicción Coactiva, dentro los cinco días siguientes al envío de este de telegrama. (Nota: este telegrama se puede suplir enviando por correo certificado oficio en donde conste la designación).
_____________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:  Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados

ANEXO  No. 40

(Símbolo y Logotipo)

SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

  DILIGENCIA DE POSESIÓN DE CURADOR AD-L ITEM

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

CONTRA_________________________
LUGAR Y FECHA, compareció ante este despacho el (la) doctor(a) (se escribe el nombre del auxiliar de justicia con número de cédula ciudadanía y tarjeta profesional), con el fin de tomar posesión del cargo de curador Ad-litem del señor________ (se escribe el nombre y cédula de ciudadanía del ejecutado), quien fue nombrado(a) por auto No. de fecha______________.
En tal virtud y ante su secretario (ante el funcionario sustanciador o el abogado), el Director(a) le recibió el juramento con las formalidades legales, por cuya gravedad prometió cumplir bien y fielmente con los deberes que el cargo le impone y manifestó no tener ninguna clase de impedimento para ejercer el cargo.
Para constancia, se firma la presente diligencia por quien en ella intervinieron.
_____________________________
EL POSESIONADO 
______________________________________________
SECRETARIO O FUNCIONARIO SUSTANCIADOR
______________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva
ANEXO  No. 41

(Símbolo y Logotipo)

SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

DILIGENCIA DE NOTIFICACIÓN PERSONAL DEL MANDAMIENTO DE PAGO AL EJECUTADO.

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

En la ciudad de............ a los............... notifiqué personalmente el contenido del auto de mandamiento de pago de fecha............al señor...........con c.c. No................. ..,en su calidad de ejecutado, a quién se le indicó que contra la presente providencia proceden los recursos de reposición y apelación (procesos de menor y mayor cuantía) dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación y cinco (5) días (procesos de mínima cuantía) o diez (10) días (procesos de menor y mayor cuantía) para presentar excepciones.
Se hace entrega de una copia del título(s) que presta(n) mérito ejecutivo y del auto notificado.
El notificado manifiesta 



Dirección de la Residencia _______________________________________________
Dirección Oficina _______________________________________________________
Teléfono_____________________________________________________________ 
____________________
El Notificado:

C.C.No.
___________________
El Notificador:
ANEXO  No. 42

(Símbolo y Logotipo)

SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

DILIGENCIA DE NOTIFICACION PERSONAL DEL MANDAMIENTO DE PAGO AL CURADOR AD-LITEM O AL APODERADO DEL EJECUTADO

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

En la ciudad de............ a los............... notifiqué personalmente el contenido del auto de mandamiento de pago de fecha...................al señor.................................... ..,en su calidad de curador ad litem (o apoderado del ejecutado), identificado con cédula de ciudadanía No.________________ y tarjeta profesional No.___________del Consejo Superior de la Judicatura, a quién se le indicó que contra la presente providencia proceden los recursos de reposición y apelación (procesos de menor y mayor cuantía) dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación y cinco (5) días (procesos de mínima cuantía) o diez (10) días (procesos de menor y mayor cuantía) para presentar excepciones.

Se hace entrega de una copia del título(s) que presta(n) mérito ejecutivo y del auto notificado.

El notificado manifiesta 



Dirección de la Residencia _______________________________________________________________

Dirección Oficina _______________________________________________________________________

Teléfono____________________________________________

___________________
El Notificado:

C.C.No.

__________________
El Notificador:

ANEXO  No. 43

(Símbolo y Logotipo)

SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE FIJA HONORARIOS A CURADOR AD LITEM

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.


CONTRA____________

Este Despacho señala como honorarios del señor(a)_______________________,en calidad de curador ad litem dentro el proceso de la referencia la suma de _________pesos ($_______________).

Por tal fin oficiar a la Dirección Administrativa y Financiera de la entidad, a fin de solicitar la disponibilidad presupuestal.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva                        

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

NOTA: El pago de honorarios de los curadores ad litem, se hará al momento de la terminación del proceso, se debe entender por terminación del proceso cuando se encuentre ejecutoriada la sentencia de seguir adelante la ejecución o la resolución que falla las excepciones y ordena la ejecución o por la terminación del proceso por cualquier causa, o al momento en que comparezca la parte representada por él.( artículo 5 de la ley 446 de 1998 que adicionó el último inciso del artículo 388 del C.P.C.).

“El Acuerdo No. 1518 del 28 de agosto de 2002, establece el régimen y los honorarios de los auxiliares de la justicia”.

ANEXO  No. 44

(Símbolo y Logotipo)

SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE RECONOCE PERSONERÍA

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Reconocer al doctor ____________, con cédula de ciudadanía No. ______ de __________, titular de la Tarjeta Profesional de abogado N° 70.494 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado especial dentro del presente proceso de cobro del señor _________(o de la Compañía de seguros) , en los términos y para los efectos del poder a él conferido, como quiera que el mismo reúne los requisitos señalados en el artículo 67 del Código de Procedimiento Civil.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva                        

Proyecto:  Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

ANEXO  No. 45

(Símbolo y Logotipo)

SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

DILIGENCIA DE PRESENTACIÓN PERSONAL.

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Compareció a este despacho el (la) señor(a)______________________quien exhibió la cédula de ciudadanía No._______________ de __________y tarjeta profesional No.___________del Consejo Superior de la Judicatura para presentar personalmente___________________(se escribe el memorial de recursos, de excepciones o cualquier otra diligencia).

Firma de quien recibe el documento

Fecha de recibido
ANEXO  No. 46

(Símbolo y Logotipo)

SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

NOTIFICACIÓN POR ESTADO.

ESTADO Nº __________
	PRIVATE
Proceso No.
	Ejecutado
	Fecha Auto
	Cuaderno
	Folio
	Asunto

	DJ-001
	Pedro Ruiz
	12 Nov/2000.
	1
	15
	


El Estado anterior permaneció fijado en lugar visible de la Secretaría desde las ocho (8) de la mañana hasta las cinco (5) de la tarde de hoy (se escribe día, mes y año)
___________________________
Secretario Ad – Hoc o funcionario sustanciador
CONSTANCIA QUE SE DEJA AL PIE DEL AUTO NOTIFICADO POR ESTADO
El anterior auto se notificó por anotación por estado número _____de fecha_____________
_____________________________________
Firma del secretario ad-hoc o del funcionario sustanciador
Nota: Se acostumbra un sello con el anterior contenido.

ANEXO  No. 47

(Símbolo y Logotipo)

SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

MODELO 1

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE COMISIONA LA  NOTIFICACIÓN DE UN MANDAMIENTO DE PAGO

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

En virtud de que el (la) Subdirector(a) de la Jurisdicción Coactiva no puede notificar personalmente el auto de mandamiento de pago de fecha______________ por razón del territorio, dado que el ejecutado en el proceso de la referencia, se encuentra domiciliado en la ciudad ________________, por tal motivo se comisiona  a ___________, para que practique dicha diligencia, de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 564 del C.P.C.
En la comunicación de citación al ejecutado, se debe advertir que si no comparece dentro del término de quince días (15) contados a partir de la entrega del oficio, se le nombrará Curador Ad-litem con quién se seguirá el proceso de cobro coactivo en su contra hasta su comparecencia. 
Igualmente, una vez notificado se le indicará que se le concede un término de__________ (número y letras) días(Nota: No podrá exceder de 15 días) para que se presente al proceso, vencido este plazo comenzará a correr los respectivos términos. (inciso 1º del artículo316 del C.P.C.)
Líbrese despacho comisorio con los insertos del caso. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva                        

Proyecto:  Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

ANEXO  No. 47

(Símbolo y Logotipo)

SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

MODELO 2

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE COMISIONA LA NOTIFICACIÓN DE UN MANDAMIENTO DE PAGO

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

En virtud de que el (la) subdirector(a) de la Jurisdicción Coactiva no puede notificar personalmente el auto de mandamiento de pago de fecha______________ por razón del territorio, dado que el ejecutado en el proceso de la referencia, se encuentra domiciliado en la ciudad ________________, por tal motivo se comisiona a ____________ para que practique dicha diligencia, de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 564 del C.P.C.
En la comunicación de citación al ejecutado, se debe advertir que si no comparece dentro del término de quince días (15) contados a partir de la entrega del oficio, se le nombrará Curador Ad-litem con quién se seguirá el proceso de cobro coactivo en su contra hasta su comparecencia. 
Igualmente, una vez notificado se le indicará que se le concede un término de__________ (número y letras) días(Nota: No podrá exceder de 15 días) para que se presente al proceso, vencido este plazo comenzará a correr los respectivos términos. 
Líbrese despacho comisorio con los insertos del caso. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva                        

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

INSERTOS: Copias del auto de mandamiento de pago y el título ejecutivo. 

Por lo anterior debe diligenciarlo y devolverlo a la mayor brevedad posible. Se libra el presente, en (lugar o ciudad)_____________a los _________________del mes de _______________ año__________

___________________________
Firma del secretario o del funcionario sustanciador 

El Secretario del Comisionado pondrá la siguiente nota:

El anterior despacho comisorio, el cual quedó radicado bajo el número______ del folio______del respectivo libro radicador de comisiones se recibió hoy (fecha en letras).

Al despacho del señor Subdirector de Jurisdicción Coactiva informando que a la fecha se recibió el despacho comisorio No. _______

________________
Firma y nombre del secretario o del funcionario sustanciador

La anterior constancia, la debe dejar el Funcionario que recibió la comisión.

ANEXO  No. 48

(Símbolo y Logotipo)

SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE COMISIONA AL FUNCIONARIO PARA CUMPLIR LA COMISIÓN.

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Visto el anterior informe que antecede y teniendo en cuenta lo ordenado por el Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva, en el despacho comisorio No._______ de fecha___________ dentro los límites de la jurisdicción de este despacho, y al no existir causal de impedimento legal, se ordena ______________(se escribe el mandato indicado en auto de comisión, en este caso la notificación del mandamiento de pago).
Una vez diligenciado devuélvase a la Oficina de Jurisdicción Coactiva de la ciudad de origen, previa desanotación en el libro radicador. 
CUMPLASE,

Nombre y firma del funcionario que recibe la comisión o comitente.

ANEXO  No. 49

(Símbolo y Logotipo)

SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

ACUERDO DE PAGO.

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C., 

Entre los suscritos (nombre del Subdirector), obrando en calidad de Subdirector de Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá, D.C. y  el  señor __________, identificado con cédula de ciudadanía N° ______   de ________, ejecutado dentro del proceso No. ______  por concepto de la Responsabilidad Fiscal (o de la multa) fijada mediante  Auto (s) o Resolución (es) No. ______, en cuantía de (en letras y números), más los intereses del 12 % anual, según  lo establecido en la  ley 68 de 1923, artículo 9°, contra quien este Despacho adelanta proceso Ejecutivo por Jurisdicción Coactiva No. _______, hemos celebrado el presente  acuerdo de pago, conforme al  artículo 96  de la Ley 42 de 1993 y la Resolución No. 012 de 2001, expedida por el Contralor de Bogotá D.C.

El deudor se compromete a pagar  la obligación pendiente más los intereses causados, esto es la suma de________ (en letras y números), en ______ cuotas mensuales y sucesivas, cada una por la suma de (en letras y números), a partir de los primeros cinco (5) días de cada mes.

De acuerdo con lo anterior, lo correspondiente a capital e intereses se cancelará en  la Tesorería de (entidad afectada), debiendo el ejecutado entregar los recibos de pago respectivos en esta dependencia, como medio de prueba de las sumas canceladas.

Las partes que firman el presente Acuerdo, dejan la clara y expresa constancia que si el deudor incumpliere los pagos y fechas acordados, este Despacho, lo revocará y continuará con el proceso hasta su terminación, siendo de cargo del deudor los gastos y costas del mismo.

En constancia se firma el presente acuerdo.


Ejecutado 

Dirección de la Residencia _________________________________ 

Teléfono de la Residencia __________________________________ 

Dirección Oficina _________________________________________

Teléfono de la Oficina _____________________________________ 
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva                        

Proyecto: Nombre y firma del  abogado sustanciador y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados. 

ANEXO  No. 50

(Símbolo y Logotipo)

SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE SUSPENDE UN PROCESO POR ACUERDO DE PAGO
Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

De conformidad con lo establecido en el artículo 96 de la ley 42/93, el señor (a)_____________________________ identificado (a) con C.C. Nº____________ expedida en _____________________ dentro del proceso de la referencia solicitó acuerdo de pago para cancelar la obligación a su cargo. 
El día________ (escribir la fecha del convenio) se firmó convenio de acuerdo de pago, con el señor _____________ (escribir el nombre de ejecutado) quien a folio_____, se comprometió a pagar el valor de la obligación en un plazo de_______ (número de meses) con cuotas de $________ mensuales (valor de la cuota mensual) hasta completar la suma de $___________ (valor total de obligación a pagar, mas los intereses que se causen). 
Por lo anterior este despacho, 
RESUELVE

ARTICULO PRIMERO: Declarar suspendido el proceso de cobro coactivo Nº_______ contra el señor (a) ____________________________identificado(a) con C.C. Nº _____________ hasta cuando se cumpla el acuerdo de pago de fecha______________( escribir la fecha de la firma del convenio).

ARTICULO SEGUNDO: En caso de incumplimiento de alguna de las cuotas aprobadas en el acuerdo de pago, debe reanudarse el proceso.

ARTICULO TERCERO: Levantar las medidas cautelares que se hubieren decretado, previa caución a que hace referencia el artículo 519 del Código de Procedimiento Civil.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva                        

Proyecto: Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 51

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE REVOCA UN ACUERDO DE PAGO

 Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

El Subdirector (a) de Jurisdicción Coactiva, con fundamento en el artículo 96 de la ley 42 de 1993, y la Resolución Reglamentaria No. 012 de 2001,

CONSIDERANDO

Que el señor _________, identificado con cédula de ciudadanía No.______, celebró acuerdo de pago el __________, por valor de (en letras y números) (folio No.), dentro del presente proceso coactivo, para ser pagado en _____ cuotas mensuales, contadas a partir del ______.

Que el señor ______ no canceló cuota alguna (o canceló tantas cuotas), incumpliendo el pago en las fechas acordadas, circunstancia que impone a este Despacho revocar el Acuerdo de Pago celebrado el ________ y reanudar el proceso No. ______ que por Jurisdicción Coactiva se adelanta en su contra.

Por lo expuesto, el Despacho

RESUELVE

ARTÍCULO PRIMERO:   Revocar el acuerdo de pago de fecha ________, celebrado con el señor ___________, identificado con cédula de ciudadanía No. _________, por las razones expuestas en la parte motiva.

ARTÍCULO SEGUNDO:
Reanudar el proceso No. ___, practicar el secuestro, avalúo y remate del inmueble embargado (según sea el caso). Decretar y practicar las demás medidas cautelares que sean necesarias.

ARTÍCULO TERCERO:
Notificar el presente Auto conforme lo establece el artículo 321 del Código de Procedimiento Civil.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva                        

Proyecto: Nombre y firma del  abogado sustanciador y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados. 

ANEXO  No. 52

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE RESUELVE UN RECURSO DE REPOSICION 

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

El Subdirector (a) de Jurisdicción Coactiva, con fundamento en el artículo 96 de la ley 42 de 1993, y la Resolución Reglamentaria No. 012 de 2001 y:

CONSIDERANDO

Se relacionan los antecedentes pertinentes

1. MOTIVOS DE INCONFORMIDAD PLANTEADOS

Se resumen los planteamientos del recurrente

2. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

Se plantean las consideraciones pertinentes

RESUELVE

ARTICULO PRIMERO: Aceptar (o no) la pretensión del recurrente de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

ARTICULO SEGUNDO: (Modificar, revocar o confirmar total o parcialmente los artículos de la providencia recurrida).

ARTÍCULO TERCERO: En consecuencia el artículo tal de la providencia recurrida quedará así: (Se escribe la modificación que se ordena)

ARTICULO CUARTO: Si el peticionario solicitó recurso de apelación y se considera pertinente, se concede indicando en que efecto (devolutivo, diferido o suspensivo). Además se ordena expedir las copias pertinentes del expediente a costa del recurrente para que se surta la apelación ante el superior.

ARTÍCULO QUINTO: Notificar el presente auto en la forma prevista por el artículo 321 del código de procedimiento civil.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto: Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 53

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

  INFORME SECRETARIAL CUANDO NO SE SUMINISTRA LO NECESARIO PARA LA EXPEDICIÓN DE COPIAS PARA CONCEDER EL RECURSO DE APELACIÓN.

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Al despacho hoy ____________________, informando que el interesado no suministró lo necesario para la expedición de las copias y el término para ello se encuentra vencido (el término es de cinco (5) días contados a partir de la notificación del auto, Art. 356 inciso 4° del CPC.)
_____________________________
Secretario o funcionario sustanciador

ANEXO  No. 54

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE DECLARA DESIERTO UN RECURSO DE APELACION

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Como el señor _________ no suministró lo necesario para compulsar copias de lo conducente y el término para ello, este despacho, de acuerdo con lo prescrito en el artículo 356 inciso 3° del C. de P.C., declara desierto el recurso. 
.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva                        

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 55

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

CONSTANCIA DEL SECRETARIO CUANDO SE SUMINISTRA LO NECESARIO PARA COMPULSAR COPIAS.

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Hoy ____________dentro término legal, el recurrente, señor ________ suministró lo necesario para compulsar copias.
_________________________
Secretario o funcionario sustanciador
ANEXO  No. 56

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 INFORME SECRETARIAL

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Al despacho hoy_____________ informando que las excepciones propuestas por el señor ________, ejecutado dentro del proceso de la referencia, se presentaron fuera del término legal ( o no se propusieron excepciones).

________________________________
Secretario o Funcionario Sustanciador. 

ANEXO  No. 57

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE ORDENA SEGUIR ADELANTE LA EJECUCIÓN

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Mediante mandamiento de pago de fecha _________(fol.___), se libró ejecución en este proceso contra el Sr. (s)____________________________identificado(s) con cédula de ciudadanía No._______________, tendiente a obtener el pago de la suma de $__________moneda legal por concepto de capital y sus intereses.
Vencido el término para proponer excepciones y como quiera que se presentaron las excepciones fuera del término ( o no se propusieron excepciones) y no observándose causal alguna que pueda invalidar lo actuado, es del caso dar aplicación a lo establecido por el artículo 507 del C. del P.C..
En mérito de lo expuesto, la subdirección de Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá, D.C., 








RESUELVE 
ARTÍCULO PRIMERO: Ordenar seguir adelante la ejecución en los términos del mandamiento de pago contra el señor________________con cédula de ciudadanía No____________ y condenar al pago de las costas procesales.

ARTICULO SEGUNDO: Practicar por secretaría la liquidación del crédito y las costas del proceso.

ARTICULO TERCERO: Decretar las medidas cautelares a que haya lugar (ordenar el avalúo y remate de los bienes embargados en caso de que exista embargo previo y los que posteriormente se embarguen).

ARTICULO CUARTO: Notifíquese por estado la presente providencia. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 58

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

INFORME SECRETARIAL

Bogotá D.C.,

Al despacho hoy_____________ informando que se presentaron excepciones dentro del término legal.

Secretario o Funcionario Sustanciador. 

ANEXO  No. 59

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE ORDENA LA PRÁCTICA DE UNAS PRUEBAS

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 93, numeral 2 de la Ley 42 de 1993, este despacho, decreta las pruebas solicitadas por el señor __________. En consecuencia dispone:

Téngase como pruebas las siguientes: 

Negar como pruebas las siguientes y decir la razón. 
Se indican las pruebas conducentes y pertinentes y el término en que se practicarán. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

 (Notificación por estado)
Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 60

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

RESOLUCION NÚMERO

POR LA CUAL SE FALLAN UNAS EXCEPCIONES
Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

EL Subdirector de Jurisdicción Coactiva, en ejercicio de las facultades conferidas en la Constitución Nacional, la Ley 42 de 1993 y la Resolución Reglamentaria 012 de 2001

El director(a) de Jurisdicción Coactiva en ejercicio de las facultades conferidas en la Constitución Nacional de 1991, la Ley 42 de 1993.
CONSIDERANDO
Que cursa proceso de cobro coactivo contra el señor __________identificado con C.C.____________ de________(escribir número y lugar de expedición), iniciado con___________(fallo con responsabilidad fiscal. multas, reintegros etc.) proferido por_________________(nombre de la dependencia que emitió la providencia o acto administrativo).
Que al precitado ejecutado ( o al curador ad-litem), se le notificó el día ____, del mes ____de año_______ el auto del mandamiento de pago de fecha ________, y contra dicha providencia interpuso los recursos(reposición y apelación), los cuales fueron resueltas mediante providencias de fechas ____________.
Que el ejecutado (o el curador ad-litem) presentó escrito de excepciones de fecha _____________, argumentando que_______________________ (resumir las excepciones propuestas).
Que este Despacho al estudiar el memorial de excepciones determinó que se propusieron dentro del término legal.
Que el memorialista solicitó la práctica de las siguientes pruebas _____________________, las cuales se ordenaron mediante auto de fecha __________________.
Falta de jurisdicción, se funda esta excepción en el hecho de que este asunto no pertenece a la jurisdicción coactiva sino a la civil, penal, contencioso administrativa o de aduanas, por tales o cuales razones.
Este despacho encuentra o no fundada esta excepción por las siguientes razones:_____________________(aquí las razones legales del despacho para declarar o no fundada la excepción)

NOTA: Aquí se debe citar y comentar las disposiciones legales pertinentes, se analizan las pruebas y se exponen las conclusiones a que llegue el funcionario ejecutor para declarar o no fundada la excepción.
Falta de competencia. Esta excepción se funda en el hecho de que este despacho carece de competencia para conocer de este asunto por su naturaleza o calidad de las partes, cuantía del proceso, la vecindad o residencia del ejecutado, etc.
Este despacho encuentra o no fundada esta excepción por tales o cuales razones. NOTA: Aquí se deben citar y comentar las disposiciones legales pertinentes, se analizan las pruebas y se exponen las conclusiones a que llegue el funcionario ejecutor para declarar o no fundada la excepción.
Pago: Se hace consistir esta excepción en el hecho de que el ejecutado pagó la obligación que se le cobra en este asunto, o parte del capital o los intereses, según consta en los recibos que se acompañaron como pruebas o se adujeron oportunamente al proceso.
Esta excepción se encuentra o no probada por tales o cuales razones. NOTA: Aquí se debe citar y comentar las disposiciones legales pertinentes, se analizan las pruebas y se exponen las conclusiones a que llegue el funcionario ejecutor para declarar o no fundada la excepción.
Beneficio de Inventario. En esta excepción el ejecutado aporta al proceso de cobro de coactivo documentos que acreditan los bienes adjudicados en la sucesión de _____________.
Esta excepción se encuentra o no probada por tales o cuales razones. NOTA: Aquí se deben citar y comentar las disposiciones legales pertinentes, se analizan las pruebas y se exponen las conclusiones a que llegue el funcionario ejecutor para declarar o no fundada la excepción.
En mérito de lo expuesto, este Despacho

OPCION UNO: CUANDO SE DECLARAN PROBADAS LAS EXCEPCIONES EL RESUELVE ES EL SIGUIENTE
RESUELVE

ARTICULO PRIMERO: Declarar probada la excepción de falta de competencia y ordenar remitir el expediente al señor Coordinador de Gestión de la Gerencia Departamental de_____________ para que siga conociendo de él, por ser el competente para ello, de acuerdo con expuesto en la parte motiva de providencia.

ARTICULO SEGUNDO: O declarar probada tal o cual excepción de fondo propuesta por el ejecutado.

ARTICULO TERCERO: Ordenar cesar la ejecución del proceso y como consecuencia de lo anterior el archivo del proceso (ver inciso 1° numeral 4 del Art. 93 de la ley 42/93).

ARTICULO CUARTO: Levantar las medidas cautelares que se hubieren decretado dentro del presente proceso. Librar los oficios correspondientes  * (ver inciso 1° numeral 4 del Art. 93 de la ley 42/93).

ARTICULO QUINTO: Notificar personalmente la presente providencia al  señor ________, en los términos del artículo 44 del C.C. A.. De no ser posible la notificación en la forma anteriormente indicada, dar aplicación a lo previsto en el artículo 45 del citado estatuto.

ARTICULO SEXTO: Enviar copia de la presente providencia a la Contraloría Delegada para Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría General de la República para que excluya del boletín de responsables fiscales al ejecutado en el presente  proceso (cuando sea necesario)

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nota: Se debe describir los bienes a desembargar.

OPCION DOS: CUANDO SE DECLARAN NO PROBADAS LAS EXCEPCIONES, EL RESUELVE QUEDARA ASI:
RESUELVE:

ARTICULO PRIMERO: Declarar no probadas o parcialmente probadas, las excepciones propuestas por el ejecutado, por las razones expuestas en la parte motiva de esta resolución.

ARTICULO SEGUNDO: Ordenar seguir adelante la ejecución en los términos del mandamiento de pago contra el señor ___________C.C No._______ y condenarlo al pago de las costas procesales ( Art. 93 numeral 5 de la ley 42/93).

ARTICULO TERCERO: (O declarar que el ejecutado goza del beneficio de inventario y por tanto, no esta obligado a responder sino hasta la concurrencia del valor de los bienes que en sucesión de _________________le fueron adjudicados.(Art. 93 num. 6 de la Ley 42/93). 
ARTICULO CUARTO: Practicar por secretaría la liquidación del crédito y las costas del proceso.
ARTICULO QUINTO: Ordenar el avalúo y remate de los bienes embargados (en caso de que exista embargo previo) y los que posteriormente se embarguen. (Ordenar las medidas cautelares a que haya lugar en caso que no se tengan).

ARTICULO SEXTO: Contra esta resolución sólo procede el recurso de reposición.
ARTICULO SEPTIMO: Notificar personalmente la presente providencia al  señor ________, en los términos del artículo 44 del C.C. A.. De no ser posible la notificación en la forma anteriormente indicada, dar aplicación a lo previsto en el artículo 45 del citado estatuto

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva                        

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 61

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 MODELO DE LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO Y LAS COSTAS.

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

En obedecimiento a la sentencia que ordena seguir adelante la ejecución (o resolución que falla las excepciones y ordena la ejecución) de fecha__________ dictada en el proceso de la referencia, me permito presentar la liquidación del crédito que se cobra más las costas del proceso de conformidad con los Art. 521 y 393 del Código de Procedimiento Civil; con base en el título ejecutivo No.......... de fecha........por valor de $......................., en contra de................ el cual quedó debidamente ejecutoriado el............. 
1) Liquidación del crédito
Por secretaría se procede a la elaborar la liquidación del crédito con aplicación de la siguiente fórmula:
	PRIVATE
INTERESES MORATORIOS =
	C (CAPITAL)
	X(12% LEY 68/23) x No. de días

	
	
	360


Valor Capital ...........................................$ 
Valor Intereses ....................................... $ 
Valor Total Crédito ..................................$
2) Liquidación de costas:
Valor honorarios curador .........................$
Valor honorarios secuestre .......................$
Valor publicación .....................................$ 
Valor honorarios peritos ...........................$
Otros gastos .............................................$
Total Costas .............................................$
Valor total de la liquidación $__________________ ( sumar Valor total crédito más valor total costas).
Nota: Para las multas proferidas con base en la Ley 200/95 se liquida con la tasa del interés comercial(ver artículo 884 del Código de Comercio).
Para la liquidación de los intereses moratorios a la compañía de seguros, se aplica la siguiente fórmula:
	PRIVATE
INTERESES MORATORIOS =
	C (capital) X uno punto cinco 
interés certificado como Bancario
Bancaria X Nº de días 
____________________________ 
	(1.5 del I %) del
corriente por la Superintendencia 

_________________________ 

	
	360
	


Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva              

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Liquidó:

Firma, nombre y cargo del profesional que efectuó la liquidación

ANEXO  No. 62

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 “AUTO NÚMERO” 

“POR EL CUAL SE DA TRASLADO LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO Y DE LAS COSTAS”

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

De la liquidación del crédito efectuada por secretaria, córrase traslado* por el término de tres (3) días para que el ejecutado se pronuncie sobre la misma.

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva                       

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

* Nota: De conformidad con el artículo 108 del CPC: Estos traslados se harán constar en una lista que se fijará en lugar visible de la secretaría por un día, y correrán desde el siguiente.
ANEXO  No. 63

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE APRUEBA LA LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO Y LAS COSTAS

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Teniendo en cuenta que la liquidación del crédito no fue objetada y la misma se encuentra ajustada a derecho, este despacho le imparte su aprobación.
Contra la presente providencia proceden los recursos reposición y apelación.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva           

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 64

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE DECRETA EL EMBARGO DE UNA CUENTA CORRIENTE  (CUANDO SE CONOCE EL NÚMERO DE LA CUENTA CORRIENTE)

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Conforme a lo dispuesto por los artículos 513 (o 514 según el caso) y numeral 11 del artículo 681 del Código de Procedimiento Civil y con el fin de salvaguardar los intereses del Estado, decrétese el Embargo de los saldos de la cuenta corriente Nº .---------- del Banco ----------- ,que posee el señor_________ ( nombre del ejecutado y documento de identidad)
Comuníquese esta medida al Banco________(nombre del banco, sucursal, dirección) a fin que se haga efectiva. Limítese la medida a la suma de $--------------------
Líbrese los oficios respectivos.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva           

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 65

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE DECRETA EL EMBARGO DE UNA CUENTA CORRIENTE (CUANDO NO SE CONOCE EL NÚMERO DE LA CUENTA CORRIENTE)

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Conforme a lo dispuesto por los artículos 513 (o 514 según el caso) y numeral 11 del artículo 681 del Código de Procedimiento Civil y con el fin de salvaguardar los intereses del Estado, decrétese el Embargo de los saldos bancarios y demás sumas de dinero depositados que posea el (los) ejecutado(s).
Cabe anotar que las cuentas de ahorro están amparadas por la causal de inembargabilidad hasta $14.175.766 de conformidad con los artículos 126 y 138 del Decreto 663 de 1993, Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, Decreto 0564 del 19 de marzo de 1996, Circular No. 126 de octubre 8 de 1999 de la Superintendencia Bancaria. (Esta suma va variando, para lo cual hay que estar pendiente de la Circular)
Limítese la medida a la suma de ________.
Comuníquese la medida a las distintas entidades bancarias, a fin de que se haga efectiva.
Líbrese los oficios respectivos.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

NOTA: El monto de la causal de inembargabilidad, está sujeta a lo dispuesto por la Superintendencia Bancaria.
ANEXO  No. 66

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE DECRETA EL EMBARGO DE UN SALARIO

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Para dar cumplimiento a lo ordenado en los artículos 513 (ó 514 según el caso) y en el numeral 10 del artículo 681 del Código de Procedimiento Civil y con el fin de salvaguardar los intereses del Estado, decrétese el embargo del salario que devenga el señor________(se escribe el nombre del ejecutado con el número de cédula) que labora en______(se escribe nombre de la entidad donde está trabajando el ejecutado). Limítese el valor del embargo a la suma de $_____________ 
Comuníquese esta medida cautelar al funcionario competente para que de las sumas respectivas, se retenga la quinta parte que exceda del salario mínimo legal mensual.
Líbrese el oficio respectivo.
NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva       

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 67

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE DECRETA EL EMBARGO DE UN BIEN INMUEBLE

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Conforme a lo dispuesto en el artículo 513 (ó 514 según el caso) y 681 numeral 1 del Código de Procedimiento Civil y con el fin de salvaguardar los intereses del Estado, decrétese el embargo del siguiente bien inmueble de propiedad del señor____________ (Nombre del ejecutado y cédula de ciudadanía).
DIRECCION: DEL BIEN INMUEBLE Y NUMERO MATRICULA INMOBILIARIA
Limítese el valor del embargo a la suma $------------------------------------
Librar los oficios correspondientes, comunicando la presente determinación.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva           

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 68

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE DECRETA EL EMBARGO Y SECUESTRO DE  BIENES MUEBLES

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Conforme a lo dispuesto en el artículo 513 (ó 514 según el caso)y 681 numeral 3 del Código de Procedimiento civil y con el fin de salvaguardar los intereses del Estado, decrétase el embargo y secuestro de los bienes muebles (excluyendo automotores, establecimientos de comercio y demás bienes sujetos a registro) que de propiedad del ejecutado(a)_______________________ con cédula de ciudadanía No._____________________ se encuentren en la __________________(se escribe la dirección) de esta ciudad o en el sitio que se indique al momento de la diligencia. Se limita la medida a la suma de $________________MCte. Para la práctica de la diligencia se fija el día ________, mes____ ,hora______,año_______.Como secuestre se nombra a ___________________ de lista de auxiliares de la justicia, quien se localiza_______________(se escribe la dirección y teléfono).
Líbrense los oficios correspondientes.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva           

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 69

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE DECRETA EL EMBARGO DE UN VEHÍCULO
Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Conforme a lo dispuesto en el artículo 513 (ó 514 según el caso) y 681 numeral 1 del Código de Procedimiento civil y con el fin de salvaguardar los intereses del Estado, decrétese el embargo del vehículo de placas No.__________ de propiedad del señor________________ (Nombre del ejecutado y cédula de ciudadanía).
Limítese el valor del embargo a la suma $ ______________
Líbrese el oficio a la Secretaría de Tránsito correspondiente, comunicando la presente determinación.
Una vez registrado el embargo, ordénese la captura del vehículo, para tal efecto ofíciese a las autoridades correspondientes. Nota: En Bogotá a la sección de automotores del Das, SIJIN Y DIJIN. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva           

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 70

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 COMUNICACIONES DE EMBARGOS.

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Oficio No._____

Señor
REGISTRADOR DE INSTRUMENTOS PUBLICOS Y PRIVADOS

DIRECCION
CIUDAD
Asunto: Proceso por Jurisdicción Coactiva No. _______ 
Contra___________________________________
Comedidamente me permito comunicarle que mediante auto_______ (se escribe la fecha del auto) esta Dirección decretó el embargo del (los) bien(es) inmueble(s) de propiedad del________________________ (escribir el nombre de ejecutado con número de cédula), 
DIRECCION: DEL BIEN INMUEBLE 

NUMERO MATRICULA INMOBILIARIA: 
Una vez efectuada la inscripción requerida, favor enviar el certificado de tradición y libertad de matrícula inmobiliaria del inmueble citado (Art. 681 num.1 del C.P.C.) a (la dirección y teléfono de la dependencia de Jurisdicción de Coactiva). 
Cordial Saludo,
_____________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 71

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

COMUNICACIÓN DE ACUMULACIÓN DE EMBARGOS.

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Oficio No.____

Señor
JUEZ __________ CIVIL __________ (Municipal o del Circuito)

Dirección
Ciudad
Asunto: Proceso No._____________
Contra_________________________CC.No.____________
Dentro del proceso del asunto, este despacho mediante auto (se escribe la fecha del auto) decretó el embargo del bien(es): (se indica propietario, matricula inmobiliaria, limite del embargo).
En razón a que el anterior inmueble se encuentra embargado por su despacho, dentro del proceso ejecutivo del Señor( se escriben los nombres de las partes), comedidamente me permito solicitar con base en el artículo 542 de C.P.C., acumular el embargo ordenado por esta dependencia y una vez el proceso se adelante hasta el remate de bienes, comunicar oportunamente a fin de poder allegar la liquidación del crédito definitiva para que se tenga en cuenta de acuerdo con la prelación establecida en la ley sustancial.
Cordial Saludo.
_______________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 72

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 OFICIO DE REGISTRO DE VEHÍCULOS

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Oficio No.__________
Señores
Secretaría de Tránsito y Transporte

LUGAR
Asunto: Proceso Coactivo No.________ 
Contra_________________________
Mediante auto__________ (se escribe la fecha del auto) esta Subdirección decretó el embargo del vehículo de propiedad del________ (escribir el nombre de ejecutado), identificado con cédula de ciudadanía No._____________, correspondiente a las siguientes características:
Historial vehículo: 
Placa: 
Clase: 
Marca 

Modelo: 

Color: 

Carrocería 

Servicio: 

Serie: 

Motor 

Capacidad: 

Línea: 
Para efectos procesales, sírvase dar cumplimiento al mencionado auto, registrando la medida cautelar decretada, y enviar a este despacho el certificado correspondiente.
La solicitud de registro de embargo se hace en virtud de las facultades conferidas por la Constitución Política, la Ley 42 de enero 26 de 1993, el Art. 681 numeral 1° del C.P.C.
Al contestar favor citar el número del proceso y nombre del ejecutado.
Cordialmente,
_________________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva
Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 73

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 OFICIO CAPTURA DE VEHÍCULOS.

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Oficio No.__________
Señores
(DIJÍN, SIJÍN, DAS.)

Sección Automotores

LUGAR
Asunto: Proceso Coactivo No.________ 
Contra_________________________
Comedidamente me permito manifestarle que con el fin de salvaguardar los recursos del erario público y buscar el resarcimiento del daño este Despacho mediante providencia de fecha_______________, dictada dentro el proceso de la referencia, ordenó oficiarle a fin de comunicarle que se ordenó la captura del vehículo_______________, de placas No.__________________
Atentamente.
_________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva
Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 74

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 COMUNICACIÓN DE EMBARGO A BANCOS Y ENTIDADES SIMILARES.

Oficio No. 

Señores
«BANCO» 
Atte: DOCTORA

CARGO 
OFICINA
DIRECCION
Lugar

REF: Embargos Cuentas Corrientes y CDT´S en procesos de Jurisdicción Coactiva.
Me permito informar que esta Dirección, por auto de fecha (se escribe la fecha del auto), conforme a lo dispuesto por el Art. 681 num. 11 del C.P.C. y con el fin de salvaguardar los intereses del Estado, decretó el embargo de los saldos bancarios y demás sumas de dinero depositadas que posean dichas personas que figuran en lista anexa (ver formato anexo de modelo de la relación de procesos).
El valor del embargo asciende a la suma que figura en la columna cuantía de la relación adjunta (ver formato anexo de modelo de la relación de procesos).
Cabe observar que respecto de las cuentas de ahorro, éstas son inembargables según las cuantías que establece la Superintendencia Bancaria, (Arts. 126 y 138 del Decreto 663 de 1.993, Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, Decreto 0564 del 19 de marzo de 1.996, Circular Nº 126 de octubre 8 de 1.999, Superintendencia Bancaria).Nota: el monto de la causal de inembargabilidad, está sujeta a lo dispuesto por la Superintendencia Bancaria.
Sírvase proceder de conformidad haciendo efectivo el embargo de los saldos bancarios y demás sumas de dinero de las personas que sean titulares de estas cuentas y CDT´S. La suma embargada debe ser consignada en la cuenta del Banco Agrario de Colombia Nº___________.
El incumplimiento de esta solicitud, será sancionado de acuerdo a lo establecido por la Ley.
Cordialmente,
__________________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva
Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

NOTA: En caso que se supere la cuantía embargada, por ejemplo: en tres entidades el ejecutado posee dineros y con la sumatoria de ello se excede de la limitación del embargo, debe procederse al desembargo a que haya lugar. 
ANEXO  No. 75

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

OFICIO DE COMUNICACIÓN DE EMBARGO DE SALARIOS.

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Oficio Nº.

Lugar y fecha 
SEÑORES
«ENTIDAD»
Atte: «TITULO» «NOMBRE»

«CARGO»
«DIRECCION»
«CIUDAD»
ASUNTO: Embargo de salarios en Procesos de Jurisdicción Coactiva.
Me permito informar que esta Dirección, por auto de (escribir la fecha del auto), conforme a lo dispuesto por el Art. 681 num. 10 del C.P.C. y con el fin de salvaguardar los intereses del Estado, decretó el embargo del salario que devenga el señor________________(se escribe el nombre del ejecutado con el número de cédula de ciudadanía) que labora en dicha entidad, para que de las sumas respectivas se retenga la proporción determinada por la ley, (Art. 155 C.S.T. modificado por la ley 11/84, Art. 4) que es la quinta parte que exceda del salario mínimo mensual.
Limítese el embargo a la suma de $_______________. 
La suma embargada mensualmente debe ser consignada en la cuenta No___________________ del Banco Agrario de Colombia.
El incumplimiento de esta solicitud será sancionado de acuerdo a lo establecido por la Ley.
Cordialmente,
___________________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva
ANEXO  No. 76

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE SEÑALA DIA Y HORA PARA DILIGENCIA DE SECUESTRO DE BIEN INMUEBLE Y VEHÍCULO Y NOMBRAMIENTO DEL SECUESTRE

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Contra____________________________

Señálese la hora de las _____________del día__________mes_______año______para practicar la diligencia de secuestro del inmueble (o vehículo) embargado en este proceso.

Nómbrese como secuestre de la lista de auxiliares de la justicia a_____________ (se escribe nombre y cédula del auxiliar de la justicia) quien se localiza en la dirección_____________________ y teléfono__________ de esta ciudad.

Líbrense los oficios correspondientes.

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE,

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva           

 Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores.

ANEXO  No. 77

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 DILIGENCIA DE SECUESTRO DE BIENES.

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONTRA____________
En Bogotá D.C. a los____ días del mes de_________ del año _______, siendo el día y la hora señalada mediante auto de fecha_____________________para la práctica de la diligencia de secuestro del inmueble embargado en este asunto, el (la) suscrito Subdirector de Jurisdicción Coactiva dio comienzo a la misma, nombrando como Secretario (a) Ad-Hoc al doctor (a), identificado con la cédula de ciudadanía No. _____________, de _______, como Secuestre al doctor (a)______________, identificado (a) con la cédula de ciudadanía No. _______________ de ________, (O como el secuestre señor ___________no concurrió, se le reemplazó en el acto con el señor________________) a quien el Despacho dio posesión del cargo aceptando el mismo, quien bajo la gravedad del juramento prometió cumplir bien y fielmente con lo deberes de su cargo y como abogado sustanciador al doctor (a) _____________, identificado con la cédula de ciudadanía No. _________ de _______. Se procede a trasladarse a la dirección____________________________ de esta ciudad, con el fin indicado, declarándose abierta la diligencia. Fuimos atendidos por el señor ________________, identificado con la cédula de ciudadanía No. _________ de ___________ y quien enterado del objeto de la presente diligencia permitió el acceso voluntario al inmueble y manifestó__________________________________. De lo anterior se corre traslado al abogado sustanciador quien manifestó: Como quiera que no hay oposición alguna solicito se decrete el embargo del bien inmueble objeto de la presente diligencia, previa identificación de sus linderos generales y específicos y se le haga entrega del mismo al secuestre en forma real y material. Seguidamente el Despacho   procede a linderar el inmueble de la siguiente manera: ……………………………………………………………………………………………………………………………………………………………………………………………………………………………………………………..dejando constancia que se trató del inmueble que aparece consignado en el folio de matricula inmobiliaria No. ___________ de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de la zona ______________  y que sus linderos generales y específicos coinciden en cada uno de sus puntos. Teniendo en cuenta que el inmueble se encuentra legalmente alinderado e identificado plenamente, el Despacho decreta legalmente secuestrado el inmueble y procede ha hacer entrega real y material al secuestre quien manifiesta: RECIBO EN FORMA REAL Y MATERIAL EL INMUEBLE ANTERIORMENTE SECUESTRADO (Opcionalmente el secuestre puede dejar el inmueble en depósito gratuito a quien atiende la diligencia,  a solicitud del abogado sustanciador o firmar un contrato de arrendamiento con quien esté ocupando el inmueble).   
(O como el inmueble se halló en poder del señor______________, quien manifestó tenerlo en el carácter de secuestre, lo cual demostró con copia de la diligencia respectiva o certificación del señor juez_______________, no se llevó acabo el secuestro.)
(O como el inmueble se halló en poder del señor __________________, quien manifestó tenerlo a título de arrendamiento como lo demostró con copia del contrato respectivo o declaraciones de___________________y _______________, se le dejó en su poder en tal calidad y se le previno que, en lo sucesivo, se entienda con el secuestre para el pago de los cánones y todo lo relacionado con el arrendamiento (art. 686 parágrafo 1° del CPC.; Art. 775 C.C.)
(O como el inmueble se halló en poder del señor______________, quien alega posesión material en nombre propio, o tenencia a nombre de otro, y adujo la prueba requerida para ello, se le admitió la oposición y no se practicó el secuestro. O como el Subdirector (a) de Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá, D.C., insistió en el secuestro, éste se practicó dejando el inmueble en poder del opositor en calidad de secuestre, y ordenado tramitar el respectivo incidente (Art. 686 parágrafo 2° del CPC.; Art. 762 del C.C.). 
(O como el opositor no demostró en forma alguna su derecho a oponerse, se rechazó la oposición y se practicó el secuestro, entregándole el inmueble al secuestre nombrado)
(O como se trata derechos pro indiviso sobre el inmueble, se previno a los condueños señores____________________________________, que se entiendan con el secuestre). (O como la cosa común está a cargo de un administrador o mandatario legalmente constituido, se le hizo a éste la misma prevención).
Al secuestre se le señalaran como honorarios provisionales por la actuación en esta diligencia, la suma de $____________________.A solicitud verbal, se ordenó expedir copia de esta diligencia al secuestre. No siendo otro el motivo de la presente diligencia se termina una vez leída y aprobada por todos  los que en ella intervinieron.
 


 Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva        Firma________________________
Quien atendió la Diligencia                             Firma________________________


El Secuestre                                                   Firma________________________

Abogada sustanciadora                                 Firma_________________________

Si lo hay:

Opositor                                                        Firma__________________________ 
Testigos que declararon en la oposición     Firmas y números de cédulas, teléfonos y direcciones 

Secretario Ad-Hoc”


       Firma_________________________

Nota: 
De la diligencia se deben sacar 4 copias así: Una para la persona que atiende la diligencia, una para el secuestre, una para el abogado y una para el archivo de la Subdirección de Jurisdicción Coactiva.

ANEXO  No. 78

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE FIJA CAUCIÓN PARA UN SECUESTRE. 

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONTRA__________________

Este despacho para el presente proceso ordena que el secuestre preste caución por la suma de_________ (en letras y números) dentro el término de_________ (se escribe número de días), so pena de relevarlo del cargo y hacerse acreedor de las sanciones previstas en los artículos 9, 11 y 688 del C de P.C.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva           

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores

ANEXO  No. 79

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

INFORME SECRETARIAL INDICANDO QUE SE PRACTICÓ EL EMBARGO Y SECUESTRO
Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONTRA__________________
Hoy _________________________ pasan al despacho las presentes diligencias, informando que se ha practicado embargo y secuestro de bienes en este proceso, con el fin de que se proceda al avalúo de los bienes embargados.
______________________________
Secretario o funcionario sustanciador
ANEXO  No. 80

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE ORDENA UN AVALUO Y DESIGNA PERITOS

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONTRA__________________
Visto el informe anterior y de conformidad con lo establecido en el Art. 516 del Código de Procedimiento Civil, este despacho procede a lo siguiente:
Ordenar el avalúo de los siguientes bienes (detallarlos) 

Designar como peritos avaluadores a los señores______________ y __________________. 

Librar los correspondientes oficios 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores

ANEXO  No. 81

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

COMUNICACIÓN DEL NOMBRAMIENTO DE PERITO
Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Oficio No._____

Señor
Nombre del Auxiliar de la Justicia

Dirección
Ciudad
Asunto: PROCESO No.

CONTRA
Por medio del presente me permito comunicarle que este despacho mediante auto de (fecha), lo designó Perito Avaluador en el proceso de jurisdicción coactiva No._____contra________ (escribir el nombre del ejecutado). Sírvase manifestarnos la aceptación del cargo y tomar posesión dentro de los términos legales.
Atentamente,
_______________________________
Subdirector de Jurisdicción Coactiva 

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales sustanciadores.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales sustanciadores

ANEXO  No. 82

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO DE POSESIÓN DE LOS SEÑORES PERITOS.
Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

CONTRA__________________
En el día de Hoy ______________________________ se presentaron al Despacho el señor ________________ (res) quienes fueron nombrados como peritos dentro del proceso de la referencia, mediante  Auto No. ___ de fecha ______,  y quienes manifestaron que aceptan el cargo y prometen cumplir bien y fielmente con los deberes que el cargo le impone.

_____________________________
Subdirector de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

ANEXO  No. 83

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

INFORME SECRETARIAL.
Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONTRA__________________
Hoy______________________________ pasan al despacho las diligencias informando que ha sido rendido el dictamen pericial.
_____________________________
Secretario o funcionario sustanciador
ANEXO  No. 84

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE DA TRASLADO DE UN DICTAMEN PERICIAL

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONTRA__________________
Del dictamen pericial presentado córrase traslado por el término de tres (3) días para que el ejecutado se pronuncie sobre el mismo.
Se fijan honorarios al perito en la suma de $.__________
NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE,
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

ANEXO  No. 85

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

INFORME SECRETARIAL
Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONTRA________________
Hoy _____________vencieron los términos de traslado del dictamen pericial y el mismo no fue objetado.
En la fecha pasa al despacho para que se sirva proveer.
_______________________________
Secretario o funcionario sustanciador

ANEXO  No. 86

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

INFORME SECRETARIAL
Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONTRA__________________
Al Despacho del Subdirector informando que  el anterior memorial presentado por el señor _______, solicitando ampliación o aclaración del dictamen pericial, fue presentado dentro del término del traslado hoy__________________, pasando al despacho para el respectivo trámite.

__________________________________
Secretario o funcionario sustanciador
ANEXO  No. 87

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE ORDENA LA ACLARACION O COMPLEMENTACION DE UN DICTAMEN PERICIAL

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONTRA__________________

Teniendo en cuenta la  solicitud de aclaración o de complementación  presentada por el señor _______, al dictamen pericial rendido por los doctores ________ y __________, se ordena que en el término de ________ (máximo diez días), los citados peritos  complementen o aclaren su dictamen en la forma solicitada.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

ANEXO  No. 88

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE ORDENA EL TRASLADO DE LA ACLARACION O COMPLEMENTACION DE UN DICTAMEN PERICIAL

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONTRA__________________
Del anterior escrito de complementación o aclaración del dictamen pericial, córrase traslado al ejecutado por el término de tres días (Art. 238 num. 4° del CPC.)
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

ANEXO  No. 89

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

INFORME SECRETARIAL OPCIÓN UN0
Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONTRA__________________

Al despacho informando que fue aclarado o corregido el dictamen pericial y no fue objetado dentro el término legal.
______________________________
Secretario o funcionario sustanciador
ANEXO  No. 90

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE DECLARA EN FIRME EL AVALÚO DE LOS BIENES
Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONTRA__________________

Téngase en cuenta el anterior dictamen pericial (folios) rendido por los doctores _________ y ________, ya que el mismo no fue objetado, aclarado o adicionado, en consecuencia declárese en firme el avalúo de los bienes.
NOTIFÍQUESE  Y CÚMPLASE
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

ANEXO  No. 91

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

INFORME SECRETARIAL OPCIÓN DOS
Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONTRA__________________

Al Despacho del Subdirector informando que  el anterior memorial presentado por el señor _______, objetando el dictamen pericial, fue presentado dentro del término del traslado hoy __________________,  pasando al despacho para el respectivo trámite.

______________________________
Secretario o funcionario sustanciador
ANEXO  No. 92

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE ORDENA LA PRACTICA DE UNAS PRUEBAS

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONTRA__________________

Solicitadas en tiempo por parte del señor ______, se decretan las siguientes pruebas:

Por parte del ejecutado:
Ténganse como pruebas los documentos acompañados con el escrito de objeción. 

Líbrese despacho a (tal funcionario, o empleado público) para que expida la copia o certificación que solicita en el punto ________del memorial de objeciones presentado. 

De Oficio:

(Se enumeran como en el aparte anterior).
Señálese el término de diez días para practicar las pruebas aquí decretadas.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

ANEXO  No. 93

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE ORDENA RESOLVER UNA OBJECIÓN
Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONTRA__________________
En escrito presentado el día____________, el señor apoderado del ejecutado (o el ejecutado) objetó el dictamen de los señores peritos por error grave.
Fundamenta la objeción en los siguientes hechos __________________ (se copian o se sintetizan los hechos respectivos).
Tramitado el incidente en forma legal, se procede a resolver, previas las siguientes consideraciones ______________ (aquí se citan y se comentan las disposiciones legales pertinentes, se analizan las pruebas y se exponen las conclusiones a que llegue el Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva, para declarar fundada o infundada la objeción).
Por lo expuesto, el Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva, declara infundada la objeción al avalúo pericial practicado en este asunto, y condena al objetante a pagar una multa de $___________ y las costas del incidente. Tásense.
(O se declara fundada la objeción y se ordena repetir el avalúo con intervención de otro perito cuyo dictamen no será susceptible de objeción). 
Dentro del término de ocho días, restituya el perito los honorarios que recibió por este dictamen.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

ANEXO  No. 94

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE ORDENA UN REMATE

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONTRA__________________
Para llevar a cabo la diligencia de remate en pública subasta dentro del proceso contra el ejecutado ___________________(nombre, apellidos y cédula de ciudadanía) quien es propietario del bien ___________________( describir el inmueble o los muebles según sea el caso), avaluado pericialmente en la suma de $________________, será postura admisible la que cubra el setenta por ciento (70%) del avalúo, previa consignación del veinte por ciento (20%) legal, en la cuenta de depósito judicial No._____________ del Banco Agrario de Colombia, para lo cual se señala la hora de las_____________del día___________del mes_________ del año__________.
La licitación se iniciará a la hora señalada y no se cerrará sino después de transcurridas dos (2) horas por lo menos.

Fíjese el aviso y hágase las publicaciones del caso en un periódico de amplia circulación nacional (El Tiempo, El Espectador, el Siglo o La República) y una emisora local. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

ANEXO  No. 95

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 AVISO DE REMATE. 

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

El suscrito  Subdirector de Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá D.C, HACE SABER:
Que por auto de fecha _________ , se ha señalado el día_______y hora _______para llevar a cabo el remate de los bienes embargados, secuestrados y avaluados en el proceso ejecutivo adelantado por la Subdirección de Jurisdicción de la Contraloría de Bogotá, D.C., contra ____________con C.C. ________________.Los bienes materia de la subasta son. El objeto de remate______________(los inmuebles se identifican por su nomenclatura, situación linderos y demás circunstancias que los den a conocer con precisión; para los muebles se indicaran su clase, especie, calidad y cantidad) corresponde a un predio ubicado dentro del perímetro urbano del Municipio de _______________________ con dirección ___________________________ que se denomina ________________cuyas características son las siguientes: Construcción estilo colonial de dos (2) plantas. Primer piso: zona de parqueo, sala, comedor, cocina semi- integral, etc. Segundo piso: tres alcobas con closet, dos baños y un altillo. Le corresponde el folio de matrícula inmobiliaria Nº _________________ de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de _________________________ Avalúo Pericial: El inmueble antes descrito fue avaluado en la suma de $__________________ m/cte. Oferta Admisible: Se tendrá como tal, aquella que cubra el 70 % del avalúo dado al mismo, previa consignación del 20 % en la cuenta de depósitos judiciales No________ del Banco Agrario de Colombia.
La licitación principiará a las ocho de la mañana, y no se cerrará sino después de transcurridas dos horas, por lo menos.
Bogotá DC.___________(fecha en letras)
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

ANEXO  No. 96

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 CONSTANCIA DE FIJACIÓN

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

(En el expediente)
En la fecha___________, para dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 525 del CPC. , se fijó aviso de remate, en lugar público de la secretaría, por el término legal, a la hora de las 8 A.M. 
_____________________________-
Secretario o funcionario sustanciador
ANEXO  No. 97

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

CONSTANCIA SECRETARIAL

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

En la fecha______________, se entregaron copias del aviso del remate, para ser publicadas en un periódico de amplia circulación (El Tiempo, El Espectador, El Siglo, o La República) y radiodifundido por una emisora local.
_____________________________
Secretario o funcionario sustanciador
ANEXO  No. 98

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 CONSTANCIA DE DESFIJACIÓN.

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Certifico
Que el anterior aviso permaneció fijado en un lugar público de la secretaría, por el término legal, y se desfija en la fecha, a la hora de las________________
_________________________________-
Secretario o funcionario sustanciador
ANEXO  No. 99

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 ACTA DE REMATE SIN POSTORES

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

En Bogotá DC., a ___________, siendo la hora de las dos de la tarde del día y hora previamente señalados para llevar a efecto el remate decretado en este proceso, el Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva, en asocio de su secretario , declaró abierta la licitación. Una vez llegada la hora de las cuatro de la tarde, es decir, transcurridas más de dos horas sin que se presentara ningún postor, el Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva declaró cerrada la licitación y se extendió esta acta para constancia. El aviso que se fijó en la secretaría se desfija en esta misma fecha y hora, con las constancias pertinentes. Un ejemplar del periódico en que se hizo la publicación y la constancia de radiodifusión reposan en el expediente. Así se firma como aparece.
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva
Secretario o funcionario sustanciador
ANEXO  No. 100

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

 ACTA DE REMATE.

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

CONTRA__________________
En Bogotá DC., siendo la hora______del día_______, día y hora señaladas para practicar el remate decretado en este asunto, el (la) suscrito(a) Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva, en asocio de su secretario, se constituye en audiencia pública en el recinto del (despacho u otro sitio) con el fin de llevar a cabo la diligencia de remate del bien legalmente embargado, secuestrado y avaluado dentro del proceso coactivo de la referencia, tal como se dispuso en providencia de fecha ................... Seguidamente se constató que la parte ejecutante realizó las publicaciones del aviso de remate en la prensa hablada y escrita tal como lo ordena el Art.525 del C.P.C., constancia que se incorporó al expediente al igual que el original del citado cartel de remate, el cual permaneció fijado en la cartelera del Despacho por el término legal. A continuación se procede a dar lectura en alta y clara voz al aviso de remate invitando al público presente para que hagan sus ofertas por el bien en subasta el cual consiste en _________ (una casa, apartamento etc.), situado en la_______________ (indicar la dirección) y consta de............... (escribir linderos y demás características de la escritura pública), el inmueble tiene matrícula inmobiliaria No............... de la Oficina de Instrumentos Públicos y Privados de __________, y fue adquirido por el ejecutado(a), señor(a).......................................... por compra que efectúo al (a la) señor(a).............................................. elevada mediante escritura No.....................de ....................., corrida en la notaría................. como consta en el certificado de libertad que se aportó al proceso; el bien se encuentra avaluado en la suma de $.................. siendo postura admisible la que cubra el 70% de dicho valor. A la hora__________se hace presente el señor....................................................identificado con la c.c............... No................. de........................., quien presenta el título judicial No............... por valor de $............................ y manifiesta que hace postura por el bien subastado y que ofrece por el mismo la suma de $......................., oferta ésta que es aceptada por la Subdirección de Jurisdicción Coactiva, teniendo en cuenta que dicha suma corresponde al 70% del valor, dado al bien y que éste porcentaje es la base de la misma. Seguidamente se hacen presentes los señores..................................................................... con c.c............... No....................de..............con título judicial No............y.................................... ........................................... con c.c. No.....................de.......................... y presenta el título judicial No.............todos por el valor de $....................,seguidamente se hace presente el señor.............................. ............................con c.c................... de............. presenta título No....... por valor de $......................., siendo las .............................. se empieza a recepcionar las ofertas que mejoren las ya existentes, siendo las dos últimas ofertas la del señor............................ ...........................................por valor de $_______________, y la del señor...................................... por la suma de $...................... pesos M/cte. A la hora de las cuatro y veintiocho minutos de la tarde se puso en conocimiento del público presente éste último ofrecimiento, advirtiéndoles que si al conteo de tres no se mejora dicha oferta, se cerrará la licitación. Efectuado dicho conteo sin que se hubiere hecho un mejor ofrecimiento, cerrándose la licitación, y se adjudicó el bien inmueble en subasta arriba descrito y alinderado al señor............................................... identificado con la c.c.................. No................de.................. por la suma de $ ......................... Presente el rematante, manifestó que acepta el remate y la adjudicación que se le hace por estar a su entera satisfacción y no tener ningún reparo que hacer a la diligencia. Se le advierte al adjudicatario que dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a esta diligencia debe consignar a órdenes de este Despacho a la cuenta Nº .................................... (colocar la cuenta de Depósitos Judiciales) el saldo del valor adjudicado en este proceso que es la suma $.................... para completar el valor por el cual se le adjudicó el bien. Al otro postor se le devolvió en el acto el porcentaje. No siendo otro el objeto de la presente diligencia se termina y firma una vez leída y aprobada.
_________________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva
______________________
Firma del rematante 
__________________________________
Secretario o funcionario sustanciador
ANEXO  No. 101

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

CONSTANCIA SECRETARIAL

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Al despacho hoy__________con el título de consignación número __________ por $______________, saldo del remate.
_________________________________
Secretario o funcionario sustanciador
ANEXO  No. 102

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

AUTO NÚMERO

POR EL CUAL SE APRUEBA UN REMATE

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,


Contra___________
El día____________tuvo lugar en este despacho el remate del inmueble embargado, secuestrado y avaluado en este asunto, habiendo sido rematante por la cantidad de $____________y como único o mejor postor el señor _________________, a quien se le hizo adjudicación correspondiente.
El remate se anunció previamente al público en forma legal según las constancias que aparecen en el expediente, el rematante consignó el porcentaje para hacer postura, y en la diligencia se cumplieron todas y cada una de las formalidades establecidas por la ley para hacer el remate de bienes.
El rematante pagó el precio del remate así: $________________ que consignó como porcentaje según título de depósito judicial número__________del Banco Agrario de Colombia y $______________según el título número_________del mismo banco.
Como se cumplieron las formalidades prescritas por la ley para hacer el remate de inmuebles, y el rematante cumplió con la obligación de pagar el precio dentro el término legal, es el caso de impartirle aprobación de conformidad con lo dispuesto en el art. 530 del C. del P.C. 
Por lo anteriormente expuesto, el Despacho,
RESUELVE:
	PRIVATE
ARTICULO PRIMERO:
	Aprobar en todas sus partes el remate de la referencia..

	ARTICULO SEGUNDO:
	Inscríbase el remate y este auto en la tarjeta o libros respectivos de la Oficina de Instrumentos Públicos y Privados de este Circuito. 

	ARTICULO TERCERO:
	Decretar el desembargo y levantamiento del secuestro del inmueble rematado. 

Ofíciese al respectivo registrador para la cancelación del embargo y al secuestre para que entregue el inmueble al rematante. 

	ARTICULO CUARTO:
	Ordenar al ejecutado entregar al rematante los títulos de propiedad del inmueble rematado que tenga en su poder.

	ARTICULO QUINTO:
	Expídase al rematante copia de la diligencia de remate y de este auto para que registrada y protocolizada le sirva de título de propiedad. 

	ARTICULO SEXTO:
	Alléguese a los autos copia de la escritura de protocolización con la constancia de registro.

	ARTICULO SEPTIMO: 
	Cancelar con el valor del remate el valor de la obligación del proceso de la referencia, ordenando la conversión de los títulos de depósito judicial a favor de _____ para fallos con responsabilidad, reintegros y sentencias, y las multas consignando a favor de la Contraloría de Bogotá, D.C..


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva           

Proyecto:    
Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

ANEXO  No. 103

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

CONSTANCIA SECRETARIAL

Ejecutado: __________________

Proceso No. ____________

Se deja constancia que consultado en la fecha el reporte de propietarios de vehículos de Bogotá, según Convenio con la Secretaría de Tránsito y Transporte de Bogotá, no se encontró registro a nombre del ejecutado de la referencia.

Consultado por:______________________

Revisado por: _________________________

ANEXO  No. 104

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

“AUTO NÚMERO”

“POR EL CUAL SE ACEPTA EL PAGO TOTAL Y SE ARCHIVA UN PROCESO EJECUTIVO”

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

El SUBDIRECTOR DE JURISDICCIÒN COACTIVA, en ejercicio de las atribuciones que le confiere la Ley 42 de 1993, y la Resolución Reglamentaria 012 de 2001 y, 

CONSIDERANDO

“QUE” al (a) señor(a) ______________, identificado con cédula de ciudadanía No_____________________ de_________, se le profirió mandamiento de pago de fecha ___________, que fue notificado personalmente el día_______________, por valor de $____________con base en el _______ (fallo con responsabilidad fiscal, multa, reintegro, sentencia) (colocar número, fecha y proferido por ..........).

Enseguida se debe describir en orden cronológico las actuaciones relevantes del proceso, así como las fechas y valores de los pagos realizados, indicando los folios del expediente en que se encuentra dicha información.

Teniendo en cuenta que el (la) señor(a) ____________________ canceló la totalidad de la deuda que dio origen al proceso de la referencia y de conformidad con el Artículo 537 del C.P.C., este Despacho,

RESUELVE:

	ARTICULO PRIMERO:


	Reconocer los  pagos  efectuados por el (la) señor (a) ____________, con cédula de ciudadanía No. ________ de _______.



	ARTICULO SEGUNDO:

 


	Declarar terminado el proceso de cobro coactivo seguido contra  el (la) señor (a) ____________, ya identificado, por pago total de la obligación. 

	ARTICULO TERCERO
	Levantar “las medidas cautelares que se hayan decretado, en consecuencia se ordena” el desembargo y el secuestro de los bienes del ejecutado. Líbrense los oficios correspondientes.



	ARTICULO CUARTO:
	Notificar el presente auto conforme a lo ordenado por el artículo 321 del C.P.C.

	ARTÍCULO QUINTO

 
	“Ordenar a la Tesorera General de esta Contraloría, la conversión de los títulos de depósito judicial a las respectivas Tesorerías de las entidades distritales que sufrieron el detrimento patrimonial (cuando se refiere a fallos con responsabilidad, reintegros y sentencias), y si es una multa, ordenar la conversión a favor de la Contraloría de Bogotá, D.C”..

	ARTÍCULO SEXTO:
	Enviar copia de la presente providencia a la “Contraloría Delegada para Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría General de la República” para que excluya del boletín de responsables fiscales al ejecutado en el proceso de la referencia (solamente procede cuando se trata de fallos con responsabilidad fiscal). 

	ARTICULO SEPTIMO:

 
	Ordenar el archivo del expediente de la referencia, una vez ejecutoriado el presente auto, previa desanotación en los libros correspondientes.

 


 

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE.

 

Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva           

Proyecto:   Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

Nota: se deben describir los bienes a desembargar

 

ANEXO  No. 105

(Símbolo y Logotipo)

 SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

COMUNICACIÓN DE DESEMBARGOS.

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Oficio No._________

Señor 
Registrador de Instrumentos Públicos de________

Ciudad

REFERENCIA: Exp.____________

Contra._________________________________

Comunico a usted que este Despacho en providencia de fecha________ (escribir la fecha del auto) ordenó el DESEMBARGO de (determinar la clase de bien embargado), de propiedad (o a nombre) de______________________________identificado con C.C. No_________________

En consecuencia ruego a usted proceder de conformidad e informar a este despacho que se acató la medida.

Atentamente,

_________________________________
Subdirector(a) de Jurisdicción Coactiva

Proyecto:  Firma y/o firmas del profesional y/o profesionales asignados.

Nombre y/o nombres del profesional y/o profesionales asignados.

Cargo y/o cargos del profesional y/o profesionales asignados.

Nota: Hay que dirigir el oficio de Desembargo a la autoridad competente de conformidad con la clase de bien (Inmuebles: Registrador de Instrumentos Públicos, Vehículos: Secretaría de Tránsito, Aeronaves: Oficina de Registro de Aeronáutica Civil, etc.).

ANEXO  No. 106

(Símbolo y Logotipo)

SUBDIRECCIÓN DE JURISDICCIÓN COACTIVA

Carrera 35 No. 26 A 10 Piso 12   Tel: 3 35 10 30/60, Exts. 213, 209 y 211

CONSTANCIA SECRETARIAL

Proceso por Jurisdicción Coactiva No.

Bogotá D.C.,

Con la presente se deja constancia que el proceso por Jurisdicción Coactiva No. _________, se entrega al señor (a) _______________ para su archivo en razón a que ___________________.

Firma Secretario Ad-Hoc___________________

Quien recibe ___________________________

ANEXO  No. 107

MARCO TEORICO – CONCEPTUAL APLICABE AL PROCESO DE PRESTACION DE SERVICIO DE RESPONSABILIDAD FISCAL

CAPÍTULO I

GENERALIDADES DEL PROCESO DE RESPONSABILIDAD FISCAL

CLASES DE RESPONSABILIDAD

El artículo 124 de la Constitución Política otorga a la ley la determinación de la responsabilidad de los servidores públicos y la manera de hacerla efectiva. A su vez, el artículo 6 de la misma previó que los servidores públicos son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes, y por omisión y extralimitación en el ejercicio de sus funciones.

Por tanto, es al legislador a quien corresponde regular normativamente la forma en que aquellos deben ejercer correctamente sus funciones, la tipificación de las conductas contrarias al buen actuar y las consecuencias positivas o negativas que se derivarían de aquellas. 

Ahora bien, debe advertirse que, en ejercicio de las auditorías y de la ejecución del Proceso de Responsabilidad Fiscal, los servidores pueden detectar hechos presuntamente irregulares que pueden dar lugar a las siguientes responsabilidades, entre otras:

Responsabilidad Disciplinaria

Se refiere a las distintas sanciones que puede imponer la Administración a sus servidores, como consecuencia del incumplimiento de sus deberes o de la inobservancia de las prohibiciones e incompatibilidades que para la Función Pública establecen las leyes (Código Disciplinario Único, Ley 734 de 2002).

Responsabilidad Penal (Leyes 599 y 600 de 2000)

Condiciona la pena a la ocurrencia de un hecho constitutivo de delito. Se predica cuando en el ejercicio de sus funciones o con ocasión de ellas el servidor público comete un hecho punible, de aquellos cuyo bien jurídico pertenece a la protección de la administración y función pública (Códigos Penal y Procedimiento Penal).

Responsabilidad Fiscal

Tiene por finalidad obtener una declaración jurídica, en la cual se precisa con certeza que un determinado servidor público o particular debe cargar con las consecuencias que se derivan de sus actuaciones irregulares en la gestión fiscal que ha realizado y que está obligado a reparar económicamente el daño causado al erario, por su conducta dolosa o culposa.

El grado de culpa a partir del cual se podrá establecer responsabilidad fiscal será el de la culpa leve (Ley 610 de agosto de 2000, artículo 4, parágrafo 2).

El Código Civil, en su artículo 63, define la culpa leve o descuido leve o ligero, como la falta de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios. Culpa o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido leve. El que debe administrar un negocio como buen padre de familia y no lo hace es responsable de esta especie de culpa.

CONTROL FISCAL

La Corte Constitucional, en Sentencia C–167 del 20 de abril de 1995, advirtió: "Con la promulgación de la Carta Política de 1991, la función pública del control fiscal adquiere una dimensión en la medida de que la actividad debe orientarse dentro de la filosofía del Nuevo Estado Social de Derecho en general, y específicamente dirigida a la aplicación de los principios de eficacia, economía, equidad y valoración de los costos ambientales". Con ello se dio autonomía a dos funciones, al determinar, en los numerales 1, 2, 4 y 6 del artículo 268, lo correspondiente a los sistemas técnicos de la evaluación de la gestión fiscal, formulando observaciones y recomendaciones sobre los hallazgos determinados, buscando que la gestión de la administración sea eficiente, eficaz, económica y equitativa, sin llegar a la aplicación de medidas represivas; y, en los numerales 5 y 8, la facultad de establecer la responsabilidad fiscal a que haya lugar, buscando determinar las circunstancia de tiempo, modo y lugar del hecho generador del daño o detrimento al erario para lograr que el Estado sea resarcido patrimonialmente.

No se puede perder de vista el contexto en el cual se ejerce la Vigilancia y el Control Fiscal, porque en un país con un bajo índice de corrupción y procedimientos administrativos modernizados, debe existir mayor preeminencia de los Sistemas Técnicos de Control; mientras que en un país con un alto índice de corrupción y con un aparato administrativo burocratizado, clientelizado y poco moderno debe existir preeminencia de los mecanismos de represión. Por lo que es altamente conveniente que el ente fiscalizador Distrital continúe con el proceso de modernización y actualización de los mecanismos de control, garantizando la autonomía de cada uno de ellos para lograr un mayor grado de especialización.

GESTIÓN FISCAL

El Consejo de Estado, en Concepto N° 848 del 31 de julio de 1996, formuló la siguiente definición de Gestión fiscal: "Es, entonces, el conjunto de actividades económico–jurídicas relacionadas con la adquisición, conservación, explotación, enajenación, consumo o disposición de los bienes del Estado, así como la recaudación, manejo e inversión de sus rentas en orden a cumplir los fines de éste y realizadas por los órganos o entidades de naturaleza jurídica– pública o por personas naturales o jurídicas de carácter privado..."

Advierte la alta corporación que esa definición tiene un carácter enunciativo porque se refiere a una serie de actividades que desarrollan los sujetos pasivos del control fiscal sin que sea una enumeración taxativa.

Al respecto el artículo 3 de la Ley 610 de 2000  establece:

Se entiende por gestión fiscal, el conjunto de actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, que realizan los servidores públicos y las personas de derecho privado que manejen o administren recursos o fondos públicos, tendientes a la adecuada y correcta adquisición, planeación, conservación, administración, custodia, explotación, enajenación, consumo, adjudicación, gasto, inversión y disposición de los bienes públicos, así como a la recaudación, manejo e inversión de sus rentas en orden a cumplir los fines esenciales del Estado, con sujeción a los principios de legalidad, eficiencia, economía, eficacia, equidad, imparcialidad, moralidad, transparencia, publicidad y valoración de costos ambientales.

Sobre el tema, expresó la Corte Constitucional lo siguiente en la Sentencia C-840 de 2001.M.P. Dr. Jaime Araujo Rentería:

“Al amparo de la nueva concepción que sobre control fiscal incorpora la Constitución de 1991, la ley 610 de 2000 prescribe en su artículo 3 la noción de gestión fiscal en los siguientes términos:

“Gestión fiscal. Para los efectos de la presente ley, se entiende por gestión fiscal el conjunto de actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, que realizan los servidores públicos y las personas de derecho privado que manejen o administren recursos o fondos públicos, tendientes a la adecuada y correcta adquisición, planeación, conservación, administración, custodia, explotación, enajenación, consumo, adjudicación, gasto, inversión y disposición de los bienes públicos, así como a la recaudación, manejo e inversión de sus rentas en orden a cumplir los fines esenciales del Estado, con sujeción a los principios de legalidad, eficiencia, economía, eficacia, equidad, imparcialidad, moralidad, transparencia, publicidad y valoración de los costos ambientales”.

Como bien se aprecia, se trata de una definición que comprende las actividades económicas, jurídicas y tecnológicas como universo posible para la acción de quienes tienen la competencia o capacidad para realizar uno o más de los verbos asociados al tráfico económico de los recursos y bienes públicos, en orden a cumplir los fines esenciales del Estado conforme a unos principios que militan como basamento, prosecución y sentido teleológico de las respectivas atribuciones y facultades. Escenario dentro del cual discurren, entre otros, el ordenador del gasto, el jefe de planeación, el jefe jurídico, el almacenista, el jefe de presupuesto, el pagador o tesorero, el responsable de la caja menor, y por supuesto, los particulares que tengan capacidad decisoria frente a los fondos o bienes del erario público puestos a su cargo. Siendo patente que en la medida en que los particulares asuman el manejo de tales fondos o bienes, deben someterse a esos principios que de ordinario son predicables de los servidores públicos, a tiempo que contribuyen directa o indirectamente en la concreción de los fines del Estado.

Por lo tanto, cuando alguna contraloría del país decide crear y aplicar un programa de control fiscal en una entidad determinada, debe actuar con criterio selectivo frente a los servidores públicos a vigilar, esto es, tiene que identificar puntualmente a quienes ejercen gestión fiscal dentro de la entidad, dejando al margen de su órbita controladora a todos los demás servidores. Lo cual es indicativo de que el control fiscal no se puede practicar in sólidum o con criterio universal, tanto desde el punto de vista de los actos a examinar, como desde la óptica de los servidores públicos vinculados al respectivo ente. Circunstancia por demás importante si se tienen en cuenta las varias modalidades de asociación económica que suele asumir el Estado con los particulares en la fronda de la descentralización por servicios nacional y/o territorial. Eventos en los cuales la actividad fiscalizadora podrá encontrarse con empleados públicos, trabajadores oficiales o empleados particulares, sin que para nada importe su específica condición cuando quiera que los mismos tengan adscripciones de gestión fiscal dentro de las correspondientes entidades o empresas.

Bajo tales connotaciones resulta propio inferir que la esfera de la gestión fiscal constituye el elemento vinculante y determinante de las responsabilidades inherentes al manejo de fondos y bienes del Estado por parte de los servidores públicos y de los particulares. Siendo por tanto indiferente la condición pública o privada del respectivo responsable, cuando de establecer responsabilidades fiscales se trata”. 

RESPONSABILIDAD FISCAL DERIVADA DE LA GESTIÓN CONTRACTUAL

La importancia del precepto reseñado anteriormente radica en la amplitud con que trata la responsabilidad eventual, derivada de cualquier ámbito de la gestión pública ejercida por los servidores del Estado o los particulares, según el caso, muy acordes con los postulados de la Función Pública y la Función Administrativa.

Cabe anotar que antes de la Constitución Política de 1991 los únicos responsables ante las contralorías eran los cuentadantes, es decir, aquellos funcionarios que tenían una relación directa con la custodia y el manejo de fondos o bienes públicos, como en el caso de los ordenadores, tesoreros y almacenistas.

Actualmente la responsabilidad se extendió a cualquier servidor que en forma directa o indirecta y por conducto de cualquier nivel de la administración y de la toma de decisiones, cause detrimento a los fondos o bienes del Estado, evento en el cual, y por medio del Proceso Responsabilidad Fiscal, se determinará la obligación de resarcir el daño.

Sobre este tema el Consejo de Estado (Sala de Consulta, 29 de julio de 1996) ha expresado: "La inadecuada gestión administrativa puede generar otras situaciones, contrarias a la ley que den lugar a la iniciación de una investigación fiscal".

El control fiscal por parte de los organismos competentes para ello en los diferentes niveles administrativos, como son la Contraloría General de la República y las contralorías departamentales, distritales y municipales, es ejercido, en materia de contratación pública, en cuatro momentos diferentes, de acuerdo con lo previsto en el artículo 65 de la Ley 80 de 1993, así:

Un control posterior a la legalización del contrato, una vez agotados los trámites administrativos de legalización (ver artículo 41 Ley 80 de 1993. Para la mayoría de los casos, acuerdo sobre el objeto. Se eleve a escrito, constitución y aprobación de garantías, registro presupuestal y publicación).

Un control posterior a las cuentas correspondientes a los pagos originados en los contratos, para verificar que dichos pagos se ajustaron a las disposiciones legales y contractuales.

El tercer momento consiste en que una vez liquidados o terminados los contratos, según el caso, la vigilancia fiscal incluirá un control financiero, de gestión y resultados fundados en la eficacia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales; y novedosamente y sin que se entienda como coadministración o se traduzca en control previo, el numeral 8° del artículo 5° del Acuerdo 24 de 2001, faculta a la Contraloría de Bogotá D.C. para advertir a los sujetos pasivos del control sobre operaciones o procesos en ejecución, para prever graves riesgos que comprometan el patrimonio público y ejercer el control posterior sobre los hechos así identificados.

Por último las autoridades de control fiscal pueden exigir informes sobre su gestión contractual a los servidores públicos de cualquier orden.

La Contraloría Distrital será competente para iniciar, de oficio o a petición de parte, el establecimiento de la responsabilidad fiscal derivada de la conducta irregular objeto de contratación, sin importar el tipo o clase de contrato celebrado, por ejemplo, con la prestación de servicios públicos o con la custodia del presupuesto o dineros destinados a ejercer la gestión fiscal.

Respecto de la existencia de sobrecostos, es conveniente resaltar que en materia de precios, no hay reglamento que los controle y mucho menos el margen de utilidad razonable que las empresas, los industriales o comerciantes  puedan tener en su actividad comercial.

Cuando un comerciante celebra un contrato estatal de colaborador y, en efecto,  es incuestionable su deseo de alcanzar una utilidad económica, la cual debe preservarse en todo momento. Esto no quiere decir que cuando aquél le ofrezca al Estado un bien o servicio pueda cobrarle a éste lo que le parezca sólo por el hecho de la ausencia de reglamentación sobre tarifas  o de márgenes de utilidad, pues se desconocería el tenor del artículo 3º de la Ley 80 de 1993, el cual  señala: “los particulares por su parte, tendrán en cuenta  al celebrar y ejecutar contratos con las entidades estatales que, además de la obtención de utilidades cuya protección garantiza el Estado, colaboran con ellas en el logro de sus fines y cumplen una función social que, como tal, implica obligaciones”, la cual no puede implicar exceso de utilidad para el contratista y empobrecimiento para el Estado.

Dando aplicación al artículo 1º del Código de Comercio –que establece que los comerciantes y asuntos mercantiles se rigen por la ley comercial, y lo que allí no esté expresamente  regulado, se rige por analogía de sus normas-,  se tomó como referencia el porcentaje máximo que se le permite cobrar a los bancos por los bienes o servicios que presten al público; al respecto, el Decreto 2876 de 1984, reglamentario del Decreto 3466 de 1982, define la especulación indebida como el cobro de un interés superior a la tasa fijada por la entidad competente, en las operaciones de venta al detal de bienes muebles o prestación  de servicios; en este caso, la Superintendencia Bancaria certifica que la tasa de interés de 1998 en adelante ha oscilado entre 30% y 40%.

Así las cosas, el valor del contrato que se ajusta a la preservación del interés general, debe enmarcarse estrictamente en el concepto del precio del mercado, sin que ningún elemento o regulación contractual artificiosa pueda elevarlo en detrimento del patrimonio público.

Teniendo en cuenta lo anterior, a la hora de realizar una comparación  de precios del mercado, se hace necesario, como punto de partida, establecer las características y medidas exactas de los bienes y servicios contratados, así como la infraestructura de la empresa que los suministró, si es distribuidor exclusivo, si es importador directo, si es fabricante, cuántas personas laboraban para ella, el nivel de profesionalización, su ubicación, en fin, todos los factores determinantes del  valor a cobrar por un bien o servicio. Una vez se tenga tal información , se debe proceder a comparar con otras empresas de similares y superiores características, por medio de cotizaciones, el costo de los mismos, siendo suficientes dos cotizaciones, al tenor del Decreto 855 de 1994, reglamentario de la Ley 80 de 1993.

CAPÍTULO II

RESPONSABILIDAD FISCAL

OBJETO
El Honorable Consejo de Estado, en Concepto N° 848 del 31 de julio de 1996, se refirió al objeto de la responsabilidad fiscal en estos términos: "...consiste en que las personas encargadas de la recaudación, manejo o inversión de dineros públicos o de la custodia o administración de bienes del Estado, que por acción u omisión y en forma dolosa o culposa asuman una conducta que no está acorde con la Ley, o cualquier otro funcionario que contraiga a nombre de los órganos oficiales obligaciones no autorizadas por aquella, deberán reintegrar al patrimonio público los valores correspondientes a todas las pérdidas, mermas o deterioros que como consecuencia se hayan producido".

La Ley 610 de 2000 artículo 4, fue clara en señalar que la responsabilidad fiscal tiene por objeto el resarcimiento de los daños ocasionados al patrimonio público, como consecuencia de la conducta dolosa o culposa de quienes realizan gestión fiscal, mediante el pago de una indemnización pecuniaria que compense el perjuicio sufrido por la respectiva entidad estatal.

ELEMENTOS

El artículo 5 de la Ley 610 de 2000, señala como elementos integrantes de la responsabilidad fiscal: la conducta, el daño y el nexo causal entre los dos elementos anteriores.

La conducta

La conducta, activa u omisiva, imputable al autor del daño, dolosa o gravemente culposa, se refiere a la potestad funcional, reglamentaria o contractual de un servidor público o de un particular que autorizado legalmente despliegue gestión fiscal, en ejercicio de la cual, o con ocasión de ella, genere un daño al patrimonio del Estado.

En este sentido la Corte Constitucional, en Sentencia SU– 620 de 1996, expresó: "Dicha especie de responsabilidad es de carácter subjetivo, porque para deducirla es necesario determinar si el imputado obró con dolo o con culpa".

De acuerdo a lo consagrado en el artículo 63 del Código Civil, se distinguen tres especies de culpa o descuido:

Culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aun las personas negligentes o de poca prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materia civil equivale al dolo.

Culpa leve, descuido leve, descuido ligero, es la falta de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean ordinariamente en sus negocios propios. Culpa o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido leve. Esta especie de culpa se opone a la diligencia o cuidado ordinario o mediano.

En materia penal, el artículo 36 del Código define como dolo "la conducta es dolosa cuando el agente conoce el hecho punible y quiere su realización, lo mismo cuando la acepta previéndola al menos como posible". 

De igual forma el artículo 37 del Código Penal, define como culpa así: "La conducta es culposa cuando el agente realiza el hecho punible por falta de previsión del resultado previsible o cuando habiéndolo previsto, confió en poder evitarlo". (negrillas fuera del texto).

El daño

Propiamente es la lesión del patrimonio público, representado por el menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, pérdida, uso indebido o deterioro de los bienes o recursos públicos, o de los intereses patrimoniales del Estado, producida por una gestión fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, inequitativa o inoportuna que, en términos generales, no se aplique al cumplimiento de los cometidos y de los fines esenciales del Estado, particularizados por el objetivo funcional y organizacional, programa o proyecto de los sujetos de vigilancia y control de las contralorías.
Relación o nexo de causalidad

Entre la conducta y el daño debe existir una relación determinante y condicionante de causa–efecto, de manera que el daño sea el resultado de una conducta activa u omisiva.

Este nexo se rompe por circunstancias o causales de exculpación o eximentes de responsabilidad, como son la fuerza mayor y el caso fortuito.

Fuerza mayor o caso fortuito, El Código Civil en su artículo 64 – subrogado por la Ley 95 de 1980, artículo 1 expresa: "Se llama fuerza mayor y caso fortuito el imprevisto que no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los autos de autoridad ejercidos por un funcionario público, etc."

CARACTERÍSTICAS

Del contenido de la Sentencia SU– 620– 96 de la Corte Constitucional se pueden inferir las siguientes características:

"La responsabilidad que se declara es esencialmente administrativa, porque juzga la conducta de un servidor público o de un particular o persona que ejerce funciones públicas, por el incumplimiento de los deberes que le incumben, o por estar incurso en conductas prohibidas o irregulares que afectan los bienes o recursos públicos y lesionan, por consiguiente, el patrimonio estatal.

Es patrimonial, porque como consecuencia de su declaración el imputado debe resarcir el daño causado por la gestión fiscal irregular, mediante el pago de una indemnización pecuniaria, que compense el perjuicio sufrido por la respectiva entidad estatal.

No tiene un carácter sancionatorio, penal, ni administrativo, su finalidad es meramente resarcitoria por el detrimento patrimonial ocasionado.

Es independiente y autónoma, distinta de la disciplinaria y de la penal que pueda corresponder por la comisión de los mismos hechos.

El artículo 4 parágrafo 1 de la Ley 610 de 2000, establece que la responsabilidad fiscal es autónoma e independiente y se entiende sin perjuicio de cualquier otra clase de responsabilidad".
Al respecto el Tribunal Administrativo de Cundinamarca (según providencia de diciembre 2 de 1999. Magistrada Ponente: Marta Álvarez de Castillo, Expediente No.1999.0046) con respecto a la prejudicialidad expresó:

"...Como ya se dijo, el parágrafo del artículo 81 de la Ley 42 de 1993, señala que la responsabilidad fiscal se entiende sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria y penal a que hubiere lugar. En otras palabras, se trata de modalidades de responsabilidad de naturaleza diferente, autónomas e independientes una de otra, las cuales se pueden decidir sin que la determinación que haya de adoptarse en una, deba incidir necesariamente en lo que vaya o tenga que resolverse en la otra prejudicialidad, artículo 70 del Código de Procedimiento Civil, que como puede observarse no se aplica en materia de responsabilidad fiscal, porque por expreso mandato del artículo 89 de la Ley 42 de 1993, en los aspectos que ella no contempla, solo pueden utilizarse por remisión las disposiciones que consagra el Código Contencioso Administrativo o de Procedimiento Penal, según el caso".

La autonomía de la Acción Fiscal quedó ratificada por la Corte Constitucional, al declarar inexequible el inciso 5º. Del Art. 89 de la Ley 715de 2001, "la cual vulnera el núcleo esencial de la autonomía reconocida por la Constitución y la Ley a los órganos de Control Fiscal" (Sentencia C - 832 del 8 de octubre de  2002, M. P. Alvaro Tafur Galvis).

SUJETOS PASIVOS–MUERTE DEL IMPLICADO 

Esta responsabilidad puede comprender a los directivos de las entidades y demás personas que manejen o administren recursos o fondos públicos, así como a quienes desempeñen funciones de ordenación, control, dirección y coordinación; también a los contratistas y particulares que vinculados al proceso hubieren causado perjuicio a los intereses patrimoniales del Estado. 

Cuando sobrevenga la muerte del presunto responsable fiscal, antes de proferirse el fallo con responsabilidad fiscal debidamente ejecutoriado, se citará y emplazará a sus herederos, con quienes se seguirá el trámite del proceso y quienes responderán hasta concurrencia con su participación en la sucesión (Ley 610 de agosto de 2000, artículo 19).

CAPÍTULO III

PROCESO DE RESPONSABILIDAD FISCAL

CONCEPTO

El Procedimiento Fiscal es el conjunto de actuaciones, formalidades y trámites administrativos que se deben observar en el desarrollo del proceso y que constituyen el aspecto formal del mismo.

El Proceso de Responsabilidad Fiscal lo constituye la actividad de los Órganos de Vigilancia y Control Fiscal, con el objeto de establecer la responsabilidad que corresponda a los servidores públicos, contratistas y particulares cuando en el ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de ésta causen, por acción u omisión y en forma dolosa o culposa, un daño al patrimonio del Estado.

Al respecto dijo la Corte Constitucional lo siguiente:

“En reciente pronunciamiento de esta Corporación, se resumió esquemáticamente el proceso de responsabilidad fiscal previsto en la ley 610 de 2000; del cual se transcriben a continuación los siguientes apartes: 

“a. El proceso puede iniciarse de oficio por las propias contralorías, a solicitud de las entidades vigiladas, o por denuncias o quejas presentadas por cualquier persona u organización ciudadana, especialmente por las veedurías ciudadanas. (Artículo 9°).

b. Antes de abrirse formalmente el proceso, si no existiese certeza sobre la ocurrencia del hecho, la causación del daño patrimonial, la entidad afectada y los presuntos responsables, podrá ordenarse indagación preliminar por el término de seis (6) meses, al cabo de los cuales procederá el archivo de las diligencia o la apertura del proceso de responsabilidad fiscal. (Artículo 39). 

c. Cuando se encuentre establecida la existencia de un daño patrimonial al Estado, e indicios serios sobre los posibles autores del mismo, se ordenará la apertura del proceso de responsabilidad fiscal. (Articulo 40). Una vez abierto el proceso, en cualquier momento podrán decretarse medidas cautelares sobre los bienes de las personas presuntamente responsables. (Artículo 12)

d. En el auto de apertura del proceso, entre otros asuntos, deberán identificarse la entidad afectada y los presuntos responsables, y determinarse el daño patrimonial y la estimación de su cuantía. Dicho auto, además, debe contener el decreto de las pruebas que se estimen conducentes y pertinentes, el decreto de las medidas cautelares que deberán practicarse antes de la notificación, y la orden de practicar después de ellas, la notificación respectiva. (Artículo 41)

e. Como garantía de la defensa del implicado, el artículo 42 prescribe que quien tenga conocimiento de la existencia de indagación preliminar o proceso de responsabilidad fiscal en su contra, antes de que se le formule auto de imputación de responsabilidad fiscal, tiene el derecho de solicitar que se le reciba exposición libre y espontánea. De todas maneras, no puede proferirse el referido auto de imputación, si el presunto responsable no ha sido previamente escuchado.

f. Si el imputado no puede ser localizado o si citado no comparece, se le debe nombrar un apoderado de oficio con quien se continúa el trámite. (Artículo 43).

g. El término para adelantar estas diligencias es de tres (3) meses, prorrogables por dos (2) meses más, vencido el cual se archivará el proceso o se dictará auto de imputación de responsabilidad fiscal. Notificado a los presuntos responsables el auto de imputación, se les correrá traslado por el término de diez (10) días a fin de que presenten los argumentos de su defensa, y soliciten y aporten las pruebas que pretendan hacer valer. (Artículos 45 a 50).

h. Vencido el término del traslado anterior, se debe dictar el auto que decrete las pruebas solicitadas, o las que de oficio se encuentren conducentes y pertinentes. El término probatorio no podrá ser superior a treinta (30) días; contra el auto que rechace pruebas proceden los recursos de reposición y apelación. (Artículo 51).

i. De conformidad con lo prescrito por el artículo 52, “vencido el término del traslado, y practicadas las pruebas pertinentes, el funcionario competente proferirá decisión de fondo, llamada fallo, con o sin responsabilidad fiscal, según el caso, dentro del término de treinta (30) días. 

j. En los términos del artículo 55, 'la providencia que decida el proceso de responsabilidad fiscal se notificará en la forma y términos que establece el Código Contencioso Administrativo y contra ella proceden los recursos allí señalados (…)”. 

Siendo del caso enfatizar desde ahora que, con arreglo a la nueva preceptiva legal el proceso de responsabilidad fiscal se inicia formalmente a partir de la expedición del auto de apertura (art. 40 ib.) Por contraste, la indagación preliminar, si bien puede contribuir a la precisión y determinación de los elementos necesarios a la apertura del proceso de responsabilidad fiscal, formalmente no hace parte del mismo. Tanto es así que en los casos en que a través de la indagación preliminar no se logren verificar los aspectos señalados por el artículo 39 de la ley 610 dentro del término de 6 meses, se deberá concluir con un auto de archivo. Vale decir, en tales hipótesis no existirá proceso de responsabilidad fiscal, ya que su presencia se anuncia sólo a partir del auto de apertura. En consonancia con esto el artículo 9 de la misma ley sitúa la fecha de este auto como el extremo que marca la consolidación quinquenal de la caducidad de la acción fiscal. Así, pues, hoy nos hallamos ante una regulación que presenta un estructura temática y procedimental mucho más garantista del debido proceso, sin que ello obste para que los ciudadanos puedan instaurar las correspondientes demandas en acción de inconstitucionalidad”. (Corte Constitucional. Sentencia C-840 de 2001. M.P. Dr. Jaime Araujo Rentería).

ACCIÓN FISCAL Y SU CADUCIDAD

Podemos entenderla como el poder jurídico que tienen las Contralorías Territoriales para conocer e investigar hechos que atenten contra la probidad administrativa (Gestión Fiscal), en orden a identificar los responsables y exigir el resarcimiento que legalmente corresponda, mediante el pago de una indemnización pecuniaria que compense el perjuicio sufrido por la respectiva entidad estatal o, en general, el erario.

La acción fiscal caducará si transcurridos cinco (5) años, desde la ocurrencia del hecho generador del daño al patrimonio público, no se ha proferido Auto de apertura del Proceso Responsabilidad Fiscal.

Este término empezará a contarse, para los hechos o actos instantáneos, desde el día de su realización, y para los complejos, de tracto sucesivo, de carácter permanente o continuado, desde el del último hecho o acto (Ley 610 de 2000, artículo 9).

Igualmente, el artículo 16 de la Ley 610 de 2000, preceptúa que en cualquier estado de la indagación preliminar o del Proceso Responsabilidad Fiscal, procederá el archivo del expediente cuando se establezca que la acción fiscal no podía iniciarse o proseguirse por haber operado la caducidad o la prescripción, produciéndose la cesación de la acción fiscal.

La Caducidad antes de entrar en Vigencia la Ley 610 de 2000

Respecto del término de Caducidad para hechos ocurridos bajo la vigencia de la Ley 42 de 1993 y hasta antes de entrar en vigencia la Ley 610 de 2000; realizamos las siguientes precisiones:

En materia de control fiscal, la caducidad de la acción impide al Estado, a través del respectivo órgano de control, iniciar el Proceso Responsabilidad Fiscal contra los servidores públicos, personas o entidades públicas o privadas que administren fondos o bienes de la Nación. La caducidad de la acción fiscal es de dos años contados a partir del acto de fenecimiento de la respectiva cuenta.

Antecedentes Jurisprudenciales y Doctrinales.

La figura jurídica de la caducidad, bien conocida en el derecho procesal, ha sido objeto de distintas definiciones:

Según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua, es "una presunción legal de que los litigantes han abandonado sus pretensiones cuando por determinado plazo se abstienen de gestionar en los autos".

Los tratadistas como, Ennecerus, la entendieron como un plazo, transcurrido en el cual el derecho del que se trata ha dejado de existir; Von Tuhr, afirma que es "la pérdida de un derecho como consecuencia legal de un acto del titular"; al paso que, Castán, sostiene que ella tiene lugar "cuando la ley o la voluntad de los particulares señalan un término fijo para la terminación de un derecho, de tal modo que transcurrido este ultimo no puede ya ser ejercitado". 

Para Alessandri y Somarriva, la caducidad "es la extinción ipso jure de la facultad de ejercer un derecho o celebrar un acto, por no haberse ejercido o realizado dentro de un plazo de carácter fatal que la ley establece".

Si la caducidad –según definición de los expertos– es la extinción del derecho a la acción por el transcurso del tiempo– muy clara resulta la diferencia sustancial con la prescripción extintiva o liberatoria. La caducidad es toda extinción; en tanto que la prescripción liberatoria únicamente puede sobrevenir.

La caducidad se da tanto en el derecho privado como en el derecho público y en ambos tiene carácter de orden público, pues su organización obedece a la necesidad social derivada de razones de interés general de obtener en tiempos breves la definición de ciertos derechos". 

Por su parte tiempo atrás, la Corte Constitucional se refirió al tema y lo hizo dejando en claro los siguientes criterios:

"Consiste la caducidad en el fenómeno procesal de declarar extinguida la acción por no incoarse ante la jurisdicción competente dentro del término perentorio establecido por el ordenamiento jurídico para ello. Opera la caducidad ipso jure, vale decir que el juez puede y debe declararla oficiosamente cuando verifique el hecho objetivo de la inactividad del actor en el lapso consagrado en la ley para iniciar la acción. Este plazo no se suspende ni interrumpe, ya que se inspira en razones de orden público, lo cual sí ocurre en tratándose de la prescripción civil, medio éste de extinguir las acciones de esta clase".

Como se observa, aplicado a las acciones, el término de caducidad es el que –señalado por la ley– una vez transcurrido, impide que la correspondiente acción se ejerza. 

"Caducidad, del latín "caducus", lo decrépito o muy anciano, lo poco durable. Caducidad es la acción y efecto de caducar, acabarse, extinguirse, pierde su efecto o vigor, por expiración del plazo señalado en la ley. Corte Suprema de Justicia. Sentencia Sala de Negocios Generales del 1° de octubre de 1946. G. J. N° 2040, pág. 587.

Hay caducidad de la acción, cuando ha expirado el plazo fijo señalado por la ley para ejercerla, lo cual ocurre fatalmente, sin suspensión, sin interrupción, sin proposición y sin necesidad de investigar negligencia. (Magistrado Ponente, Simón Rodríguez Rodríguez).

Por manera que, si el actor deja transcurrir los plazos fijados por la ley en forma objetiva, sin presentar la demanda, el mencionado derecho fenece inexorablemente, sin que pueda alegarse excusa alguna para revivirlos. Dichos plazos constituyen una garantía para la seguridad jurídica y el interés general. La caducidad representa entonces, el límite dentro del cual el ciudadano debe reclamar del Estado determinado derecho; por ende, la actitud negligente de quien estuvo legitimado en la causa no puede ser objeto de protección, pues es un hecho cierto que quien dentro de las oportunidades procesales fijadas por la ley ejerce sus derechos, no se verá expuesto a perderlos por la ocurrencia del fenómeno indicado"

Este fenómeno jurídico es una institución procesal que ataca el derecho de acción, cuyo efecto inmediato es la imposibilidad de su ejercicio.

La Corte Suprema de Justicia –Sala de Casación Civil – en reciente Sentencia del 8 de noviembre de 1999 sobre el tema, expresó:

"La caducidad está ligada con el concepto de plazo extintivo en sus especies de perentorio e improrrogable; el que vencido la produce sin necesidad de actividad alguna del Juez, ni de la parte contraria. De ahí que pueda afirmarse que hay caducidad cuando no se ha ejercitado un derecho dentro del término que ha sido fijado por la ley para su ejercicio".

"El fin de la caducidad es preestablecer el tiempo en el cual el derecho puede ser útilmente ejecutado".
Ratificando las tesis expuestas alrededor del tema de la caducidad, la Corte Constitucional en sentencia T–136 del nueve (9) de Octubre de dos mil (2000), manifestó:

...La institución jurídica de la caducidad de la acción constituye una forma propia de los procesos en general. La misma se observa en relación con el concepto de plazo extintivo, es decir, con el término prefijado para intentar la acción judicial, de manera que una vez transcurrido éste se produce fatalmente el resultado de extinguir dicha acción. Por ello, la caducidad debe ser objeto de pronunciamiento judicial oficioso cuando aparezca establecida dentro de la actuación procesal, aun cuando no se descarta la posibilidad de que pueda ser declarada a solicitud de parte.

En materia de control fiscal, la caducidad de la acción impide al Estado, a través del respectivo órgano de control, iniciar el Proceso Responsabilidad Fiscal contra los servidores públicos, personas o entidades públicas o privadas que administren fondos o bienes de la Nación. La caducidad de la acción fiscal es de dos años contados a partir del acto de fenecimiento de la respectiva cuenta, según se señaló en la sentencia C–046 de 1994, retomada luego en la sentencia T 973 de 1999, para resolver un caso en el que se debatía como es este la ocurrencia de la caducidad de la acción fiscal."

Características

La caducidad opera ipso jure, es decir que no necesita instancia de parte para ser reconocida, por ende puede ser declarada de oficio una vez cumplidos los requisitos para su declaratoria.

No es renunciable, en razón a que es una figura jurídica que pertenece al derecho procesal y su naturaleza es de orden público, y tiene término preestablecido por la ley positiva para la realización del acto jurídico.

Los plazos establecidos para la caducidad no pueden ser ampliados y deben ser cumplidos rigurosamente.

La caducidad contiene un plazo extintivo, valga decir, la ley consagra en forma objetiva un plazo para la realización del acto jurídico o un hecho, de suerte que el plazo prefijado indica el límite de tiempo dentro del cual puede válidamente expresarse la voluntad destinada a producir el efecto de derecho previsto.

La caducidad constituye una excepción de las denominadas impropias, toda vez que si resulta probada, el juez debe decretarla de oficio así no haya sido propuesta.

La Caducidad en el Proceso de Responsabilidad Fiscal

La caducidad y la Ley 42 de 1993

En el ámbito de la responsabilidad fiscal, la Ley 42 de 1993, que organiza el sistema de control fiscal, financiero y los organismos que lo ejercen, no estableció la figura jurídica de la caducidad, ante la ausencia legislativa, correspondió a la jurisprudencia fijar el término en el cual las contralorías debían ejercitar la acción fiscal, a fin de establecer la responsabilidad fiscal de la administración y particulares por el manejo irregular de fondos o bienes públicos.

Sobre el tema en diversas oportunidades se pronunció el Consejo de Estado, no obstante fue la Corte Constitucional mediante acción pública de constitucionalidad y de revisión de tutela quien finalmente trazó los lineamientos sobre la aplicación de esta figura en el derecho fiscal.

Habida cuenta que la Honorable Corte Constitucional se pronunció sobre el tema en la Sentencia C–046 de 1994 y mediante la acción de revisión de tutela 973 de 2 de diciembre de 1999, es importante señalar, que de acuerdo con lo manifestado por la misma Corporación, la tesis relevante y obligatoria fue la expuesta en la acción pública de constitucionalidad.

En este orden, para efectos de establecer el término de caducidad de la acción fiscal en vigencia de la Ley 42 de 1993; las contralorías deben supeditarse a la interpretación realizada por la Corporación en la Sentencia C–046 del 10 de febrero de 1994, ello en razón de lo estatuido en el artículo 243 del Ordenamiento Superior, el cual señala que las decisiones proferidas por la Corte Constitucional en ejercicio del control jurisdiccional hacen tránsito a cosa juzgada constitucional.

El aspecto de fondo de la Sentencia de Constitucionalidad C–046 de 1994, –Única interpretación válida– se centró en el artículo 17 de la Ley 42 de 1993, (declarado exequible) que establece:

Si con posterioridad a la revisión de cuentas de los responsables del erario aparecieren pruebas de operaciones fraudulentas o irregularidades relacionadas con ellas se levantará el fenecimiento y se iniciará el juicio fiscal.

Obsérvese que el Alto tribunal realizó su análisis a partir del sistema de control, rendición de cuentas su fenecimiento, y la viabilidad para realizar un nuevo examen respecto de una cuenta previamente fenecida, indicando que la acción fiscal caduca en dos años, aplicando el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, la caducidad de la acción de reparación directa es de dos años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa. (Ley 446 de 1998 artículo 44)

En cuanto al plazo, la Corte Constitucional señaló que éste es de dos años cuando determinó:

"...en razón a la remisión que el Código Contencioso Administrativo y al Código de Procedimiento penal hace el artículo 89 de la Ley 42 de 1993, con el objeto de completar e integrar la regulación de la responsabilidad fiscal de los funcionarios del erario, no cabe duda de que a la luz del artículo 66–2 del Primero, el acto administrativo de fenecimiento deberá entenderse que pierde fuerza ejecutoria como consecuencia de la desaparición de sus fundamentos de hecho. No obstante el Proceso Responsabilidad Fiscal –conservando en estos aspectos la remisión al Código Contencioso Administrativo por la afinidad y naturaleza de la materia– sólo podrá iniciarse dentro de los dos años siguientes a la fecha en que se hubiere realizado el acto de fenecimiento de la respectiva cuenta". (negrilla y subraya fuera de texto)

Con fundamento en la concepción constitucional la caducidad en el Proceso Responsabilidad Fiscal es de dos años contados a partir del fenecimiento de la cuenta; y para su aplicación debe acudirse a las distintas resoluciones reglamentarias proferidas por el Contralor Distrital en relación con la rendición y revisión de cuentas, toda vez que en estas se establece el término para rendir cuenta por parte del sujeto pasivo de control fiscal, y el lapso de tiempo en el cual el ente de control debió producir el acto administrativo denominado fenecimiento.

En este orden, es de plena aplicación la Directiva CGR –0001–2000 expedida por el Señor Contralor General de la República de fecha 8 de febrero de 2000..

En cuanto al momento a partir del cual se debe empezar a contar el término, la Corporación señaló que este se empieza a computar a partir del fenecimiento de la cuenta.

Levantamiento del Fenecimiento Fiscal – Caducidad de la Acción

La Corte Constitucional declaró la exequibilidad del artículo 17 de la Ley 42 de 1993 fundamentada entre otras razones porque: 

El fenecimiento se sustenta en la regularidad de las operaciones subyacentes a la cuenta respectiva y su calificación depende de los elementos de juicio que el órgano de control tenga a su disposición, pudiendo cambiar si nuevas pruebas revelan realidades inicialmente percibidas, en cuyo caso de la primera calificación no podría derivarse un juicio de tolerancia acerca de la actuación ilegal.

En este contexto es claro que es procedente levantar el fenecimiento, si este se hubiere producido porque dolosamente se ocultó la verdadera información al organismo de control fiscal.

Es válido entonces levantar el fenecimiento, hecho que fue ratificado por la Corte Constitucional cuando expresó.

El balance entre seguridad jurídica y rectitud en el manejo de los dineros públicos, lo establece el legislador. Siendo esta una materia legislativa, bien puede negarle la norma ab initio firmeza a los fenecimientos que hayan recaído sobre cuentas irregulares o fraudulentas. De estos fenecimientos no surge derecho alguno ni el tiempo lo consolida. (negrilla fuera de texto). En estricto rigor, de los fenecimientos cabe únicamente predicar la existencia de un derecho relativizado por una verdadera condición resolutoria consistente en la aparición de hechos nuevos, demostrativos de operaciones fraudulentas o irregulares, que por razones no imputables al control fiscal, no pudieron ser conocidos al momento de otorgarse el respectivo finiquito.

La precariedad propia de situaciones irregulares y dolosas no puede pretender –por la vía indirecta– más amparo que el que la ley prodiga. Y en este caso no dispensó ninguno. No hay, pues, sustrato o cosa alguna sobre la que pueda edificarse a favor del funcionario del erario, el fenómeno de la prescripción adquisitiva.

Conforme a la interpretación jurídica efectuada por la Honorable Corte Constitucional, los factores o pruebas no conocidas en el momento en que la Contraloría expidió el fenecimiento de la cuenta le permiten su levantamiento tal como lo señala el artículo 17 de la Ley 42 de 1993.

En este contexto cuando ha operado el fenómeno jurídico de la caducidad, para el resarcimiento del daño causado al patrimonio público habrá de acudirse a otras acciones, como la acción penal a través de la constitución en parte civil u otras que se consideren apropiadas.

Caducidad de la Acción Fiscal – Operatividad 

Leyes 42 de 1993 y 610 de 2000

Término aplicable para hechos ocurridos antes de la vigencia de la Ley 610 de 2000.

Para efectos de ilustrar la operatividad de la caducidad, para aquellos hechos que ocurrieron antes de entrar en vigencia la Ley 610 de 2000, señalamos lo expresado por el Consejo de Estado en Providencia del 5 de agosto de 1999, sobre el tema de la caducidad.

No debe olvidarse que el concepto de caducidad implica que la acción no puede iniciarse, que no hay vocación para adelantarla, y naturalmente, que no hay competencia para ello. O sea, que cualquier actuación de ese orden que realice la administración cuando ya haya transcurrido el término de caducidad deviene nula e ilegal.

Igualmente es procedente indicar que la Corte Constitucional analizó la caducidad de la acción fiscal bajo dos presupuestos, el fenecimiento de la cuenta y el levantamiento del mismo por la aparición de hechos nuevos, ocultados dolosamente al ente de control.

Ahora bien, habida cuenta que la Sentencia C–046 de 1994 hizo transito a cosa juzgada constitucional, bajo esta perspectiva, para los hechos ocurridos en vigencia de la Ley 42 de 1993 debe acogerse lo expuesto en la citada Sentencia, aplicándose para este efecto la tesis expuesta por la Corte en lo relacionado al fenecimiento de la cuenta y al levantamiento del mismo.

En otras palabras, se considera que debe realizarse un análisis de cada caso en particular y establecer el momento en que fue expedido el finiquito de la cuenta de acuerdo a lo determinado por el Contralor General de la República en la Directiva CGR–0001–2000. 

Analizarse también si se trata de hechos nuevos, caso en el cual debe levantarse el fenecimiento de la cuenta.

En este contexto la aplicación de la Ley 610 de 2000 se circunscribe a la vigencia de la acción fiscal; es decir, si la misma no ha caducado conforme a lo expuesto por la Corte Constitucional en Sentencia C–046 de 1994.

En el artículo 9 de la nueva ley (610 de 2000) el fenómeno jurídico de la caducidad cuenta con elementos diferentes a los planteados por la Corte Constitucional.

En efecto, en el nuevo ordenamiento se supedita la operancia de la caducidad a la ocurrencia del hecho generador del daño al patrimonio público; obsérvese que la norma cualificó los hechos circunscribiéndolos al acaecimiento del daño al erario.

Luego puede ocurrir que la administración realice ciertas actuaciones y tiempo después se genere el daño, ejemplo de ello puede darse en la contratación estatal, en la cual el contrato es celebrado en una fecha y el daño al Estado se produce en la ejecución del contrato, bien sea en el giro del anticipo, en la entrega del bien o servicio, caso en el cual el término de la caducidad debe empezar a contarse en el momento de producido el hecho generador del daño y no de la suscripción del contrato.

En cuanto al término tal como lo establece el artículo 9 de la 610 de 2000, es de cinco años contados a partir de la ocurrencia del hecho generador del daño para los actos instantáneos, es decir cuya consumación se produce de una sola vez, la caducidad se cuenta a partir de su realización, pero para aquellos actos denominados complejos, o cuya ejecución se prolongan en el tiempo, la misma se cuenta a partir del último hecho o acto.

De no proceder la acción fiscal por haber caducado, o haber operado la prescripción, las contralorías o la entidad pública afectada deben promover las acciones penales pertinentes, para a través de la constitución en parte civil, obtener la reparación del detrimento derivado del hecho punible causado al estado. 

Características de la acción fiscal

Es de carácter obligatorio, porque es imperativo para el Estado promover la acción y conducirla hasta obtener el fallo o cesación legal del procedimiento o archivo. Es, también, obligatorio para los particulares presentar la queja respectiva y no disponer a su arbitrio ni de la acción ni del proceso.

Es pública y se inicia de oficio, como consecuencia del ejercicio de los sistemas de control fiscal, o por informe de servidor público, de cualquier persona particular, por las veedurías, o por cualquier otro medio que amerite credibilidad, en la medida que es concreción de una facultad que otorga la Constitución Política al ente fiscalizador, dentro del concepto de función pública del control fiscal.

Es independiente de la penal disciplinaria o administrativa, por cuanto ésta tiene por finalidad mantener el orden jurídico social o general; mientras que la responsabilidad fiscal hace referencia al manejo de dineros o bienes públicos y a la responsabilidad que tienen que asumir los servidores públicos y/o particulares en relación con la Hacienda Nacional. La penal condiciona la pena a un hecho constitutivo de delito, y la disciplinaria se traduce en las distintas sanciones que puede imponer la administración a sus servidores, como consecuencia de la violación de éstos a sus deberes, obligaciones, o la inobservancia de las prohibiciones e incompatibilidades que, para la función pública, establecen las normas.

PRESCRIPCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD FISCAL

La responsabilidad fiscal prescribirá en cinco (5) años, contados a partir del Auto de apertura del Proceso Responsabilidad Fiscal, si dentro de dicho término no se ha dictado providencia en firme que la declare. Entendiéndose por providencia en firme el fallo definitivo del proceso. Esta declaratoria en materia fiscal no impedirá que, por vía de otras acciones, la Contraloría o la entidad afectada obtenga la reparación del detrimento y demás perjuicios, tales como la penal, mediante la constitución de parte civil, las acciones de repetición y extinción del dominio.

Igualmente, el artículo 16 de la 610 de 2000, preceptúa que en cualquier estado de la indagación preliminar o del Proceso Responsabilidad Fiscal, procederá el archivo del expediente cuando se establezca que la acción fiscal no podía iniciarse o proseguirse, por haber operado la caducidad o la prescripción, produciéndose la cesación de la acción fiscal. 
PRINCIPIOS RECTORES 

El Proceso de Responsabilidad Fiscal se desarrolla con base en principios generales y especiales consagrados en la Constitución Política y en la ley.

Principios generales

La Constitución Política, en sus artículos 29 y 209, establece que la función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad, contradicción y publicidad. Tanto el Código Contencioso Administrativo, artículo 3 y la Ley 489 de 1998, como los artículos 2 y 3 de la 610 de 2000, establecen los mismos principios, con el aditamento que la Ley 610 hace alusión a la equidad y la valoración de los costos ambientales.

La Ley 489 de diciembre 29 de 1998 estableció como principios que deben regir la función administrativa: la buena fe, igualdad, moralidad, celeridad, economía, imparcialidad, eficacia, eficiencia, participación, publicidad, responsabilidad y transparencia.

Economía

Las diligencias fiscales se deberán adelantar en el menor tiempo posible y con la menor cantidad de gastos, sin exigir más documentos y copias de los estrictamente necesarios que soporten la actuación fiscal. Para la observancia de este principio se recomienda especial atención al artículo 31 de la 610 de 2000 sobre visitas especiales.

Celeridad

Avocado el conocimiento de las diligencias fiscales, se impulsará de oficio el proceso, suprimiendo los trámites innecesarios.

Eficacia

La actuación dentro del proceso debe estar encaminada a lograr una finalidad determinada.

Imparcialidad

El proceso se debe adelantar de manera objetiva, sin parcialidad alguna, garantizando la igualdad de derechos para las personas que intervengan en el mismo, sin ningún género de discriminación.

Publicidad

Se deberá dar a conocer a los interesados las decisiones que se adopten, a través de comunicaciones o notificaciones, de acuerdo con lo previsto en la ley.

Equidad

Identificación de los receptores de la acción económica del Estado, analizando la distribución de costos y beneficios entre sectores económicos y sociales y entre entidades territoriales. Este principio se refiere a la necesidad de identificar los receptores de la acción económica y evaluar si hay equidad en la distribución de costos y beneficios entre los diferentes sectores (económicos, sociales y entes territoriales).

Valoración de costos ambientales

Permite cuantificar el impacto por el uso o deterioro de los recursos naturales y el medio ambiente, y hacer una evaluación de la gestión de protección, conservación, uso y explotación de los mismos.

Sobre este punto la Oficina Jurídica de la Contraloría General de la República emitió Concepto, el 13 de mayo de 1999, en los siguientes términos: 

Para efectos de control fiscal, el artículo 267 de la Constitución determina que la vigilancia de la gestión fiscal incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales.

La valoración de los costos ambientales lo define el artículo 8 de la Ley 42 de 1.993, como la cuantificación del impacto por el uso o deterioro de los recursos naturales y el medio ambiente y la evaluación de la gestión de protección, conservación, uso y explotación de los mismos.

Esta valoración la realizan los organismos de control fiscal, a través de las denominadas auditorías ambientales, las cuales hacen parte de los demás tipos de auditoría. Por tanto ésta debe cumplirse dentro del proceso normal de auditaje que se efectúa a las entidades públicas que lo ameriten.

Teniendo en cuenta lo ordenado en el artículo 8 de la Ley 42 de 1.993, la Contraloría General de la República ha adoptado como metodologías para la valoración de los costos ambientales las técnicas de valoración directa e indirecta. En el caso de que los planes hayan superado los costos ambientales previstos en los estudios previos de impacto ambiental, y sobre los cuales se surtieron las autorizaciones, las contralorías deben evaluar la situación para determinar eventuales responsabilidades fiscales por el inadecuado manejo de tales recursos

Es importante tener presente que en materia de control del medio ambiente existen autoridades distintas de la Contraloría de Bogotá, que también tienen como función velar por la preservación del medio ambiente, tales como el Ministerio del Medio Ambiente, el Departamento Administrativo del Medio Ambiente-DAMA-, las Corporaciones Autónomas Regionales y la Procuraduría General de la Nación y la Personería Distrital, por consiguiente se considera que se deben aunar esfuerzos para obtener mejores resultados en la evaluación del impacto ambiental.

No debe perderse de vista que organismos como la Personería y el DAMA son sujetos pasivos de control fiscal de la Contraloría Distrital, por ende en la realización de las auditorías de gestión de estas entidades también se deben evaluar las actuaciones de dichos entes frente al medio ambiente.

El artículo 57 de la Ley 99 de 1993, precisó lo relacionado con el impacto ambiental, entendiendo por éste el conjunto de la información que deberá presentar ante la autoridad ambiental competente el peticionario de una licencia ambiental, con respecto al posible daño causado al medio ambiente por la acción de la entidad investigada.

Principios especiales

Debido proceso

El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas (artículo 29 Constitución Política).

El debido proceso implica el cumplimiento estricto de los principios, derechos y garantías consagrados en la Constitución Política y la ley. Por tanto, deberá tenerse en cuenta el funcionario competente, el principio de legalidad y las formas propias de cada juicio.

Derecho de defensa y contradicción

Quien tenga conocimiento de la existencia de Indagación Preliminar o de Proceso de Responsabilidad Fiscal en su contra y antes de que se le formule Auto de imputación de responsabilidad fiscal, podrá solicitar al correspondiente funcionario se le reciba exposición libre y espontánea, para cuya diligencia podrá designar un apoderado que lo asista y lo represente durante el proceso, y así se le hará saber al implicado, sin que la falta de apoderado constituya causal que invalide lo actuado.

En todo caso, no podrá dictarse Auto de imputación de responsabilidad fiscal si el presunto responsable no ha sido escuchado previamente dentro del proceso en exposición libre y espontánea o no esté representado por un apoderado de oficio, si no compareció a la diligencia o no pudo ser localizado –Ley 610 de 2000, artículo 42. 
Podrán designarse como apoderados de oficio los miembros de los consultorios jurídicos de las facultades de derecho legalmente reconocidas o de las listas de los abogados inscritos en las listas de auxiliares conforme a la ley, quienes no podrán negarse a cumplir con este mandato so pena de incurrir en las sanciones legales correspondientes.

El investigado podrá controvertir la prueba, a partir de la exposición espontánea en la indagación preliminar o de la notificación del Auto de Apertura del Proceso de Responsabilidad Fiscal y en todo caso a partir del momento en que se vincule al proceso.

Reconocimiento de la dignidad humana

Todo servidor o particular que hubiere causado perjuicio a los intereses patrimoniales del Estado tiene derecho a ser tratado con el respeto debido a la dignidad humana.

Imperio de la ley

Los funcionarios, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la Constitución y de la ley. La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios auxiliares de la actividad del funcionario (Código Penal, artículo 230).

Igualdad

Es deber del funcionario hacer efectiva la igualdad de los sujetos procesales durante el desarrollo de la actuación (artículo 13 Constitución Política).

Lealtad

Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante estas (artículo 83 Constitución Política).

INICIACIÓN DEL PROCESO DE RESPONSABILIDAD FISCAL

De acuerdo con el artículo 8 de la Ley 610 de 2000 Ley 610 de 2000, el Proceso de Responsabilidad Fiscal se podrá iniciar por cualquiera de las siguientes formas y circunstancias que se explican a continuación:

De Oficio

Cuando las Contralorías, al enterarse por cualquier medio de comunicación sobre presuntas irregularidades fiscales, avoca el conocimiento de las mismas, sin que medie solicitud alguna. Al referirnos a cualquier medio de comunicación, se hace alusión, indistintamente, a los hablados o escritos.

Como consecuencia del ejercicio de los sistemas de control fiscal

Surge cuando se detecten presuntas irregularidades (Hallazgos) en el desarrollo de los sistemas de control, ya sea ejecutados en forma particular o integralmente, de conformidad con los informes que resulten del ejercicio de los mismos.

Es de advertir que, mediante el proceso de articulación entre los sistemas de control fiscal (procedimiento técnico) y el Proceso Responsabilidad Fiscal (procedimiento jurídico), se busca la coordinación de todas las actividades entre las Direcciones Sectoriales de Fiscalización y la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, para hacer eficaz la acción de la Contraloría de Bogotá D.C en materia de la Acción Fiscal, identificando los resultados obtenidos en la aplicación de cualquiera de los sistemas de control, que den inicio al Proceso de Responsabilidad Fiscal. 

En este orden de ideas, es preciso resaltar que los resultados de los diferentes sistemas de control fiscal deben obedecer a análisis serios y responsables por parte de los funcionarios de las diferentes Direcciones Sectoriales de Fiscalización, calificando y cuantificando las presuntas irregularidades y aportando los documentos necesarios.

Por solicitudes formuladas por las entidades vigiladas

Puede darse el caso de que el director o el ordenador del gasto solicite a la Contraloría iniciar Proceso de Responsabilidad Fiscal sobre presuntas irregularidades de los que él tiene alguna información.

Por denuncia o queja

Es el relato de los hechos presuntamente irregulares provenientes de la ciudadanía, en forma escrita o telefónica, con denunciante identificado o anónimo, puesto en conocimiento de los organismos de Control Fiscal para que actúen de acuerdo con sus funciones constitucionales. 

Por denuncia de las veedurías ciudadanas, conforme a la Ley 489 de 1998 artículos 32 y s.s.

Los veedores ciudadanos están facultados para elevar denuncia, ante el ente de control, de presuntas irregularidades en la gestión fiscal.

Conviene aclarar que la denuncia o queja proveniente de la ciudadanía se canaliza a través de las Direcciones Sectoriales de Fiscalización, en desarrollo del Proceso Misional Auditor (Hallazgo Fiscal o Indagación Preliminar).

Reapertura por levantamiento del fenecimiento

El artículo 17 de la Ley 42 de 1993 vigente establece que: "si con posterioridad a la revisión de las cuentas de los responsables del erario aparecieren pruebas de operaciones fraudulentas o irregulares relacionadas con ellos se levantará el fenecimiento y se iniciará el Proceso Responsabilidad Fiscal".

La Ley 610 de 2000, en su artículo 17, novedosamente prevé que después de proferido el Auto de archivo del expediente de indagación preliminar o Proceso Responsabilidad Fiscal, aparecieren o se aportaren nuevas pruebas que acrediten la existencia de un daño patrimonial al Estado o responsabilidad del Gestor Fiscal o se demostrare que la decisión se basó en prueba falsa, procederá la reapertura de la indagación preliminar o del Proceso Responsabilidad Fiscal. 

Sin embargo, no procederá la reapertura si después de proferido el Auto de Archivo ha operado la caducidad de la acción o la prescripción de la responsabilidad fiscal.

Indagaciones Preliminares

Etapa preprocesal oficiosa, independiente del proceso, aunque sus resultados pueden conducir al inicio del mismo. Su fundamento legal se encuentra en el artículo 39 de la Ley 610 de 2000 y jurisprudencial en la Sentencia C– 540– 97 de la Honorable Corte Constitucional. 

Es preciso aclarar que las indagaciones preliminares fiscales, como su nombre lo indica, no son una etapa del Proceso de Responsabilidad, son diligencias previas al mismo, para determinar si hay mérito para su inicio o no, sin perder de vista que existe estrecha relación con el Proceso de Responsabilidad Fiscal. 

Fundamentos constitucionales y legales

En relación con la Indagación Preliminar, la Constitución Política dispone, en su artículo 271 que: "Los resultados de las Indagaciones Preliminares adelantadas por la Contraloría tendrán valor probatorio ante la Fiscalía General de la Nación y el Juez competente".

La Ley 610 de 2000, por la cual se establece el trámite de los procesos de Responsabilidad fiscal de competencia de las Contralorías, en su artículo 39 dispone, sobre la Indagación Preliminar señala que: "Si no existe certeza sobre la ocurrencia del hecho, la causación del daño patrimonial con ocasión de su acaecimiento, la entidad afectada y la determinación de los presuntos responsables, podrá ordenarse Indagación Preliminar por termino máximo de seis (6) meses al cabo de los cuales solamente procederá el archivo de las diligencias o la apertura del Proceso Responsabilidad Fiscal.

La Indagación Preliminar tiene por objeto verificar la competencia del órgano fiscalizador, la ocurrencia de la conducta y la afectación del patrimonio estatal, determinar la entidad afectada e identificar a los servidores públicos y a los particulares que hayan causado el detrimento, intervenido o contribuido a él.

ADMINISTRACIÓN DEL PROCESO DE RESPONSABILIDAD FISCAL

Efectuada la sustanciación y validación del Hallazgo o de la Indagación Preliminar, provenientes de las Direcciones Sectoriales de Fiscalización y/o Grupo Especial de Indagaciones Preliminares, la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva procederá al reparto general, por competencia, siguiendo las previsiones de  la Resolución Reglamentaria 012 del 12 de Junio de 2001, expedida por el Señor Contralor de Bogotá.

CONTROL DE LOS PROCESOS DE RESPONSABILIDAD FISCAL

Para evitar duplicidad de actuaciones sobre las mismas situaciones, se tendrán en cuenta las siguientes previsiones:

Antes de asignar competencia para iniciar y llevar hasta su terminación un Proceso de Responsabilidad Fiscal, la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, la Subdirección del Proceso de Responsabilidad Fiscal o la Subdirección de Jurisdicción Coactiva  deberán consultar el Aplicativo de los Procesos de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, hasta cerciorarse de la no existencia de actuaciones por los mismos hechos. 

La radicación de los Procesos de Responsabilidad Fiscal se efectuará en cada área competente para su trámite, esto es, Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, Subdirección del Proceso de Responsabilidad Fiscal y Subdirección de Jurisdicción Coactiva, con un número compuesto por: el código de identificación de cada dependencia asignado mediante la Resolución Nro. 011 del 12 de junio de 2001, proferida por el Contralor de Bogotá D. C., o la que haga sus veces,  cuatro dígitos que indicarán el número consecutivo ascendente (con corte anual) de los procesos que cada uno de los tres Despachos mencionados ha iniciado y dos dígitos finales que identifican los dos últimos dígitos del año en que se profiere el Auto de asignación de competencia. 

ACTA DE REPARTO EN CADA DEPENDENCIA

Cuando el número de expedientes a repartir lo amerite, se levantará un acta contentiva de dicha diligencia, suscrita por el Director de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, el Subdirector del Proceso de Responsabilidad Fiscal, el Subdirector de Jurisdicción Coactiva, según el caso, y el (los) Profesional (es) a asignar competencia.

ASIGNACIÓN DE COMPETENCIA PARA EL TRÁMITE DEL PROCESO DE RESPONSABILIDAD FISCAL.

De conformidad con lo señalado en la Resolución Reglamentaria 012 del 12 de junio de 2001, "Por la cual se asignan competencias en la Contraloría de Bogotá D.C., para el trámite de la Indagación Preliminar, los Procesos de Responsabilidad Fiscal y de Jurisdicción Coactiva, y se dictan otras disposiciones", el Auto de Asignación de Competencia para el trámite del Proceso de Responsabilidad Fiscal, deben proferirlo los siguientes funcionarios: el Director de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, el Subdirector del Proceso de Responsabilidad Fiscal y el Subdirector de Jurisdicción Coactiva, según el caso.

El Auto de Asignación de Competencia consignará los fundamentos jurídicos que determinan la competencia de la Contraloría, de la dependencia y del funcionario, describirá con claridad la situación objeto de estudio, la Entidad afectada y el nombre y cargo del funcionario (os) a quien se le (s) asigna la competencia y del que realizará el seguimiento y orientación en los que tramite la Subdirección del Proceso de Responsabilidad Fiscal. .

ESTRUCTURA Y FORMALIDADES DEL PROCESO DE RESPONSABILIDAD FISCAL.

Ley 610 de agosto 2000 artículos 40 y s.s.

Como ya quedó esbozado, el Proceso Responsabilidad Fiscal se inicia con base en los resultados de las Indagaciones Preliminares, del dictamen (hallazgos) y por el ejercicio de los sistemas de control, cuando se encuentre establecida la existencia de un daño patrimonial al Estado, e indicios serios sobre los posibles autores del mismo. O cuando hubiere fenecido la cuenta y aparecieren nuevas pruebas de posibles hechos fraudulentos se reiniciará el proceso y se desatenderá el dictamen emitido inicialmente.

Auto de Apertura del Proceso.

El Auto de apertura del Proceso de Responsabilidad Fiscal es la providencia que inicia formalmente el proceso y deberá contener lo siguiente:

Competencia del funcionario de conocimiento.

La competencia para el conocimiento del Proceso Responsabilidad Fiscal de la Contraloría Distrital se encuentra establecida por el Capítulo II de la Resolución Reglamentaria No. 012 del 12 de Junio de 2001, así:

Fundamentos de hecho

Se debe indicar el origen del antecedente o hallazgo y hacer una breve pero puntual descripción de los hechos que originaron o ameritan la iniciación del Proceso Responsabilidad Fiscal y su incidencia, teniendo en cuenta las funciones de los servidores públicos que intervinieron para la época de la ocurrencia de los mismos, así como una síntesis de la determinación de la prueba recaudada, pues la sola relación de las pruebas allegadas no permite establecer su eficacia para probar o desvirtuar la ocurrencia de los hechos.

Fundamentos de derecho

Es la normatividad que atribuye a la Contraloría de Bogotá D.C la facultad para ejecutar el Proceso Responsabilidad Fiscal; en su orden: Arts.268-Numeral 5° y 272 de la Carta Política, Decreto 1421 de 1993, Acuerdo 24 de 2001, Ley 610 de 2000, Resolución Reglamentaria 012 de 2001 y los autos de asignación de competencia proferidos por la autoridad competente.

Identificación de la entidad distrital afectada y de los presuntos responsables fiscales

Indicación clara de la entidad estatal y su naturaleza jurídica, así como de los nombres, apellidos e identificación de los posibles presuntos responsables fiscales y su calidad frente a la entidad afectada (Representante Legal, Gerente, Presidente, Director, Contratista, etcétera).

En el evento de determinar que el cargo, contrato, fondos o bienes materia del proceso, estén debidamente amparados por garantía se deberá indicar la razón social de la compañía aseguradora, la clase de garantía, vigencia, número y valor asegurado. 

Determinación del daño patrimonial al Estado y estimación de la cuantía

Indicación con exactitud sobre la modalidad en que se dio el detrimento, sobre qué recayó y la estimación de la cuantía del mismo.

Vinculación al Garante

Se estima necesario en este momento procesal indicar los motivos de procedencia de vinculación del garante, esto es, Compañía Aseguradora, Representante Legal, clase de póliza (global, de manejo o garantía única de cumplimiento), número, vigencia, amparos, entidad asegurada, valor asegurado, deducibles. Además se deben verificar los Certificados de Adición o Modificación de la póliza inicial.

La Ley 610 de 2000, en el artículo 44 dispuso que cuando el presunto responsable, el bien o contrato sobre el cual recaiga el objeto del proceso, se encuentren amparados por una póliza o garantía, se vinculará al proceso a la compañía de seguros o entidad que lo haya expedido, en calidad de tercero civilmente responsable, en cuya virtud tendrá los mismos derechos y facultades del principal implicado.

La comunicación se surtirá mediante comunicación al representante  legal o al apoderado designado por éste, del Auto de Apertura  del Proceso, con indicación del motivo de la procedencia de aquélla.

Es preciso resaltar que la intervención de la Compañía Aseguradora en el proceso debe ir únicamente dirigida a la defensa de sus intereses, que se originan en el Contrato de Seguro y no a las conductas asumidas por los presuntos responsables; de ahí que cualquier actuación enfocada a este último evento debe ser inadmitida o rechazada por improcedente. La notificación  que se efectúa a la compañía garante debe tener como fundamento  que la póliza haya garantizado al(los) responsable (s) y que esté cubriendo el evento objeto  del daño.

La Póliza de Seguros constituye título ejecutivo cuando haya sido integrada al Fallo con Responsabilidad Fiscal, de conformidad con el artículo 58 de la Ley 610 de 2000, lo cual indica que el Órgano de Control Fiscal, mediante el Proceso de Jurisdicción Coactiva, puede cobrar los créditos fiscales que nacen de los alcances líquidos, contenidos en los Títulos Ejecutivos a los cuales se refiere el numeral 3º del artículo 92 de la Ley 42 de 1993.

Sin perjuicio  de lo anterior, es claro que la administración puede antes, durante y después del Proceso de Responsabilidad Fiscal, tomar las medidas pertinentes que den lugar a la declaratoria del siniestro y efectuar la respectiva reclamación  ante la Compañía aseguradora.

La ley da al Tercero Civilmente Responsable el derecho para intervenir dentro del Proceso de Responsabilidad Fiscal, toda vez que es ésta la que protege, garantiza y cubre el riesgo derivado de la presunta responsabilidad fiscal del Servidor Público, Contratista o Particular.

Prescripción de Pólizas de Seguros

En cuanto a la Prescripción y la Caducidad que se alega por parte de las Compañías de Seguros, invocando el artículo 1081 del Código de Comercio, es importante aclarar que los términos y condiciones allí previstos son aplicables para las partes que celebran el Contrato de Seguro, pues en el caso que la entidad asegurada quisiera hacer efectivas las pólizas por cualquier circunstancia de ley o del contrato mismo, la Prescripción Ordinaria se daría cuando se haya consumado el término de dos (2) años a partir del conocimiento real o presunto del siniestro y la Prescripción Extraordinaria, cuando transcurren cinco (5) años a partir del mismo, a menos que se haya consumado antes la Prescripción Ordinaria.

El Consejo de Estado ha dicho en torno a la prescripción de la Póliza de Cumplimiento que accede a obligaciones contraídas por particulares ante entidades Públicas, que otra excepción al principio general contenido en el artículo 1081 del Código de Comercio es el régimen de prescripción a que están sometidas las pólizas que expiden  las Compañías de Seguros como garantía de cumplimiento  de obligaciones asumidas por particulares frente a entidades públicas. Esta jurisprudencia es la que tiene similitud con respecto a los títulos ejecutivos cobrados por Jurisdicción Coactiva por las Contralorías.

Según la Alta Corporación, para el ejercicio de la Acción Ejecutiva no tiene aplicación los términos del artículo 1081 del Código de Comercio, sino el de cinco años fijado por el artículo 66 del Código Contencioso Administrativo, lapso para llevar a cabo la ejecución coactiva, por parte de las entidades públicas, con el fin de hacer efectivas las garantías constituidas mediante pólizas de seguros. Esto significa que el correspondiente Mandamiento de Pago debe ser notificado al garante antes de cinco años, desde la ejecutoria del Fallo con Responsabilidad Fiscal mediante el cual se ordena hacer efectiva la garantía, pues dentro de este término debe la Administración realizar los actos y gestiones  para ejecutar sus propias decisiones unilaterales.

Conforme a lo anterior, el Acto Administrativo que ordena hacer efectiva la garantía no necesariamente debe expedirse, ni quedar ejecutoriado dentro de la vigencia de la póliza, pues ha de entenderse que ésta ampara el riesgo, esto es, el incumplimiento ocurrido durante su vigencia, es decir, hasta el último instante de su plazo, lo cual significa que el reclamo para el pago de la garantía o de la expedición de la resolución  que orden hacerla efectiva (Fallo con Responsabilidad Fiscal) deban también producirse dentro de este plazo, pues bien pueden tener lugar con posterioridad. Otra interpretación haría nugatorio el derecho a la indemnización a favor de las entidades públicas, pues el tiempo que toma la preparación del Acto Administrativo y la evaluación de los recursos que contra él se interpongan, reducirán sustancialmente el lapso efectivo  en que podría operar la garantía.

Para la conformación del título, el Consejo de Estado ha precisado que deberá hacerse dentro de los dos años previstos por el artículo 1081 del Código de Comercio, contados desde el momento en que el afianzado incurre en incumplimiento  de la obligación  garantizada, plazo sólo aplicable a la Entidad que suscribe el contrato con la Compañía de Seguros, pues para los Organismos de Control, como se sabe, el artículo 9º de la Ley 610 de 2000 fija en cinco (5) años tanto el término de Caducidad como el de Prescripción de la Acción Fiscal.

Decreto de pruebas 
Ordenación de las pruebas que el comisionado considera pertinentes y conducentes, derivadas del estudio previo al antecedente.

Decreto de las medidas cautelares 

Se decretan aquellas a que haya lugar, las cuales deberán hacerse efectivas antes de la notificación del Auto de apertura a los presuntos responsables.

Comunicación al Representante Legal y solicitud de certificación sobre el presunto(s) implicado(s)

Solicitud a la entidad donde el servidor publico esté o haya estado vinculado, para que ésta informe sobre el salario devengado para la época de los hechos, los datos sobre identidad personal y su última dirección conocida o registrada, e información necesaria, también, para enterarla del inicio de las diligencias fiscales.

Este conocimiento es de suma importancia para el proceso, puesto que la misma servirá de base para todas las diligencias que se desprendan del mismo. Ésta se debe referir a los funcionarios vinculados a la entidad posiblemente comprometida con el detrimento y además a los contratistas e interventores, cuya información reposa en la entidad, en los antecedentes contractuales. De otra parte, es bien importante enterar al Representante Legal de la entidad afectada, a efectos de que por su conducto ponga a disposición de la comisión los elementos y documentos necesarios para el éxito de la diligencia y, si es del caso, se tomen medidas de seguridad con respecto a las mismas.

Orden de notificación a los presuntos responsables

Previsión contenida en la numeral 9 del artículo 41 de la Ley 610 de 2000, la cual tiene por finalidad la observancia de la garantía constitucional al debido proceso y defensa de los posibles implicados y del asegurador, si lo hubiere.

Notificación Auto de Apertura del Proceso

En el evento en que se haya identificado a los posibles presuntos responsables fiscales y con el fin de que ejerzan el derecho de defensa y contradicción deberá notificárseles el Auto de trámite que ordena la apertura del proceso. Igual procedimiento corresponde respecto de la compañía aseguradora.

La notificación del Auto que da apertura el Proceso Responsabilidad Fiscal debe surtirse conforme a la prescripción del artículo 44 del Código Contencioso Administrativo al señalar que se debe hacer en forma personal al interesado o a su representante o apoderado. Si no hay otro medio más eficaz para hacer la notificación personal se enviará por correo certificado una citación a la dirección que aquél haya anotado al intervenir por primera vez en la actuación, o en la nueva que figure en comunicación hecha especialmente para tal propósito.

La constancia del envío se anexará al expediente. El envío se hará dentro de los cinco (5) días siguientes a la expedición del acto. Al hacer la notificación personal se entregará al notificado copia íntegra, auténtica y gratuita de la decisión.

Es importante aclarar que contra el Auto de Apertura del Proceso Responsabilidad Fiscal no procede recurso alguno por la vía gubernativa, por cuanto la notificación tiene como único objeto hacerle saber al posible y ya identificado presunto responsable fiscal y a la Compañía Aseguradora que el Órgano de Control dio apertura al proceso en su contra, para que se haga parte en el mismo y ejercite su derecho a la defensa.

Cabe anotar que el proceso una vez iniciado debe continuar así no se haya notificado el Auto correspondiente, ya que contra esta providencia no procede recurso alguno, como ya lo anotamos. 

Cuando con posterioridad a la emisión del Auto que ordena la apertura del proceso, se identifique a otros presuntos responsables no vinculados a través del mismo, se procederá a dictar Auto que contenga tal decisión o en su defecto la vinculación procederá igualmente con la recepción de versión libre.

Término para ejecutar el proceso

Conforme a lo dispuesto por el capítulo IV del Título II de la Ley 610 de 2000, la Estructura del Proceso de Responsabilidad Fiscal es la siguiente:

Auto de Apertura del Proceso de Responsabilidad Fiscal, el cual debe ser notificado a los presuntos responsables o a sus apoderados si los tuvieren y a la Compañía Aseguradora, si la hubiere, en forma personal conforme al procedimiento establecido por el artículo 44 del Código Contencioso Administrativo y en subsidio por Edicto, según lo dispone el artículo 45 del mismo Estatuto (artículo 40 de la Ley 610 de 2000).

Etapa Probatoria: Actuación inmediatamente siguiente a la notificación, cuyo término es de tres (3) meses, prorrogables hasta por otros dos (2) meses más, (este término se contabiliza según calendario y comprende los días del mes respectivo) cuando las circunstancias lo ameriten, mediante auto debidamente motivado. ( Artículo 45 de la Ley 610 de 2000).

Auto de Imputación de Responsabilidad Fiscal o Archivo: El cual debe ser notificado a los presuntos responsables o a sus apoderados si los tuvieren y a la Compañía Aseguradora, si la hubiere en la forma prevista por el artículo 44 del Código Contencioso Administrativo y en subsidio, como lo ordena el artículo 45 ibídem. (artículos 47 a 49 de la Ley 610 de 2000).

Traslado para Descargos: Por un término de diez (10) días hábiles, contados a partir del día siguiente a la notificación personal del Auto de Imputación o de la desfijación del edicto, según el caso.(artículo 50 de la Ley 610 de 2000).

Decreto y práctica de Pruebas: por un término máximo de treinta (30) días. (Artículo 51 de la Ley 610 de 2000).

Fallo: Dentro de los treinta (30) días siguientes al vencimiento del término del traslado y una vez practicadas las pruebas pertinentes, contados a partir de su decreto, siempre y cuando las mismas fueren conducentes y pertinentes.(artículo 52).

Notificación del Fallo: en la forma y términos consagrados por los artículos 44 y 45 del Código Contencioso Administrativo. (Artículo 55 de la Ley 610 de 2000).

Ejecutoriedad del Fallo: el fallo quedará ejecutoriado en los siguientes casos: (artículo 56 de la Ley 610 de 2000)

1° Cuando contra el mismo no proceda ningún recurso.

2° Cinco días hábiles después de la última notificación, cuando no se interpongan los recursos o se renuncie expresamente a ellos.

3° Cuando los recursos interpuestos se hayan decidido.

- Decisión del Recurso de Reposición: Conforme al articulo 60 del Código Contencioso Administrativo, el Recurso de Reposición se resolverá dentro de los dos (2) meses siguientes a su recepción; de lo contrario opera el silencio administrativo negativo, sin perjuicio de las acciones disciplinarias en contra del funcionario que dio origen a tal decisión.

- Segunda Instancia: El Recurso de Apelación se deberá resolver dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes a su recepción..

- Pruebas en la Segunda Instancia: El funcionario de segunda instancia podrá decretar de oficio la práctica de pruebas para decidir la apelación por un término máximo de diez (10) días hábiles, libres de la distancia (artículo 57 de la Ley 610 de 2000).

- Grado de Consulta: El funcionario que haya proferido la decisión de primera instancia deberá enviar el expediente dentro de los tres (3) días siguientes a su superior y éste dispone de un (1) mes, a partir de su recibo para proferir la decisión que corresponda (artículo 18 de la Ley 610 de 2000).

Los términos previstos para adelantar el Proceso de Responsabilidad Fiscal son los máximos posibles para cada etapa, razón por la cual, éste debe desarrollarse con la celeridad exigida en cumplimiento de los principios que rigen la Función Administrativa (Artículos 209 de la Constitución Política, 3° del Código Contencioso Administrativo y 2° de la Ley 610 de 2000).

Medidas cautelares

Advertencia

En la constante búsqueda de mecanismos que hagan efectiva la función de control fiscal que desarrollan los órganos de control, cuando se examina la gestión fiscal y determina la posible responsabilidad fiscal del servidor público y particular que administran fondos y bienes del Estado, se hace necesario practicar las medidas cautelares sobre los bienes de las personas vinculadas al proceso como presuntos responsables fiscal, en observancia del artículo 12 de la Ley 610 de 2000. Las medidas cautelares se pueden decretar en cualquier momento, por un monto suficiente para amparar el pago del posible desmedro al erario, sin que el funcionario que las ordene tenga que prestar caución. Este último responderá por los perjuicios que se causen en el evento de haber obrado con temeridad o mala fe.

Las medidas cautelares se extenderán y tendrán vigencia hasta la culminación del proceso coactivo, en el evento de emitirse fallo con responsabilidad fiscal.

La práctica de las medidas cautelares, dentro del Proceso Responsabilidad Fiscal, tiene como único fin evitar o impedir que el imputado o investigado, durante el tiempo que transcurre entre la apertura y la culminación del proceso, haga nugatorios los efectos del fallo al variar la titularidad jurídica de los bienes para quedar en estado de insolvencia.

La función de los órganos de control debe acompañarse de medidas eficaces por medio de las cuales se vea materializado el resarcimiento del daño patrimonial al Estado colombiano.

Para la práctica de medidas cautelares es deber del funcionario o funcionarios que adelanten el Proceso Responsabilidad Fiscal indagar por los bienes que conforman el patrimonio del inculpado; para tal efecto oficiará a las siguientes entidades:

Superintendencia de Notariado y Registro; Oficina de Registro de Instrumentos Públicos y Privados; Instituto Geográfico Agustín Codazzi; Oficinas de Catastro Distrital o Municipal; Superintendencia Bancaria; Central de Información Financiera –Cifin–; Superintendencia de Sociedades; Superintendencia de Industria y Comercio y Cámaras de Comercio; Ministerio de Transporte, Secretarias de Tránsito Departamentales, Distritales o Municipales; Unidad Administrativa Especial Aeronáutica Civil, Fuerza Aérea y Aerolíneas; Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada; Armada Nacional, Capitanías de Puerto, Empresas Navieras y Astilleros; Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) y Secretarías de Hacienda; Industria Militar (Indumil); Asociación Colombiana de Hoteleros, Cotelco; Dirección Nacional de Estupefacientes; Superintendencia Nacional de Salud; Ministerio de Comunicaciones; Dijin (Policía Nacional); Empresas Públicas (Teléfono, Energía, Acueducto, Gas); y al Departamento Administrativo de la Función Pública.

No sobra advertir que toda medida cautelar, dadas las implicaciones patrimoniales para la persona presuntamente responsable, debe estar lo suficientemente soportada tanto jurídica como fácticamente, para evitar actuaciones innecesarias y que puedan llegar a causar perjuicios, debiendo, como mínimo, obrar indicio serio sobre la persona, que indique su presunta responsabilidad fiscal.

El Auto con el que se decreten las medidas cautelares, en el curso de un Proceso Responsabilidad Fiscal, debe ser motivado, es decir, que debe encontrar su fundamento, primero en la ley y segundo en pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso, pruebas que puedan llevar al investigador al grado de convicción suficiente para decidir sobre el asunto materia de controversia, respetando el debido proceso y los derechos fundamentales del implicado.

Si la decisión de decretar una medida cautelar se sustenta en estas premisas, no hay por qué temer acerca de ninguna consecuencia, por el contrario, es obligación practicarlas cuando existan suficientes elementos de juicio.

Sobre el tema la Corte Constitucional, en Sentencia C– 054– 97, precisó: 

En nuestro régimen jurídico, las medidas cautelares están concebidas como un instrumento jurídico que tiene por objeto garantizar el ejercicio de un derecho objetivo, legal o convencionalmente reconocido (por ejemplo el cobro ejecutivo de créditos), impedir que se modifique una situación de hecho o de derecho (secuestro preventivo en sucesiones) o asegurar los resultados de una decisión judicial o administrativa futura, mientras se adelante y concluye la actuación respectiva, situaciones que de otra forma quedarían desprotegidas ante la no improbable actividad o conducta maliciosa del actual o eventual obligado.

Las medidas cautelares a veces asumen el carácter de verdaderos procesos autónomos (Por ejemplo: separación de bienes, protección policiva a la posesión de hecho y otros), cuando ellas constituyen precisamente la finalidad o el objetivo del mismo. Pero también, y ésta es la generalidad de los casos, dichas medidas son dependientes o accesorias a un proceso cuando su aplicación y vigencia está condicionada a la existencia de éste, como ocurre en los casos del proceso ejecutivo, o en materia penal con el embargo y secuestro de bienes del imputado (Código de Procedimiento Penal artículo 52).

Igualmente las medidas cautelares son también provisionales o contingentes, en la medida de que son susceptibles de modificarse o suprimirse a voluntad del beneficiario con ellas o por el ofrecimiento de una contragarantía por el sujeto afectado y, desde luego, cuando el derecho en discusión no se materializa. Naturalmente, las medidas se mantienen mientras persistan las situaciones de hecho o derecho que dieron lugar a su expedición.

Si bien la ocurrencia de una situación de hecho o de derecho determina el ejercicio de la medida cautelar, cabe advertir que la razón de ser de ésta no está necesariamente sustentada sobre la validez de la situación que la justifica. De manera que el título de recaudo, por ejemplo, puede ser cuestionable y esa circunstancia no influye sobre la viabilidad procesal de la cautela si se decretó con arreglo a la norma que la autoriza. Es por esta circunstancia particular que no puede aducirse que la cautela siempre conduzca a violentar o desconocer los derechos del sujeto afectado con la medida. Obviamente, cuando la medida de cautela es ilegal puede ocasionarse perjuicios, cuyo resarcimiento es posible demandar por el afectado. 

No sobra destacar, finalmente, que las medidas cautelares no tienen ni pueden tener el sentido o alcance de una sanción, porque aún cuando afectan o pueden afectar los intereses de los sujetos contra quienes se promueven, su razón de ser es la de garantizar un derecho actual o futuro, y no la de imponer un castigo.

Durante el periodo que transcurre entre la iniciación de la investigación fiscal y su conclusión, transcurre un espacio de tiempo durante el cual el investigado o imputado por la gestión fiscal irregular puede con miras a anular o impedir los efectos del fallo de responsabilidad fiscal variar la titularidad jurídica de sus bienes y caer maliciosamente en estado de insolvencia. El referido fallo sería ilusorio, si no se proveyeran las medidas necesarias para garantizar sus resultados, impidiendo la desaparición o la distracción de los bienes del sujeto obligado. 

Los fines superiores que persigue el Proceso Responsabilidad Fiscal, como es el resarcimiento de los perjuicios derivados del ejercicio irregular de la gestión fiscal, con la cual se atiende a la preservación del patrimonio público, la necesidad de asegurar el principio de moralidad en la gestión pública, e igualmente la garantía de la eficacia y la eficiencia de las decisiones que adopte la administración para deducir dicha responsabilidad, justifican la constitucionalidad de las medidas cautelares que autoriza la norma acusada.

Para decretar estas medidas cautelares deben tenerse en cuenta, como mínimo, los siguientes aspectos:

Que la prueba allegada al proceso le dé la certeza al funcionario investigador que de la gestión fiscal del servidor público, contratista o particular se deriva una presunta responsabilidad por el manejo irregular de bienes o fondos del Estado.

Que el detrimento patrimonial y las circunstancias de modo, tiempo y lugar en las que sucedieron los hechos así lo exijan.

Que se tenga conocimiento de la ubicación de los bienes de quien presumiblemente causó el menoscabo patrimonial (bienes muebles e inmuebles o cuentas bancarias).

Una vez decretada la medida cautelar, el funcionario comisionado, teniendo en cuenta la naturaleza del bien, procederá así:

Cuando se trate de bienes inmuebles, en el mismo Auto donde ordene la medida dispondrá la inscripción del embargo en la oficina de instrumentos públicos donde esté registrado.

Acorde con el procedimiento anterior, de igual manera, para el caso de los bienes muebles le entregará los mismos a uno de sus parientes o del cónyuge o en su defecto al presunto responsable en calidad de depósito provisional (Código de Procedimiento Civil, artículo 682).

Introducción

Con el sistema cautelar se torna dinámico el mundo fáctico permitiendo que las decisiones judiciales no queden en simples piezas jurídicas sino que éstas se conviertan a la cotidiana realidad de la parte accionante (Estado).

La importancia de las cauciones y de las medidas cautelares aún no se ha entendido adecuadamente en nuestro medio y por ello, su regulación es incipiente y tímida. No se ha comprendido que ante el problema de la morosidad en la administración de justicia, una adecuada regulación del régimen de cautela y contracautela puede contribuir grandemente a su solución, que por ser jurídica, es de fácil implementación.

Un adecuado régimen de cauciones y medidas cautelares puede atemperar los efectos nocivos de las casi interminables actuaciones judiciales y contribuir a establecer la credibilidad en la administración de Justicia, de esta forma los accionados concurrirían al Estado, con el convencimiento no solo de que se les resolverán sus conflictos sino de que la decisión se podrá cumplir. 

Con una regulación de los fenómenos en mención, se puede evitar que durante el curso del proceso se ejecuten actos tendientes a insolventarse para hacer ilusorios los efectos del fallo. 

Como es imposible que la sentencia o el fallo definitivo se produzca de manera inmediata, en cuanto que el proceso es un discurrir, un continuo, que fluye en el tiempo, se supone que entre la iniciación del proceso y la sentencia pasa un tiempo que es la mayoría de las veces extenso a pesar de los plazos perentorios que determina la ley. Aunque la constitución prevé como principio el derecho a un debido proceso sin dilaciones injustificadas, en verdad es una epidemia gravísima la demora en el trámite de los procesos, epidemia que toma la magnitud de pandemia, ya que a ella casi no escapa ningún sistema de trámite de procesos en el mundo.

Concepto

Múltiples son las expresiones con que se denomina de manera general en las legislaciones el concepto en mención; así, como lo anota Santiago Fassi se habla de "providencias cautelares, medidas de seguridad, medidas precautorias, medidas de garantía, medidas cautelares, acciones preventivas", y, agregamos, también de acciones cautelares, y pretensiones cautelares, expresiones con las que se hace referencia a aquellas providencias que, ya de oficio, o a petición de parte, puede adoptar el juez respecto de personas, pruebas o bienes que pueden resultar afectados por la demora en las decisiones que se tomen dentro del juicio, siempre con carácter provisional y tendientes a asegurar el cabal cumplimiento de las determinaciones que se adopten por el juez y, especialmente, de la sentencia una vez ejecutoriada.

De igual forma se denomina al conjunto de medidas adoptadas en el curso de un proceso, con el fin de asegurar la mayor eficacia de las resoluciones que se asuman en el mismo. 

Como pauta, pueden ser pedidas antes o después de incoada la demanda, implicando ello, naturalmente, que no es indispensable que previamente la otra parte reconozca el derecho que se invoca, ni la sentencia que lo declara, y solo presuponen la verosimilitud del derecho.

Características

· Constituye un acto jurisdiccional por cuanto se cumple con ellas una de las funciones esenciales del proceso: asegurar el cumplimiento de las decisiones del juez. Además, son actuaciones propias de un proceso y si el proceso, es, por excelencia, acto jurisdiccional, resulta claro el carácter de las medidas cautelares, así en ocasiones su práctica no la lleve a efecto un juez sino una autoridad de orden policivo (ciertos casos de aposición de sellos en sucesiones).

· Son eminentemente instrumentales. Por sí mismas no tienen razón de ser. Dado su carácter asegurativo solo se justifican cuando actúan en función de un proceso al cual acceden o accederán (el hecho de que se puedan practicar antes de iniciado un proceso no le quitan la característica).

· Como consecuencia de lo anterior, son eminentemente provisionales y como máximo perdurarán lo que subsista el proceso al cual acceden. Terminado este, la medida necesariamente deja de tener efecto y solo en casos taxativamente determinados por el legislador se permite que una medida cautelar que ha surtido efectos dentro de un proceso, pueda continuar vigente en otro, tal como acontece con el secuestro dentro del proceso de lanzamiento que puede cumplir sus fines en el ejecutivo subsiguiente, o con el secuestro en la diligencia de entrega que puede mantenerse dentro del reivindicatorio o posesorio que se adelantará cuando triunfa la oposición del tercero; o en el de Responsabilidad Fiscal que conserva su validez para el de cobro coactivo.

· Usualmente son taxativas. Es decir, la codificación se encarga no solo de tipificarlas sino de señalar el proceso o procesos dentro del cual proceden.

Son de tres clases: reales, personales y probatorias. Las primeras recaen sobre bienes que son objeto de litigio, como cuando se discute la titularidad del derecho de dominio de un inmueble y se registra la demanda, o sobre bienes que van a quedar afectados al proceso así no sean objeto del mismo, como acontece con los bienes que se embargan para asegurar el pago de una obligación cuyo cobro se pretende en juicio ejecutivo. Las segundas, las personales, se refieren a las personas que son parte dentro del proceso o que están vinculadas al mismo, como sería el caso de autorizar la residencia separada del cónyuge demandante en juicio de divorcio o disponer la custodia provisional de los hijos dentro del mismo proceso. Las de índole probatoria, son las concernientes a la solicitud y práctica de pruebas anticipadas.

Requisitos

Tradicionalmente la doctrina ha hablado de dos requisitos: la posibilidad de un daño y la verosimilitud del derecho alegado. 
Al mencionar las condiciones de la medida cautelar, se dice que se debe examinar si las circunstancias del daño dan serios motivos para temer el hecho dañoso y si el hecho es urgente y por lo mismo necesario y hacer un examen evidentemente superficial de la posibilidad del derecho. Son estos los requisitos que la doctrina llama el periculum in mora y el sumus boni iuris. 

Tales exigencias tradicionales han sido revaluadas en la inmensa mayoría de las legislaciones modernas, entre ellas la Colombiana, la tendencia actual es la de ampliar el radio de acción de las medidas cautelares para permitirlas en la inmensa mayoría de los procesos, prescindiendo del análisis de la posibilidad de daño y de la eventual existencia del derecho que, como bien se ve, implica abstractas apreciaciones que el juez debe hacer muchas veces sin bases; de ahí que se busque que sea la codificación procesal la que diga en qué casos es pertinente la medida cautelar, bastando que ésta la consagre y permita para el juez que quede exonerado del deber de analizar el periculum in mora y el sumus boni iuris, pues se supone que el legislador acepta estos presupuestos al permitir la medida.

Embargo y clases

Las medidas de embargo y secuestro hacen sentir, con singular intensidad, el accionar de la justicia, pues las personas por lo general no se inmutan ante la formulación de la demanda, conducta que cambia radicalmente cuando se está frente a la práctica de cautelas, toda vez que el imperio de la administración de justicia desborda los marcos de la oficina judicial para trascender el ámbito material de la comunidad.

De acuerdo con el artículo 681 del Código de procedimiento civil, para efectuar los embargos se procederá así: 

· El de bienes sujetos a registro se comunicará al respectivo registrador, por oficio que contendrá los datos necesarios para el registro; si aquéllos pertenecieran al ejecutado, lo inscribirá y expedirá a costa del solicitante un certificado sobre su situación jurídica en un período de veinte años, si fuere posible. Una vez inscrito, el oficio de embargo se remitirá por el registrador directamente al juez junto con dicho certificado.

Si algún bien no pertenece al ejecutado, el registrador se abstendrá de inscribir el embargo y lo comunicará al juez; si lo registra, éste de oficio o a petición de parte ordenará la cancelación del embargo.

· El de los derechos que por razón de mejoras o cosechas tenga una persona que ocupa un predio de propiedad de otra, se perfeccionará previniendo a aquélla y al obligado al respectivo pago, que se entiendan con él secuestre para todo lo relacionado con las mejoras y sus productos o beneficios.

Para el embargo de mejoras plantadas por una persona en terrenos baldíos, se notificará ésta para que se abstenga de enajenarla o grabarlas.

· El de los bienes muebles no sujetos a registro se consumará mediante su secuestro, excepto en los casos siguientes:

·    El de un crédito y otro derecho semejante, se perfeccionará con la notificación al deudor mediante entrega del correspondiente oficio, en el que se le prevendrá que debe hacer el pago a órdenes del juzgado en la cuenta de depósitos judiciales. Si el deudor se negare a firmar el recibo del oficio, lo hará por él cualquiera persona que presencie el hecho.

Al recibir el deudor la notificación, o dentro de los tres días siguientes deberá informar bajo el juramento que se considerará prestado con su firma, acerca de la existencia del crédito, de cuando se hace exigible, de su valor, de cualquier embargo que con anterioridad se le hubiere comunicado y si se le notificó antes alguna sección o si la aceptó, con indicación del nombre del cesionario y la fecha de aquélla, so pena de responder por el correspondiente pago y de incurrir en multa de dos a cinco salarios mínimos mensuales, de todo lo cual se le prevendrá en el oficio de embargo. 

Si el deudor no efectúa el pago oportunamente, el juez designará secuestre quien podrá adelantar el proceso judicial para tal efecto. Si fuere hallado el título del crédito se entregará al secuestre; en caso contrario, se le expedirán las copias que soliciten para que inicie el proceso.

El crédito de percepción sucesiva comprende los vencimientos posteriores a la fecha en que se decretó, y los anteriores no que hubieren sido cancelados.

·     El de derechos o créditos que la persona contra quien se decrete el embargo persiga o tenga en otro proceso, se comunicará al juez que conozca de él para los fines consiguientes, y se considerará perfeccionado desde la fecha de recibo del oficio en el respectivo despacho judicial. 

·     El de acciones en sociedades anónimas o en comandita por acciones, bonos, certificados nominativos de depósito, unidades de fondos mutuos, títulos similares, efectos públicos nominativos y títulos valores a la orden, se comunicará al gerente, administrador o liquidador de la respectiva sociedad o empresa o al representante administrativo de la entidad pública para que tome nota de él, de lo cual deberá dar cuenta al juzgado dentro de los tres días siguientes so pena de incurrir en multa de dos a cinco salarios mínimos mensuales. El embargo se considerará perfeccionado desde la fecha de recibo del oficio y a partir de ésta no podrá aceptarse ni autorizarse transferencia ni gravamen alguno.

El de acciones, títulos y efectos públicos, títulos valores y efectos negociables, al portador, se perfeccionará con la entrega del respectivo título al secuestro. 

Los embargos previstos en este numeral se extienden a los dividendos, utilidades, intereses y demás beneficios que al derecho embargado correspondan, que se consignarán oportunamente por la persona a quién se comunicó el embargo, a órdenes del juzgado en la cuenta de depósitos judiciales so pena de hacerse responsable de dichos valores y de incluir en multa de dos a cinco salarios mínimos mensuales.

El secuestre podrá adelantar el cobro judicial, exigir rendición de cuentas y promover cualesquiera otras medidas por la Ley con dicho fin, tendrá acceso a los libros o comprobantes de la sociedad y podrá solicitar exhibición de ellos.

·    El del interés de un socio en sociedad colectiva, de responsabilidad limitada u otra de personas, se comunicará a la autoridad encargada de la matrícula y registro de sociedades, la que no podrá registrar ninguna transferencia o gravamen de dicho interés, ni reforma o liquidación parcial de la sociedad que implique la exclusión del mencionado socio o la disminución de sus derechos en ella. 

A este embargo se aplicará lo dispuesto en el inciso tercero del numeral anterior, y se comunicará al representante de la sociedad en la forma establecida en el inciso primero del numeral cuatro, a efecto de que cumpla lo dispuesto en tal inciso.

·     Si el deudor o la persona contra quien se decreta el embargo fuere socio comanditario, se comunicará al socio o socios gestores o al liquidador, según fuere el caso. El embargo se considerará perfeccionado desde la fecha de recibo del oficio. 

·    El del interés de un socio en sociedades civiles sometidas a las solemnidades de las comerciales, se perfeccionará de igual manera que el numeral 6.4.6.3.4. El de otras sociedades civiles se comunicará a los demás socios y al gerente o al liquidador, si lo hubiere.

·    El de salarios devengados o por devengar, se comunicará al pagador o empleador para que de las sumas respectivas retenga la proporción determinada por la Ley y haga oportunamente las consignaciones a órdenes del juzgado, previniéndole que de lo contrario responderá por dichos valores e incurrirá en multa de dos a cinco salarios mínimos mensuales. 

Si no se hicieren las consignaciones el juez designará secuestre que deberá adelantar el cobro judicial si fuere necesario.

·    El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se comunicará a la correspondiente entidad, debiéndose señalar la cuantía máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito y las costas, más un cincuenta por ciento. Aquellos deberán consignar las sumas retenidas en la cuenta de depósitos judiciales, dentro de los tres días siguientes al recibo de la comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo.

·    El de derechos proindiviso en bienes inmuebles, se comunicará a los otros copartícipes, advirtiéndoles que en todo lo relacionado con aquéllos deben entenderse con el secuestre.

Bienes Inembargables

De acuerdo con el artículo 684 del Código de Procedimiento Civil (Modificado por el D.E. 2282/89, Art. 1, num. 342), además de los bienes inembargables de conformidad con las leyes especiales, no podrán embargarse:

· Los de uso público. 

· Los destinados a un servicio público cuando éste se preste directamente por un departamento, una intendencia(*), una comisaría(*), un distrito especial, un municipio o un establecimiento público, o por medio de concesionario de éstos; pero es embargable hasta la tercera parte de los ingresos del respectivo servicio, sin que el total de embargos que se decreten exceda de dicho porcentaje.

Cuando el servicio lo presten particulares, podrán embargarse los bienes destinados a él, así como la renta líquida que produzca y él secuestre se practicará como el de empresas industriales.

· Las dos terceras partes de la renta bruta de los departamentos, las intendencias(*), las comisarías(*), los distritos especiales y los municipios.

· Las sumas que para la construcción de obras públicas se hayan anticipado o deban anticiparse por las entidades de derecho público a los contratistas de ellas, mientras no hubiere concluido su construcción, excepto cuando se trate de obligaciones a favor de los trabajadores de dichas obras, por salarios, prestaciones e indemnizaciones sociales.

· Los salarios y las prestaciones sociales de los trabajadores oficiales o particulares, en la proporción prevista en las leyes respectivas. La inembargabilidad no se extiende a los salarios y prestaciones legalmente enajenados.

· Las condecoraciones y pergaminos recibidos por actos meritorios.

· Los uniformes y equipos de los militares.

· Los lugares y edificaciones destinados a cementerios o enterramientos

· Los bienes destinados al culto religioso.

· Los utensilios de cocina y los muebles de alcoba que existan en la casa de habitación de la persona contra quien se decretó el secuestro, y las ropas de la familia que el juez considere indispensables, a menos que el crédito provenga del precio del respectivo bien.

· Los utensilios, enseres e instrumentos necesarios para el trabajo individual de la persona contra quien se decretó el secuestro a juicio del juez, con la salvedad indicada en el numeral anterior.

· Los artículos alimenticios y el combustible para el sostenimiento de la persona contra quien se decretó el secuestro y de su familia durante un mes, a criterio del juez.

· Los objetos que se posean fiduciariamente.

· Los derechos personalísimos e intransferibles, como los de uso y habitación.

Aunque con base en las leyes 38/89, 179/94 y 225/95, así como el D. 111/96 el Consejo de Estado declaró, mediante auto de mar. 1/96 (S. De lo Contencioso Administrativo, Sec. Tercera, Exp.11449), que el num. 3 del Art. 684 del C.P.C., se encuentra derogado porque el estatuto orgánico de presupuesto no permite el embargo de la renta de las entidades territoriales, cuando la Corte Constitucional (3620) mediante sentencia C354 del 4 de agosto de 1997 aclaró el alcance del artículo 19 del Decreto 111/96 (3605), dejó abierta la posibilidad en ese sentido. En el último pronunciamiento sobre ese particular, el Consejo de Estado estableció tres excepciones al principio de la inembargabilidad de bienes estatales: cobro compulsivo de sentencias dictadas por la Jurisdicción Administrativa; cobro de créditos laborales que consten en actos administrativos; y, créditos provenientes de contratos estatales (C.E. Sala Plena, auto jul. 22/97 C.P. Carlos Betancur Jaramillo).

Por otra parte, véase el artículo 1677 del Código Civil; artículos 154 a 156 y 344 del Código Sustantivo del Trabajo; decreto 546 de 1971, artículo 35; Ley 100 de 1993, artículo 134; Decreto extraordinario No. 1295 de 1994, artículo 93 Sentencia de la Corte Constitucional 183 del 24 de marzo de 1999.

La Superintendencia Bancaria con el propósito de dar cumplimiento al artículo segundo del Decreto 564 del 19 de marzo de 1996 mediante circular 550 del 2000 se permite informar los valores de los beneficios de referencia reajustados con base en el índice anual promedio de precios para empleados suministrado por el DANE entre el 1 de octubre de 1999 y el 30 de septiembre de 2000, como se relaciona a continuación

El de inembargabilidad de los depósitos de ahorro constituidos en las corporaciones de ahorro y vivienda y en las secciones de ahorro de los bancos, quince millones cuatrocientos cuarenta y cinco mil novecientos catorce pesos ($15.445.914,oo) moneda corriente.

El de la suma que podrá entregarse directamente al cónyuge superviviente, a los herederos o a uno u otro conjuntamente según el caso sin necesidad de juicio de sucesión, en veinticinco millones setecientos cuarenta y tres mil ciento ochenta y nueve pesos($25.743.189,oo) moneda corriente.

Nota: los límites señalados rigen desde el primero de octubre de 2000 hasta el 30 de septiembre de 2001.

(*) El artículo 309 de la Constitución Nacional modificó la naturaleza de las intendencias y comisarías en departamentos.

Diligencia de secuestro

La diligencia de secuestro no pocas veces genera trauma individual, familiar y social, pues es la administración de justicia irrumpiendo en fincas, casas, oficinas, etc., como que el secuestro consiste en la aprehensión material de los bienes; el ciudadano palpa el accionar de la justicia, entra en relación material con los servidores del Estado, vr. gr., juez, fuerza pública. El secuestro de bienes sujetos a registro se practica una vez se haya inscrito el embargo y siempre que en la certificación del registrador aparezca el demandado como su propietario (art. 515 del C. de P. C.).

Oposición al secuestro

En aras de evitar una injusticia no se puede cometer otra, es decir, la medida cautelar debe encausarse de manera tal que no constituya instrumento de atropello. Vr.gr., las frecuentes reprobables diligencias de embargo y secuestro sobre bienes muebles de personas allegadas al deudor, con la actitud conniviente del funcionario. El ordenamiento jurídico es el guardián de la paz y convivencia social, por tanto, debe proteger los derechos de todos los coasociados.

Si al practicarse el secuestro, los bienes se hallan en poder de quien alegue y demuestre siquiera sumariamente título de tenedor con especificación de sus estipulaciones principales, anterior a la diligencia y procedente de la parte contra la cual se decretó la medida, ésta se llevará a efecto sin perjudicar los derechos de aquél, a quien se prevendrá que en lo sucesivo se entienda con él secuestre, que ejercerá los derechos de dicha parte con fundamento en el acta respectiva que le servirá de título mientras no se constituya uno nuevo.

Cauciones

Etimológicamente caución significa "prevención, precaución o cautela; seguridad personal de que se cumplirá lo pactado, prometido o mandado", concepto que nos parece insuficiente para ilustrar el contenido completo de lo que es la caución desde el punto de vista procesal, por cuanto esta no solo busca una prevención, una precaución, una seguridad de que se cumplirá lo pactado, prometido o mandado, sino que en el evento de que así no acontezca va más allá y permite que se indemnicen los perjuicios que acarrea el incumplimiento, y en general, cumple la función de cualquier garantía propia del derecho privado.

Ciertamente solo se admiten las cauciones en los casos taxativamente determinados por una disposición legal y previo al señalamiento y calificación por parte del juez, de modo que antes de pensar en el tipo o clase de caución y en su monto, es menester investigar si en alguna disposición legal está prevista la posibilidad de otorgarla.

Clases de cauciones

Determinados el concepto de caución y los principales casos en que es posible prestarla, procede estudiar las diversas clases de garantías que prevé el estatuto procesal civil.

Es así como el Art. 678 señala que las cauciones pueden ser en dinero, reales, bancarias, en póliza de seguro, u otorgadas por entidades de crédito debidamente autorizadas para esta clase de operaciones.

· La caución en dinero: Incuestionablemente es la mejor, debido a que se presta a una directa y fácil realización en el caso de que sea necesaria su efectividad. Empero, es la más onerosa de todas debido a que implica una erogación en efectivo con la consiguiente inmovilización del dinero, usualmente por largo tiempo, en la mayoría de los casos durante años, lo cual implica que ante el fenómeno de la desvalorización monetaria las dos partes sufran un notable perjuicio. En efecto, en el inadecuado régimen, de las cautelas, claramente favorable a los intereses del Banco Popular, entidad en donde por disposición de la ley deben consignarse los depósitos judiciales que se reciben por los más diversos conceptos se ha establecido que tales depósitos no generan ningún rendimiento ni son susceptibles de la corrección monetaria como sería lo obvio, lógico y equitativo en un sistema económico que ha dado carta de naturaleza a upaquización (hoy UVR). Por esta misma razón, cuando se presta una caución en dinero que en el momento de ser otorgada puede ser suficiente, al hacerla efectiva su poder adquisitivo ha disminuido grandemente o se devuelve al garante que la prestó un dinero envilecido; el único beneficiado con el sistema es el Banco Popular.

La caución en dinero tiene, además, el carácter de principal: el mismo Art. 678 del C. de P.C. autoriza para reemplazar por caución en dinero cualquier otro tipo de garantía ya establecida, al prescribir que "podrá reemplazarse por dinero cualquier caución ya constituida, consignando su importe en la cuenta judicial".

· La Caución real: solamente puede ser de dos clases: prendaria e hipotecaria. Para su constitución el art. 679 da una serie de instrucciones que es preciso analizar.

Tratándose de hipoteca, una vez aceptada esta forma de garantía por el juzgado, dentro del plazo que se haya concedido deberá correrse la respectiva escritura pública en la cual la caución "hipotecaria se otorgará a favor del respectivo juzgado o Tribunal". 

En esto existe una indudable falta de precisión porque ni la caución hipotecaria ni ninguna otra se otorga a favor del respectivo juzgado por la sencilla razón de que este no sufre el perjuicio que eventualmente se puede causar y que se pretende garantizar. El posible perjuicio patrimonial se predica respecto de una de las partes, o de ambas (caso del agente oficioso) o de terceros determinados o determinables, personas estas en cuyo favor se constituye la misma. La caución se constituye a órdenes del juzgado pero jamás en su favor.

· La caución bancaria: Es la garantía que otorga un banco para responder, hasta por una determinada cantidad, por el pago de los perjuicios que se originen por parte de quien prestó la caución. Esta garantía por tratarse de una operación mercantil incuestionablemente es solidaria (C. de Co, art. 825) por lo que el acreedor podrá dirigirse bien contra el banco o contra los dos simultáneamente como sería lo aconsejable. Este tipo de garantía no es tan raro como lo son las garantías reales, pero su utilización es muy restringida no solo por la política de los bancos para otorgarlas sino, por el altísimo costo de la comisión autorizada, liquidable por tiempo, razón por la cual a medida que transcurre el proceso se va incrementando el valor.

· La caución en póliza judicial: Esta modalidad de contrato de seguro constituye, por su costo, seguridad y agilidad en su expedición, incuestionablemente la más utilizada y ampliamente difundida de todas las cauciones y se le conoce también con el nombre de "póliza judicial". 

Se le ha estudiado como una modalidad del seguro de fianza, en virtud de la cual la aseguradora expide una póliza donde se compromete a pagar, hasta el valor asegurado, los eventuales perjuicios que se originen en el evento contemplado como riesgo.

Medidas Cautelares en el Control Fiscal

En la constante búsqueda de mecanismos que hagan efectiva la función de control fiscal que desarrollan los órganos de control, cuando se examina la gestión fiscal y determina la posible responsabilidad fiscal del servidor público y particular que administran fondos y bienes del Estado, se hace necesario practicar las medidas cautelares sobre los bienes de las personas vinculadas al proceso como presuntos responsables fiscales, en observancia del artículo 12 de la Ley 610 de 2000. Las medidas cautelares se pueden decretar en cualquier momento, por un monto suficiente para amparar el pago del posible desmedro al erario, sin que el funcionario que las ordene tenga que prestar caución. Este último responderá por los perjuicios que se causen en el evento de haber obrado con temeridad o mala fe.

Las medidas cautelares se extenderán y tendrán vigencia hasta la culminación del proceso coactivo, en el evento de emitirse fallo con responsabilidad fiscal.

La práctica de las medidas cautelares, dentro del Proceso de Responsabilidad Fiscal, tiene como único fin evitar o impedir que el imputado o investigado, durante el tiempo que transcurre entre la apertura y la culminación del proceso, haga nugatorios los efectos del fallo al variar la titularidad jurídica de los bienes para quedar en estado de insolvencia.

La función de los órganos de control debe acompañarse de medidas eficaces por medio de las cuales se vea materializado el resarcimiento del daño patrimonial al Estado Colombiano.

Para la práctica de medidas cautelares es deber del funcionario o funcionarios que adelanten el Proceso de Responsabilidad Fiscal e inclusive en la Indagación Preliminar como lo esbozamos en su momento, indagar por los bienes que conforman el patrimonio del inculpado; para tal efecto oficiará a las siguientes entidades:

Superintendencia de Notariado y Registro; Oficina de Registro de Instrumentos Públicos y Privados; Instituto Geográfico Agustín Codazzi; Oficinas de Catastro Distrital o Municipal; Superintendencia Bancaria; Central de Información Financiera –Cifin–; Superintendencia de Sociedades; Superintendencia de Industria y Comercio y Cámaras de Comercio; Secretarias de Tránsito Departamentales, Distritales o Municipales; Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada; Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (Dian) y Secretarías de Hacienda; Empresas Públicas (Teléfono, Energía, Acueducto, Gas); Bancos y corporaciones de ahorro y al Departamento Administrativo de la Función Pública.

No sobra advertir que toda medida cautelar, dadas las implicaciones patrimoniales para la persona presuntamente responsable, debe estar lo suficientemente soportada tanto jurídica como fácticamente, para evitar actuaciones innecesarias y que puedan llegar a causar perjuicios, debiendo, como mínimo, obrar indicio serio, que indique la presunta responsabilidad fiscal de la persona afectada con la medida.

Por su claridad y pertinencia, se incluyen apartes de lo expresado por la Corte Constitucional mediante la Sentencia C-840-01. M.P. Dr. Jaime Araujo Rentería:

“Para una mejor inteligencia y resolución del asunto planteado, la Sala estima oportuno transcribir previamente algunos apartes de un pronunciamiento hecho por esta Corporación en torno al tema de las medidas cautelares. Dijo así:

"- En nuestro régimen jurídico, las medidas cautelares están concebidas como un instrumento jurídico que tiene por objeto garantizar el ejercicio de un derecho objetivo, legal o convencionalmente reconocido (por ejemplo el cobro ejecutivo de créditos), impedir que se modifique una situación de hecho o de derecho (secuestro preventivo en sucesiones) o asegurar los resultados de una decisión judicial o administrativa futura, mientras se adelante y concluye la actuación respectiva, situaciones que de otra forma quedarían desprotegidas ante la no improbable actividad o conducta maliciosa del actual o eventual obligado. 

Las medidas cautelares a veces asumen el carácter de verdaderos procesos autónomos (vgr. separación de bienes, protección policiva a la posesión de hecho, etc.), cuando ellas constituyen precisamente la finalidad o el objetivo del mismo. Pero también, y ésta es la generalidad de los casos, dichas medidas son dependientes o accesorias a un proceso cuando su aplicación y vigencia está condicionada a la existencia de éste, como ocurre en los casos del proceso ejecutivo, o en materia penal con el embargo y secuestro de bienes del imputado (C.P.P. art. 52). 

Igualmente las medidas cautelares son también provisionales o contingentes, en la medida en que son susceptibles de modificarse o suprimirse a voluntad del beneficiado con ellas o por el ofrecimiento de una contragarantía por el sujeto afectado y, desde luego, cuando el derecho en discusión no se materializa. Naturalmente, las medidas se mantienen mientras persistan las situaciones de hecho o de derecho que dieron lugar a su expedición.

Si bien la ocurrencia de una situación de hecho o de derecho determina el ejercicio de la medida cautelar, cabe advertir que la razón de ser de ésta no está necesariamente sustentada sobre la validez de la situación que la justifica. De manera que el título de recaudo, por ejemplo, puede ser cuestionable y esa circunstancia no influye sobre la viabilidad procesal de la cautela si se decretó con arreglo a la norma que la autoriza. Es por esta circunstancia particular que no puede aducirse que la cautela siempre conduzca a violentar o desconocer los derechos del sujeto afectado con la medida. Obviamente, cuando la medida de cautela es ilegal pueden ocasionarse perjuicios, cuyo resarcimiento es posible demandar por el afectado. 

No sobra destacar, finalmente, que las medidas cautelares no tienen ni pueden tener el sentido o alcance de una sanción, porque aún cuando afectan o pueden afectar los intereses de los sujetos contra quienes se promueven, su razón de ser es la de garantizar un derecho actual o futuro, y no la de imponer un castigo." 

Las medidas cautelares en el proceso de responsabilidad fiscal

Las medidas cautelares dentro del proceso de responsabilidad fiscal se justifican en virtud de la finalidad perseguida por dicho proceso, esto es, la preservación del patrimonio público mediante el resarcimiento de los perjuicios derivados del ejercicio irregular de la gestión fiscal. 

En efecto, estas medidas tienen un carácter precautorio, es decir, buscan prevenir o evitar que el investigado en el proceso de responsabilidad fiscal se insolvente con el fin de anular o impedir los efectos del fallo que se dicte dentro del mismo. En este sentido, "el fallo sería ilusorio si no se proveyeran las medidas necesarias para garantizar sus resultados, impidiendo la desaparición o la distracción de los bienes del sujeto obligado." Las medidas cautelares son pues, independientes de la decisión de condena o de exoneración que recaiga sobre el investigado como presunto responsable del mal manejo de bienes o recursos públicos. Pretender que éstas sean impuestas solamente cuando se tenga certeza sobre la responsabilidad del procesado carece de sentido, pues se desnaturaliza su carácter preventivo, teniendo en cuenta que ellas buscan, precisamente, garantizar la finalidad del proceso, esto es, el resarcimiento. En esta perspectiva las medidas cautelares pueden ser decretadas en cualquier momento del proceso de responsabilidad fiscal, habida consideración de las pruebas que obren sobre autoría del implicado, siendo la primera oportunidad legal para el efecto la correspondiente a la fecha de expedición del auto de apertura del proceso de responsabilidad fiscal. No antes. 

En consonancia con la Constitución y la ley 610 el artículo 41 exhibe una gran pertinencia y una plena justificación. Pues a todas luces resulta evidente que para una mejor garantización de los efectos resarcitorios las medidas cautelares no pueden dejarse para último momento, ni condicionarse a la previa determinación de responsabilidad fiscal del servidor público o del particular con poderes de gestión fiscal. Lo cual no releva a las contralorías de sus deberes frente al principio de la necesidad de la prueba, y llegado el caso, de adelantar la indagación preliminar que amerite la falta de certeza prevista en el artículo 39 de la ley 610. De ahí que no le asista razón al demandante cuando afirma que el decreto de las medidas cautelares se establece como una consecuencia inmediata del auto de apertura, pues el mismo artículo aclara, a renglón seguido, que se impondrán aquellas “a que hubiere lugar”, dando a entender que éstas sólo se decretarán en dicho auto cuando procedan y no de manera forzosa, como parece entenderlo el actor. En cualquier caso, no sobra advertir que en todos los actos y trámites del proceso de responsabilidad fiscal el funcionario competente deberá observar rigurosamente los dictados del debido proceso y de la prevalencia de lo sustancial sobre las formas. 

Más aún, el carácter preventivo de las medidas cautelares es lo que determina que su aplicación efectiva se realice con anterioridad a la fecha de notificación del auto de apertura a los presuntos responsables. Sin que esto constituya óbice para que en cualquier momento del proceso puedan decretarse medidas cautelares sobre los bienes o rentas de la persona presuntamente responsable de haber causado un daño al patrimonio público, tal como lo establece el artículo 12 de la ley cuestionada. Medidas éstas que habrán de extenderse con fuerza vinculante hasta la culminación del proceso de cobro coactivo, en el evento de emitirse fallo con responsabilidad fiscal. Sin perjuicio de la opción de desembargo que el artículo 12 contempla bajos ciertos requisitos y condiciones”. 

Trámite de las medidas cautelares

Las medidas cautelares deberán tramitarse en cuaderno separado al proceso de responsabilidad fiscal y serán decretadas por el funcionario de conocimiento, mediante Auto interlocutorio y con fundamento en el procedimiento establecido para tal fin en el Código de Procedimiento Civil (artículos 513 y siguientes), por cuanto el Funcionario asignado para adelantar el proceso es quien conoce en forma directa del mismo y quien tiene la inmediación de la prueba para evaluar la procedencia de la medida. Además, ante la eventualidad de un recurso de apelación sería el superior inmediato quien tendría que resolver dicho recurso.

De conformidad con el inciso final del artículo 513 del Código de Procedimiento Civil: "el Auto que decrete o niegue las medidas cautelares y el que las revoque por vía de reposición, es apelable en el efecto devolutivo", (concordar con artículo 354 numeral 2 del Código de Procedimiento Civil) significando que contra dicho Auto son procedentes los recursos de reposición y apelación, claro está, sin que ello implique la suspensión del proceso.

Se ordenará el desembargo de los bienes cuando habiendo sido decretada medida cautelar se profiera Auto de archivo, cesación de procedimiento o fallo sin responsabilidad fiscal, caso en el cual la Contraloría procederá a ordenarlo en la misma providencia.

También se podrá solicitar el desembargo al órgano fiscalizador en cualquier momento del proceso o cuando el acto que estableció la responsabilidad se encuentre demandado ante el Tribunal Competente, siempre que exista previa constitución de garantía real, bancaria o expedida por una compañía de seguros, suficiente para amparar el pago del presunto detrimento, aprobada por quien decretó la medida.

Cuando se hubiera decretado medidas cautelares dentro del proceso de jurisdicción coactiva y el deudor demuestre que se ha admitido demanda y que esta se encuentra pendiente de fallo ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, aquellas no podrán ser levantadas hasta tanto no se preste garantía bancaria o de compañía de seguros, por el valor adeudado más los intereses moratorios. (artículo 12, Ley 610 de 2000).

El Auto con el que se decreten las medidas cautelares, en el curso de un Proceso de Responsabilidad Fiscal, debe ser motivado, es decir, que debe encontrar su fundamento, primero en la ley y segundo en pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso, pruebas que puedan llevar al investigador al grado de convicción suficiente para decidir sobre el asunto materia de controversia, respetando el debido proceso y los derechos fundamentales del implicado.

Si la decisión de decretar una medida cautelar se sustenta en estas premisas, no hay por qué temer acerca de ninguna consecuencia, por el contrario, es obligación practicarlas cuando existan suficientes elementos de juicio.
Para decretar estas medidas cautelares deben tenerse en cuenta, como mínimo, los siguientes aspectos:

Que la prueba allegada al proceso le dé la certeza al funcionario investigador que de la gestión fiscal del servidor público, contratista o particular pueda derivarse una presunta responsabilidad por el manejo irregular de bienes o fondos del Estado.

Que el detrimento patrimonial y las circunstancias de modo, tiempo y lugar en las que sucedieron los hechos así lo exijan.

Que se tenga conocimiento de la ubicación de los bienes de quien presumiblemente causó el menoscabo patrimonial (bienes muebles e inmuebles o cuentas bancarias, etc.).

Una vez decretada la medida cautelar, el funcionario competente, teniendo en cuenta la naturaleza del bien, procederá así:

Cuando se trate de bienes inmuebles, en el mismo Auto donde ordene la medida dispondrá la inscripción del embargo en la oficina de instrumentos públicos donde esté registrado.

Para el caso de los bienes muebles se tendrá en cuenta lo dispuesto respecto del secuestro en el Art. 682 del C. de P.C.

Suspensión de funcionarios

Iniciado el Proceso Responsabilidad Fiscal, la Oficina que lo está adelantando podrá solicitar, por intermedio de la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, al Contralor Distrital, la suspensión inmediata de los funcionarios, con fundamento en el principio de la verdad sabida y buena fe guardada (Constitución Política artículos 268, numeral 8 y 272).

Sobre el particular, la Oficina Jurídica de la Contraloría General de la República, según concepto del 26 de agosto de 1999, expresó: 

El artículo 268 de la Constitución Política en el numeral 8 le confiere al Contralor General de la República la atribución de promover ante las autoridades competentes, aportando las pruebas respectivas, investigaciones penales o disciplinarias contra quienes hayan causado perjuicio a los intereses patrimoniales del Estado.

La Contraloría bajo su responsabilidad, verdad sabida y buena fe guardada, podrá exigir la suspensión inmediata de funcionarios, mientras culminan las investigaciones o los respectivos procesos penales o disciplinarios. 

Tal disposición permite al Contralor General crear un espacio libre de presiones o influencias que pueda ejercer el investigado.

La intención del Constituyente de 1991 fue dotarlo de herramientas que le permitan el establecimiento de responsabilidades que se deriven de la gestión fiscal, por quienes manejan, administran o recaudan fondos o bienes públicos".

De conformidad con la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de Casación de diciembre 16 de 1993 (Radicado 6315, Magistrado Ponente doctor Rafael Méndez Arango) sobre esta materia expresó:

...No puede confundirse la libre formación del convencimiento que libera al juez de la tarifa legal de pruebas y lo autoriza para formar racionalmente su convicción sobre los hechos del proceso, con el principio de íntima convicción o mejor conocido como de verdad sabida y buena fe guardada, de acuerdo con nuestra Constitución Política al único funcionario a quien se le autoriza tan especial manera de formar su convencimiento sobre algún hecho que sirva de sustento a una decisión que deba adoptar es al Contralor General de la República, en los términos del numeral 8 del artículo 268 de la misma. En cambio a los jueces se les obliga a que siempre funden sus decisiones en pruebas controvertidas y producidas en cumplimiento de un debido proceso. La propia Constitución declara en su artículo 29 nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación al debido proceso. Y resulta con toda evidencia violatoria del debido proceso una prueba que ni siquiera obra en el proceso...

Y continúa la Sentencia: "... podrá exigir la suspensión inmediata". Tales términos no indican discrecionalidad por parte de la Contraloría, precisamente porque la suspensión deberá ser pertinente, necesaria y basada en los supuestos ya anotados, pero entonces tal facultad se traduce en una exigencia para el nominador, para que proceda a su cumplimiento.

La norma en comento y de conformidad con lo establecido en el artículo 272 de la Constitución Política, será aplicable por los contralores departamentales, distritales y municipales, en el ámbito de su jurisdicción, toda vez que éstos tienen una relación con los funcionarios que realizan gestión fiscal en estos órdenes, entonces también poseen la facultad de exigir su suspensión mientras culminan las investigaciones o los respectivos procesos penales o disciplinarios que se hayan instaurado.

No obstante haberse hecho extensivas las funciones del Contralor General a todos los contralores, cualquiera que sea el orden al que pertenezcan, la propia Carta Política, en el artículo 314 establece que "... El Presidente y los Gobernadores, en los casos taxativamente señalados por la Ley, suspenderán o destituirán a los alcaldes investigados. La Ley establecerá las sanciones a que hubiere lugar, por el ejercicio indebido de esa atribución" (Sentencia de Casación de diciembre 16 de 1993, Radicación 6315).

Por su parte, la Ley 136 de 1994, por la cual se dictan normas tendientes a la modernización, la organización y el funcionamiento de los municipios, estableció:

...El Presidente de la República en el caso del Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá y los Gobernadores en los demás casos suspenderán a los alcaldes en los siguientes eventos:

Cuando la Contraloría General de la República solicite la suspensión provisional de conformidad con lo establecido en el Numeral 8 del artículo 268 de la Constitución Política. La Contraloría bajo su responsabilidad, podrá exigir, verdad sabida y buena fe guardada, la suspensión inmediata de funcionarios mientras culminan las investigaciones o los respectivos procesos penales o disciplinarios.

Bajo este orden normativo, la exigencia de suspensión de los alcaldes es una facultad atribuida al Contralor General de la República, y la medida se hará efectiva a través del Presidente de la República para el caso del Alcalde del Distrito Capital y de los gobernadores en los demás casos.

Derechos de los implicados

De conformidad con lo establecido en el artículo 42 de la Ley 610 de 2000, quien tenga conocimiento de la existencia de indagación preliminar o del Proceso Responsabilidad Fiscal en su contra, y antes de que se le formule Auto de imputación de responsabilidad fiscal tendrá derecho a:

1. Solicitar que se le reciba exposición libre y espontánea, contando con un apoderado para que lo asista y lo represente durante el proceso. La falta de apoderado no constituye causal que invalide lo actuado. Así se le debe hacer saber al implicado.

2. A que se le nombre apoderado de oficio si no pudo ser localizado o si no comparece a rendir versión. Para tal efecto se podrán designar los miembros del consultorio jurídico de las universidades o de las listas de auxiliares de justicia. 

No podrá dictarse Auto de imputación de responsabilidad fiscal cuando:

El presunto responsable no ha sido escuchado previamente dentro del proceso en exposición libre y espontánea.

Ante la no comparecencia del presunto responsable a la diligencia de exposición libre o su imposible ubicación, no se haya designado apoderado y, en consecuencia, no estuviere representado.

Práctica de pruebas

La carga probatoria es una facultad discrecional de ofrecer y solicitar pruebas y de intervenir en su práctica. Para que la demostración de los hechos, cosas y actos que se plantean en el proceso estén debidamente probados, se recurre a la práctica de pruebas. En materia de responsabilidad fiscal le corresponde al Estado, en cabeza del órgano de control fiscal correspondiente probar los hechos investigados.

La Prueba ha sido definida como: "todo lo que sirve para darnos la certeza acerca de la verdad de una proposición. La Certeza está en nosotros, la verdad en los hechos. Aquella nace cuando uno cree que conoce ésta; mas por la fabilidad humana, puede haber certeza donde no haya verdad y viceversa ".

Principios rectores de la prueba

Necesidad de la prueba

Toda autoridad judicial y administrativa debe fundamentar sus decisiones en pruebas legalmente decretadas, oportuna y regularmente allegadas al expediente, las que deberán ser valoradas de acuerdo con la sana crítica.

Oportunidad de la prueba

Hace referencia al término establecido por la ley para solicitarlas y/o aportarlas, de oficio o a solicitud de parte. 

Comunidad de la prueba

La prueba no es propiedad exclusiva de la parte que la solicitó o aportó, es patrimonio del proceso, lo que significa que, una vez aportada, los intervinientes pueden hacer uso de ella.

Igualdad de oportunidades

Los sujetos procesales cuentan con igualdad de condiciones para solicitar y controvertir las pruebas, dentro de los términos previstos por la ley.

Oficiosidad de la prueba

Es la facultad que tiene la administración para decretar la práctica de las pruebas que no sólo considere necesarias, sino que, además, sean conducentes y pertinentes, con las que se pretende confirmar o desvirtuar los hechos objeto de investigación.

Publicidad

Significa que debe permitirse a los sujetos procesales conocer las pruebas, intervenir en su práctica, objetarlas si es del caso y discutirlas en alegaciones oportunas.

También significa que las conclusiones del funcionario, sobre la prueba, deben ser conocidas por los intervinientes.

Contradicción de la prueba

El presunto responsable contra quien se oponga una prueba, debe gozar de la oportunidad procesal de conocerla y discutirla.

Concentración de la prueba

Pretende que las pruebas de la misma naturaleza se practiquen de manera simultánea, buscando los menores costos, en virtud de los principios de economía y celeridad.

Carga de la prueba

Corresponde a la Contraloría General de la República (en representación del Estado) la carga de la prueba, para confirmar o desvirtuar los hechos objeto del proceso.

Conducencia

Cuando la prueba, siendo permitida por la ley, es perfectamente aplicable y adecuada al caso en controversia, aportando y enriqueciendo el proceso (se refiere al medio probatorio).

Pertinencia

Cuando el hecho que se pretende demostrar con la prueba tenga una relación directa con el hecho investigado (se refiere al hecho por probar).

Prueba superflua

Cuando se solicita una prueba de un hecho suficientemente probado en el proceso, dicha prueba resulta innecesaria o superflua.

Prueba trasladada

Las pruebas obrantes válidamente en un proceso judicial, de responsabilidad fiscal, administrativo o disciplinario, podrán trasladarse, en copia o fotocopia, al Proceso Responsabilidad Fiscal y se apreciarán de acuerdo con las reglas preexistentes, según la naturaleza de cada medio probatorio.

Hallazgos de Auditoría

Los hallazgos encontrados en las auditorias fiscales tendrán validez probatoria dentro del Proceso Responsabilidad Fiscal, siempre que sean recaudados con el lleno de los requisitos sustanciales de ley.

Oportunidad y trámite para la práctica de pruebas

En el Proceso de Responsabilidad Fiscal se pueden decretar y practicar pruebas, de conformidad con el artículo 175 del Código de Procedimiento Civil, por remisión del artículo 66 de la Ley 610 de agosto de 2000, de los artículos 34 y 168 del Código Contencioso Administrativo y del artículo 248 del Código de Procedimiento Penal.

El posible presunto responsable o quien haya rendido exposición libre y espontánea podrá pedir la práctica de las pruebas que estime conducentes o aportarlas.

La denegación total o parcial de las pruebas solicitadas o allegadas deberá ser motivada, y notificarse por estado al peticionario, al día siguiente de su expedición, decisión contra la cual proceden los recursos de reposición y apelación. 
La interposición de los recursos deberá hacerse dentro de los cinco (5) días siguientes a su notificación.

Los funcionarios competentes las podrán decretar o negar por inconducentes, impertinentes o innecesarias. 

Clases de Pruebas

Prueba Documental 

Es preciso enfatizar que la prueba documental es la idónea y fundamental, sobre la cual la administración plasma sus decisiones relacionadas con la gestión fiscal y se considera que sobre ésta se debe, principalmente, basar el proceso.

Son pruebas documentales, entre otras: los oficios, certificaciones, cuentas de pago, cuentas de cobro, contratos, actas, escritos, faxes, impresos, planos, dibujos, cuadros, fotografías, cintas cinematográficas, discos, grabaciones magnetofónicas, radiografías, talonarios, contraseñas, cupones, etiquetas, sellos y en general todo objeto mueble que tenga carácter representativo o declarativo, y las inscripciones en lápidas, monumentos, edificios o similares (artículo 251 del Código de Procedimiento Civil).

Resulta del caso considerar que en desarrollo de la indagación preliminar se deben aportar pruebas documentales, procedentes, pertinentes y conducentes al esclarecimiento de los hechos cuya irregularidad con incidencia fiscal se predica, pues resultan oportunas, no sólo en virtud de los principios de economía procesal, celeridad y eficacia sino que se evita el desgaste institucional de la Contraloría Distrital, en la medida en que los competentes para adelantar el Proceso de Responsabilidad Fiscal, pueden resultar practicando pruebas sobre hechos ya verificados por los auditores; y de otro lado, se evita que ante la advertencia del inicio de un proceso, los presuntos responsables oculten las pruebas documentales, que si bien no constituyen el único medio probatorio para determinar responsabilidad, sí debe considerarse como el más eficaz, para establecer el detrimento al patrimonio del Estado. 

Dada la importancia que revisten para el desarrollo del Proceso Responsabilidad Fiscal, los auditores que realicen Indagación Preliminar o los competentes directos, según el caso, deberán recaudar, entre otros, los siguientes documentos, siempre y cuando los mismos sean conducentes y pertinentes:

Normas internas de la entidad (estatutos, resoluciones, directivas, reglamentos, circulares, memorandos); normas que tenga que ver con los hechos contractuales y presupuestales; manual de funciones de los presuntos responsables; declaración de bienes y renta de los mismos; nombramiento y actas de posesión de los servidores para determinar su responsabilidad en la época de los hechos; copia de los contratos objeto del hecho presuntamente irregular (actos de la etapa precontractual, contractual y postcontractual).

Desde luego, deberán allegarse solamente los documentos referidos al hecho irregular.

Además, se deberá indagar, especialmente, por las obras adicionales, actas de recibo definitivo y de liquidación de los contratos. Verificar la ejecución de los contratos, y para efectos de determinar un posible sobrecosto solicitarán cotización en el mercado (estudios de mercado). Buscarán marcas de escritura sobre las hojas de papel subyacente a la escrita, recados póstumos o anónimos, amenazas escritas o denuncias.

También son pruebas documentales: las actas de junta directiva u órgano rector de la entidad y la póliza global con diferentes amparos.

En el caso de los almacenistas, éstos deberán aportar copia de las tarjetas de kárdex o comprobantes de egreso e ingreso. En el caso de los pagadores o tesoreros, anexarán copias de los comprobantes de pago.

Igualmente importantes son las fotocopias de la hoja de vida del presunto responsable, con el fin de indagar por sus bienes, así como documentos de registro mercantil de la Superintendencia de Sociedades y otros organismos de vigilancia y control.

Cuando se trate de indagaciones con respecto al otorgamiento de créditos, además de los anteriores deberán aportarse:

Patrimonio técnico vigente para la época de aprobación del crédito; estamento competente de la aprobación; acta o documento de aprobación; documento de comunicación de la aprobación; concepto jurídico o técnico sobre la admisibilidad o idoneidad de las garantías; constancia de las garantías constituidas; reestructuraciones efectuadas al crédito, indicando montos, fechas y el órgano que lo aprueba; fecha de desembolso; estado actual de la operación crediticia, indicado fecha de vencimiento de las cuotas y vencimiento final, si existe recomposición de cartera, ofertas, etc.

Adicionalmente a lo anterior se deberá:

Establecer los hechos, y si es del caso, el por qué se encuentra en cobro jurídico y las acciones adelantadas.

Determinar el fundamento concreto de la lesión patrimonial.

Obtener copias de los conceptos jurídicos y técnicos sobre aprobación de contratos, de prestación de servicio o de obra; copia de informes de Auditoría anteriores y de conceptos jurídicos y técnicos sobre estudio y aprobación o idoneidad de garantías para otorgamiento de créditos.

Igualmente se deberá averiguar si las oficinas de control interno de gestión o disciplinario, o las auditorías internas de la entidad respectiva han emitido algún informe con respecto a los hechos investigados.

En fin, se deberán aportar todos los documentos que sirven para demostrar la ocurrencia del hecho fiscal presuntamente irregular, y que permitan la identificación plena del presunto(s) responsable(s) fiscal.

Viene al caso hacer referencia al artículo 31 de la Ley 610 de 2000, el cual contempla la práctica de visitas especiales, en las que el funcionario comisionado procederá a examinar y reconocer los documentos, hechos y demás circunstancias relacionadas con el objeto de la diligencia, lo que deberá ser consignado en Acta, en la que se anotará pormenorizadamente, los documentos, hechos o circunstancias examinadas, las manifestaciones que, bajo la gravedad del juramento, hagan sobre ello las personas que se interrogan en la diligencia.

Cuando lo estime necesario, el comisionado podrá tomar declaración juramentada a las personas que intervengan en la diligencia y solicitar documentos según los casos para incorporarlos al informativo. 

La referencia anterior es de suma importancia en observancia al principio de economía, que impediría la conformación de expedientes con excesivo número de folios, cuando todo puede quedar comprendido en el Acta de visita especial de que trata la Ley, acompañando a ésta los documentos estrictamente necesarios para proferir la decisión de fondo, evitando, de paso, un desgaste innecesario a la administración. 

Prueba testimonial 

Es la exposición que un tercero rinde al funcionario en relación con los hechos o circunstancias relacionadas directa o indirectamente con la materia del proceso y de las cuales ha tenido conocimiento por percepción directa o por informaciones de terceros.

Para la recepción de esta exposición debe mediar previa citación, en la que se debe especificar lugar, fecha y hora donde ésta tendrá ocurrencia. Presente el declarante, se le indagará sobre sus generales de ley, acto seguido se le tomará el juramento de rigor, y se le exhortará a decir la verdad y nada más que la verdad sobre el conocimiento que tenga de los hechos, para lo cual se hará lectura de los artículos 172 del Código Penal, 282 y 285 del Código de Procedimiento Penal; acto seguido se pone en su conocimiento el motivo por el cual se le llamó a testimoniar, se le pide que haga un relato de cuanto le conste sobre los hechos y, a continuación, se le interrogará sobre el conocimiento de los mismos. A partir de este momento se iniciará el cuestionario del funcionario instructor.

Concluido el interrogatorio por parte del funcionario, el presunto responsable o su apoderado podrán contrainterrogar al testigo.

Exposición libre y espontánea

Constituye un medio de defensa mediante el cual el presunto responsable fiscal rinde su versión sobre los hechos objeto de la investigación. Versión que se recibirá sin el apremio del juramento.

En la citación se le indicará que puede estar asistido por un abogado, que deberá acreditar su inscripción, sin que sea obligatoria la asistencia del mismo.

Se le hace saber que la exposición que va a rendir es libre del apremio del juramento y voluntaria, que no tiene la obligación de declarar contra sí mismo ni contra sus parientes hasta el cuarto grado de consaguinidad, segundo de afinidad y primero civil. Es terminantemente prohibido exhortarle, exigirle u orientarle las respuestas y hacerle preguntas capciosas.

Después de sus generales de Ley, se le preguntará si tiene conocimiento del objeto de la diligencia; en el caso de que conteste que no, se le explicará el motivo de la misma y pedirá que haga un relato espontáneo de los hechos. A continuación se le interrogará teniendo en cuenta su exposición anterior.

Una vez recepcionada la versión el presunto responsable podrá controvertir las pruebas.

Es importante tener claro que si el expositor hace cargo contra terceros, se le debe tomar juramento sobre tal afirmación, en cumplimiento y con las formalidades de los artículos 266, 267, 269 y 276 del Código de Procedimiento Penal, haciéndole conocer el contenido del artículo 442 del Código Penal.

Inspección

Es la diligencia que le permite al funcionario comprobar la existencia del hecho, sus características y demás circunstancias así como la individualización de los partícipes. De ella se levantará acta que describa detalladamente esas características y se consignarán las manifestaciones que hagan las personas que intervengan. Los elementos probatorios útiles se recogerán y conservarán.

Prueba fiscal

Es la propia del Proceso Responsabilidad Fiscal, tendiente a verificar el correcto manejo, conservación, recaudo de fondos o bienes del Estado; puede ser el arqueo, la prueba selectiva, conciliación bancaria, acta de análisis y estudio, inspección ocular o el inventario, entre otros, para lo cual se procederá a levantar un acta suscrita por las partes que intervinieron en la diligencia.

Prueba indiciaria

Medio probatorio que tiene como base fundamental el razonamiento. Consiste en deducir o inferir, de un hecho probado, otro que no lo está. El indicio o prueba indiciaria comprende tres elementos:

El hecho indicador, plenamente probado.

El hecho indicado o desconocido.

La inferencia lógica o relación de causalidad entre ellos.

Peritazgo

Es de gran importancia aportar los conceptos técnicos o especializados cuando la complejidad del hecho lo ameriten.

El dictamen pericial es un medio de prueba que consiste en la aportación de ciertos elementos técnicos, científicos o artísticos, que la persona versada en la materia que se trate hace para dilucidar la controversia; aporte que requiere de especiales conocimientos.

En el decreto de la práctica de la prueba se formularán los cuestionarios que hayan de ser absueltos por el perito y por el término que determine el comisionado. 

En el evento de necesitar un peritazgo a una obra, se deberá tener en cuenta, en primer lugar, una revisión ocular que consiste en la ubicación de la obra y, en segundo lugar, se analizará el proceso contractual a efectos de establecer, entre otras cosas, si la obra se ejecutó conforme a las especificaciones técnicas, si los materiales fueron de buena calidad, etc. Así como también debe señalar si la obra está prestando el servicio conforme al objeto del contrato.

Actividad de los peritos:

Los peritos examinarán conjuntamente las personas o cosas objeto del dictamen, harán los experimentos e investigaciones que consideren necesarios, sin perjuicio de que puedan o solicitar, por su cuenta, el concurso de otros técnicos, bajo su dirección y responsabilidad; en todo caso expondrán su concepto sobre los puntos del dictamen.

Pueden recurrir a la colaboración de la autoridad de Policía Judicial y realizar ellos personalmente, o contratar con laboratorios, la realización de determinados exámenes para rendir el dictamen en mejor forma. Aunque deben relatar todos los experimentos realizados y hasta los conceptos emitidos por otros técnicos, de todas maneras deben emitir su propia opinión. 

Igualmente, si utilizan conceptos de otros podrán citarlos, lo mismo que los datos tomados o investigaciones, pero, en todo caso, deben emitir su opinión personal. 

El dictamen pericial debe ser claro, preciso y detallado. En él se explicarán los exámenes y las investigaciones efectuadas, lo mismo que los fundamentos técnicos de las conclusiones. 

Es importante consagrar la necesidad de explicar el por qué se rinde el dictamen en determinado sentido, indicando lo que se tuvo en cuenta para conceptuar a fin de que las partes, en forma adecuada, puedan utilizar el derecho de contradicción de la prueba. 

Si el dictamen reúne los requisitos indicados, el funcionario corre traslado de él a las partes por el término de tres días, durante los cuales podrán pedir que se complete o aclare, u objetarlo por error grave.

Como el funcionario debe tener el control de toda la actividad probatoria y debe saber cuáles son los puntos sobre los que debe versar el dictamen, debe estudiar si es procedente que se haga la adición o aclaración, ya que si considera que está completo debe negar la petición. De todos modos la adición procede si faltan puntos que fueron oportunamente propuestos; ésta no sería la oportunidad para pedir que el dictamen se extienda a otros puntos que no fueron aducidos oportunamente. 

Si la considera procedente, el funcionario accederá a la solicitud de aclaración o adición del dictamen y fijará a los peritos un término prudencial para ello, que no podrá exceder de diez días.

Aseguramiento de las pruebas

Para que los materiales de prueba encontrados o recaudados no sean alterados, ocultados o destruidos, el funcionario responsable de la Indagación Preliminar o del Proceso de Responsabilidad Fiscal podrá ordenar o hacer uso de las siguientes medidas:

Vigilancias especiales a las personas, muebles o inmuebles; el sellamiento o la retención de medios de transporte.

En desarrollo del artículo 113 de la Constitución Política los organismos del Estado colaboran armónicamente para el desarrollo de sus fines, y para los efectos propios de la función de policía judicial las entidades públicas y privadas están en la obligación de prestar la cooperación necesaria. 

Cuando los funcionarios de la Contraloría se encuentren desarrollando una visita especial o una inspección fiscal pueden encontrar resistencia o reserva indebida por parte de los funcionarios de las entidades vigiladas o de las personas con quienes se pretende realizar otras diligencias concomitantes. En este preciso momento es cuando el comisionado debe tener la habilidad, el conocimiento y la destreza para el manejo de las funciones de policía judicial, ya que puede acudir a los organismos de seguridad del Estado o a las instituciones con facultades de policía judicial, distintas a la Contraloría de Bogotá D.C., para que le presten el apoyo requerido. 

Incautación de papeles, libros, documentos o cualquier otro texto informático o magnético. En estos eventos los comisionados deben tener la capacidad para adelantar la diligencia personalmente y recuperar o recaudar, en forma adecuada, la prueba que se requiere.

En los casos relacionados con documentos de papel, o cualquiera otro tangible se deben seguir los preceptos del Código de Procedimiento Civil sobre el medio de prueba documental, identificación, reconocimiento, registro y embalaje del medio prueba.

En cuanto a los documentos intangibles como los medios informáticos, que se encuentran en instrumentos cibernéticos, es importante entender que deben recolectarse por medio de copias que un Ingeniero de Sistemas o Tecnólogo experto en la materia puedan realizar. En caso de extrema urgencia y ante la reserva indebida presentada por la entidad investigada se debe proceder a una vigilancia especial mientras se presenta el experto en sistemas e informática.

Un ejemplo para asegurar la prueba de carácter informático sería el siguiente:

Al llegar los comisionados a la entidad investigada o auditada necesariamente tendrán que ir a verificar los archivos en la base de datos o también que exista, en el evento de requerir algunos archivos o todos los registrados hasta el momento, un Ingeniero de Sistemas o Tecnólogo en sistemas podría efectuar una copia completa, en el mismo también con una contraseña especial de tal manera que sólo los responsables de Indagación Preliminar o Proceso de Responsabilidad Fiscal pudieran tener acceso a esa copia especial.

Informe a la Fiscalía y Personería Distrital

En cumplimiento del artículo 21 de la Ley 610 de agosto 15 de 2000, cuando se advierta, en el curso y ejecución del Proceso de Responsabilidad Fiscal, la comisión de hechos punibles o faltas disciplinarias, el funcionario competente deberá dar aviso en forma inmediata a las autoridades correspondientes. En este entendido se elaborará por el competente y el superior que asignó competencia el informe del caso, acompañado, si es necesario, del material probatorio pertinente.

Resultado de la etapa probatoria (Investigación)

Una vez agotado el término otorgado al comisionado por el comitente, para adelantar las diligencias, en el cual se debió recaudar todo el material probatorio necesario para proferir decisión, se tomará la determinación de: archivar el proceso o dictar Auto de imputación de responsabilidad fiscal, según fuere el caso, mediante providencia debidamente motivada. La denominamos etapa probatoria, porque la actividad desplegada en este momento procesal se concentra exclusivamente en el recaudo del material probatorio, ya bien sea el decretado por el comisionado o el requerido por los posibles responsables y la compañía aseguradora.

Archivo del expediente 

Habrá lugar a tomar esta determinación cuando se pruebe, como lo contempla el artículo 42 de la Ley 610 de 2000, una de las siguientes causales o circunstancias:

El hecho no existió.

El hecho no es constitutivo de detrimento patrimonial al Estado.

El hecho no comporta el ejercicio de gestión fiscal.

Cuando se acredite el resarcimiento pleno del perjuicio al patrimonio del Estado.

Cuando se acredite la operancia de una causal excluyente de responsabilidad. 

Cuando se demuestre que la acción no podía iniciarse o proseguirse por haber operado el fenómeno de la caducidad o la prescripción de la misma. 

Al revisar las causales que dan lugar a proferir archivo del expediente en materia fiscal, excepto la primera, en la misma decisión debe contener la orden de su traslado a la Personería Distrital y a la Fiscalía General de Nación, ya que a pesar de no tener incidencia fiscal, sí amerita el conocimiento de estas instancias, porque en las mismas van implícitas conductas posiblemente irregulares, comprendidas en el Estatuto Penal o Código Único Disciplinario.

El archivo por pago, reposición o resarcimiento al erario del posible responsable fiscal, se hará efectivo previa aceptación de la entidad perjudicada, allegando al proceso la documentación que acredite el resarcimiento.

Reiteramos, así el Estado no haya sufrido daño fiscal, si de los hechos investigados se evidencian infracciones disciplinarias, penales o de otra naturaleza, el funcionario dará traslado a la autoridad competente.

En esta decisión puede existir la eventualidad de procedencia de la misma respecto del posible implicado, pero a pesar de emitirse en este sentido, las diligencias se deben dirigir al establecimiento de vinculación de otros sujetos en caso de estar plenamente demostrado el daño al patrimonio.

Auto de Imputación de Responsabilidad Fiscal 

Igualmente, la culminación de la etapa probatoria puede conducir a proferir Auto de Imputación de Responsabilidad Fiscal, cuando esté plenamente demostrado el daño o detrimento patrimonial al Estado, por medio del acervo probatorio que compruebe la responsabilidad fiscal de los implicados (Ley 610 de 2000, artículo 48).

Requisitos para proferirlo

Para proferir el Auto de imputación se deben cumplir las siguientes condiciones:

La competencia del funcionario (fundamentos de derecho).

La demostración objetiva o plena del daño o detrimento al patrimonio económico del Estado.

Indicación y valoración de las pruebas recaudadas.

La identificación plena de los presuntos responsables, de la entidad afectada y de la compañía aseguradora, del número de póliza y valor asegurado.

La acreditación de los elementos constitutivos de responsabilidad fiscal (conducta, daño y nexo de causalidad entre daño y conducta) y la determinación de la cuantía del daño al patrimonio del Estado.

Notificación del Auto de Imputación 

Establece el artículo 49 de la Ley 610 de 2000, que el Auto de Imputación de Responsabilidad Fiscal se notificará a los presuntos responsables o a sus apoderados, si los tuviere, y a la Compañía Aseguradora, si la hubiere, en la forma y términos establecidos en el Código Contencioso Administrativo en sus artículos 44 y 45. Si la providencia no se hubiere podido notificar personalmente a los implicados que no estén representados por apoderado, surtida la notificación por edicto se les designará apoderado de oficio, con quien se continuará el trámite del proceso.

Forma y términos de las notificaciones

La ley ordena, como ya quedó consignado, que la notificación se efectuará conforme a los artículos 44 y siguientes del Código Contencioso Administrativo, en forma personal o, en su defecto, mediante edicto.

Notificación Personal

Para llevar acabo la notificación personal se deben agotar los medios expeditos que se tengan al alcance, previa citación. Como quiera que se trata de un acto administrativo de trámite y escrito, los procedimientos propios para su conocimiento, igualmente, deben quedar contenidos en documento idóneo que pruebe, dentro del expediente, su agotamiento.

De no ser posible, una vez surtidos los medios anteriores, se enviará por correo certificado la citación a la última dirección conocida, en la que se indicará al (los) presunto(s) responsable(s) que cuenta con un término de cinco (5) días, contados a partir del envío de la misma para comparecer a la diligencia de notificación personal.

Al hacer la notificación personal se entregará al notificado copia íntegra, auténtica y gratuita del Auto de Imputación de Responsabilidad Fiscal.

Notificación por Edicto

De no poderse surtir la notificación personal, dentro de los cinco días siguientes al envío de la citación, se procederá a fijar el edicto en un lugar público del Despacho, incluyendo la parte resolutiva del Auto de Imputación de Responsabilidad Fiscal, por un término de diez días, dejando expresa constancia de la fijación y la desfijación del mismo.

Cuando la providencia no se hubiere podido notificar personalmente a los implicados que no estén representados por apoderado, surtida la notificación por edicto se les designará apoderado de oficio, con quien se continuará el trámite del proceso.

Notificación a personas privadas de la libertad

En los eventos que el (los) implicado(s) se halle(n) privado(s) de la libertad, en lugar diferente de aquel en que se adelante el Proceso Responsabilidad Fiscal, se comisionará a la autoridad encargada del establecimiento carcelario para que haga la respectiva notificación (Código de Procedimiento Penal, artículo 183, Notificación por funcionario comisionado).

Notificación por Conducta Concluyente

De haberse enviado la citación sin que el presunto responsable se haya notificado personalmente o por edicto, y se haga presente aportando algún documento alusivo a la decisión, dándose por suficientemente enterado, convenga en ella o utilice en tiempo los recursos legales, se tendrá por notificado por conducta concluyente (Código Contencioso Administrativo, artículo 48 y Código Procedimiento Civil, artículo 330).

Importancia de la Notificación

Sobre la importancia de la notificación, la Honorable Corte Constitucional, mediante Sentencia T–099 del 3 de marzo de 1995, Sala Quinta de Revisión y con ponencia del doctor José Gregorio Hernández Galindo, manifestó:

La falta probada de notificación, en especial la de aquellos actos o providencias que tocan derechos de quienes participan en el proceso o actuación, repercute necesariamente en las posibilidades de defensa de tales personas y perturba en alto grado el curso normal de los procedimientos, dando lugar por ello en algunos casos a la nulidad de lo actuado, y en otros, a la ineficacia o carencia de efectos jurídicos de los actos que ha debido ser materia de la notificación. Todo depende de las normas legales aplicables, según la clase de trámite.

Vinculación del Garante. Intervención de la compañía aseguradora

La Ley 610 de 2000 en el artículo 44 dispuso que cuando el presunto responsable, el bien o contrato sobre el cual recaiga el objeto del proceso, se encuentren amparados por una póliza o garantía, se vinculará al proceso a la compañía de seguros o entidad que lo haya expedido, en calidad de tercero civilmente responsable, en cuya virtud tendrá los mismos derechos y facultades del principal implicado.

La vinculación se surtirá mediante la comunicación, al representante legal o al apoderado designado por este, del Auto de Apertura del proceso, con la indicación del motivo de procedencia de aquella.

En este acápite es preciso resaltar que la intervención de la compañía aseguradora en el proceso debe ir únicamente dirigida a la defensa de sus intereses, que se originan en el contrato de seguro, y no a las conductas asumidas por los presuntos responsables; de ahí que cualquier actuación enfocada sobre éste último evento debe ser inadmitida y rechazada por improcedente. La notificación que se efectúa a la compañía garante debe tener como fundamento que la póliza haya garantizado al(los) responsable(s) y que esté cubriendo el evento objeto del detrimento.

A las compañías aseguradoras les asiste el derecho de conocer las providencias que se profieran por parte de la entidad competente, en razón a su calidad de garantes de funcionarios públicos y de terceros que manejen, custodien o administren bienes o dineros del Estado, cuya gestión haya sido objeto de observación. De no ser así, la compañía aseguradora vendría a conocer de la responsabilidad de su asegurado cuando ya se hubiere proferido el fallo con responsabilidad fiscal, en el evento de llegarse a esta determinación.

La póliza de seguros constituye título ejecutivo cuando haya sido integrada al fallo con responsabilidad fiscal, de conformidad con el artículo 58 de la Ley 610 de 2000. Lo que quiere decir, que el órgano de control, mediante el proceso de jurisdicción coactiva, puede cobrar los créditos fiscales que nacen de los alcances líquidos contenidos en los títulos ejecutivos a que se refiere el numeral 3 del artículo 92 de la Ley 42 de 1993.

Sin perjuicio de lo anterior, es claro que la administración puede antes, durante y después del Proceso Responsabilidad Fiscal, tomar las medidas pertinentes que den lugar a la declaratoria del siniestro y efectuar la respectiva reclamación ante la compañía aseguradora. 

La ley da a la aseguradora la capacidad para intervenir dentro del Proceso Responsabilidad Fiscal, toda vez que es ella la que protege, garantiza y cubre el riesgo que se deriva de la presunta responsabilidad fiscal del funcionario público contratista o particular.

Traslado. Disposición del expediente a las partes (descargos)

Surtida la notificación personal o desfijado el edicto del Auto de Imputación de Responsabilidad Fiscal (a partir del día siguiente de surtido uno de los dos trámites), los responsables fiscales dispondrán de diez (10) días hábiles para presentar los argumentos de su defensa frente a las imputaciones efectuadas en el Auto y solicitar y aportar las pruebas que se pretendan hacer valer. Durante el término aludido, el expediente permanecerá a disposición del interesado en la Secretaría del correspondiente Despacho.

Período probatorio

Vencido el término de los diez (10) días hábiles del traslado, el funcionario competente ordenará mediante Auto la práctica de las pruebas solicitadas o decretará de oficio las que considere pertinentes y conducentes, y negará aquellas que no lo sean.

Este Auto debe determinar el tiempo para la práctica de pruebas que no excederá de 30 días. Este término se comenzará a contar desde la ejecutoria del Auto que decrete las pruebas.

El Auto que decrete o rechace las pruebas deberá notificarse por estado al día siguiente de su expedición.

Recursos de ley contra el Auto que niega la práctica de pruebas

Contra el Auto que rechace o niegue la solicitud de práctica de pruebas procederán los recursos de reposición y apelación; esta última se concederá en el efecto diferido. 

Los recursos deberán interponerse dentro de los cinco días siguientes a su notificación, en la forma prevista en el Código Contencioso Administrativo.

El Recurso de Reposición, como regla general, según establece el Código Contencioso Administrativo, es del conocimiento del funcionario asignado que adelanta el Proceso de Responsabilidad Fiscal y el de apelación del funcionario superior que asignó la competencia, acorde con lo dispuesto en el artículo 3° de la Resolución Reglamentaria 012 de 2001. Este recurso se puede interponer directamente y en subsidio el de apelación. 

Apelación

Cuando se niega la práctica de todas las pruebas solicitadas, se concede el recurso de apelación en el efecto suspensivo, mediante Auto y se envía el expediente al superior. En el evento de que la negativa sea parcial se concederá en el efecto diferido y continuará el inferior o comisionado practicando las pruebas que no fueron objeto de apelación.

Terminación del proceso. Fallo. Decisión de fondo.

Término para fallar

Vencido el término otorgado para la práctica de pruebas, el comisionado elaborará y expedirá el respectivo fallo dentro del término de treinta (30) días.

Dicho término se dividirá así: De ocho (8) a quince (15) días para proyectar el fallo por el competente, dependiendo de la complejidad del proceso; y de ocho (8) a quince (15) días para revisión por el funcionario Coordinador Orientador.

El fallo o decisión de fondo o de terminación del Proceso de Responsabilidad Fiscal es el acto administrativo que, como su nombre lo indica, pone fin al proceso, el cual contiene una de las dos determinaciones: con responsabilidad fiscal o sin responsabilidad fiscal; decisión que es resultado de lo debatido y probado dentro del proceso.

Se proferirá fallo con responsabilidad fiscal cuando en el proceso obre prueba que conduzca a la certeza de la existencia del daño al patrimonio público y de su cuantificación, de la individualización y actuación, cuando menos con culpa leve, del gestor fiscal y de la relación de causalidad entre el comportamiento del agente y el daño causado al erario, y como consecuencia se establezca la obligación de pagar una suma líquida de dinero a cargo del responsable.

Determinación del daño emergente

En el fallo con responsabilidad fiscal la cuantía del daño se debe actualizar al valor presente al momento de la decisión, según los índices de precios al consumidor certificados por el Dane para los periodos correspondientes (Ley 610 de 2000, artículo 53).

Según reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado, entre otras la Sentencia del 7 de marzo de 1991, expediente 820; consulta 732 del 3 de octubre de 1995 y concepto 941 del 19 de diciembre de 1996, las Contralorías son competentes para deducir el daño emergente, entendido éste como el equivalente al valor de reposición de los fondos o bienes objeto del alcance determinado en el fallo con responsabilidad fiscal.

El daño emergente se determina con la siguiente fórmula:





VP = VH
   IPCF

 



   IPCI

donde:

VP =Valor a actualizar.

VH =Valor histórico, es decir, valor del bien o fondos en el momento de los hechos. 

Ipcf =Índice de precios al consumidor, certificados por el Dane, al momento de proferir el fallo con responsabilidad. 

Ipci =Índice de precios al consumidor, certificados por el Dane cuando ocurrieron los hechos.

Ejemplo: suponiendo que el faltante de fondos públicos es de $2.000.000, que los hechos sucedieron en abril de 1997 y se va a fallar en mayo de 1998. El Dane certifica que para abril de 1997 el IPC era de 626.09 y para mayo de 1998 el IPC era de 767.82, entonces

VH= $2.000.000; Ipcf= 767.82; Ipci= 626.09

Entonces, VP=
$2.000.000 x
767.82
















             626.09

y VP = $2.000.000 x 1.23 = $2.460.000

Total Responsabilidad Fiscal = $2.460.000.
Notificación del Fallo

El fallo se debe notificar en la forma y términos que establecen los artículos 44 y siguientes del Código Contencioso Administrativo; y bien sea en forma personal o mediante edicto, a los implicados, sus apoderados y a la compañía aseguradora. 

Recursos 

Contra el Fallo con Responsabilidad Fiscal proceden los recursos establecidos en el Código Contencioso Administrativo; el de reposición será conocido por el funcionario que emitió el fallo y el de apelación que se concede en el efecto suspensivo lo conocerá el superior jerárquico o funcional, como lo dispone la Resolución Reglamentaria 012 de junio 12 de 2001.

En este acápite es importante reseñar que el artículo 57 de la Ley 610 de 2000, establece un término de veinte (20) días hábiles para que el funcionario de segunda instancia decida sobre la apelación y, además, el mismo cuenta con diez (10) días hábiles para la práctica de las pruebas, en el evento que se requiera.

Ejecutoria del fallo

Según el artículo 56 de la Ley 610 de agosto de 2000, las providencias quedaran ejecutoriadas: 

Cuando contra ellas no proceda ningún recurso (para el caso en estudio no aplica).

Cinco (5) días hábiles después de la última notificación, cuando no se interpongan recursos o se renuncie expresamente a ellos.

Cuando los recursos interpuestos se hayan decidido.

La firmeza de los actos administrativos es indispensable para la ejecución de ellos, aún contra la voluntad de los responsables fiscales y de la compañía aseguradora. Constituye causal de mala conducta del funcionario ejecutar un acto administrativo que no esté en firme.

No obstante, en caso de que se pida aclaración o complementación de una providencia, su firmeza sólo se producirá una vez ejecutoriada la que la resuelva.

Grado de consulta 
La Ley 610 de 2000, artículo 18, estableció el grado de consulta en defensa del interés publico, del ordenamiento jurídico y de los derechos y garantías fundamentales cuando se dicte Auto de archivo, el fallo sea sin responsabilidad fiscal o cuando el fallo sea con responsabilidad fiscal y el responsabilizado hubiese estado representado por un apoderado de oficio.

El funcionario que haya proferido la decisión previa verificación deberá enviar el expediente, dentro de los tres (3) días siguientes, a su superior funcional o jerárquico, como lo dispone la Resolución Reglamentaria 012 de 2001.

Si transcurrido un mes de recibido el expediente por el superior no se hubiere proferido la respectiva providencia, quedará en firme el fallo o Auto materia de la consulta, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria del funcionario moroso. Es de anotar que en este último evento, previsto por la Ley, el superior jerárquico o funcional podrá, en una misma providencia, decidir la consulta y la apelación que interponga el apoderado de oficio.

En este sentido, mediante el Memorando 50000 - 290 del 3 de Mayo de 2002, expedido por el Jefe de la Oficina asesora Jurídica y el Director Técnico de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, se fijó posición institucional sobre el Grado de Consulta en el Proceso de Responsabilidad Fiscal.

Organización y copias del expediente
El expediente y las copias necesarias del Proceso Responsabilidad Fiscal deberán ser legajados y foliados en su totalidad en forma numérica y no alfabética, en orden cronológico y en el de su recepción o recaudo, dentro del proceso, es decir en sentido de izquierda a derecha (como las manecillas del reloj).

En la organización del expediente se agregarán los documentos en el orden de llegada, conformando cuadernos de máximo 200 folios, debidamente numerados en orden consecutivo ascendente y sin interrupción.

Cuando el antecedente es un Hallazgo Fiscal, el expediente se conformará así: primero el Auto de Asignación de Competencia, luego el Memorando con que fue remitido por el Director de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva (cuando esta dependencia no sea la competente para adelantar el proceso); posteriormente el Memorando con el que la Dirección Sectorial de Fiscalización remitió el Hallazgo Fiscal; a continuación se agregará el Formato de Hallazgo Fiscal; seguidamente se agregarán los soportes del Hallazgo; acto seguido se agregará el Auto de Apertura del Proceso de Responsabilidad Fiscal; y, a continuación se agregarán los documentos producidos y/o que se aporten, en la fecha de su producción o agregación, debiéndose mantener actualizada la foliación.

Cuando el antecedente es una Indagación Preliminar, el expediente se conformará así: Inicia con la Indagación Preliminar en la forma como sea recibida (respetando el número de cuadernos, legajos,  folios y anexos que la conforman); luego se legajará  Memorando con el cual fue remitida a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, por el Grupo Especial  de Indagaciones Preliminares o por la Dirección Sectorial de Fiscalización; posteriormente se agrega el Memorando con el que la envía el Director de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva (cuando el proceso no sea de su competencia); a continuación se agrega el Auto de Convalidación  de la Indagación Preliminar; acto seguido se agrega el Auto de Asignación  de Competencia; seguidamente se agrega el Auto de Apertura del Proceso de Responsabilidad Fiscal; y, a continuación se agregarán los documentos producidos y/o que se aporten, en la fecha de su producción o agregación, debiéndose mantener actualizada la foliación.

Expedición de copias
De conformidad con el artículo 29 del Decreto Ley 2150 de 1995, al señalar que todos los actos administrativos a través de las cuales se exprese la administración por escrito, deberán adelantarse en original y un máximo de dos (2) copias. En tal sentido, se recomienda en aplicación de esta norma y por razones de seguridad y conservación del expediente original, la conformación de una (1) copia del mismo para las actuaciones que la Ley 610 de 2000 ordena y su especial para el acceso al mismo de los interesados.

Cuando en el transcurso de la Indagación o Proceso de Responsabilidad Fiscal los sujetos procesales soliciten copias de piezas procesales o del expediente, los comisionados deberán autorizarlas mediante Auto en el que condicionen la entrega al compromiso de mantenerse la reserva. Igual procedimiento se podrá surtir con respecto a la autoridad competente que los requiera para que obre en asuntos judiciales, disciplinarios o administrativos. 

Las actuaciones adelantadas durante la Indagación Preliminar y El Proceso de Responsabilidad Fiscal son reservadas hasta la culminación de la etapa probatoria principal propiamente dicha, conforme a lo dispuesto por el artículo 20 de la Ley 610 de 2000. En consecuencia, hasta cuando no concluya esta etapa el proceso está prohibido el suministro de piezas procesales o el expediente, salvo que quien las solicite esté acreditado en las dos excepciones ya anotadas. 

Al respecto, dijo la Corte Constitucional lo siguiente:

"En este punto, es menester resaltar que de acuerdo con los lineamientos trazados por la jurisprudencia y la doctrina, la reserva del sumario en los procesos de responsabilidad se extiende hasta el vencimiento del período probatorio, como un mecanismo de protección a la presunción de inocencia que ampara al procesado"(Corte Constitucional. Sentencia C-477 de 2001. M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra).

Unidad Procesal y Conexidad 
(Ley 610 de 2000, artículo 14)
Por cada hecho generador de responsabilidad fiscal se adelantará una sola actuación procesal, cualquiera sea el número de implicados. Si se estuviere adelantando más de una actuación por el mismo asunto, se dispondrá, mediante Auto de trámite, la agregación de las diligencias a aquellas que se encuentren más adelantadas.

Los hechos conexos se investigarán y decidirán conjuntamente.

Traslado del Fallo con Responsabilidad Fiscal
Una vez se encuentre en firme el Fallo con Responsabilidad Fiscal se procederá a surtir los siguientes traslados:

Corresponde a la dependencia de conocimiento en primera instancia, una vez ejecutoriado y en firme el Fallo con Responsabilidad Fiscal, a través de la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, reportar a la Contraloría Delegada para Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría General de República, la siguiente información para su inclusión en el Boletín de Responsables Fiscales: 

Número, fecha y cuantía del Fallo con responsabilidad fiscal. 

Nombre del (los) responsable(s) fiscal(es). 

Cédula de Ciudadanía del (los) responsable(s). 

Identificación de la entidad afectada. 

(Ver Resolución Orgánica N 05149 de octubre 26 de 2000 de la Contraloría General de la República).

Cuando la decisión que se profiera no sea la de Fallo con Responsabilidad Fiscal, pero dentro del proceso se establezca que se dieron las causales para el inicio del Proceso Administrativo Sancionatorio Fiscal, se compulsarán copias de lo pertinente al Director Técnico Sectorial de Fiscalización, para lo de su competencia en esta materia. 

Cuando el Fallo con Responsabilidad Fiscal sea contra un contratista, se solicitará a la autoridad administrativa correspondiente la imposición de la sanción respectiva. Para estos efectos la sanción será causal de Caducidad del contrato, siempre que no haya expirado el plazo para su ejecución y no se encuentre liquidado (Ley 610 de 2000, artículo 61). Igualmente, se comunicará a la Cámara de Comercio respectiva, para lo de su competencia, en lo referente al registro de proponentes. 

Traslado del Fallo con Responsabilidad a la Subdirección de Jurisdicción Coactiva, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes, acompañado del acto administrativo que resuelve los recursos interpuestos, con sus respectivas notificaciones y constancia de ejecutoria; si dentro de los diez (10) días siguientes no se ha acreditado su pago. 

Consecuencias del Fallo con Responsabilidad Fiscal 
Las consecuencias del fallo con responsabilidad fiscal son dos:

El fallo se constituye en el Título que presta mérito ejecutivo con el que se hará efectiva la obligación ante la Jurisdicción Coactiva, ejercida por el órgano de control. 

Como consecuencia del fallo con responsabilidad fiscal los responsables deben ser incluidos, con sus nombres, apellidos y número de identificación, en el Boletín Trimestral de Responsables Fiscales, elaborado por la Contraloría General de la República por lo que no podrán ser posesionados en ningún cargo público, o actuar como contratistas o interventores del Estado.

Al respecto, mediante la Circular No. 000117 del 8 de enero de 2002, se dispuso que los servidores públicos y particulares que manejen bienes o fondos del Distrito Capital "deberán   abstenerse de expedir el Certificado de Antecedentes Fiscales expedido por la Contraloría de Bogotá para efectos de nombramiento, posesión o celebrar cualquier tipo de contrato con la Administración Distrital".  

Instituciones Procesales que se pueden presentar en el desarrollo del Proceso
(Ley 610 artículos 13 y s.s)
Suspensión de Términos

El cómputo de términos se suspenderá en los eventos de fuerza mayor o caso fortuito, o por la tramitación de una declaración de impedimento o recusación.

Tanto la suspensión como la reanudación de los términos se ordena mediante Auto de trámite, debidamente motivada en una de las razones antes expuestas, que se notificará por estado al día siguiente y contra el cual no procede recurso alguno.

Acumulación de procesos

El artículo 15 de la Ley 610 de agosto de 2000 contempló que habrá lugar a la acumulación de proceso a partir del Auto de imputación de responsabilidad fiscal, siempre que no se haya proferido fallo de primera instancia, de oficio o a solicitud del sujeto procesal, cuando contra una misma persona se estuvieren adelantando dos o más procesos, aunque en ellos figuren otros implicados y siempre que se trate de la misma entidad afectada, o cuando se trate de dos o más procesos por hechos conexos que no se hubieren investigado conjuntamente.

Contra la decisión de negar la acumulación procede el recurso de reposición, el que será resuelto por el funcionario comisionado.

Cesación de la Acción Fiscal 

En cualquier estado de la Indagación Preliminar o del Proceso de Responsabilidad Fiscal, procederá el archivo del expediente en los siguientes casos:

Cuando se establezca que la acción fiscal no podía iniciarse o proseguirse por haber operado la caducidad o la prescripción, es este último evento procede la cesación estando en curso únicamente el Proceso de Responsabilidad Fiscal. 

Si se demuestra que el hecho no existió o que no es constitutivo de daño patrimonial al Estado o no comporta el ejercicio de gestión fiscal. 

Cuando se acredite la operancia de una causal eximente de responsabilidad fiscal. 

Si se demuestra que el daño investigado ha sido resarcido totalmente. 

Nulidades 

Según la doctrina y la jurisprudencia, la nulidad ha sido entendida como un mecanismo extremo al cual debe recurrir el funcionario para subsanar irregularidades o vicios, cuya magnitud y trascendencia sean tales que desquicien el proceso en su estructura o echen por tierra las garantías fundamentales, en forma irreparable.

En otras palabras, ha dicho reiteradamente la doctrina que las nulidades sólo pueden decretarse por excepción y no es cualquier irregularidad la que conduce fatalmente a determinarlas. Su odioso potencial invalidatorio únicamente puede ser reconocido ante aquellos vicios sustanciales e insubsanables, que hayan perjudicado severamente un alto interés legítimo de algún sujeto procesal o del Estado y que no puedan ser remediados por otra vía.

Es de advertir que las nulidades procesales o adjetivas no pueden confundirse con las de carácter sustantivo, reguladas unas por el Código Civil en el Título XX del Libro IV, y otras por el Código Contencioso Administrativo, en sus artículos 84 y siguientes, por cuanto las procesales se refieren única y exclusivamente a las irregularidades cometidas durante el trámite del proceso judicial, y las sustantivas por su aspecto civil, a la falta de alguno de los requisitos que la ley ha prescrito para el valor del mismo acto o contrato según su especie y la calidad o estado de las partes, y por el lado administrativo, a la expedición del acto de la administración, bien por fuera de la competencia, en forma irregular, con desconocimiento del derecho de audiencias y defensa, entre otros.

El soporte constitucional de la nulidad procesal lo constituye el artículo 29 referido a la garantía del debido proceso y se establecen en la Ley 610 de agosto de 2000, artículos 36 y s.s. 

Causales de nulidad (Ley 610 de 2000 artículo 36)

Las causales de nulidad son:

a) La incompetencia del funcionario para conocer y fallar (por razón del factor territorial y por razón de algunos sujetos procesales dada la investidura del servidor público).

b) La violación del derecho de defensa (no se le comunica el Auto de apertura del Proceso Responsabilidad Fiscal ni se le da oportunidad de ejercer el derecho de contradicción o no se nombra apoderado de oficio cuando no apareciere el presunto responsable).

c) La comprobada existencia de irregularidades sustanciales que afectan el debido proceso (notificaciones indebidas, por ejemplo).

Declaratoria de oficio

Cuando el funcionario advierta que existe alguna de las causales previstas en el numeral anterior, decretará la nulidad, que puede ser total o parcial de lo actuado, desde el momento en que se hubiese presentado y ordenará que se reponga la actuación para subsanarla. Las pruebas practicadas legalmente conservarán su plena validez.

Solicitud de nulidad

Los interesados podrán solicitar que sea declarada la nulidad, hasta antes de proferirse el fallo definitivo. Para tal efecto, en la solicitud deberá invocarse la causal y las razones en que se funda. Únicamente se podrá interponer otra solicitud de nulidad por causal diferente o por hechos posteriores.

Principios que orientan la declaratoria de las nulidades y su convalidación

No se declarará la invalidez de un acto cuando cumpla la finalidad para la que estaba destinado, siempre que no se viole el derecho a la defensa.

Quien alegue la nulidad debe demostrar que la irregularidad sustancial afecta garantías de los sujetos procesales, o desconoce las bases fundamentales de la instrucción y el juzgamiento.

No puede invocar la nulidad el sujeto procesal que haya coadyuvado, con su conducta, a la ejecución del acto irregular, salvo que se trate de la falta de defensa técnica.

Los actos irregulares pueden convalidarse con el consentimiento del perjudicado, siempre que se observen las garantías constitucionales.

Sólo puede decretarse cuando no exista otro medio procesal para subsanar la irregularidad sustancial.

Efectos de la nulidad declarada

La nulidad sólo comprenderá la actuación posterior al motivo que la produjo y que resulte afectada por éste. Sin embargo, la prueba practicada dentro de dicha actuación conservará su validez y tendrá eficacia con respecto a quienes tuvieron oportunidad de contradecirla. El Auto que declare una nulidad indicará la actuación que debe renovarse.

Decisión

Las nulidades deberán ser suscritas por el profesional comisionado y deberán ser resueltas mediante Auto motivado.

Recursos

Contra los Autos que decidan las nulidades procederán los recursos de reposición y apelación, conforme a lo descrito anteriormente. Aclarando que la apelación se concede en el efecto suspensivo cuando no fuere posible adelantar el trámite de la instancia. El que decrete la nulidad de una parte del proceso, que no impida la continuación del trámite de la instancia, lo será en el efecto diferido.

Revocatoria directa 

En primer lugar, debe advertirse que revocatoria significa el retiro de un acto válido, acto que ingresó al mundo jurídico con la completa aptitud para producir los efectos queridos por el agente y garantizados por la norma, es decir, que procede cuando el acto se encuentra ejecutoriado, siempre y cuando se den las causales contempladas en el Código Contencioso Administrativo.

La Revocatoria Directa, contemplada en los artículos 69 a 74 del Código Contencioso Administrativo, es la que permite al afectado el restablecimiento del derecho en cualquier tiempo, o a la Administración para que mantenga el respeto al ordenamiento jurídico o a los intereses generales de la colectividad. No es una opción de agotamiento de la vía gubernativa.

Causales de revocatoria

Son hechos que ameritan la revocatoria los siguientes:

Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o la ley. 

Cuando no estén conforme con el interés público o social o atenten contra él. 

Cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona. 

Trámite de la revocatoria

La revocatoria podrá hacerla el mismo funcionario que expidió el acto o su superior jerárquico (artículo 69 del Código Contencioso Administrativo). 

Procederá la revocatoria de oficio o a petición de parte interesada (artículo 69 del Código Contencioso Administrativo). 

No podrá pedirse la revocatoria de actos frente a los cuales el peticionario haya ejercido los recursos de vía gubernativa (artículo 70 del Código Contencioso Administrativo). 

La revocatoria podrá cumplirse en cualquier tiempo, hasta antes de que la jurisdicción administrativa admita la demanda de impugnación contra dicho acto (artículo 71). 

Ni la petición de revocatoria, ni la decisión que sobre ella recaiga revivirán los términos legales para el ejercicio de las acciones, ni darán lugar a la aplicación del silencio administrativo (artículo 72). 

La revocatoria no es opción de agotamiento de la vía gubernativa.

Si la decisión de revocatoria contiene puntos nuevos, en este extremo será tratada como un acto administrativo diferente para efecto de sus controles de legalidad (gubernativo y jurisdiccional).

Impedimentos y recusaciones 

Causales de impedimento

Los funcionarios comisionados o de conocimiento deberán declararse impedidos para conocer del proceso cuando exista con respecto a ellos cualquiera de las siguientes causales de impedimento, establecidas en el artículo 30 del Código Contencioso Administrativo, artículo 150 del CPC y artículo 103 de CPP.

Haber hecho parte de lista de candidatos a cuerpos colegiados de elección popular inscritas o integradas, también, por el interesado. 

Haber sido recomendado por él para llegar al cargo que ocupa el funcionario o haber sido designado por éste, como referencia, con el mismo fin. 

Además, las siguientes que contempla el Código de Procedimiento Civil:

Que el funcionario, su cónyuge o compañero permanente, o algún pariente suyo, dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, tenga interés en el proceso. 

Que el funcionario sea acreedor o deudor de alguno de los sujetos procesales, de su cónyuge o compañero permanente o algún pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 

Que el funcionario, su cónyuge o compañero permanente, sea pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, del apoderado o defensor de alguno de los sujetos procesales. 

Que el funcionario haya sido apoderado o defensor de alguno de los sujetos procesales, sea o haya sido contraparte de cualquiera de ellos, o haya dado consejo o manifestado su opinión sobre el asunto materia del proceso. 

Que exista amistad íntima o enemistad grave entre alguno de los sujetos procesales y el funcionario. 

Que el funcionario haya dictado la providencia cuya revisión se trata o hubiere participado dentro del proceso o sea cónyuge o compañero permanente, pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, del inferior que dictó la providencia que se va a revisar. 

Que el funcionario haya dejado vencer, sin actuar, los términos que la ley señale al efecto, a menos que la demora sea debidamente justificada. 

Que el funcionario, su cónyuge o compañero permanente, o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, sea socio de alguno de los sujetos procesales en sociedad colectiva, de responsabilidad limitada, en comandita simple o de hecho. 

Que el funcionario sea heredero o legatario de alguno de los sujetos procesales, o sea su cónyuge o compañero permanente, o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 

Que el funcionario haya estado vinculado legalmente a una investigación penal o disciplinaria en la que se le hayan formulado cargos, por denuncia instaurada antes de que se inicie el proceso, por alguno de los sujetos procesales. Si la denuncia fuere formulada con posterioridad a la iniciación del proceso procederá el impedimento cuando se vincule jurídicamente al funcionario. 

Recusación

Si el funcionario de conocimiento en quien concurra causal de impedimento no la declarare, cualquier sujeto procesal podrá recusarlo.

La recusación se propondrá por escrito ante el mismo funcionario que está conociendo el asunto, acompañado siempre de prueba y/o exponiendo los motivos que le sirven de fundamento.

La recusación admitida será causal de mala conducta del funcionario que debió declararse impedido, en concordancia con el Código de Procedimiento Penal artículo 108.

Procedimiento 

El funcionario impedido o recusado pasará el proceso a su superior jerárquico, según el caso, fundamentando y señalando la causal existente y si fuere posible aportará las pruebas pertinentes, para que el superior decida de plano si acepta el impedimento o la recusación, y en caso afirmativo, a quien ha de corresponder su conocimiento o quien habrá de sustituir al funcionario impedido o recusado (Ley 610 de 2000, artículo 35).

El proceso se suspenderá desde el momento mismo en que se manifieste el impedimento o sea presentada la recusación, hasta tanto se resuelvan definitivamente éstos, en concordancia con lo previsto en la Ley 610 de 2000, artículo 13.

Prescripción

La responsabilidad fiscal prescribirá en cinco (5) años, contados a partir del Auto de apertura del Proceso de Responsabilidad Fiscal, si dentro de dicho término no se ha dictado providencia en firme que la declare (fallo).

La prescripción no impedirá que, cuando se trate de hechos punibles, las Contralorías inicien la acción civil respectiva. (ver Anexo 20, Libro IV, Doctrina Fiscal, Oficina Jurídica, CGR).

Caducidad 

Como quiera que bajo el imperio de la Ley 42 de 1993, no se estableció un término perentorio, para que operara el fenómeno jurídico de la caducidad, por vía jurisprudencial y de acuerdo con la remisión expresa ordenada en el artículo 89 de la misma normatividad, se acudió por analogía y se fijó el término de dos años, de conformidad con el término previsto en el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, contados a partir de la ocurrencia de los hechos (sentencia 973 de 1999 de la Corte Constitucional), y mediante providencia que resolvió el incidente de nulidad de la misma sentencia, se clarificó que el término también debía contarse a partir del fenecimiento ya esbozado.

Vistas así las cosas, al analizar el artículo 9 de la nueva Ley, se fija en cinco (5) años la caducidad de la acción fiscal contados a partir de la ocurrencia del hecho generador; para los hechos instantáneos desde el día de su realización y para los hechos complejos, de carácter permanente o continuados, el término se cuenta desde el último hecho o acto.

Apoderado de Oficio 

La Ley 42 de 1993, en su artículo 80, previó el nombramiento de Apoderado de Oficio, sólo en el evento de no poderse notificar personalmente el Auto de Apertura del Juicio, pues en caso de lograrse ésta, se eximía al Órgano de Control Fiscal Superior de la obligatoriedad de designar un apoderado de oficio.

Desde esta óptica consideramos que la Ley 610 de 2000 implementó un mecanismo garantista, al hacer obligatoria la designación de apoderado de oficio, en dos eventos: 1. si el implicado no puede ser localizado; y 2. o, habiendo sido citado, no comparece a rendir la versión (artículo 47).

Lo anterior significa que si el presunto implicado fue notificado personalmente debe ser escuchado en versión libre y espontánea, diligencia para la cual podrá (potestativamente) designar apoderado, pero podrá ejercer su legítimo derecho de defensa sin que previamente le sea designado apoderado.

Notificación por Estado 

En acatamiento a lo dispuesto por el artículo 66 de la Ley 610 de 2000, se estima que para efectos de notificación de la decisión o procedimientos diferentes al Auto de Apertura del Proceso, Fallo con Responsabilidad Fiscal e Imputación de Responsabilidad, tales como: impedimentos y recusaciones, traslado de peritaje, decisión de nulidad, cambio de radicación, decisión del recurso de reposición, entre otros, el medio adecuado para su publicidad a los interesados es la notificación por estado.

Igualmente, para efectos de la notificación de estos actos, por tratarse de procedimientos, nos remitimos al Código de Procedimiento Penal, de conformidad con su artículo 190, modificado por la Ley 81 de 1993, artículo 25, que establece:

Notificación Por Estado. ... se hará la notificación por estado, fijando por tres días contados a partir de la fecha en que se haya realizado la diligencia de citación, mediante telegrama dirigido a la dirección que aparezca registrada en el expediente. El estado se fijará por el término de un día en secretaría y se dejará constancia de la fijación y desfijación.

Concordante con la norma citada, el artículo 321 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el Decreto 2282 de 1989, artículo 1, numeral 150, contempla que la inserción en el estado deberá contener: el número del proceso, la indicación de los presuntos responsables fiscales, la fecha del estado y la firma del secretario.

El estado se fijará en un lugar visible de la secretaría y permanecerá allí durante las horas de trabajo del respectivo día.

De las notificaciones hechas por estado el secretario dejará testimonio con su firma al pie de la providencia.

De los estados se dejará un duplicado autorizado por el secretario; ambos ejemplares se coleccionarán por separado en orden riguroso de fechas, para su conservación en el archivo, y uno de ellos podrá ser examinado por las partes o sus apoderados bajo la vigilancia de aquel.

Transitoriedad de la Ley
El artículo 67 de la Ley 610 de agosto 15 de 2000 prevé que: "en los procesos de responsabilidad fiscal, que al entrar en vigencia la presente Ley, se hubiese proferido Auto de Apertura a Juicio Fiscal o que se encuentren en la etapa de juicio fiscal, continuarán su trámite hasta el Fallo definitivo de conformidad con el procedimiento regulado en la Ley 42 de 1993. En los demás procesos, el trámite se adecuará a lo previsto en la presente Ley".

Aquellos procesos en los que no se haya proferido Auto de cierre de investigación y orden de apertura de juicio fiscal, deberán ajustarse a la nueva ley (Ley 610 de 2000), pero las actuaciones o diligencias que ya estuvieren en curso, se regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación (si están decretadas unas pruebas deben practicarse, si se presentaron recursos deberán resolverse dentro de los parámetros establecidos en la Ley 42 de 1993 y la Resolución Reglamentaria N°. 035 de 1999).

Cumplido lo anterior, el procedimiento se ajustará a la Ley 610 de 2.000.

Es importante resaltar que: proferido el Auto de cierre de investigación y orden de apertura de juicio fiscal, el recurso que se llegare a impetrar se resolverá en forma inmediata; agotado este trámite y de acuerdo con lo consagrado en la Ley 42 de 1993 y la Resolución Reglamentaria 012 de junio 12 de 2001, se remitirá el expediente a la dependencia respectiva competente para el conocimiento del juicio fiscal. Ello en el entendido que dicha providencia fue emitida antes del 18 de agosto de 2000, fecha de publicación de la Ley 610 de 2000.

En este sentido, dijo la Corte Constitucional en la Sentencia C-619 de 2001. M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra, lo siguiente:

“El proceso de responsabilidad fiscal en la Ley 42 de 1993, y en la Ley 610 de 2000. Examen de los cargos por violación al derecho a la igualdad y al debido proceso. 

9. El inciso primero del artículo 67 de la Ley 610 de 2000, como se ha dicho anteriormente, dispone que al entrar en vigencia dicha Ley, aquellos procesos en que se hubiere proferido el auto de apertura a juicio fiscal continuarán rigiéndose por la Ley anterior, esto es por la 42 de 1993, al paso que aquellos otros en los que todavía no se hubiere proferido dicho auto o no estuvieren en la etapa de juicio fiscal, se regirán por las nuevas disposiciones. Es decir, respecto de los procesos que hubieren llegado a la fase del juicio fiscal, dispone la aplicación ultraactiva de la Ley 42 de 1993, y respecto de los que no hubieren llegado a tal etapa, la aplicación inmediata de la Ley 610 de 2000. El inciso segundo, no acusado, recoge la fórmula jurídica tradicional que acompasa la aplicación inmediata de la ley procesal, según la cual, “los términos que hubieren empezado a correr y las actuaciones y diligencias que ya estuvieren en curso, se regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación”. 

La fórmula anterior, establecida para regular los efectos en el tiempo del tránsito de legislación procesal, es reprochada por la demanda, aduciendo que desconoce los derechos de igualdad y de debido proceso. 

10. Por lo que tiene que ver con el cargo aducido por violación del derecho a la igualdad, la Corte aprecia lo siguiente: los dos extremos de la comparación, es decir los sujetos respecto de los cuales debe establecerse si se ha llevado a cabo un trato diferente, son de un lado aquellos sometidos a un procedimiento de responsabilidad fiscal que ya ha llegado a la fase de juicio y aquellos otros sujetos al mismo procedimiento, respecto de quienes no se ha llegado a tal etapa. Para determinar si el legislador ha desconocido el derecho de igualdad, es menester establecer si ambos se hallan en la misma situación de hecho, circunstancia que impondría un igual trato jurídico, y en caso afirmativo, estudiar si el trato desigual tiene un fundamento constitucionalmente válido. Para llevar a cabo este estudio, resulta necesario hacer una breve referencia al proceso de responsabilidad fiscal tal como lo regulaba la Ley 42 de 1993, y el mismo proceso como es estructurado por la Ley 610 de 2000. 

11. De manera general, del estudio del articulado de una y otra ley en lo referente al trámite del proceso de responsabilidad fiscal, como también de la lectura de los antecedentes de la Ley 610 de 2000 en el Congreso de la República, puede concluirse que la intención del legislador al producir el cambio normativo fue la de regular de manera más completa dicho procedimiento, a fin de facilitar el trámite de los procesos y evitar dilaciones injustificadas, pues se evidenciaba que la Ley 42 de 1993 dejaba vacíos en varios aspectos. Así mismo, existió también el propósito de recoger en fórmulas legales expresas algunos conceptos vertidos por la jurisprudencia de esta Corporación referentes principalmente a la naturaleza del proceso de responsabilidad fiscal, y a las garantías derivadas del derecho al debido proceso que deben asegurarse dentro del mismo. 

En ese sentido, recogiendo estos criterios el artículo 1° de la nueva Ley define el proceso de responsabilidad fiscal indicando que el mismo consiste en “el conjunto de actuaciones administrativas adelantadas por las Contralorías con el fin de determinar y establecer la responsabilidad de los servidores públicos y de los particulares, cuando en ejercicio de la función fiscal o con ocasión de ésta, causen por acción u omisión y en forma dolosa o culposa un daño al patrimonio del Estado.” Por su parte, artículo 4° de la nueva Ley establece que “el proceso de responsabilidad fiscal tiene por objeto el resarcimiento de los daños ocasionados al patrimonio público como consecuencia de la conducta dolosa o culposa de quienes realizan gestión fiscal, mediante el pago de una indemnización pecuniaria que compense el perjuicio sufrido por la respectiva entidad estatal.” Añade también que “la responsabilidad fiscal es autónoma e independiente y se entiende sin perjuicio de cualquier otra clase de responsabilidad.”

Estas precisiones resultan importantes, pues la definición de la naturaleza administrativa del proceso de responsabilidad fiscal significa que el fallo correspondiente puede ser demandado ante la jurisdicción contencioso administrativa. El artículo 59 de la nueva Ley corrobora lo anterior cuando indica que “solamente será demandable ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo el Acto Administrativo con el cual termina el proceso una vez se encuentre en firme.” Además, la limitación referente a que “sólo este Acto Administrativo” puede ser objeto de tal demanda, significó un avance legislativo tendiente a evitar maniobras dilatorias dentro del trámite del proceso, como al parecer venía ocurriendo. 

Por su parte el artículo 42, en garantía del derecho de defensa y acogiendo la jurisprudencia constitucional, indica que no es posible proferir auto de imputación de responsabilidad fiscal sin haber oído previamente al imputado. Con esto se garantiza que el presunto responsable tenga asegurado su derecho de defensa desde el inicio mismo del proceso de responsabilidad. 

Respecto de la referida intención que tuvo el legislador al expedir la nueva regulación, y de los cambios y avances que ella contiene en relación con la normatividad anterior, son elocuentes las siguientes palabras tomadas de la ponencia para segundo debate al proyecto correspondiente en el Senado de la República:

“Como pudo apreciarse en la exposición de los antecedentes legislativos, tanto el proyecto inicial como las diversas ponencias son reiterativas en señalar la necesidad de regular de manera integral el régimen de responsabilidad fiscal, estableciendo en forma clara y precisa las reglas de procedimiento para su determinación. Sin embargo, más allá del propósito laudable de suplir los vacíos y deficiencias de la actual regulación contenida en la Ley 42 de 1993,…existe una necesidad mayor: la de imprimirle identidad propia a la función fiscalizadora, de manera tal que la responsabilidad fiscal se consolide como una responsabilidad autónoma, con sus procedimientos propios e independiente de otros tipos de responsabilidad que existen en el ordenamiento jurídico. 

…

En este orden de ideas, la labor adelantada por la jurisprudencia de la Corte Constitucional en el sentido de delinear los límites y el ámbito de aplicación de la responsabilidad fiscal, debe ser enriquecida y sistematizada por el Congreso de la República. 

“…en efecto, no sólo por las deficiencias propias de la Ley 42, sino también por los incontables obstáculos que ha encontrado en la práctica, el proceso de responsabilidad fiscal no presenta un panorama alentador, por cuanto al constar su estructura de dos etapas (investigación y juicio fiscal) tiende a convertirse en un procedimiento dilatado, que le resta celeridad y eficacia; adicionalmente existe una preocupante incertidumbre jurídica en su desarrollo, ya que la Ley 42 no lo regula íntegramente sino que ante los posibles vacíos legales remite sin más a otros ordenamientos análogos, generándose así una verdadera colcha de retazos. … Pero esta necesidad de establecer un procedimiento autónomo para determinar la responsabilidad fiscal debe ser compatibilizada con necesidad de garantizar plenamente el debido proceso… Entre los cambios substanciales que proponemos, destacamos los siguientes:

Fusión de las etapas de investigación y juicio. De manera análoga a como ocurre en el proceso disciplinario cuya estructura es unitaria en el sentido de que un solo funcionario adelanta toda la actuación en instancia y esta se realiza con celeridad…

Garantías para el procesado… Se ha incorporado un verdadero catálogo de normas que garantizan su defensa (del procesado) como las que versan sobre impedimentos y recusaciones…las que regulan el decreto, la práctica y la controversia de las pruebas, entre otras…”[2]
12. Trámite del proceso de responsabilidad fiscal en la Ley 42 de 1993: De conformidad con lo dispuesto por la Ley 42 de 1993, el proceso de responsabilidad fiscal es aquel que adelantan los organismos de control competentes para determinar la responsabilidad fiscal. El mismo se inicia de oficio o a solicitud de parte, y comprende dos etapas: la investigación y el juicio fiscal. (art. 74). La primera es la etapa de instrucción, adelantada por los funcionarios investigadores de los organismos de control fiscal (Art. 77) y en ella se allegan y practican las pruebas que sirven de fundamento a las decisiones que se adopten dentro del proceso (Art. 75). Esta etapa se inicia con el auto de apertura de investigación, y se surte en un término de treinta días prorrogables hasta en otro tanto. En esta fase, los funcionarios investigadores pueden decretar medidas cautelares sobre los bienes del presunto responsable, y en general, para efectos de adelantar la investigación la ley les concede funciones de policía judicial. Vencido el plazo mencionado o su prórroga, se procede al archivo de expediente o a dictar auto de apertura a juicio fiscal. (art. 77) Este último, se notifica a los presuntos responsables y al asegurador si lo hubiere, en la forma y términos que establece el Código Contencioso Administrativo, y contra él sólo procede el recurso de reposición. Si el presunto responsable no comparece, se designa un apoderado de oficio para que lo represente dentro del juicio. 

Según lo dispuesto por el artículo 79 de la Ley en comento, “El juicio fiscal es la etapa del proceso que se adelanta con el objeto de definir y determinar la responsabilidad de las personas cuya gestión fiscal haya sido objeto de observación.” No obstante, durante esta fase la ley no regula expresamente un nuevo término probatorio ni de traslado para argumentar. Simplemente indica que “Terminado el proceso se declarará por providencia motivada el fallo respectivo, el cual puede dictarse con o sin responsabilidad fiscal”. (Art. 80) Este fallo presta mérito ejecutivo contra la persona encontrada responsable, y contra el proceden “los recursos y acciones de ley”, que no son mencionados expresamente. 

13. Trámite del proceso de responsabilidad fiscal en la Ley 610 de 2000: En relación con el trámite del proceso de responsabilidad fiscal, tal como es regulado por la Ley 610 de 2000, la Corte en reciente pronunciamiento contenido en la Sentencia C - 477 de 2001[3], resumió las etapas y actos que comprende de la siguiente forma: 

“De manera general, el conjunto de actuaciones reguladas por la Ley 610 de 2000 que conforman el proceso de responsabilidad fiscal, son las siguientes:

a. El proceso puede iniciarse de oficio por las propias contralorías, a solicitud de las entidades vigiladas, o por denuncias o quejas presentadas por cualquier persona u organización ciudadana, especialmente por las veedurías ciudadanas. (Artículo 9°). 

b. Antes de abrirse formalmente el proceso, si no existiese certeza sobre la ocurrencia del hecho, la causación del daño patrimonial, la entidad afectada y los presuntos responsables, podrá ordenarse indagación preliminar por el término de seis (6) meses, al cabo de los cuales procederá el archivo de las diligencia o la apertura del proceso de responsabilidad fiscal. (Artículo 39). 

c. Cuando se encuentre establecida la existencia de un daño patrimonial al Estado, e indicios serios sobre los posibles autores del mismo, se ordenará la apertura del proceso de responsabilidad fiscal. (Articulo 40). Una vez abierto el proceso, en cualquier momento podrán decretarse medidas cautelares sobre los bienes de las personas presuntamente responsables. (Artículo 12)

d. En el auto de apertura del proceso, entre otros asuntos deberán identificarse la entidad afectada y los presuntos responsables, y determinarse el daño patrimonial y la estimación de su cuantía. Dicho auto, además, debe contener el decreto de las pruebas que se estimen conducentes y pertinentes, el decreto de las medidas cautelares que deberán practicarse antes de la notificación, y la orden de practicar después de ellas, la notificación respectiva. (Artículo 41)

e. Como garantía de la defensa del implicado, el artículo 42 prescribe que quien tenga conocimiento de la existencia de indagación preliminar o proceso de responsabilidad fiscal en su contra, antes de que se le formule auto de imputación de responsabilidad fiscal, tiene el derecho de solicitar que se le reciba exposición libre y espontánea. De todas maneras, no puede proferirse el referido auto de imputación, si el presunto responsable no ha sido previamente escuchado.

f. Si el imputado no puede ser localizado o si citado no comparece, se le debe nombrar un apoderado de oficio con quien se continúa el trámite. (Artículo 43)

g. El término para adelantar estas diligencias es de tres (3) meses, prorrogables por dos (2) meses más, vencido el cual se archivará el proceso o se dictará auto de imputación de responsabilidad fiscal. Notificado a los presuntos responsables el auto de imputación, se les correrá traslado por el término de diez (10) días a fin de que presenten los argumentos de su defensa, y soliciten y aporten las pruebas que pretendan hacer valer. (Artículos 45 a 50)

h. Vencido el término del traslado anterior, se debe dictar el auto que decrete las pruebas solicitadas, o las que de oficio se encuentren conducentes y pertinentes. El término probatorio no podrá ser superior a treinta (30) días; contra el auto que rechace pruebas proceden los recursos de reposición y apelación. (Artículo 51)

i. De conformidad con lo prescrito por el artículo 52, “vencido el término del traslado, y practicadas las pruebas pertinentes, el funcionario competente proferirá decisión de fondo, llamada fallo, con o sin responsabilidad fiscal, según el caso, dentro del término de treinta (30) días. 

En los términos del artículo 55, “la providencia que decida el proceso de responsabilidad fiscal se notificará en la forma y términos que establece el Código Contencioso Administrativo y contra ella proceden los recursos allí señalados…”

14. Con fundamento en la anterior descripción normativa, y en el análisis de los antecedentes de la Ley 610 en el Congreso de la República, la Corte concluye que la nueva Ley eliminó las dos etapas investigativa y de juzgamiento que existían en el régimen anterior, y estableció un procedimiento en el que se prevé una etapa previa que puede darse o no, llamada de indagación previa, y que tiene lugar cuando “no existiese certeza sobre la ocurrencia del hecho, la causación del daño patrimonial, la entidad afectada y los presuntos responsables”. De cualquier manera, solamente cuando está establecida la existencia de un daño patrimonial al Estado, e indicios serios sobre los posibles autores del mismo, se ordena la apertura del proceso de responsabilidad fiscal, dentro del cual tras una fase de diligencias previas, dentro de las cuales siempre debe ser escuchado el presunto responsable, debe decidirse si se archiva el expediente o se dicta auto de imputación de responsabilidad fiscal. En este último caso, del mismo se corre traslado al imputado, para que presente los argumentos de su defensa y solicite las pruebas que estime pertinentes. Surtido lo anterior, se profiere el fallo correspondiente. 

Adicionalmente a las diferencias generales anotadas anteriormente respecto del procedimiento, especialmente la referente a la eliminación de las etapas de investigación y juzgamiento, la Ley 610 de 2000 introdujo al proceso de responsabilidad fiscal otras modificaciones importantes cuales son: (i) La fijación de términos de caducidad de la acción y de prescripción de la responsabilidad fiscal. La primera es fijada en cinco (5) años desde la ocurrencia del hecho generador del daño al patrimonio público, sin que se haya iniciado auto de apertura del proceso de responsabilidad fiscal. Por su parte, la responsabilidad fiscal prescribe, al tenor de la nueva ley, en cinco (5) años contados a partir de dicho auto, si dentro de ese término no se ha producido la providencia en firme que la declare. (Artículo 9°) (ii) La precisión antes comentada contenida en el artículo 59 de la nueva Ley, según la cual “solamente será demandable ante lo contencioso administrativo el acto administrativo con el cual termina el proceso, una vez se encuentre en firme” . (iii) La garantía incluida en el artículo 42 de la nueva Ley, según la cual “en todo caso no podrá dictarse auto de imputación de responsabilidad si el presunto responsable no ha sido escuchado previamente dentro del proceso en exposición libre y espontánea, o no está representado por un apoderado de oficio si no compareció a la diligencia o no pudo ser localizado.”

15. Las diferencias anotadas permiten a la Corte establecer que la determinación del legislador de optar por disponer la ultraactividad de la Ley 42 de 1993 para aquellos procesos de responsabilidad fiscal que ya se encontraban en la etapa de juzgamiento, y el efecto general inmediato de Ley 610 de 2000 para aquellos otros que no hubieran superado esta fase, radica en la diferente situación jurídica en la que se encuentra el presunto responsable en cada uno de los casos, y en la necesidad de resolver de manera práctica la forma de continuar el trámite del proceso. En efecto, dentro del esquema del proceso de responsabilidad fiscal que regula la Ley 42 de 1993, cuando se profiere auto de apertura a juicio fiscal ya se ha surtido la investigación durante la cual se han allegado y practicado las pruebas que van a servir de fundamento a las decisiones que se adopten dentro del proceso. Entonces, el legislador consideró que respecto de aquellos procesos que ya hubieren llegado a la fase de juzgamiento, no resultaba adecuado disponer el efecto general inmediato del nuevo régimen, pues dada la diferente estructura que presentan cada uno de los procedimientos en una y en otra ley, ello equivaldría a retrotraer o a confundir el procedimiento habida cuenta que en el sistema de la Ley 610 no existe una diferencia tajante entre una etapa investigativa y otra de juicio, como si sucede dentro del esquema de la Ley 42 de 1993. Por ello, apartándose de la norma general que establece la legislación colombiana y que ha acogido la doctrina y la jurisprudencia, encontró oportuno determinar la ultraactividad del anterior régimen respecto de aquellos procesos en fase de juzgamiento, y desechar el efecto general inmediato que opera como norma general, el cual se reservó únicamente para los procesos que no hubieren avanzado hasta la referida etapa de juzgamiento. 

16. La solución adoptada además de no desconocer las normas superiores referentes a los efectos de las leyes en el tiempo (ya se vio que la ultraactividad per se no es inconstitucional pues no tiene el alcance de desconocer derechos adquiridos ni necesariamente desconoce el principio de favorabilidad penal), no resulta tampoco discriminatoria, porque parte de la base de la distinta situación fáctica y jurídica en que se encuentran las personas que se someten a diferente regulación legislativa. De esta manera no se da el supuesto básico que está a la base de cualquier juicio de igualdad. Efectivamente, la jurisprudencia ha considerado que no se presenta un trato discriminatorio cuando: (i) La situación de hecho de la que se parte es distinta. (ii) La decisión de dar un trato diferente está fundada en un fin aceptado constitucionalmente. Y (iii), la consecución de dicho fin por los medios propuestos es posible y además adecuada. [4]
En el caso de la norma que ocupa la atención de la Corte, ella dispone la aplicación de dos regulaciones legales distintas, a sujetos que se encuentran en diversa situación jurídica. Adicionalmente, la finalidad que se persigue con dicha diferenciación, que es la de dar claridad al trámite que debe proseguirse una vez entre en vigencia la nueva legislación, resulta acorde con los principios que presiden el ejercicio de la función administrativa, en especial los principios de eficacia, economía, y celeridad a que se refiere el artículo 209 superior, pues evidentemente la solución de prescribir el efecto general inmediato de la nueva ley respecto de los procesos en curso que hubieran alcanzado la fase de juzgamiento, significaría, dadas las nuevas peculiaridades del nuevo esquema procedimental, un retroceso en el trámite, y una confusión respecto de la validez e inamovilidad de lo ya surtido. En efecto, no parece razonable que un proceso que se encuentra ya en su etapa final, deba someterse a una nueva ley en la cual esa etapa final no aparece expresamente regulada. En cambio, la aplicación inmediata de la nueva ley a los procesos que apenas se están iniciando, no plantea los mismos inconvenientes descritos por lo cual consulta el principio de razonabilidad. 

De esta manera, la solución adoptada por el legislador, consistente en determinar la aplicación ultraactiva de la ley antigua, resulta adecuada y hace posible la efectividad de los mencionados principios constitucionales relativos a la función administrativa, a la par que realiza el principio de seguridad jurídica. 

17. Sin embargo, podría aducirse que toda vez que el nuevo proceso de responsabilidad fiscal en ciertos aspectos podría considerarse como más garantista de los derechos de defensa y de contradicción del presunto responsable, pues esta fue una de las intenciones que acompañó al legislador al proferir la nueva ley y que se ve reflejada en varias normas que conceden expresamente al imputado derechos que antes no se le reconocían de esa manera (V.g. la obligación comentada de oírlo en versión libre y espontánea, la fijación de términos de caducidad de la acción y de prescripción de la responsabilidad, etc.), resultaría discriminatorio no reconocer las mismas garantías a quienes están sometidos a un proceso que ya ha arribado a la fase de juicio, por el sólo hecho de estar en ese estadio procesal. Además, en virtud del principio de favorabilidad, resultaría menester extender las mismas prerrogativas a todos los procesados por presunta responsabilidad fiscal. No obstante, la Corte desecha esta interpretación por cuanto advierte que a pesar de que la nueva legislación pudiera en algunos aspectos ser más garantista, la aplicación ultraactiva de la anterior no conlleva la discriminación aludida, por la presencia de iguales garantías en cuanto a los derechos de defensa y de contradicción, que emanan de la misma Constitución, y que aun en vigencia plena de la Ley 42 de 1993, antes de que se profiriera la nueva Ley 610 de 2000, resultaban ser reconocidas a aquellas personas sometidas al proceso de responsabilidad fiscal, como pasa a demostrarse:

Frente a las garantías que se derivan del debido proceso, especialmente los derechos de contradicción y de defensa que aparecen mejor estructurados en la nueva ley, la Corte, justamente en aquellos pronunciamientos que el legislador trató de recoger en normas legales positivas en la Ley 610 de 2000, ya había señalado, en relación con el proceso de responsabilidad fiscal regulado por la Ley 42 de 1993 que “en el trámite del proceso en que dicha responsabilidad se deduce se deben observar las garantías sustanciales y procesales que informan el debido proceso, debidamente compatibilizadas con la naturaleza propia de las actuaciones administrativas, que se rigen por reglas propias de orden constitucional y legal, que dependen de variables fundadas en la necesidad de satisfacer en forma urgente e inmediata necesidades de interés público o social, con observancia de los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad (art. 209 C.P.), a través de las actividades propias de intervención o de control de la actividad de los particulares o del ejercicio de la función y de la actividad de policía o de las que permiten exigir responsabilidad a los servidores públicos o a los particulares que desempeñan funciones públicas. En tal virtud, la norma del art. 29 de la Constitución, es aplicable al proceso de responsabilidad fiscal…”[5]
Así, con fundamento en la fuerza normativa del artículo 29 de la Constitución, la Corte encontró que el mismo era aplicable al juicio de responsabilidad fiscal en algunos aspectos que no aparecían expresamente señalados en la Ley 42 de 1993, especialmente el referente al derecho del procesado a ser oído y a intervenir en el proceso, directamente o a través de abogado, desde el momento mismo de la apertura de la investigación, y a presentar y controvertir pruebas desde ese estadio procesal. De donde se deduce que el núcleo esencial del derecho al debido proceso queda garantizado por la aplicación directa del artículo superior mencionado, con todas las garantías que allí se incluyen, en aquellos casos en los cuales conforme a la disposición acusada, la Ley anterior, esto es la 42 de 1993, debe aplicarse a los procesos de responsabilidad fiscal en curso que ya han llegado a la fase de juicio fiscal. 

18. En relación con los términos que hubieren empezado a correr y las actuaciones ya iniciadas al momento de entrar en vigencia la Ley 610 de 2001, la norma que ocupa la atención de la Corte, en la parte no acusada, dispone que ellos se regirán por la ley antigua. Es decir, respecto de estos términos y actuaciones, repite la norma contenida en al artículo 40 de la Ley 153 de 1887, que prescribe la ultraactividad, llamada relativa, de ley antigua. No obstante, esta disposición resulta aplicable únicamente a aquellos procesos que conforme a la disposición acusada deben continuar rigiéndose por la nueva ley, es decir aquellos que no han llegado a la fase del juicio. Respecto de aquellos otros que han superado esta etapa, la regla que señala la misma disposición, es la ultraactividad absoluta, es decir la aplicación de la ley antigua a todas las actuaciones y no sólo a los términos que han empezado a correr y a las actuaciones que ya se han iniciado”. 

MECANISMOS ALTERNATIVOS A LA ACCIÓN FISCAL
Proceso de Responsabilidad Fiscal
La labor de la Contraloría General de la República ha sido señalada por la Constitución Política de manera clara: asegurar la recta utilización de los recursos fiscales. Para lograr dicho cometido, no basta con el ejercicio de la acción fiscal posterior a la ocurrencia del daño patrimonial al Estado, sino que desde la realización de las auditorías, la Contraloría está facultada para formular advertencias con el fin de eliminar el riesgo de daño que determinadas operaciones de las entidades estatales pueden acarrear, tal como lo ha establecido el numeral 8° del artículo 5° del Acuerdo 24 de 2001.

A pesar de la aplicación preferente que ostenta la acción fiscal por parte de la Contraloría General, en algunas ocasiones el ejercicio de esta acción se dificulta debido a la ocurrencia de fenómenos como la caducidad, la prescripción o porque la amenaza o el daño patrimonial al Estado no es resarcible a través del ejercicio de la misma.

Ante esta situación, la Contraloría no puede quedarse con las manos cruzadas mientras que los recursos públicos son desviados del cumplimiento de los cometidos estatales, porque el vasto ordenamiento jurídico nos brinda una cantidad de mecanismos para suplir las falencias que pudiere presentar la acción fiscal en determinadas situaciones.

Teniendo en cuenta lo anterior, se ha realizado este estudio con el fin de establecer los criterios claros según los cuales la Contraloría puede acudir a uno u otro mecanismo alternativo a la acción fiscal. De esta forma se optimizará la labor de la Contraloría, ya que como veremos más adelante, éstos mecanismos no sólo funcionan cuando la acción fiscal no se ajusta a la situación determinada sino que permitirían intervenir antes de producirse el daño o evitar los costos de una investigación que ya haya adelantado otra entidad como la Fiscalía. Sólo cuando sabemos en qué momento proceden estos mecanismos alternativos sabremos exactamente cuándo utilizarlos y evitaremos que la subsidiariedad se convierta en simultaneidad de acciones, superposición de controles, confusión de competencias entre entidades y violación del principio "non bis in ídem", lo cual obstaculiza el proceso de lucha contra la corrupción.

La Contraloría Distrital como sujeto activo de la acción civil dentro del proceso penal 

Definición de la Acción Civil dentro del Proceso Penal:

La Acción civil "es el medio a través del cual se activa la competencia civil dentro del proceso penal, en procura de hacer valer la pretensión resarcitoria, originada en el hecho delictual."

Esta acción, definida en nuestro ordenamiento por el artículo 45 del Código de Procedimiento Penal se caracteriza por ser indemnizatoria, ya que tiene por objeto lograr el resarcimiento de los daños y perjuicios individuales y colectivos ocasionados por el hecho punible.

Titularidad de la acción:

Aún cuando esta norma del Código de Procedimiento Penal no ha consagrado expresamente la titularidad de la CGR, el artículo 65 de la Ley 610 de 2000 sí lo ha hecho pero en forma subsidiaria a las entidades afectadas por el hecho punible, cuando afirma: "Los contralores, por sí mismos, o por intermedio de sus apoderados, podrán constituirse en parte civil dentro de los procesos penales que se adelanten por delitos que atenten contra intereses patrimoniales del Estado, tales como enriquecimiento ilícito de servidores públicos, peculado, interés ilícito en la celebración de contratos, contrato celebrado sin requisitos legales, delitos contra el patrimonio que recaigan sobre bienes del estado, siempre y cuando la entidad directamente afectada no cumpliere con esta obligación, según lo ha dispuesto el artículo 36 de la Ley 190 de 1995. 

Las entidades que se constituyan en parte civil deberán informar a las contralorías respectivas de su gestión y sus resultados…" (negrillas fuera del texto)

Lo anterior guarda concordancia con lo establecido por el artículo 36 de la Ley 190 de 1995, según el cual la constitución de parte civil dentro de procesos penales por delitos cometidos contra la administración pública es obligatoria para la entidad que sufre el perjuicio y es causal de mala conducta el incumplimiento de dicha obligación. Sin embargo, tal como lo veremos más adelante, la norma generaría confusiones por no establecer términos perentorios para iniciar la acción. De tal manera que la inactividad de la entidad perjudicada no repercuta tan sólo en la imposición de sanciones a los servidores públicos negligentes sino que la Contraloría tenga la oportunidad de asumir la recuperación de aquellos recursos públicos afectados por la comisión de hechos punibles contra la administración pública.

Esta legitimidad de la Contraloría para iniciar las acciones civiles se justifica en el interés general que conlleva la defensa del patrimonio público, por lo cual, así como la Contraloría tiene titularidad para interponer acciones populares con el fin de defender el patrimonio público y la moralidad administrativa, también puede interponer acciones civiles dentro de procesos penales previamente iniciados. Esto adquiere sentido en lo que ha afirmado la Corte Constitucional: "…los beneficiados con la indemnización colectiva no son sólo las personas que se han hecho parte en el proceso, sino todas aquellas que han sido perjudicadas con el hecho ilícito y que por lo tanto resultan favorecidas con dicha indemnización… Por lo tanto, entre todos los lesionados por el hecho punible que afecte un derecho colectivo se debe distribuir la indemnización colectiva… El actor popular no sólo gestiona su propio interés sino el de las personas integrantes de la comunidad o del grupo que sufre la lesión de su derecho o interés colectivo…" (negrillas fuera de texto)

En este sentido, si el actor popular está legitimado para interponer una acción civil dentro del proceso penal por considerarse que actúa en defensa de los intereses de la comunidad –sin determinar los sujetos afectados – es lógico que la Contraloría, como actor popular que es, también tenga la posibilidad de acudir a un proceso penal que ya se encuentra en trámite para lograr el resarcimiento de los perjuicios que ha sufrido la comunidad en general por la comisión de un hecho punible contra el patrimonio público y no esperarse hasta que el proceso por acción popular se termine.

Condiciones generales de procedibilidad de la Acción Civil. 

Luego de la lectura cuidadosa de las normas contenidas en el Código de Procedimiento Penal, las condiciones generales de procedibilidad de la acción civil dentro del proceso penal son: 
La existencia probada de un hecho punible. 

Que se haya proferido la resolución de apertura de investigación. 

Que no haya sentencia de segunda instancia. 

Que el sindicado haya cometido el hecho punible. 

Que el sindicado no haya obrado bajo una de las causales de justificación como: estricto cumplimiento de un deber legal y la legítima defensa. 

Finalmente, que no se haya promovido la acción ante la Jurisdicción civil. 

Ejercicio de la Acción Civil por parte de la Contraloría

La Contraloría de Bogotá D.C. tiene la legitimidad para iniciar la acción civil dentro del proceso penal, tal como lo establece el artículo 65 de la Ley 610 de 2000. A su turno el artículo 58 Numeral 5° del Acuerdo 24 de 2001 faculta a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva para decidir sobre la pertinencia de constituirse en parte civil a través de la Oficina Asesora Jurídica a nombre de la Contraloría de Bogotá y de acuerdo con la decisión que al respecto adopte el Contralor Distrital en los procesos penales en que ello sea necesario. Igualmente para vigilar que las entidades obligadas a ello por el artículo 36 de la Ley 190 de 1995, se constituyan en parte civil en los procesos penales respectivos, aplicar las sanciones y adelantar los procesos de responsabilidad fiscal a que haya lugar cuando ello no ocurra. En caso de que la Entidad obligada a constituirse en parte civil no lo hiciere, sin perjuicio de las consecuencias legales, la Contraloría General de la República podrá hacerlo en su lugar.

Conviene recordar que mediante la Circular 014102 del 1º de noviembre de 2001, el Contralor de Bogotá D.C. fijó los parámetros para la "Vigilancia Fiscal y Procedimientos para la constitución parte civil dentro de los Procesos Penales por delitos contra la intereses patrimoniales de Bogotá D.C.". 

Acciones Populares en manos de la Contraloría de Bogotá D.C. 
Definición de las Acciones Populares

Las Acciones Populares fueron instituidas por el artículo 88 de la Constitución Política al afirmar:

La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de similar naturaleza que se definen en ella.

También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a un número plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones particulares.

Asimismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los derechos e intereses colectivos.

Atendiendo el mandato constitucional del mencionado artículo, el 5 de agosto de 1998 fue expedida la Ley 472, que en su artículo 2 define el mecanismo de la siguiente manera: 

Acciones Populares. Son los mecanismos procesales para la protección de los derechos e intereses colectivos. Las Acciones Populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible.

La consagración constitucional de las Acciones Populares significa un avance en el desarrollo de un derecho solidario que responde a fenómenos como el daño ambiental, los daños al patrimonio público, los que se causan por el ejercicio abusivo de la libertad económica y otros. Son un medio eficaz y democrático de afrontar los problemas que aquejan a la comunidad, para lograr que una violación de gran magnitud a los intereses de muchas personas cese definitivamente a través de un solo proceso. 

Derechos e Intereses Colectivos

En la Ley 472 de 1998 se definieron pero no taxativamente los derechos e intereses colectivos objeto de protección mediante la acción popular. Esta lista incluye: el goce de un ambiente sano, la defensa del patrimonio público, la moralidad administrativa, el goce del espacio público, la seguridad y salubridad públicas, la libre competencia económica, el acceso a servicios públicos, la prohibición de armas químicas, el derecho a la seguridad y prevención de desastres, los derechos de los consumidores, entre otros.

Diferencia entre Acción Popular y Acción de Grupo:

La característica fundamental de la Acción Popular es que es eminentemente preventiva. Por su parte, las Acciones de Grupo pretenden la reparación de un daño que se ha causado a un grupo de personas por una misma acción u omisión. Además, la acción de grupo debe ser utilizada cuando se ocasionan perjuicios individuales a un grupo determinado de personas. 

Legitimidad de la Contraloría Distrital para iniciar Acciones Populares:

En el artículo 12, numeral 3, se ha establecido que la Contraloría Distrital puede ejercer acciones populares. Entonces, teniendo en cuenta que la ley define claramente la posibilidad de emplear las acciones populares para defender el patrimonio público y por ende, como una forma de recuperar aquellos recursos públicos que se hayan malversado por actuaciones negligentes o dolosas de particulares o servidores públicos; es pertinente reglamentar la oportunidad para emplear estas acciones.

Las acciones populares, tal como se han definido por la Ley, se utilizan principalmente para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, etc.; es decir, que tienen un carácter eminentemente preventivo. Por lo tanto, la Contraloría de Bogotá D.C. tiene en las Acciones populares una gran herramienta para tomar las medidas necesarias antes de materializarse el daño patrimonial al Estado, que es uno de los requisitos de procedibilidad de la Acción Fiscal.

Las Acciones Populares como mecanismo preventivo del daño patrimonial al Estado:

Antes de ocurrir el daño patrimonial al Distrito Capital, la Contraloría de Bogotá D.C. puede advertir a las entidades sometidas al control fiscal acerca de las actuaciones que podrían acarrear éste, a fin de evitar que el desmedro ocurra. Sin embargo, pensemos en la situación en que la amenaza del daño es tal que se requiere la actuación rápida. Ante esta situación resulta muy útil iniciar la acción popular, puesto que mediante el decreto de medidas cautelares se puede ordenar el cese de las actividades constitutivas de amenaza, o también, ordenar la ejecución de los actos cuya omisión es riesgosa. 

El manejo de esta acción como mecanismo preventivo, tiene la ventaja de evitar un posterior Proceso Responsabilidad Fiscal y prevenir así el desgaste de la Contraloría de Bogotá en algunos procesos.

Pedagogía de las Acciones Populares:

Es claro que la Contraloría Distrital tiene en sus manos las herramientas para combatir la corrupción y proteger el patrimonio público, pero es menester que todos las conozcamos. Por ello, es importante que la Contraloría, a través de la Dirección del Sector de Desarrollo Local y Participación Ciudadana promueva la difusión y capacitación de la comunidad acerca de la utilización de las Acciones populares por parte de la misma.

Muchas críticas se han hecho a las acciones populares y pareciera que están condenadas al fracaso, sin embargo es muy difícil ver las virtudes que tiene esta herramienta si no las ponemos en práctica, pues sólo así podremos encontrar sus falencias y mejorar la figura. 

Hasta el momento, las acciones populares no han tenido el mismo impacto de las acciones de tutela en relación con los derechos fundamentales puesto que no se ha consagrado la revisión por parte de la Corte Constitucional de los fallos proferidos con ocasión de los procesos de acción popular; aún así, ellas pueden llegar a ser una herramienta importante en la lucha que la Contraloría libra por defender el patrimonio público no sólo de servidores públicos corruptos sino de aquellos que por actuaciones poco diligentes amenazan con perjudicarlo.

Acción de Repetición 
Definición de la Acción de Repetición:

La Constitución Política, en su artículo 90 ha señalado: "El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.

En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste".

Atendiendo a dicha consagración, podemos decir que la Acción de Repetición es el mecanismo procesal consagrado constitucionalmente para proteger el patrimonio público cuando una entidad estatal ha sido condenada por la Jurisdicción Contencioso–administrativa a la reparación patrimonial de los daños antijurídicos ocasionados por causa del dolo o la culpa grave del servidor público.

Este artículo constitucional tiene dos implicaciones importantes: En primer lugar, se ha consagrado el derecho que tiene todo administrado a ser indemnizado por los daños antijurídicos que sean imputables a una entidad estatal, entendiéndose por daño antijurídico, la lesión a que la víctima no está obligada por el ordenamiento jurídico a soportar, y que no sólo se ocasiona por manifestaciones involuntarias de la administración (hechos y operaciones administrativas) sino por las manifestaciones unilaterales y bilaterales de voluntad (actos administrativos y contratos estatales). En este sentido, las condenas patrimoniales que sufra el Estado son fruto de los procesos iniciados por medio de las acciones de reparación directa; de nulidad y restablecimiento del derecho y contractual, consagradas en el artículo 85 del CCA.

En segundo lugar, la norma constitucional ha ordenado que aún cuando el Estado responda patrimonialmente por las acciones de sus agentes, si éste ha actuado dolosa o culposamente, deberá devolver al erario público la suma pagada por el Estado.

Naturaleza de la Acción de Repetición:

La Acción de Repetición se ha asimilado a una Acción de Reparación Directa cuyo demandante siempre será el Estado y en esa medida, se considera que la acción de repetición es meramente indemnizatoria, tal como aquella, que se ejecuta directamente sin acudir a etapas previas de agotamiento de vía gubernativa. Es por ello que el artículo 44 de la Ley 446 de 1998, modificatorio del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, ha definido la caducidad de la Acción de Repetición en 2 años contados a partir del día siguiente del pago total efectuado por la entidad.

Teniendo en cuenta que la Acción de Repetición persigue el reembolso de lo pagado por el Estado como consecuencia de un reconocimiento indemnizatorio previamente decretado por el juez competente, puede decirse que el objetivo de esta acción no es imponer una sanción al servidor público, sino reconstruir el patrimonio público que se ha visto disminuido por el pago de la indemnización decretada por una sentencia.

Esta aclaración es pertinente porque aún cuando la Constitución Política es abanderada de la defensa de la moralidad administrativa y por lo cual es importante castigar la conducta dolosa o culposa de los agentes estatales por la cual se genere una condena al Estado, no es óptimo tener un ordenamiento jurídico saturado de mecanismos sancionatorios que en vez de lograr el objetivo propuesto, lo entorpecen.

En ese orden de ideas, simultánea a las investigaciones penal y disciplinaria por medio de las cuales se pretende imponer una sanción al servidor público que haya propiciado el daño antijurídico al administrado, la entidad afectada con el fallo condenatorio está obligada a interponer la Acción de Repetición, no con el ánimo de imponer otra sanción al servidor público, sino para recuperar los recursos que hubiere desembolsado.

En este sentido, el artículo la Ley 678 del 3 de Agosto de 2001 expresa: "la acción de repetición es una acción civil de carácter patrimonial que deberá ejercerse en contra del servidor o ex servidor público que como consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa haya dado reconocimiento indemnizatorio por parte del Estado, proveniente de una condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto"

Condiciones generales de procedibilidad de la Acción de Repetición

Teniendo en cuenta la consagración que ha hecho el artículo 90 de la Constitución Nacional, los elementos característicos de la Acción de Repetición son los siguientes:

Existencia de una sentencia condenatoria contra una entidad estatal

La condena al Estado tiene justificación en un daño antijurídico

El daño antijurídico se ha producido como consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente estatal en ejercicio de sus funciones.

Siempre que concurran estos tres elementos la entidad afectada por la sentencia condenatoria deberá obligatoriamente repetir contra el servidor público.

La Ley 678 de 2001 en su artículo 5° recuerda que la conducta es dolosa cuando el agente del Estado quiere la realización de un hecho ajeno a las finalidades del servicio del Estado y agrega:

"Se presume que existe dolo del agente público por las siguientes causas:

Obrar con desviación de poder.

Haber expedido el acto administrativo con vicios en su motivación por inexistencia del supuesto de hecho de la decisión adoptada o de la norma que le sirve de fundamento.

Haber expedido el acto administrativo con falsa motivación por desviación de la realidad u ocultamiento de los hechos que sirven de sustento a la decisión de la administración.

Haber sido penal o disciplinariamente responsable a título de dolo por los mismos daños que sirvieron de fundamento para la responsabilidad patrimonial del Estado.

Haber expedido la resolución, el auto o sentencia manifiestamente contrario a derecho en un proceso judicial.

De otro lado, conforme al artículo 6° ibídem, la conducta del agente del Estado es gravemente culposa cuando el daño es consecuencia de una infracción directa a la Constitución o a la ley o de una inexcusable omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones.

Se presume que la conducta es gravemente culposa por las siguientes causas:

Violación manifiesta e inexcusable de las normas de derecho.

Carencia o abuso de competencia para proferir decisión anulada, determinada por error inexcusable.

Omisión de las formas sustanciales o de la esencia para la validez de los actos administrativos determinada por error inexcusable.

Violar manifiesta e inexcusable el debido proceso en lo referente a detenciones arbitrarias y dilación en los términos procesales con detención física o corporal

Ejercicio de la Acción de Repetición por parte de la Contraloría de Bogotá D.C.:

A pesar de la claridad con la cual la Constitución Política ha asumido la defensa del patrimonio público y de la moralidad administrativa al consagrar la obligatoriedad de la Acción de Repetición siempre que se presenten condenas al Estado por los daños antijurídicos ocasionados por sus agentes, existen datos estadísticos muy poco alentadores que demuestran la poca utilización de este mecanismo por parte de las entidades estatales. 

Esta situación es lamentable, y por lo tanto, la Contraloría no debe quedarse con las manos cruzadas viendo cómo se desangra el patrimonio público por la vía de sentencias condenatorias al Estado. 

En el interés general que embarga el patrimonio público se encuentra el fundamento de la propuesta según la cual la Contraloría Distrital tiene la potestad de iniciar Acciones de Repetición contra servidores públicos de otras entidades estatales que por sus actuaciones dolosas o culposas hayan generado un detrimento patrimonial, ya que éste no sólo importa a la entidad directamente afectada sino a la comunidad en general y en esa medida, si dicha entidad no inicia el procedimiento resarcitorio, la Contraloría de Bogotá podría iniciar dicho procedimiento al igual que está legitimado para iniciar acciones populares en defensa del patrimonio público.

Requisitos de procedibilidad de la Acción de Repetición en manos de la Contraloría Distrital

Cuando los presupuestos de procedibilidad de la Acción de Responsabilidad Fiscal no se reúnan, las condiciones que determinarían la utilización de la Acción de Repetición serían:

Que la sentencia condenatoria al Estado se haya pagado totalmente.

Que la acción no haya caducado.

Que la entidad condenada no haya iniciado dicho proceso. De esta inactividad se derivarían responsabilidades disciplinarias o penales en cabeza de los servidores públicos que tuvieren la obligación de iniciar dicho procedimiento. 

Que el Proceso Responsabilidad Fiscal no se pueda iniciar, por no reunirse los presupuestos para iniciar dicho proceso, por ejemplo, cuando el daño al patrimonio público no se haya ocasionado por la gestión fiscal de un servidor público sino por cualquier otra razón en que no esté comprometida la gestión fiscal.

Que, luego de analizar las diversas alternativas consagradas en el ordenamiento jurídico; se concluya que, dependiendo de la situación, la eficacia de la gestión de la Contraloría está determinada por la Acción de Repetición y no por la utilización de una Acción civil dentro de proceso penal porque es probable que no se haya iniciado la investigación penal, por lo cual es inoperante esta última.

Comparación entre la Acción Fiscal y la Acción de Repetición

En cuanto a la naturaleza de las acciones: 

Tanto la Acción Fiscal como la Acción de Repetición son resarcitorias, pues tienen por objeto reparar el daño patrimonial causado al Estado, la primera: por la deficiente Gestión Fiscal del Servidor Público o del particular y la segunda: por condenas al Estado.

En cuanto al tipo de procedimiento:

La Acción de Responsabilidad Fiscal es un mecanismo administrativo adelantado privativamente por las Contralorías. Esto quiere decir que la misma Contraloría inicia la acción y adelanta el proceso hasta tomar una decisión que será administrativa. Por su parte, la Acción de Repetición es un mecanismo procesal adelantado ante la Jurisdicción Contencioso–administrativa que terminará con una sentencia.

En cuanto al sujeto pasivo de la acción:

La Acción Fiscal se dirige contra servidores públicos y contra particulares cuando ejerzan gestión fiscal, entendiendo por ésta "el conjunto de actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, que realizan los servidores públicos y las personas de derecho privado que administren recursos o fondos públicos, tendientes a la adecuada y correcta adquisición, planeación, conservación, administración, custodia, explotación, enajenación, consumo, adjudicación, gasto, inversión y disposición de los bienes públicos…" (artículo 3, Ley 610 de 2000). Mientras que la Acción de Repetición se dirige tan sólo contra los Servidores Públicos cuya actuación dolosa o culposa hayan originado un fallo condenatorio contra el Estado por los daños antijurídicos imputables a éste. 

Vale la pena destacar que mientras que la Acción Fiscal está encaminada a resarcir el daño ocasionado por la "gestión fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, inequitativa e inoportuna" ejercida por servidores públicos y por particulares; la Acción de Repetición no tiene dicha restricción porque ella pretende resarcir el daño imputable al Estado pero ocasionado por el servidor público sin importar la gestión que éste desempeñara, esto es, no importa que no manejara recursos públicos, pero si ocasionó dolosa o culposamente el daño, debe responder.

En cuanto a la caducidad:

La Acción de Responsabilidad Fiscal tiene una caducidad de 5 años contados a partir de la ocurrencia del hecho generador del daño patrimonial al Estado si no se ha proferido el auto de apertura del proceso de investigación fiscal. Por su parte, la Acción de Repetición caduca en 2 años contados a partir del día siguiente al pago total de la sentencia condenatoria.

En cuanto al elemento subjetivo de la responsabilidad:

Tanto la Acción de Responsabilidad Fiscal como la Acción de Repetición contemplan el dolo del sujeto pasivo, sea éste servidor público o particular, pero en el caso de la Acción de Responsabilidad Fiscal, la Ley 610 de 2000 ha establecido que el grado de culpa a partir del cual se puede establecer la responsabilidad fiscal es la culpa leve; mientras que la Acción de Repetición establece sólo la culpa grave, que en sus efectos se asimila al dolo. En este sentido, la Acción de Responsabilidad Fiscal es mucho más rigurosa que la Acción de Repetición en cuanto al desempeño de las funciones del gestor fiscal (sea servidor público o particular).

Finalmente, otro criterio de comparación es que mientras la Acción de Repetición opera sólo hasta cuando la conducta del servidor público se ha comprobado como dolosa o gravemente culposa y en esa medida se persigue inmediatamente la reparación del daño; en la Acción de Responsabilidad Fiscal primero se debe establecer la responsabilidad fiscal del servidor público o del particular para luego ejercer el cobro coactivo, pero habrá ocasiones en que medien a su favor circunstancias exonerativas de ésta y por ende la acción debe cesarse (artículo 16 Ley 610 de 2000).

Ejercicio simultáneo de la Acción de Repetición y la Acción Fiscal:

En cuanto a la Acción de Repetición, aún cuando la norma ha contemplado la obligatoriedad que tiene la entidad condenada de repetir contra el servidor público, ya hemos visto que el interés general que embarga el patrimonio público abre la puerta hacia la utilización de dicho mecanismo por parte de la Contraloría de Bogotá D.C. 

Sin embargo, tampoco es una situación óptima para el Estado que varias de sus entidades ejerzan al tiempo los mecanismos dispuestos por el ordenamiento para defender el patrimonio público y sancionar a los servidores públicos y particulares que ocasionen un daño de este tipo al Estado. Esto, en vez de lograr el objetivo propuesto, genera un caos del cual se pueden aprovechar los sujetos investigados para evadir los controles.

En vista de lo anterior, se propone lo siguiente:

Al momento de realizar la auditoría a las entidades públicas se debe realizar la instrucción acerca de la utilización de las Acciones de Repetición y sobre todo, de la utilización de la figura del Llamamiento en Garantía dentro del proceso contra la entidad, de tal forma que en el mismo proceso en que se condene al Estado, se decrete la responsabilidad del servidor público y por lo tanto, se ordene la repetición contra él.

Si la entidad demandada no ejerce el llamamiento en garantía, la Contraloría Distrital tiene el deber de tomar las medidas para castigar dicha conducta omisiva, y además, promover la modificación de la norma, con el fin de lograr que la Contraloría ejerza el llamamiento en garantía dentro del proceso contra otra entidad pública, no sólo en el término de contestación de la demanda sino, que el término sea ampliado hasta antes de proferirse la sentencia de primera instancia. De esta manera se obtienen dos buenos resultados: debido a que técnicamente el daño patrimonial al Estado se produce cuando la sentencia contra el Estado es pagada en su totalidad, la Contraloría Distrital, al intervenir en dicho proceso ante la Jurisdicción Contencioso–Administrativa, tiene la oportunidad que el daño se materialice, ya que inmediatamente se ordena la vinculación del servidor público. Si no hay culpa grave o dolo (requisitos de la Acción de repetición), de todos modos la Contraloría tiene la opción de iniciar un Proceso Responsabilidad Fiscal (siempre que la gestión desarrollada por el servidor público sea fiscal). 

En concordancia con lo expuesto, el artículo 17 de la Ley 678 de 2001 recuerda que las consecuencias derivadas de la Ación de Repetición, como la desvinculación del servicio, la caducidad de los contratos suscritos y en ejecución con cualquier entidad estatal y la inhabilidad por cinco años para el desempeño de cargos públicos y para contratar directa o indirectamente con entidades estatales o en las cuales el Estado tenga parte, "se entienden sin perjuicio de las consecuencias que se deriven del ejercicio de las acciones penales, disciplinarias y fiscales a que haya lugar en relación con los mismos hechos que dieron origen a la acción de repetición o al llamamiento en garantía".

Conviene precisar que en virtud de la Sentencia C-619 de 2002, M. P. Jaime Córdoba Triviño  y Rodrigo Escobar Gil, la Corte Constitucional declaró inexequibles  el  páragrafo 2º del Art. 4º de la Ley 610 de 200 y la expresión "leve" contenida en el Art. 53 de la misma Ley, con lo cual queda suspendida aquella percepción equivocada conforme a lo cual el daño que le pueden causar al Estado los agentes que no cumplen Función Fiscal tiene tal grado de diferenciación con el perjuicio  que le pueden causar los fiscalmente responsables, que justifica o admite respecto de los segundos un tratamiento de imputación mayor. 

En síntesis, luego de la vigencia de la citada providencia, los elementos de la Responsabilidad Fiscal son:

· Una conducta dolosa o gravemente culposa, atribuible a una persona que realiza Gestión Fiscal.

· Un daño patrimonial al Estado.

· Un Nexo causal entre los dos elementos anteriores.

La posición Institucional de esta Entidad sobre los alcances de la  Sentencia C - 619 de 2002 quedó plasmada en la Circular 00181 del 29 de enero de 2003, expedida por el Contralor de Bogotá. En este mismo sentido, a través de la Circular 10000 -00126 del 22 de enero de 2003, se  hicieron algunas consideraciones sobre "La Acción de Repetición frente a la Acción Fiscal Responsabilidad de la Administración".

Acción de Extinción de Dominio
Definición de la Acción de Extinción de Dominio:

La Acción de Extinción de Dominio ha sido consagrada expresamente por el artículo 34 de la Constitución Política, al señalar: "…por sentencia judicial, se declarará extinguido el dominio sobre los bienes adquiridos, mediante enriquecimiento ilícito, en perjuicio del tesoro público o con grave deterioro de la moral social." 

Esta norma parecería contradictoria a la protección sobre la propiedad privada que la misma Constitución proclama. Sin embargo, la coyuntura en medio de la cual se surtió el debate de la Constitución política de 1991 determinó el rescate de esta figura (que no era nueva en nuestro ordenamiento jurídico): la sociedad colombiana había caído en las garras de los delitos de narcotráfico, la corrupción, el testaferrato, entre otros. Es así, como en uno de los debates de la Comisión Quinta de la Asamblea Nacional Constituyente, la consagración de la figura de la extinción de dominio "tiene fundamento en las realidades muy dolorosas de los últimos decenios de la historia de Colombia en los cuales el país ha sufrido un deterioro impresionante, monstruoso, en las conductas sociales y un deterioro en la propia legitimidad del Estado y de las instituciones, por la impotencia de la sociedad para reprimir la corrupción".

En virtud de lo anterior, la intención del constituyente fue dotar al Estado de una herramienta eficaz para desestimular la conducta delictiva, la inmoralidad y la corrupción, atacando precisamente los bienes producidos por éstas.

Ese es el escenario en el cual surge la Ley 333 de 1996, que en su artículo 1° ha definido la extinción de dominio como "la pérdida de este derecho en favor del Estado, sin contraprestación ni compensación de naturaleza alguna para su titular." Esto no debe confundirse con la figura de la confiscación, expresamente prohibida por la misma Constitución, porque la extinción de dominio procede contra los bienes obtenidos con el ejercicio de una conducta delictiva, como el enriquecimiento ilícito de servidores públicos y de particulares, la celebración indebida de contratos, peculado y lavado de activos, entre otros definidos por el artículo 2 de la mencionada ley.

A través de este mecanismo no se pretende imponer una sanción al infractor, debido a que esta acción tiene carácter real y es independiente de la acción penal; lo que se pretende es desvirtuar la presunción de legitimidad que recae sobre la propiedad de dichos bienes producto de conductas delictivas (se presume la inocencia de la persona y por ende hasta no demostrarse la existencia del delito, se presume que la propiedad sobre dichos bienes es legítima). Al quitar ese velo protector, se desincentiva la comisión de delitos en los que se comprometa el tesoro público y la moralidad administrativa entre otros valores de la sociedad.

Tal como se concluye de la lectura de la Ley 333 de 1996, la extinción de dominio es una "institución autónoma, de estirpe constitucional, de carácter patrimonial, en cuya virtud, previo juicio independiente del penal, con previa observancia de todas las garantías procesales, se desvirtúa, mediante sentencia, que quien aparece como dueño de bienes adquiridos en cualquiera de las circunstancias previstas por la norma lo sea en realidad, pues el origen de su adquisición, ilegítimo y espurio, en cuanto contrario al orden jurídico, o a la moral colectiva, excluye a la propiedad que se alegaba de la protección otorgada por el artículo 58 de la Carta Política. En consecuencia, los bienes objeto de la decisión judicial correspondiente pasan al Estado sin lugar a compensación, retribución ni indemnización alguna."

En conclusión, se puede afirmar que el fundamento de la consagración constitucional de la extinción de dominio es la inexistencia de un derecho de propiedad tal como la misma Constitución lo define y protege, ya que las conductas reprochables y delictivas no generan derechos y por lo tanto, el derecho de dominio de que trata esta acción no puede reconocerse como tal ya que ha nacido viciado por contrariar los postulados jurídicos y éticos que defiende la sociedad.

Condiciones generales de procedibilidad de la Acción de Extinción de Dominio

Las causales para extinguir el derecho de dominio que constituyan delitos, tales como el enriquecimiento ilícito, el peculado o la celebración indebida de contratos, dan lugar a un proceso de extinción de dominio, que aún cuando es independiente del proceso penal, sí dependerá en gran medida de lo que se dilucide en él. Es así como si en el proceso penal se determina la inexistencia del delito, la figura de la extinción de dominio no prospera, tal como lo señala el artículo 12 de la Ley 333 de 1996, según el cual: "…no podrá declararse la extinción del dominio:

1. En detrimento de los derechos de los titulares legítimos y terceros de buena fe.

2. Si no estuvieren probadas las circunstancias contempladas en la ley.

Sin embargo, si de dicho proceso resulta una sentencia condenatoria, pero no hay un pronunciamiento acerca de los bienes adquiridos ilícitamente, entonces sí hay lugar a iniciar el proceso de extinción de dominio en forma independiente pero ante el mismo funcionario que conoció el proceso penal: "artículo 10: …promoverán la acción consagrada en esta ley cuando la actuación penal termine por cualquier causa y no se haya declarado en ésta la extinción del dominio sobre los bienes considerados como producto, efecto, instrumento u objeto del delito o se hubiere declarado sólo sobre una parte. Por las demás causales, dichas entidades estatales deberán instaurar la acción con absoluta independencia de la actuación penal. 

La providencia que declare la ilicitud de la adquisición del dominio de los bienes en un proceso penal y la sentencia condenatoria que así lo establezca constituye prueba de la ilícita procedencia de los bienes." (negrillas fuera del texto)

La Corte Constitucional ya se ha pronunciado al respecto en la sentencia C–374 de 1997 en el sentido que aun cuando la acción de extinción de dominio es independiente de la responsabilidad penal, ha de acreditarse previamente el origen ilícito de la propiedad: "el proceso de extinción del dominio podrá iniciarse, con independencia del proceso penal, sobre la base de que se acrediten los presupuestos del origen viciado de la propiedad, particularmente en el evento en que el proceso penal termine por muerte del procesado o cuando por esas mismas causas el proceso penal no se hubiere iniciado".

De otra parte, las causales que no constituyan delitos sí pueden iniciarse independientemente de la existencia de un proceso penal, pues es lógico que no ha de ventilarse la responsabilidad penal de la persona.

En este orden de ideas, actualmente la única condición para iniciarse el proceso de extinción de dominio es la previa existencia de un proceso penal.

Importancia de la Acción de Extinción de Dominio para la Contraloría de Bogotá D. C.

Vimos anteriormente que la consagración constitucional de la figura de la extinción del dominio está fundamentada en la lucha por desterrar el flagelo de la corrupción que se adueñaba de la sociedad colombiana en ese momento.

A partir de la promulgación de la Constitución de 1991 se hizo manifiesta la batalla estatal contra delitos como el narcotráfico, el enriquecimiento ilícito, el testaferrato, y demás conductas reprochables orientadas hacia la acumulación de riqueza fácil.

A esta batalla se sumó la labor de la Contraloría General de la República, quien no sólo cuenta con el Proceso Responsabilidad Fiscal para defender el patrimonio público de las malas actuaciones de los servidores públicos y particulares que realizan gestión fiscal, sino que a partir de la Ley 333 de 1996 está legitimada para adelantar procesos de extinción de dominio, tal como lo contempla el artículo 8: "La Dirección Nacional de Estupefacientes, la Contraloría General de la República y la Procuraduría General de la Nación, de acuerdo con su especialidad, de oficio, a petición de cualquier persona, o de las entidades o autoridades u organismos internacionales, ejercerán la acción de extinción de dominio sobre los bienes adquiridos en las circunstancias de que trata la presente ley. La Fiscalía General de la Nación la iniciará de oficio" (negrillas fuera del texto)

De acuerdo con la lectura de la mencionada norma, cada una de las entidades legitimadas para iniciar la acción de extinción de dominio deberá utilizarla teniendo en cuenta la especialidad de sus temas. Por esto, la Contraloría dirigirá la acción de extinción de dominio contra aquellas personas que por sus conductas ilícitas hayan ocasionado un perjuicio al patrimonio público, es decir, aquellas consagradas por el numeral 2 del artículo 2 de la mencionada ley: peculado; interés ilícito en la celebración de contratos; contrato celebrado sin requisitos legales; delitos contra el patrimonio que recaigan sobre bienes del Estado, entre otros.

Entonces, la Acción de extinción de dominio es otra herramienta clave que utilizada correctamente es de gran utilidad cuando no sea posible ejercerla acción fiscal ya que aún cuando éstas son mecanismos totalmente diferentes –tal como veremos más adelante– llegan al mismo resultado: que el Estado recobre los bienes que fruto de conductas delictivas hayan pasado a manos de servidores públicos o particulares (presuntamente).

Comparación entre la Acción Fiscal y la Acción de Extinción de Dominio

Naturaleza de las acciones:

La Acción Fiscal es una acción resarcitoria pues busca reparar el daño patrimonial causado al Estado. Por su parte, la Acción de Extinción de Dominio es una acción real, por la cual mediante una declaración judicial se pretende desvirtuar la presunción de legitimidad que recae en la propiedad sobre bienes adquiridos o utilizados como medios ilícitos.

Procedimiento aplicable:

Mientras que la Acción fiscal se desarrolla a través de un procedimiento administrativo que surte la Contraloría General de la República en forma privativa; la Acción de Extinción de Dominio es una acción jurisdiccional adelantada de oficio o a petición de las entidades legitimadas para su ejercicio (entre ellas la Contraloría) ante la Fiscalía General de la Nación.

Sujeto pasivo de la acción:

La Acción fiscal se dirige contra servidores públicos o particulares que ejerzan gestión fiscal. Por su lado, la Acción de Extinción de Dominio, tal como lo establece el artículo 7 de la Ley 333 de 1996 "procederá contra el titular real o presunto o los beneficiarios reales de los bienes, independientemente de quien lo tenga en su poder o lo haya adquirido, y sin perjuicio de los derechos de los terceros de buena fe". Es por esto, que no interesa la labor que desempeñe la persona: si es servidor público o particular siempre que su actuación delictiva le haya implicado la adquisición o utilización de los bienes en discusión.

Caducidad/Prescripción:

La Acción Fiscal tiene un término de caducidad de 5 años contados a partir de la ocurrencia del hecho generador del daño al Estado si no se ha proferido auto de apertura del proceso de investigación fiscal. Asimismo, el artículo 9 de la Ley 610 de 2000 establece la prescripción de la responsabilidad fiscal en 5 años contados a partir del auto de apertura del proceso si dentro de dicho término no se ha dictado providencia en firme que la declare. Por su parte, la Acción de Extinción de Dominio no tiene términos de caducidad ni prescripción, porque tal como lo afirmó la Corte Constitucional en su sentencia No. C–347 de 1997, establecer un término extintivo de la acción sería proteger un derecho de propiedad que no se ha adquirido legítimamente y por lo cual no debe gozar de tal protección.

Elemento Subjetivo de la Responsabilidad:

Mientras que la Acción fiscal contempla el grado de culpa leve para determinar la responsabilidad fiscal, la Acción de Extinción de Dominio, por ser una acción real, tal como vimos anteriormente, no tiene en cuenta tal elemento subjetivo en la actuación del titular o beneficiario del bien, sino simplemente que tal fue adquirido en forma ilícita.

En este sentido, aún cuando ambas acciones se proclaman como autónomas, distintas e independientes de la responsabilidad penal, es claro que la Acción de Extinción de dominio sí guarda relación con aquella, tal como se deduce de la lectura del artículo 7 de la Ley 333 de 1996:

…En ningún caso se podrá intentar la acción de extinción del dominio en forma independiente, si hay actuaciones penales en curso.

Si la acción penal se extingue o termina sin que se haya proferido decisión sobre los bienes, continuará el trámite ante el mismo funcionario que conoció del proceso penal y procederá la declaración de extinción del dominio de aquellos bienes adquiridos en cualquiera de las circunstancias de que trata esta ley.

Si terminado el proceso penal aparecieren nuevos bienes, en cualquier caso procederá la acción de extinción del dominio ante el mismo funcionario que conoció de la acción penal correspondiente."

 Simultaneidad de la Acción Fiscal y la Acción de Extinción de Dominio

La Contraloría ha realizado este estudio a fin de establecer las situaciones en las que, bien sea por la falta de operancia de la acción fiscal; por la existencia previa de otro proceso o por las condiciones particulares de los hechos generadores del daño, es más eficaz la utilización de otro mecanismo. Como vemos, esto está enmarcado en la idea de defender eficientemente el derecho al patrimonio público y a la moralidad administrativa y ello no depende tan sólo de la utilización de la Acción de Responsabilidad Fiscal sino de todas las herramientas que brinda nuestro ordenamiento orientadas a lograra el mismo objetivo.

En este orden de ideas, aún cuando la Ley 333 de 1996 ha sido clara en establecer la legitimidad de la CGR para adelantar acciones de extinción de dominio, es pertinente determinar los casos en que se hace viable utilizar este mecanismo para no generar confusión en desarrollo de un propósito loable: recuperar bienes del patrimonio público que hayan estado relacionados con conductas delictivas (enriquecimiento ilícito de servidores públicos o de particulares; peculado; celebración indebida de contratos, etc).

Teniendo claro que la Acción Fiscal se ejerce en forma preferente a los demás mecanismos consagrados en nuestro ordenamiento jurídico; sólo cuando se presenten los siguientes fenómenos puede considerarse el uso de uno de dichos mecanismos, entre ellos, la Acción de Extinción de Dominio:

La caducidad: 

A partir de la entrada en vigencia de la Ley 610 de 2000, el término es de 5 años contados a partir de la ocurrencia del hecho generador del daño si no se hubiere dictado auto de apertura de investigación. Sin embargo, no es posible que todavía se presente dicho fenómeno pues la ley tan sólo tiene 2 meses de vigencia. Entonces, se considera caducada la acción fiscal para todos los casos posteriores a la Ley 446 de 1998, (en su artículo 44 determina la caducidad de las acciones contencioso–administrativas y además fija la de la Acción Fiscal) y que en el término de dos años contados a partir del fenecimiento de la cuenta no se haya dictado el auto de apertura de investigación fiscal.

La prescripción: 

No se puede hablar de la ocurrencia de este fenómeno todavía pues esta figura es nueva en el Proceso Responsabilidad Fiscal, introducido por primera vez por la reciente Ley 610 de 2000, bajo la vigencia de la misma. 

No hay ejercicio de gestión fiscal:

Como bien lo sabemos, no es necesario el desarrollo de una gestión fiscal para cometer uno de los delitos contra la administración pública o contra el patrimonio público que recaiga sobre bienes del Estado. Asimismo, no es necesario que se desarrolle la gestión fiscal para generar un daño patrimonial al Estado. Por esto, aún cuando no proceda la acción fiscal, teniendo en cuenta que la Ley 610 de 2000 en su artículo 5 ha establecido como uno de los elementos de responsabilidad fiscal "Una conducta dolosa o culposa atribuible a una persona que realiza gestión fiscal" el ordenamiento jurídico ofrece una serie de alternativas como la Acción Popular, la Acción de Repetición y la Acción de Extinción de Dominio con el fin de evitar el daño, repararlo o recuperar los recursos que hayan sido alejados de la esfera de disposición del Estado por conductas ilícitas.

Acorde con lo visto anteriormente, la acción de extinción de dominio tiene un carácter excepcional y alternativo para la Contraloría General de la República pues el mecanismo con que cuenta la entidad en forma preferente es la Acción Fiscal y sólo cuando ésta no sea viable, se puede optar por cualquiera de los mecanismos de nuestro ordenamiento.

Por lo tanto, sería apresurado afirmar que la Contraloría tiene que empezar a instaurar acciones de extinción de dominio simplemente porque la ley así lo ordena. No podemos olvidar que cada caso tiene particularidades y por ende, una alternativa será más eficaz que otra.

En este orden de ideas, el éxito de la gestión de la Contraloría no dependerá del ejercicio indiscriminado de acciones y controles, sino precisamente en saber utilizar los que existen y evitar una superposición de éstos; asimismo, se deberán identificar los casos en que no procede la mencionada acción fiscal y cuál mecanismo alternativo es más eficaz.

Como vimos, actualmente la única razón para no iniciar acción fiscal es la falta de ejercicio de gestión fiscal por parte del servidor público o del particular, pero en estas situaciones también se debe analizar si es mejor utilizar otro mecanismo como la acción civil dentro del proceso penal o una acción popular, entre otras.

Acción Pauliana 
¿Qué es la acción pauliana?

Este mecanismo procesal procede en "todos los casos en que un deudor, teniendo comprometidos todos sus bienes en la prenda general de sus acreedores, procede a realizar negocios jurídicos ruinosos para aquéllos, como cuando vende sus mercancías a menor precio, o sus propiedades, sus créditos por sumas de dinero a fin de sustraer estos nuevos bienes fungibles a la acción de persecución del acreedor"

La jurisprudencia ha reconocido el carácter eminentemente moralizador que embarga esta acción por cuanto va encaminada a sancionar el fraude o mala fe con la que actúan los deudores frente a sus acreedores. 

La Contraloría Distriital tiene en esta acción una herramienta clave para reconstruir el patrimonio de aquellos responsables fiscales, que con el objeto de evadir su obligación de devolver los recursos públicos de los cuales se apropiaron, cometen actos fraudulentos a fin insolventarse y así no pagar a su acreedor: El Estado.

La pertinencia de esta acción está determinada por el hecho que a través de ella se ataca la validez de los actos a través de los cuales el deudor traslada su patrimonio a manos de un tercero cómplice para que el acreedor pierda su prenda general de garantía.

Acción Civil Ordinaria contra el Enriquecimiento sin justa causa 
Como última alternativa, tenemos esta acción que tiene un carácter más etéreo que las anteriores.

El enriquecimiento sin justa causa ha sido definido por la jurisprudencia como el hecho producido cuando un patrimonio recibe un aumento a expensas de otro sin una causa que lo justifique. 

En la medida en que esta figura no contempla la prueba del dolo en la actuación del enriquecido frente al empobrecido, basta con la demostración del aumento del patrimonio para que proceda. Sin embargo, su utilización dependería de la improcedencia de los otros mecanismos, que son más especializados y en algunos casos, más ágiles.

En este orden de ideas, la interposición de una acción civil ordinaria por enriquecimiento sin justa causa estaría supeditada al hecho que no se logre determinar la existencia de un delito o que no proceda la acción popular, o haya caducidad de las demás alternativas que vimos previamente.

Lo anterior, porque estos mecanismos alternativos no suponen una utilización simultánea (como vimos anteriormente, podría causar efectos perversos) sino que el éxito de la Contraloría dependerá de la determinación clara de los criterios por los cuales se prefiera uno de ellos en determinada situación.

ANEXO No. 108

MARCO TEORICO CONCEPTUAL APLICABLE AL EJERCICIO DEL COBRO COACTIVO DENTRO DEL PROCESO DE PRESTACION DE SERVICIO DE RESÒNSABILIDAD FISCAL Y JURISDICCION COACTIVA
JURISDICCION COACTIVA

MARCO TEÓRICO – CONCEPTUAL

CAPÍTULO I

NATURALEZA JURÍDICA.

Los procesos de Jurisdicción Coactiva en la Contraloría de Bogotá, D.C., son de naturaleza administrativa, para hacer efectivo el cobro de los siguientes créditos fiscales: 

Fallos con responsabilidad fiscal y pólizas de seguros integradas a aquellos, Resoluciones que impongan multa en procesos sancionatorios fiscales y/o disciplinarios contenidas en providencias expedidas por la Contraloría de Bogotá y que se encuentren debidamente ejecutoriadas. Igualmente, los actos administrativos o sentencias judiciales que contengan créditos exigibles en favor de esta entidad. 

La naturaleza administrativa a que se hace referencia, fue determinada por la Corte Constitucional en la sentencia dictada dentro de la sentencia T-455/94 cuando manifestó: 

La administración tiene privilegios que de suyo son los medios idóneos para el cumplimiento efectivo de los fines esenciales del Estado, prerrogativas que se constituyen en la medida en que sólo a la administración se le otorga la posibilidad de modificar, crear, extinguir o alterar situaciones jurídicas, en forma unilateral con o sin el consentimiento de los administrados, incluso contra su voluntad.

Entonces la administración está definiendo derechos y a la vez creando obligaciones inmediatamente eficaces, gracias a la presunción de validez y de la legitimidad de que gozan sus actos. La presunción de legalidad significa que los actos tienen imperio mientras la autoridad los declare contrarios a derecho. Este carácter del acto administrativo llamado efecto de ejecutividad, tiene su fundamento en el artículo 238 de la Constitución Política por cuanto al establecer que la jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender provisionalmente los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de impugnación por la vía judicial, significa a contrario sensu que mientras no se suspendan los efectos de los actos administrativos, son plenamente válidos.

(…)

En conclusión, considera esta Sala de Revisión que el proceso de jurisdicción coactiva es de naturaleza administrativa, por cuanto su objetivo es hacer efectiva la orden dictada por administración de cobro de una obligación tributaria. En otras palabras esta jurisdicción es el uso de la coacción frente a terceros y la expresión de una autotutela ejecutiva. (subrayado fuera del texto).

Es del caso señalar, que si bien es cierto para hacer efectivos los créditos fiscales en la Contraloría de Bogotá, D.C., el trámite está sujeto a lo señalado por el Código de Procedimiento Civil para el proceso de jurisdicción coactiva, también lo es que las Resoluciones que fallan las excepciones y ordenan seguir adelante la ejecución tienen la connotación de actos administrativos y por lo mismo son susceptibles de enjuiciamiento ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, por lo tanto es viable colegir junto con lo señalado por la Corte Constitucional que los procedimientos coactivos que adelanta la Contraloría de Bogotá, D.C., tienen la naturaleza administrativa.

NORMATIVIDAD APLICABLE A LA JURISDICCIÓN COACTIVA.

Los procesos de Jurisdicción Coactiva que adelanta la Contraloria de Bogotá se apoyan en mandatos de la Constitución, Decretos, Leyes, Acuerdos, Resoluciones, Sentencias, a saber.

El articulo 268 Numeral 5 de la Constitución Política le dio facultades al Contralor General de la República para “Establecer la responsabilidad que se derive de la gestión fiscal, imponen las sanciones pecuniarias que sean del caso, recaudan su monto y ejercen la jurisdicción coactiva sobre los alcances deducidos de la misma”. Y el articulo 172 Inciso 6. Que le hace extensivo a las Controlarías Territoriales al cobro coactivo.  

LEYES

Ley 42 de 1993 artículos 90 al 98.

Ley 610 del 2000.

Ley734 de 2002.

El Código de Procedimiento Civil capítulo VIII artículos 561 al 568.

Artículo 120, 181, 315, 327 y 497 CPC y 507 (Sentencia que ordena seguir con la ejecución).

Ley 572 del 2000 que modifico el artículo 19 del Código de Procedimiento Civil con relación a las cuantías.

Ley 791 de 2003 por medio de la cual se reducen los términos de la prescripción en materia civil.

Ley 794 de 2003, por la cual se modifica el Código de Procedimiento Civil, se regula el proceso ejecutivo y se dictan otras disposiciones, la cual entrará a regir el 9 de abril de 2003.

Código Contencioso Administrativo.

Artículos 44 y 45 Notificación

Artículos 62, 63, 64 del Código Contencioso Administrativo. Constancia de ejecutoria y firmeza de los actos administrativos.

Ley 68 de 1923 que fija la taza de mora para los deudores fiscales del 12% anual.

Ley 510 de 1999 artículo 111 fija interés moratorio para las compañías aseguradoras.

Decreto Ley 1421 Estatuto Orgánico de Bogotá

Código Civil artículo 1434 títulos ejecutores contra el difunto, también lo serán contra los herederos.

Acuerdo 24 del 2001 “por medio del cual se organiza la Contraloría de Bogotá.

Resolución Reglamentaria 012 del 12 de junio del 2001 título 11 artículo 4

Acuerdo 1518 del 2002 del Consejo Superior de la Judicatura.

Sentencia T-445 de 1994, Corte Constitucional otorgó al proceso de Jurisdicción Coactiva el carácter administrativo.

CUANTÍAS

Las cuantías determinadas para el proceso de Jurisdicción Coactiva, son aquellas sumas que quedan incorporadas en los respectivos títulos ejecutivos, sin liquidar intereses ni costas. Los procesos son de mayor, de menor y mínima cuantía. Son de mínima cuantía los inferiores al equivalente a quince (15) salarios mínimos legales mensuales; son de menor cuantía los comprendidos desde quince (15) salarios mínimos legales mensuales, inclusive, hasta el equivalente a noventa (90) salarios mínimos legales mensuales inclusive; y son de mayor cuantía los superiores a noventa salarios mínimos legales mensuales. (VER CAP I, LIBRO II, NUM 7)

El valor del salario mínimo legal mensual aquí referido será el que rija al momento en que queda ejecutoriado el respectivo título.

No obstante, todos los demás aspectos relacionados con las cuantías, se regirán por el artículo 19 del C.P.C. (Modificado por la Ley 572 de febrero 3 del 2000) y demás normas concordantes.

FUNCIONARIOS COMPETENTES PARA ADELANTAR EL PROCESO

Funcionarios que conforman la Subdirección de Jurisdicción Coactiva: El Grupo de Jurisdicción Coactiva, estará conformado por el funcionario ejecutor, quién tendrá las mismas funciones que le corresponden al juez en los procesos ejecutivos de mayor, menor y mínima cuantía establecidos en el Código de Procedimiento Civil; por los abogados sustanciadores, quienes adelantaran los procesos y sustanciarán las providencias y demás actos para la firma del funcionario ejecutor; por el Secretario del Despacho, entendiéndose quién realiza las funciones de los secretarios en los Despachos de los jueces civiles según hace alusión el Código de Procedimiento Civil, podrá ser el mismo abogado sustanciador u otro funcionario y por los demás funcionarios colaboradores de la Contraloría de Bogotá, D.C.

Entiéndase por Funcionario Ejecutor, el superior jerárquico de la dependencia de conocimiento; y por Abogado Sustanciador, a los profesionales adscritos a dichas dependencias. 

JURISDICCIÓN

Comisiones. Cuando haya lugar a comisiones para la práctica de pruebas, por la conveniencia de las mismas en los casos autorizados en el artículo 181 del C.P.C. y para otras diligencias que deban surtirse fuera de la sede del funcionario Ejecutor, debe aplicarse en especial lo contemplado en los artículos 568 del C.P.C., en concordancia con los artículos 31 y siguientes Ibídem.

Providencias apelables. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 351 del Código de Procedimiento Civil serán apelables dentro del proceso de jurisdicción coactiva a cargo de la Contraloría de Bogotá, D.C., las siguientes providencias:

El mandamiento de pago. 

El auto aprobatorio de liquidación de crédito. 

El auto que decrete nulidades procesales. 

Así mismo, conocerán los funcionarios competentes en segunda instancia, de los recursos de queja contra la providencia que niegue el recurso de apelación o cuando se conceda en un efecto distinto del que corresponda, en los asuntos contemplados en las providencias susceptibles de apelación, así como de las consultas de las sentencias o Resoluciones que fallan las excepciones y ordenan la ejecución, contra quién estuvo representado por curador ad litem, sin consideración de la cuantía.

COMPETENCIA PARA EL CONOCIMIENTO DE OTROS TÍTULOS EJECUTIVOS

Con relación a otros títulos que deban cobrarse por Jurisdicción Coactiva en la Contraloría de Bogotá, D.C., que no sean de los señalados en el artículo 92 de la Ley 42 de 1.993, se regirán de acuerdo al procedimiento señalado en el Código de Procedimiento Civil.

DEPENDENCIAS Y FUNCIONARIOS COMPETENTES PARA CONOCIMIENTO Y TRÁMITE DE LOS PROCESOS DE JURISDICCIÓN COACTIVA. UNICA Y PRIMERA INSTANCIA

Conocerá de los procesos de Jurisdicción Coactiva en única instancia de los procesos ejecutivos de mínima cuantía y en primera instancia de los procesos de menor y mayor cuantía el Subdirector de Jurisdicción Coactiva, quien es el funcionario ejecutor.

EN SEGUNDA INSTANCIA

Conocerán en segunda instancia el Director de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, de los procesos de jurisdicción coactiva de menor y mayor cuantía, cuya primera instancia haya surtido la Subdirección de Jurisdicción Coactiva.

CAPITULO II

TÍTULO EJECUTIVO

Para adelantar un proceso de ejecución por Jurisdicción Coactiva, es requisito esencial que exista un título ejecutivo, documento en el que debe constar una obligación clara, expresa y exigible. Es clara cuando no da lugar a equívocos, cuando se encuentra plenamente identificado el deudor, el acreedor, la naturaleza de la obligación y los factores que la determinan. Que sea expresa quiere decir que en el documento se encuentra plasmada la obligación sin que sea necesario realizar un análisis lógico para inferirla. Que sea exigible significa que no media plazo ni condición para el pago de la misma (artículo 488 del Código de Procedimiento Civil).

El título ejecutivo corresponde a un documento (fallo, multa, sentencia etc.) o conjunto de documentos (fallos modificatorios, confirmatorios, providencias que resuelven recursos etc.) que necesariamente deben reflejarse en un escrito, el cual debe contener la obligación de pagar una suma líquida de dinero, y provenir de un funcionario competente para expedirlo.

DOCUMENTOS QUE CONSTITUYEN TÍTULO EJECUTIVO PARA INICIAR EL PROCESO DE JURISDICCIÓN COACTIVA:

Las Resoluciones de Reintegro de dineros a favor de Bogotá, D.C., que expida la Oficina Asesora Jurídica. 

Las sentencias remitidas por las dependencias o entidades judiciales. 

Las sentencias y demás decisiones jurisdiccionales en las que se ordene pagar una suma de dinero a favor de Bogotá, D.C., - Contraloría de Bogotá, D.C. 

Las pólizas de seguros y demás garantías que se integren a fallos con responsabilidad fiscal ... 

Los fallos con responsabilidad fiscal expedidos por la Contraloría de Bogotá debidamente ejecutoriados 

Los actos administrativos que impongan multas, expedidos por las Direcciones Sectoriales y de la Oficina de Asuntos Disciplinarios de la Contraloría de Bogotá, D.C., que se encuentren ejecutoriados. 

Los actos administrativos que contengan créditos exigibles a favor de la Contraloría de Bogotá, D.C. 

FIRMEZA DEL TÍTULO

Una vez notificado el título en debida forma y habiéndose agotado la vía gubernativa el título queda en firme. El art. 64 del Código Contencioso Administrativo señala que: "Salvo norma expresa en contrario, los actos que queden en firme al concluir el procedimiento administrativo serán suficientes por sí mismos para que la administración pueda ejecutar de inmediato los actos necesarios para su cumplimiento. La firmeza de tales actos es indispensable para la ejecución contra la voluntad de los interesados".

Así, el título ejecutivo adquiere su carácter ejecutorio que faculta a la administración para perseguir su cumplimiento por medio del cobro coactivo sin necesidad de recurrir a otra autoridad.

ESTUDIO DEL TÍTULO

En el estudio del título debe tenerse en cuenta para evitar impugnaciones en la conformación del mismo, las siguientes situaciones:

Se requiere examinar la coherencia entre la parte considerativa y resolutiva de los títulos ejecutivos, para advertir si existen inconsistencias en los nombres de los responsables fiscales y/o sancionados con multa, en las cédulas, en los valores en números y en letras, y que no contengan enmendaduras o tachaduras. Igualmente que dichos datos (nombres o razón social y cédula o NIT) coincidan con los autos que resuelven recursos y consultas. 

Uno de los problemas mas frecuentes, concierne a las notificaciones de los fallos con responsabilidad fiscal, multas y demás títulos, que no se practican de acuerdo con lo ordenado en los artículos 44 y siguientes del C.C.A., sobre todo en lo relacionado a la citación a la dirección anotada por primera vez en la actuación (diligencias previas a la notificación por edicto cuando no se pudo hacer la notificación personal), para lo cual se debe adjuntar la constancia del envío por el correo certificado para anexar en el expediente. 

En las notificaciones por edicto se debe tener en cuenta que se reproduzca la parte resolutiva del fallo con responsabilidad o de cualquier otro título; y que se tengan en cuenta los términos para fijarlos y desfijarlos de acuerdo a lo señalado en el art. 45 del C.C.A. 

Se deben invocar las normas que al momento de proferir los títulos, estén vigentes, para lo cual hay que tener cuidado y verificar las modificaciones y derogaciones que se presenten.

En algunas notificaciones no se señalan los recursos que pueden interponerse contra las decisiones, o si se indican se menciona: " ...contra esta providencia proceden los recursos de ley." ; y en otras ocasiones no se dice ante quien se deben interponer, ni en que plazo deben hacerlo.

Se debe tener presente el artículo 48 del C.C.A, el cual dispone que sin el lleno de todos estos requisitos no se tendrá por surtida la notificación, como tampoco producirá efectos legales la decisión.

En cuanto a la constancia de ejecutoria, debe observarse que se haya expedido la que debe indicar que el acto administrativo principal quedó debidamente en firme y ejecutoriado, de acuerdo a los artículos 62, 63 y 64 del C.C.A.. Se recomienda que la constancia de ejecutoria se expida en el anverso del fallo o Resolución principal que presta mérito ejecutivo y si se hace en documento separado, se indique claramente el número, fecha y demás características que distingan el título. 

Si se expiden constancias de ejecutoria después de mucho tiempo de la fecha de ejecutoria del fallo con responsabilidad fiscal o de la multa, se debe aclarar con la dependencia que expide el título, que las constancias de ejecutoria se anote la fecha en que quedó ejecutoriado el título (Acto Administrativo), para que no haya confusión entre la fecha en que se expide la constancia y la fecha de ejecutoria del fallo o multa, etc.. Estos aspectos son muy importantes, para que el funcionario ejecutor pueda a partir de la fecha correcta de la ejecutoria del título, cobrar los intereses de mora o contabilizar el término de perdida de fuerza ejecutoria.

En los Fallos con Responsabilidad Fiscal, con relación a las pólizas expedidas por las Compañías de Seguros que amparan a los responsables, se deben incorporar dichas pólizas dentro de la parte resolutiva de los fallos, para que presten mérito ejecutivo, como lo ordena el numeral 3° del artículo 92 de la Ley 42 de 1993.

Por tal razón es importante que en el respectivo fallo se establezca claramente en la parte resolutiva, el nombre del garante, el valor asegurado, la cuantía por la cual debe responder el garante y el número de la póliza para que en él conste una obligación clara, expresa y exigible contra la Compañía Aseguradora.

DOCUMENTOS Y REQUISITOS QUE DEBEN ACOMPAÑAR EL TÍTULO EJECUTIVO

Las dependencias competentes para conformar los títulos, deben enviar los siguientes documentos para el cobro coactivo:

1) Fotocopia legible del título ejecutivo. En caso de que exista recurso de reposición o segunda instancia, deberá acompañarse la fotocopia legible de las providencias que resuelven los recursos o las consultas.

Todas las anteriores providencias deben venir autenticadas, debidamente notificadas y con la constancia de ejecutoria del título o acto administrativo principal.

En cuanto a la notificación del título ejecutivo:

Constancia de fijación y desfijación cuando se trata de notificación por edicto y constancia del correo certificado a que hace alusión el artículo 44 del Código Contencioso Administrativo y fotocopia auténtica de la notificación al asegurador si lo hubiere.

En cuanto a las constancias de ejecutoria:

1) Se debe indicar expresamente la fecha en que quedó ejecutoriado el respectivo título ejecutivo.

2) Los títulos ejecutivos deben tener la constancia de que es primera copia y presta mérito ejecutivo. (art. 115, num. 2º C.P.C.).

3) Se debe indicar el domicilio, dirección y relación de bienes, de los responsables o sancionados en caso de que se conozcan.

Igualmente en caso de que se hayan decretado medidas cautelares en los procesos de responsabilidad fiscal, se debe remitir el cuaderno de medidas cautelares.

4) Fotocopia auténtica de la póliza de seguros que ampara a los responsables con sus respectivos anexos. (contrato de seguros, condiciones generales y cláusulas adicionales).

CAPÍTULO III

LIBROS.

Libro Radicador.

Una vez que el funcionario ejecutor haya hecho el reparto de títulos a los abogados sustanciadores, estos deben firmar el recibido en el libro radicador de títulos, dejando constancia de la fecha en que se le asignó.

Asimismo, se debe anotar la fecha en que se recibe el título en las dependencias de jurisdicción coactiva; el número y la fecha del correspondiente título.

Posteriormente y una vez efectuado el estudio del título, se le debe asignar un número al proceso que se va a iniciar y con el que se identificará en lo sucesivo el expediente, anotándolo en la carátula y en los demás libros.

La radicación tiene varias finalidades, entre otras:

Señalar la responsabilidad del funcionario. 

Permite afirmar con seguridad cual es el funcionario que conoce del asunto. 

Contribuye en un momento determinado para la reconstrucción del proceso en caso de pérdida o extravío. 

Libro Diario.

Es aquel en el que el secretario registra el movimiento interno de los expedientes, esto es, las entradas y salidas del Despacho, sirviendo de información a los interesados.

¿Qué se anota en el libro diario?

Se anota:

La fecha de entrada del expediente al Despacho.

Número del Proceso.

El nombre del ejecutado(s).

La decisión señalada por el funcionario ejecutor.

La fecha de salida.

Ejemplo:

	PRIVATE
Fecha entrada
	No. Proceso
	Ejecutado
	Decisión
	Salida

	2 de Dic.
	JC- 001
	PEDRO PEREZ
	Decreta Pruebas
	12 de dic. 


Libro de Contabilidad de los títulos de Depósito Judicial.

El libro de contabilidad es quizás para el funcionario ejecutor de los de mayor cuidado, por cuanto allí se registra la entrada de los comprobantes de consignación o el valor de los títulos de depósito judicial que se tiene a ordenes de la dependencia de jurisdicción coactiva. Debe igualmente confrontarse mensualmente realizando los arqueos necesarios y los balances teniendo en cuenta los egresos o endosos que se haya realizado de los Títulos de Deposito Judicial . 

CAPÍTULO IV

MANDAMIENTO DE PAGO. (ART. 497 DEL C.P.C.)

En los procesos coactivos doctrinariamente se ha equiparado el auto admisorio de la demanda con el auto de mandamiento de pago; en algunos juzgados lo denominan auto ejecutivo, en otros, orden de pago. 

No existe una exigibilidad normativa en punto a la forma de elaboración del mandamiento de pago, éstos se redactan conforme al criterio del funcionario, pero en todo caso deben contener:

Nombre de la dependencia de jurisdicción coactiva. 

Ciudad y fecha en letras. 

Orden de librar el mandamiento de pago. 

Clase de ejecución (mayor, menor y mínima cuantía). 

Nombre de la Entidad afectada a favor de quien se libra. 

Nombre de la persona en contra (ejecutado), cargo y entidad a que pertenecía, si es posible verificarlo. 

Valor del capital (numérico y en letras).

Nombre de la persona en contra (ejecutado), cargo y entidad a que pertenecía, si es posible verificarlo. 

Valor del capital (numérico y en letras). 

Valor de interés (porcentaje o tasa). 

Fecha en que se hacen exigibles los intereses (ejecutoria del título). 

Incluir la expresión: "Hasta cuando se realice el pago total de la obligación". 

Orden de pago al ejecutado dentro de los cinco (5) días siguientes a su notificación. 

Medio de impugnación de que es susceptible y funcionario ante quien se solicite. 

Orden de notificación ("notifíquese según el art. 564 del Código de Procedimiento Civil"). 

Firma del Funcionario Ejecutor. 

Nos remitimos a la ejecución por sumas de dinero, consagrada en el art. 498 del Código de Procedimiento Civil porque el proceso coactivo tiene como fin, recaudar alcances líquidos contenidos en los títulos ejecutivos, así está expresado en el art. 90 de la Ley 42/93; lo que debe entenderse como una cifra numérica precisa o que sea liquidable por simple operación aritmética, sin estar sujeta a deducciones indeterminadas.

De esta manera es como en el proceso de Jurisdicción Coactiva, no puede aceptarse como pago, bienes diferentes a la suma líquida de dinero que aparezcan en el título ejecutivo. 

Respecto a los intereses es necesario que en el mandamiento de pago se determinen en su porcentaje y modalidad (mensual o anual), más no dejarlos condicionados, es decir, dejar la expectativa de que se podrán causar o no. La Ley 68 de 1923 se encuentra vigente en cuanto a que establece en su artículo 9° que la tasa de interés por mora para los deudores de obligaciones fiscales es del 12% anual. En cuanto a las Compañías Aseguradoras, la tasa de mora está determinada por el artículo 1080 del Código de Comercio, que fue modificado por la Ley 510/99, art. 111, que impone un interés moratorio igual al certificado como bancario corriente por la Superintendencia Bancaria aumentado en la mitad.

Esto no quiere decir que se deban incluir la liquidación de los intereses, solo se debe indicar su tasa, modalidad y exigibilidad. 

El auto de mandamiento de pago es un auto interlocutorio, por lo que la orden debe ir precedida de la correspondiente motivación. (VER CAP I, LIBRO III, ANEXO 5)

“Una vez se profiera el Auto que Avoca el Conocimiento no podrá transcurrir más de cinco (5) días, sin haberse proferido el correspondiente Auto por el cual se libra el mandamiento de pago”.  

ACUERDOS DE PAGO

El art. 96 de la Ley 42/93, contempla: 

"En cualquier etapa del proceso de Jurisdicción Coactiva el deudor podrá celebrar un acuerdo de pago con el organismo de control fiscal, en cuyo caso se suspenderá el proceso y las medidas preventivas que hubieren sido decretadas..." 

Esta figura, dispone la realización del acuerdo de pago en cualquier etapa del proceso coactivo, entendiéndose que no puede celebrarse si no se ha notificado previamente el mandamiento de pago.

Igualmente contempla esta norma que el acuerdo de pago suspenderá el proceso y las medidas preventivas que se hubieran decretado. En cuanto a esta última condición, deberá entenderse que la suspensión se refiere para el evento de la práctica de las diligencias del avalúo, secuestro y remate. 

Para efecto del art. 96 de la Ley 42 de 1993. Las medidas previas practicadas podrán ser levantadas cuando se garantice el pago de conformidad con el art. 519 del Código de Procedimiento Civil.

No obstante en el caso que no se preste la garantía para el levantamiento de las medidas cautelares, la celebración del acuerdo de pago suspende el proceso de jurisdicción coactiva, entendiéndose que no se efectuará el secuestro, avalúo y el remate, para el caso de bienes inmuebles. 

Ahora bien, en cuanto al embargo de salarios, se le informará al pagador o empleador, que queda suspendido el embargo por la celebración del acuerdo de pago y que en caso de incumplimiento se reanudará el proceso y por ende los descuentos de ley de dicho embargo. 

Es importante tener en cuenta que los intereses de los plazos concedidos, deben cobrarse, es decir, que su cobro debe realizarse hasta el pago total de la obligación. (Ver liquidación del crédito).

CAPÍTULO V

NOTIFICACIONES

Es el acto procesal mediante el cual se entera o se da a conocer a las partes y demás interesados en forma real o presunta, las providencias, siendo el punto de partida para el cómputo de términos.

Según lo estipulado en el artículo 120 del Código de Procedimiento Civil:

"Todo término comenzará a correr desde el día siguiente al de la notificación de la providencia que lo conceda; si fuere común a varias partes, será menester la notificación a todas". Empezará en todo caso a correr a partir del día siguiente a la última notificación, Ejemplo A es notificado el día 13, B el día 15 y C el día 18, el término comienza a contabilizarse a partir del día siguiente a la notificación de C, y el término de ejecutoria es común.

NOTIFICACIÓN PERSONAL

Es la que tiene carácter de principal pues de poderse realizar, se prefiere a cualquier otro tipo de notificación, por cuanto garantiza el debido proceso, así como que el contenido de determinada providencia fue conocido por la persona a quien iba dirigido o a quien interesaba. Se surte de manera directa e inmediata enterándole del contenido de determinada providencia al sujeto de derecho respectivo. 

El artículo 314 del C.P.C., establece las providencias que deben ser notificadas personalmente, así:

1) Al demandado o a su representante o apoderado judicial la del:

a) Auto que confiere el traslado de la demanda 

b) Auto de mandamiento de pago

c) La primera providencia que se dicta en el proceso

2) La primera que debe hacerse a terceros. Ejemplo: Notificación del tercero poseedor señalado por el opositor triunfante a la entrega o al secuestro del auto que ordena tramitar el incidente.

3) A los funcionarios públicos en su carácter de tales:

a) La del auto que los cite al proceso.

b) La de la sentencia. 

c) Los que ordena la ley para casos especiales. Por ejemplo, cuando el Juez impone multa.

4) Cuando siendo posible notificar por medio diferente, el destinatario la solicita, siempre y cuando la notificación todavía no se haya cumplido.

Formalidades (Artículo 315 del C.P.C.):

a) La debe realizar el secretario o el funcionario que haga las veces de notificador en la dependencia de jurisdicción coactiva y se puede practicar en cualquier día y hora hábil, o no, lo que constituye excepción al principio según el cual los actos procesales se practican en tiempo hábil.

b) De la notificación se dejará constancia escrita mediante acta que expresará: la fecha en letras, el nombre del notificado, en caso de personas jurídicas o ser la persona notificada representante de otra, especificar los respectivos nombres, indicando además el término que se tiene para impugnar la providencia.

El acta de notificación se firma por el notificado y el empleado que la realiza; se debe tener presente que si el notificado firma el acta, pero se omite la firma del empleado no hay lugar a la nulidad del acto, toda vez que la falta de firma del empleado no excluye el conocimiento dado a la providencia en materia de notificación, la finalidad del acto personal de la notificación se cumplió y el derecho de defensa del notificado no se violó.

Si el notificado no sabe, no puede o no quiere firmar, basta que el empleado deje la correspondiente constancia en el acta, para que se tenga por realizada la notificación, el informe del empleado se considera rendido bajo la gravedad del juramento, que se entiende prestado con la firma del acta.

Si se quiere pedir o aportar pruebas o interponer recurso de reposición se surte por escrito separado.

El artículo 564 del C.P.C., establece un procedimiento especial para la notificación del mandamiento de pago en la jurisdicción coactiva, conforme a lo siguiente:

"Para la notificación personal del mandamiento ejecutivo al deudor o a su representante o apoderado, se le citará por medio de comunicación enviada por conducto de empleado del despacho o por correo certificado a la última dirección registrada en la oficina de impuestos o declarada en el respectivo proceso de sucesión y a falta de ella, mediante aviso publicado en uno de los periódicos de mayor circulación del lugar señalado por el juez..." 

NOTIFICACIÓN POR COMISIONADO

El artículo 568 del C.P.C. faculta a los funcionarios investidos de jurisdicción coactiva para conferir comisiones cuando haya lugar a ellas, es decir cuando las diligencias deban surtirse fuera de la sede del funcionario ejecutor de conocimiento; excepcionalmente se podrá conferir para la práctica de pruebas según el artículo 181 del C.P.C.

Se puede comisionar a los funcionarios de igual o inferior categoría; la providencia que confiera una comisión indicará su objeto con precisión o claridad, al despacho comisorio se le acompañará copia de aquella y de las piezas que haya ordenado el comitente, en ningún caso se enviará el expediente original.

Si lo que se comisiona es la práctica de una diligencia, no se fijará el término para ello, el comisionado fijará la fecha y hora, mediante auto que se notificará por estado.

El comisionado tendrá las mismas facultades del comitente con relación a la diligencia que se le delegue. Sin embargo, toda actuación que exceda las funciones del delegante será nula pero tal nulidad deberá ser alegada por alguna de las partes dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación del auto que ordena agregar al expediente el despacho comisorio. La nulidad por falta de competencia territorial del comisionado solo se podrá alegar al iniciarse la diligencia.

Con relación a la comisión para notificar personalmente el auto de Mandamiento de Pago al ejecutado, además de lo aquí mencionado, la providencia que confiere la comisión deberá establecer según el artículo 316 del C.P.C., un término no superior al quince (15) días para que el ejecutado una vez notificado comparezca al proceso, cumplido éste plazo comenzará a correr los respectivos términos. 

NOTIFICACIÓN POR INTERMENDIO DE CURADOR AD - LITEM

En el Proceso de Jurisdicción Coactiva una vez librado el auto de mandamiento de pago, se procede a su notificación personal. Cuando no ha sido posible notificar personalmente al demandado sobre el mandamiento de pago y se hace indispensable su notificación para poder continuar con el proceso, una vez agotados todos los trámites, se le nombra al ejecutado curador ad - litem para que lo represente garantizando así su defensa. Para estos efectos se deberá tener en cuenta lo que al respecto señala el artículo 564 del C.P.C., así: 

Se hace la citación por medio de comunicación enviada por conducto de empleado o por correo certificado, o mediante aviso publicado en el periódico de mayor circulación y se concede un plazo de quince (15) días para que el ejecutado se acerque a notificarse; término que empieza a correr a partir de la fecha de envío de la comunicación o de la publicación del aviso o de la fecha de la certificación postal, o de la entrega del oficio, y si no lo hace dentro de este término se le nombrará curador ad - litem. 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO

Es la forma subsidiaria de notificar toda clase de autos. El estado es una lista que el secretario debe fijar en sitio visible del despacho, donde relaciona los autos con la designación del proceso en que se han dictado, su fecha, el cuaderno en que obran y el folio. 

Por excepción la Sentencia que ordena seguir la ejecución, cuando no propuso el ejecutado excepciones, se notifica por estado. (Artículo 507 del C.P.C.).

La inserción en el estado se hace pasado un día hábil de la fecha del auto y queda ejecutoriada o en firme 3 días después, sin contar el día en que se notificó. Ejemplo: Si el auto tiene fecha 13 (miércoles) se deja transcurrir el día 14 (jueves) y se hace la inserción el día 15 (viernes).

Requisitos:

Haber transcurrido un día hábil desde la fecha en que se dictó el auto, vencido este día se fija en lugar público de la secretaría de la dependencia de Jurisdicción Coactiva, por un día en un cuadro donde se anota:

No. del proceso. 

Partes (Nombre del ejecutado (s)). 

Fecha del auto. 

Cuaderno donde se encuentra la providencia. 

Fecha de fijación del estado. 

Firma del Secretario. 

Los estados se deben archivar en orden riguroso de fecha para su conservación en el archivo. 

NOTIFICACIÓN POR EDICTO

En nuestro proceso no opera este tipo de notificación a excepción de la Resolución que Falla las Excepciones y ordena seguir la ejecución (Artículos 93 y 94 de la Ley 42 de 1993), por ser este un acto administrativo, por tal razón el mismo se debe notificar como lo establecen los artículos 44 y siguientes del C.C.A.

NOTIFICACIÓN POR CONDUCTA CONCLUYENTE

Es una manera especial de tener por notificada a una de las partes en el proceso y exige ciertos requisitos a saber: Una manifestación de que la parte conoce determinada providencia o que la mencione en escrito que lleve su firma o verbalmente durante una audiencia o diligencia, caso en el cual, se dejará constancia escrita en el acta respectiva.

NOTIFICACIÓN DEL MANDAMIENTO DE PAGO A LOS HEREDEROS

Cuando dentro de un proceso coactivo se tiene certeza de la muerte del demandado, el título que le dio origen es exigible contra los herederos, conforme lo preceptúa el art. 1434 del Código Civil Colombiano que reza: "Los títulos contra el difunto lo serán igualmente contra los herederos; pero los acreedores no podrán entablar o llevar adelante la ejecución sino pasados ocho (8) días después de la notificación judicial de sus títulos".

Quiere decir que el título ejecutivo debe notificarse a los herederos para que se pueda adelantar la ejecución contra ellos.

Si se lleva la ejecución sin esta formalidad el proceso estaría viciado de nulidad, como lo estatuye el art. 141 del Código de Procedimiento Civil numeral 1º.

"En los procesos de ejecución y en los que haya remate de bienes, son también causales de nulidad:

1. Librar ejecución después de la muerte del deudor, sin que se haya cumplido el trámite prescrito por el art. 1434 del Código Civil Colombiano ..."

Por lo anterior, el proceso coactivo debe suspenderse, hasta tanto no se realice la notificación del título a los herederos, según lo consagra el art. 168 del Código de Procedimiento Civil numeral 3º., según el cual, el proceso o la acumulación posterior a la sentencia se interrumpirá, por la muerte del deudor, en el caso contemplado en el art. 1434 del Código Civil Colombiano.

Ahora bien, si hay proceso de sucesión en curso, se debe continuar la ejecución contra los herederos reconocidos en éste; si no se ha abierto el proceso de sucesión, debe seguirse contra los potenciales herederos (previa la notificación del título a éstos), los cuales pueden expresar si aceptan o repudian la herencia, adquiriendo así, la calidad o no de herederos como lo afirma el art. 1299 del Código Civil Colombiano, según el cual:

"Se entiende que alguien toma el título del heredero, cuando lo hace en escritura pública o privada, obligándose como tal heredero, o en un acto de tramitación judicial".

De acuerdo con lo previsto en el artículo 81 del C.P.C., cuando no se haya iniciado el proceso de sucesión de la persona a quien se pretende iniciar un proceso de conocimiento y no se conocen los herederos, o sólo se conocen algunos de ellos, "la demanda deberá dirigirse indeterminadamente contra todos los que tengan dicha calidad, ..... Si se conoce a algunos de los herederos, la demanda se dirigirá contra éstos y los indeterminados". 

Iniciado el proceso de sucesión, se continua contra quienes hayan sido reconocidos y los indeterminados, o sólo contra éstos si no existen aquellos, contra el albacea con tenencia de bienes o el curador de la herencia yacente, si fuere el caso, y contra el cónyuge, si se trata de bienes o deudas sociales".

CAPÍTULO VI

ACTOS DE IMPUGNACIÓN
Son los medios que buscan atacar y refutar los actos procesales y procedimentales, esta es una acepción genérica, toda vez que abarca: los recursos, los incidentes y los medios atípicos.

CAPÍTULO VII

ACCIONES REVOCATORIAS (ARTÍCULOS 97 Y 98 DE LA LEY 42/93)

En los casos en que se compruebe que los bienes del responsable fiscal son insuficientes para cubrir el total de la obligación, se podrá solicitar la revocación de los siguientes actos realizados por el responsable fiscal, dentro de los dieciocho (18) meses anteriores a la ejecutoria del fallo, siempre que el acto no se haya celebrado con buena fe exenta de culpa:

Los de disposición a título gratuito.

El pago de deudas no vencidas.

Toda dación en pago perjudicial para el patrimonio del responsable fiscal.

Todo contrato celebrado con su cónyuge, compañero permanente, con sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad, único civil o con algún consorcio en sociedad distinta de la anónima.

Todo contrato celebrado con sociedades en las cuales el responsable fiscal o las mismas personas nombradas en el anterior ordinal sean dueños, individual y conjuntamente, de un treinta por ciento (30%) o más del capital.

La liquidación de bienes de la sociedad conyugal del responsable fiscal, hecha por mutuo consenso o pedida por uno de los cónyuges con aceptación del otro.


Las cauciones, hipotecas, prendas, fiducias de garantía, avales, fianzas y demás garantías, cuando con ellas se aseguren deudas de terceros. 

Competencia para conocer y adelantar el proceso de acciones revocatorias:

Se tramitan ante el juez civil del circuito del domicilio del responsable fiscal, por el trámite del proceso verbal que regula el Código de Procedimiento Civil. La Oficina Asesora Jurídica es la competente para adelantar esta demanda, por representar judicialmente a la Contraloría de Bogotá, D.C., ante las autoridades competentes (numeral 13, art. 39 del Acuerdo 24 de 2001) en coordinación con la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva (numeral 18 del art. 58 del Acuerdo 24 de 2001).

Este proceso no suspende ni afecta el curso y cumplimiento del proceso de jurisdicción coactiva. 

CAPÍTULO VIII

LIQUIDACIÓN DEL CRÉDITO Y LAS COSTAS 

Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de la sentencia de que trata el art. 507 (sentencia de seguir adelante la ejecución) o del fallo que resuelve las excepciones y ordenan llevar adelante la ejecución, se condenará al ejecutado en las costas del proceso y se ordenará que se liquiden practicándose separadamente la liquidación del crédito de acuerdo a lo señalado en el art. 521 del C.P.C. y el procedimiento señalado en el art. 393 del mismo código para la liquidación de las costas. 

De dicha liquidación se le da traslado al ejecutado por tres (3) días, mediante auto que no tiene recursos, dentro de los cuales podrá formular objeciones y acompañar las pruebas que estime necesarias. Vencido el traslado el funcionario ejecutor decidirá si aprueba o modifica la liquidación, por auto apelable en efecto diferido, recurso que no impedirá efectuar el remate de los bienes, ni la conversión de los dineros a las respectivas cuentas corrientes creadas por la Contraloría para el cobro respectivo en la parte que no es objeto de la apelación. 

FORMULAS PARA LIQUIDACIÓN AL EJECUTADO

La fórmula para determinar el monto total que debe pagar el ejecutado está dada por los siguientes elementos definidos así:

Capital: Es el valor del título ejecutoriado. Se representa por la letra K.

Interés: Es la actualización del valor del título (capital) al día de la liquidación, en nuestro caso se representa por la letra I.

Intereses moratorios: Es el valor que se toma a partir de la fecha de la ejecutoria del título hasta la fecha en que se realiza la liquidación.

Tasa de interés: Es del 12% anual, conforme a lo establecido en el artículo 9° de la ley 68 del 25 de octubre de 1923.

Tiempo: Es el lapso que demora el ejecutado en cancelar la obligación y está representado por la letra T.

Costas del Proceso: Son los gastos en que se ha incurrido durante el desarrollo del proceso, tales como: publicación por avisos de prensa o de radio, pago de honorarios a auxiliares de la justicia como curador ad- litem, avaluadores, diligencias de secuestro y remate, etc., y que conforman el gran total adeudado por el ejecutado.

LIQUIDACIÓN PARA ACUERDOS DE PAGO O EMBARGO DE SALARIO

Intereses de financiación: Es el valor que el ejecutado debe cancelar por la financiación de Acuerdos de Pago o en los casos en los que hay que realizar liquidación por embargo de salarios.

Cuota Fija Mensual: Es la amortización que se fija para la deuda mediante una serie de pagos uniformes que incluyen intereses y capital, para el caso de Acuerdos de Pago, esta se representará por la letra R.

Cuota Variable Mensual: Es la amortización que se fija para la deuda mediante una serie de pagos variables que incluyen intereses y capital, para el caso de Acuerdos de Pago. Se calcula sobre los saldos a medida que se van amortizando los pagos parciales.

Número de cuotas a cancelar: Se refiere a la cantidad de pagos que se acuerden para cancelar la deuda, se representa con la letra N. 

Procesos de posible cobro: Aquellos procesos que tienen póliza de seguros, se ubican bienes del ejecutado o se encuentran con medidas cautelares, o se tiene celebrado Acuerdo de Pago.

De la imputación del pago: De conformidad con el artículo 1653 del Código Civil, si se deben capital e intereses, el pago de toda obligación se imputará primeramente a los intereses.

Reporte de Informes: La liquidación de intereses de mora o de financiación, se deben reportar únicamente para los procesos de posible cobro, en los informes de labores o cualquier otro que se solicite internamente en la entidad, salvo que expresamente se solicite una información especial en que se incluyan los de difícil cobro. 

FÓRMULAS A APLICAR
1. Cálculo de intereses moratorios para la liquidación del crédito, del ejecutado: 

	PRIVATE
IM =
	K * I * t

	
	360


	PRIVATE
Intereses Moratorios = 
	Capital X Intereses(12%) X No de días 

	
	360 días


MONTO TOTAL DE LA DEUDA

	PRIVATE

	Capital Inicial

	+
	Intereses moratorios

	+
	Costas del proceso ( Publicación Aviso de prensa, Diligencias de Secuestro)

	=
	Total a Pagar o a Financiar


Nota: Hay que tener en cuenta que la misma formula se utiliza para la liquidación a las Compañías Aseguradoras, no obstante varía el interés de acuerdo con lo ordenado en el artículo 1080 del C. de Co., modificado por el art. 111 de la Ley 510/99, que impone un interés moratorio igual al certificado como bancario corriente por la Superintendencia Bancaria aumentado en la mitad.

2. Calculo de la amortización mensual

La amortización se efectúa mediante pagos mensuales que incluyen abonos a capital e intereses, con un plazo máximo de dieciocho (18) meses. 

La fórmula para hallar la cuota fija de amortización mensual es la siguiente:

R = k( I/1-(1+I)-n)
De donde :

R = Cuota fija de amortización

K = Capital a cancelar

I = Intereses de financiación mensual

N = Número de cuotas a cancelar

Ejemplo :

	PRIVATE
TABLA DE AMORTIZACION

	

	Area de entrada 

	

	VALOR PRESENTE 
	948.558,33 
	

	TASA PERIODICA 
	1,00% 
	

	Nro. CUOTAS 
	3 
	

	
	PAGO PERIÓDICO 

	Area de salida 
	
	322.530,81 

	

	No. 
	INTERES 
	ABONO A K 
	PAGO PERIODICO 
	SALDO 

	1 
	$9.485,58 
	313.045,22 
	$322.530,81 
	635.513,11 

	2 
	$6.355,13 
	316.175,68 
	322.530,81 
	319.337,43 

	3 
	$3.193,37 
	319.337,43 
	322.530,81 
	0,00 

	TOTAL 
	$19.034,09 
	948.558,33 
	967.592,42 
	


CUOTA VARIABLE: La fórmula para hallar la cuota variable de amortización mensual es la siguiente:

	PRIVATE
R1 =
	K * I * T

	
	360


De donde:

R1 = Cuota variable de amortización

K = Capital a cancelar

I = Intereses de financiación mensual

T = Es el lapso que demora el ejecutado en cancelar la obligación. 

Ejemplo :

	PRIVATE
No. 
	CAPITAL 
	INTERES 
	PAGO PERIODICO 
	SALDO 

	
	
	
	
	1111111948.553.33 

	1 
	316.184.40 
	9.485.53 
	325.669.93 
	632.368.93 

	2 
	316.184.40 
	6.323.68 
	322.508.08 
	316.184.53 

	3 
	316.184.40 
	3.161.85 
	319.346.25 
	0000000 

	TOTAL 
	948.553.33 
	18.971.06 
	967.524.26 
	


CAPÍTULO IX

MEDIDAS CAUTELARES

CAUCIÓN PARA EL LEVANTAMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES 

Además de los trámites que contempla el C.P.C., para el levantamiento de las medidas cautelares, existe un requisito especial contemplado por el Parágrafo del artículo 12 de la Ley 610 del 15 de agosto del 2000, que estableció que cuando se hubieren decretado medidas cautelares dentro del proceso de jurisdicción coactiva y el deudor demuestre que se ha admitido demanda y que esta se encuentra pendiente de fallo ante la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, aquellas no podrán ser levantadas hasta tanto no se preste garantía bancaria o de compañía de seguros, por el valor adeudado más los intereses moratorios. ( Con ésta norma se modificó el Parágrafo del artículo 95 de la Ley 42 de 1993). 

Término para practicar las medidas cautelares (Artículo 327 C.P.C.).

Es inmediatamente, esto es, luego que se decreten y sin necesidad de notificar el auto de embargo a la parte contraria. Si fueren previas al proceso, se entenderá que el ejecutado queda notificado el día en que se apersona de aquél o actúe en ellas o firme la respectiva diligencia.

EMBARGO

Es un acto jurisdiccional encaminado a colocar un bien fuera del comercio en forma tal, que una vez practicado se logra su inmovilización en el mundo del negocio jurídico. Es la medida que tiene por finalidad impedir que el ejecutado disponga de los bienes, constituya gravámenes o imponga limitaciones al dominio. 

Perfeccionamiento del embargo: (Artículo 681 del C:P.C.)

El artículo 681 del C.P.C. establece las diferentes formas de perfeccionar el embargo, luego de la providencia que lo decreta, de donde se advierte que el embargo es acto complejo que se inicia con la decisión del funcionario ejecutor hasta el acto de inscripción o de notificación o de recepción de comunicación escrita, según la clase de embargo.

Se debe registrar cuando se trate de bienes inmuebles y bienes muebles sujetos a registro como automotores, naves, aeronaves y acciones sujetas a esta modalidad.

Para perfeccionar el embargo de especies muebles corporales, inanimados y semovientes, no sujetos a registro, es necesario el secuestro. 

No obstante cuando se embargan derechos reales que recaen sobre cosas corporales muebles, el embargo se perfecciona en el momento en que el funcionario ejecutor retiene los bienes y se los entrega al secuestre.

El perfeccionamiento del embargo para otra clase de bienes se encuentra establecido en los diferentes numerales del artículo 681 del C.P.C., a saber:

El embargo de otra clase de bienes se perfecciona según lo que establecen los diferentes numerales del artículo 681 del C.P.C., a saber: numeral 2: mejoras o cosechas, numeral 4: créditos, numeral 5: créditos y otros derechos que se persiguen en un proceso, numeral 6: acciones y títulos, numeral 7: el interés de un socio en sociedad colectiva, de responsabilidad limitada u otra de personas, numeral 8: interés de un socio comanditario, numeral 9: interés de un socio en sociedades civiles, numeral 10: salarios, numeral 11: dineros en establecimientos bancarios o similares, numeral 12: derechos proindiviso en bienes muebles.

Bienes inembargables

Se encuentran consagrados en el Código de Procedimiento Civil, para el efecto se citan algunos que tienen relación con nuestro proceso coactivo.

Los contemplados en el Artículo 684 del C. P. C., en especial los siguientes:

- Los utensilios de cocina, muebles de alcoba y ropa que considere necesarios el Funcionario Ejecutor.
- Los utensilios y enseres necesarios para el trabajo individual.

Los bienes objeto del negocio fiduciario no podrán ser perseguidos por los acreedores del fiduciante, a menos que sus acreencias sean anteriores a la constitución del mismo. Los acreedores del beneficiario solamente podrán perseguir los rendimientos que le reporten dichos bienes. ( Artículos 1238 del C. de Co.) 

- Los derechos personalísimos e intransferibles como son los de uso y habitación.

Existen normas especiales en donde se amplían otros casos diferentes a la inembargabilidad:

No es embargable el salario mínimo legal o convencional. El excedente del salario mínimo mensual sólo es embargable en una quinta parte. (Artículo 154 y s.s. del Código Sustantivo del Trabajo). 

Las prestaciones sociales, (art. 344 del Código Sustantivo del Trabajo). 

Las pensiones (art. 134 de la Ley 100 de 1993). 

Son inembargables las cuentas de ahorros menores a $14.175.766 (Artículos 126 y 138 del Decreto 663 de 1993 – Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y Decreto 0564 del 19 de marzo de 1996, Circular No 126 de octubre 8 de 1999 de la Superintendencia Bancaria). 

EL PATRIMONIO DE FAMILIA

Consiste en la constitución de un patrimonio especial por acto entre vivos o mediante testamento, a favor de toda la familia, entendiéndose esta la compuesta por una mujer y un hombre mediante matrimonio, compañero o compañera permanente y los hijos menores de edad, con relación a un bien inmueble, que tiene la calidad de no embargable. Sólo podrá constituirse sobre el dominio pleno de inmuebles que no estén gravados con hipoteca, censo o anticresis y cuyo valor al momento de la constitución no sea mayor de 250 salarios mínimos mensuales vigentes (Ley 70 de 1931 y Ley 495/99).

El patrimonio de familia es inembargable aún en caso de quiebra, no puede ser hipotecado, ni gravado con censo, ni dado en anticresis, ni vendido con pacto de retroventa, puede enajenarse o cancelarse la inscripción por otra que haga entrar el bien a su patrimonio particular sometido al derecho común, pero si es casado o tiene hijos menores la enajenación o la cancelación se subordina en el primer caso, al consentimiento del cónyuge, y, en el otro al consentimiento de los menores, dado por medio o con intervención de un curador, si lo tienen o de un curador nombrado ad –hoc y con autorización judicial. 

AFECTACION A VIVIENDA FAMILIAR

Es la afectación de un inmueble adquirido en su totalidad por uno de los cónyuges antes o después de la celebración del matrimonio, destinado a la habitación de la familia. (Ley 258 de 1996).

La afectación a vivienda familiar protege a los cónyuges o compañeros cuya unión haya perdurado por lo menos dos (2) años, no de menores.

La afectación de vivienda familiar es inembargable salvo en los siguientes casos:

1.- Cuando sobre el inmueble se hubiere constituido hipoteca con anterioridad al registro de la afectación a vivienda familiar.

2.- Cuando la hipoteca se hubiere constituido para garantizar préstamos para la adquisición, construcción o mejora de la vivienda.

En la afectación a vivienda familiar se levanta de común acuerdo entre los cónyuges, en cualquier momento mediante escritura pública o por mandato judicial.

Acumulación de embargos en procesos de diferentes jurisdicciones. (Art. 542 del C.P.C.) 

1) Si en el proceso de jurisdicción coactiva que adelanta la Contraloría de Bogotá, se decreta el embargo de bienes ya embargados en un Proceso Civil: El funcionario ejecutor deberá comunicárselo inmediatamente, sin necesidad de auto que lo ordene, al Juez Civil, por oficio en el que se indicarán el nombre de las partes y los bienes de que se trate.

El Proceso Civil se adelantará hasta el remate de dichos bienes, pero antes de entregar el producto al ejecutante del Proceso Civil, se debe solicitar por parte del Juez Civil al funcionario ejecutor del Proceso Coactivo, la liquidación definitiva y en firme, debidamente especificada, del crédito que ante él se cobra y de las costas, y con base en ella, por medio de auto, se hará la distribución entre todos los acreedores, de acuerdo con la prelación contemplada en los artículos 2494 y siguientes del Código Civil.

Es importante señalar que los créditos a favor de la Contraloría de Bogotá, D.C., se encuentran clasificados en los de primera clase, según lo establece el numeral sexto (6°) del artículo 2495, en cuanto aquellos créditos del fisco, se refieren a los del Tesoro Público. 

Los créditos garantizados con prenda pertenecen a la segunda clase según el art. 2497 – 3 del C.C. y los de hipoteca pertenecen a la tercera clase según el artículo 2499 del C.C..

Asimismo, hay que informar al Juez Civil en el respectivo oficio que se ordenó también el embargo de los bienes que se llegaren a desembargar en dicho proceso.

No obstante, el funcionario ejecutor debe estar pendiente del proceso civil, para enviar la liquidación a que hace referencia el inciso anterior, así como interponer los recursos a que haya lugar.

El auto de distribución de los acreedores es apelable en efecto diferido y se comunicará por escrito al funcionario ejecutor, contra este auto proceden los recursos de reposición y apelación, dentro de los diez días siguientes al de la remisión del oficio por correo certificado, o de su entrega por un subalterno del juzgado si fuere en el mismo lugar.

2) Cuando el embargo se haya practicado en el proceso de jurisdicción coactiva: En el proceso civil podrá el juez civil, pedir el embargo del remanente que pueda quedar en el proceso coactivo y de los bienes que se llegaren a desembargar.

Acumulación de demandas y procesos, y citación de acreedores hipotecarios. (Art. 566 del C.P.C.)

Es importante tener en cuenta el procedimiento establecido en el artículo 566 del C.P.C., que se encuentra dentro del capítulo especial de "Ejecución para el cobro de deudas fiscales", el cual tiene concordancia con el artículo 157 "Acumulación de Procesos" y 541 ibídem "Acumulación de Procesos Ejecutivos".

En efecto: 

a) Al Proceso de Jurisdicción Coactiva no son acumulables procesos civiles o laborales o de cualquier índole que pretendan hacer efectivos títulos ejecutivos diferentes a los que se refiere el artículo 562 del C.P.C.

b) Cuando en el certificado del registrador aparece que el bien embargado en el Proceso de Jurisdicción Coactiva está gravado con hipoteca, deberá el funcionario ejecutor notificar al acreedor, la existencia del proceso, para que haga valer su crédito ante el Juez competente. La notificación será personal o mediante carta certificada que se enviará a la dirección que aparezca en la declaración de renta del acreedor, dirección que debe ser suministrada por el funcionario correspondiente.

El dinero que sobre del remate del bien hipotecado se enviará al Juez que adelante el proceso para el cobro del crédito con garantía real o se depositará a la orden de la entidad ejecutora para los fines pertinentes, a menos que el acreedor y el deudor convengan otra cosa mediante memorial presentado como se exige para las demandas.

Se podrá utilizar la dirección que aparezca en el directorio telefónico o mediante otro medio que suministre este tipo de información, para citar al acreedor hipotecario con el fin de que se notifique personalmente. Si el acreedor hipotecario es una persona jurídica, por ejemplo un banco o una corporación, el representante legal deberá acreditar la representación mediante certificación expedida por la Cámara de Comercio o por la Superintendencia Bancaria según el caso.

c) El embargo decretado en proceso coactivo prendario sigue la misma suerte del embargo decretado con base en título hipotecario y cuando la Jurisdicción Coactiva decrete el embargo de bienes gravados con prenda debe dar aviso al acreedor prendario, en la misma forma como ya se dijo para el acreedor hipotecario. (Artículo 558 del C.P.C.)

SECUESTRO


Es la aprehensión material que se hace de un bien o conjunto de bienes que se entregan a una persona (secuestre) para que los tenga en depósito y en ocasiones como administrador a nombre y órdenes de la autoridad o del Funcionario Ejecutor, para ser entregados cuando y a quien éste disponga.

Secuestre: 


Es la persona encargada del depósito o administración de los bienes según su naturaleza.

Designación: 


La designación del secuestre recae en el Funcionario Ejecutor.

Comunicación, Nombramiento y Pago de Honorarios: Se aplicarán los Artículos 2º (Aceptación del cargo); 4º (Designación y calidades de los secuestres); 5° (Honorarios); 6º (Exclusión de la lista) de la Ley 446 de julio 7/98, relacionados con los Auxiliares de la Justicia, así como las normas pertinentes del Código de Procedimiento Civil, especialmente los artículos 8,9,10,683,688 y 689. 

Funciones y Caución del Secuestre. (Art. 683 del C.P.C.). 

Dentro de las funciones del secuestre está la custodia de los bienes que se entreguen, sin embargo si los bienes secuestrados son consumibles y se hallan expuestos a deteriorarse o perderse, el secuestre los enajenará en las condiciones normales del mercado, consignará el dinero en la forma establecida en el artículo 10 del C.P.C., rindiendo al funcionario ejecutor informe de la venta.

El secuestre deberá prestar caución, (ver art. 678 del C.P.C.) de acuerdo a la suma que le fije el funcionario ejecutor una vez practicado el secuestro y si no lo hace en el término que se le señale, será removido, lo anterior con el fin de que el secuestre responda por el cumplimiento de sus funciones, la conservación y devolución de los bienes, el depósito de los rendimientos. 

No podrá exigirse caución al opositor a quien se dejen los bienes en calidad de secuestre. 

Funciones del Secuestre según la Situación del Bien. (art. 682 C.P.C.) 

Bien mueble no fungible: Debe depositarlo en bodega o almacén de depósito y avisar al Funcionario Ejecutor, a más tardar al día siguiente de la diligencia de secuestro. Ejemplos: Radios, equipos de sonido, etc..

Bienes muebles fungibles recaudados: El secuestre debe proceder a venderlas en condiciones normales al mercado. Ejemplo: El caso de frutas o cosechas.

Bienes muebles fungibles pendientes: El secuestre debe tomar medidas para su administración, recolección y venta en condiciones normales del mercado.

Almacenes o establecimientos semejantes: El secuestre asume la Administración y el propietario tiene funciones de asesoría y vigilancia. 

Empresas industriales y mineras: El secuestre asume funciones de dirección y manejo. El Gerente o Administrador no podrá disponer de dineros sin autorización del secuestre.

Semovientes: El secuestre debe tomar la debida seguridad y administrarlos.

Si se trata de un crédito: El secuestre debe avisarle al deudor del ejecutado, para que consigne en la cuenta de depósitos judiciales a órdenes de la dependencia de Jurisdicción Coactiva.

Bienes inmuebles: El secuestre debe administrarlo. Ejemplo: puede arrendarlo o dejar en calidad de depósito al ejecutad

En sociedades o en liquidación: En la primera, el secuestre, sustituye al socio. En la segunda, el secuestre, debe recibir los bienes que le correspondan al socio y administrarlos. 

Vehículos de servicio público: El secuestre tiene las mismas funciones que se señalaron para el caso del secuestre que asume las funciones de dirección y manejo de las empresas industriales y mineras, es decir, recaudar el producido, pagar los gastos y consignar los dineros a órdenes de la dependencia de Jurisdicción Coactiva.

Deberes del Secuestre 

Consignación de dineros: El dinero que perciba el secuestre por cualquier concepto, debe consignarlo en la cuenta de depósitos judiciales a órdenes de la dependencia de Jurisdicción Coactiva.

Informes: Dar informe mensual de su gestión y rendir cuentas exactas y comprobadas de sus funciones al funcionario ejecutor, cuando este se lo solicite y también al terminar el desempeño del cargo. (arts. 10 y 689 del C.P.C.). 

Depósito de bienes: Indicarle al Funcionario Ejecutor el depósito de los bienes o el traslado de éstos. 

Destino de bienes: No debe darle a los bienes una destinación diferente a la que les corresponde por su naturaleza. 

Prestar caución. Dentro del término que se le establezca. 

El incumplimiento a esos deberes originan sanciones que van desde multa hasta remoción del cargo, sin perjuicio de la investigación penal, en caso de configurarse un delito.

Relevo del Secuestre, Entrega de Bienes y Sanciones. 

Se debe tener en cuenta lo señalado en los artículos 688 y 689 del C.P.C., en concordancia con lo estipulado por el numeral quinto del artículo 9º del mismo código, con relación a la remoción y entrega de bienes. Se deberá tener en cuenta el artículo 599 del C.P.C., en lo que respecta al trámite de las cuentas que deba rendir el secuestre, al momento en que termine el desempeño de su cargo.

Práctica del Secuestro y Oposiciones 

El auto que decreta el secuestro debe indicar, fecha, día y hora para llevar a cabo la diligencia y el nombre del secuestre; el secuestro se realiza con la diligencia a la que concurren, el funcionario ejecutor, quién tiene el deber de comprobar la existencia, características y estado de los bienes y el de limitar el secuestro conforme a las reglas existentes, el Abogado Sustanciador a quien le corresponde denunciar los bienes identificándolos y entregándolos al secuestre, el Secretario del despacho de la Subdirección de Jurisdicción Coactiva, y el Secuestre. Cuando se considere conveniente se debe pedir el acompañamiento de la policía del lugar. 

Como practica prudente conviene que el funcionario ejecutor haga practicar previamente un reconocimiento del lugar con el fin de llegar bien informado en el momento de la diligencia. Igualmente cuando se trata de secuestro de inmuebles se puede avisar telegráficamente o por correo certificado a los habitantes del inmueble que debe estar allí una persona para que atienda la diligencia el día en que se va a practicar. Pero este aviso debe darse el día anterior a la misma para asegurar que atiendan la diligencia y precaver que vayan a preparar una oposición ficticia. Así se evita encontrar inmuebles desocupados o sin una persona que atienda la diligencia y verse la Contraloría de Bogotá, D.C., forzada a practicar allanamientos que no convienen. 

De todo lo ocurrido en la diligencia, se levantará un acta, que una vez terminada, debe ser leída en alta voz por el secretario y el funcionario ejecutor ordenará las adiciones y correcciones que en el momento se soliciten. Aprobada la diligencia, el acta será firmada por todos los que intervinieron, empezando por el funcionario ejecutor y terminando con el secretario.

El artículo 515 del C.P.C., dispone que el secuestro de bienes sujetos a registro, tanto el previo como el decretado en el proceso, se practicará solo una vez inscrito el embargo y siempre que en el certificado del registrador aparezca el ejecutado como su propietario. Si de este certificado aparece que el inmueble pertenece a un tercero, el funcionario ejecutor, de oficio o a solicitud del dueño o de cualquiera de las partes, ordenará la cancelación del embargo.

Se debe tener en cuenta los artículos 682 del C.P.C. para que el funcionario ejecutor proceda a efectuar la diligencia y el artículo 686 del C.P.C., para el procedimiento que debe realizarse en caso de oposiciones que en la diligencia de secuestro es posible alegar, las pruebas que deben adjuntarse y la manera que en que el funcionario ejecutor debe resolverlas, estableciendo las formalidades para practicar el secuestro de bienes. 

Para evitar problemas con la destinación de los bienes secuestrados, el secuestre está obligado a depositarlos en la bodega de que disponga o a falta de ésta en una almacén general de depósito y del cual deberá informar al funcionario ejecutor al día siguiente así como de cualquier cambio que se haga. 

Para el secuestro de naves debe tenerse en cuenta los arts. 1451 y 1452 del C. de Co., para el de aeronaves debe tenerse en cuenta el art. 1908 ibídem.  

Causales para Levantar o Cancelar los Embargos y Secuestros

Tener en cuenta los casos contemplados en el art. 687 del C.P.C., así como los demás casos especiales que contemplan algunos otros artículos del Código de Procedimiento Civil, como el de la consignación para impedir o levantar embargos y secuestros, art. 519; cuando haya lugar a reducción de embargos, art. 517; cuando se trata de bienes sujetos a registro, si del certificado aparece que los bienes no pertenecen al ejecutado, art. 681-1; cuando se cancela la totalidad de la obligación, art. 537.

AVALÚO. (ART. 516 DEL C.P.C.)

La peritación es procedente para verificar hechos que interesen al proceso y requieren especiales conocimientos científicos, técnicos o artísticos. Para el proceso de Jurisdicción Coactiva se pretende establecer el valor del bien o bienes que han sido objeto de las medidas cautelares practicándose un dictamen pericial, el cual sigue los lineamientos generales de ese medio probatorio. ( arts. 233 y siguientes del C.P.C.)

El dictamen es el paso siguiente a la realización de las medidas cautelares y previo para el remate, por constituir la base de este. 
Número de Peritos. (ART. 234 C.P.C.)

El número de peritos que intervienen en el dictamen depende de la cuantía de la obligación que se cobre en el ejecutivo y de la voluntad de las partes. En efecto, en el proceso ejecutivo de mayor cuantía son dos, salvo que las partes, de común acuerdo, convengan en designar uno solo y así lo manifiesten al funcionario. 

Al hablar de partes en este caso nos referimos al abogado ejecutor, al ejecutado y a los demás terceros que intervengan para obtener la cancelación de sus créditos. En el proceso ejecutivo de menor y mínima cuantía se designa siempre uno solo.

Oportunidad

En la sentencia que ordena seguir adelante la ejecución (art. 507 Código de Procedimiento Civil) o de la Resolución que falla las excepciones y ordena la ejecución, una vez ejecutoriadas, demarca la iniciación de la oportunidad para practicar el avalúo, pero para la procedencia de este es indispensable, además, que se cumplan determinados requisitos, que se concretan a que las medidas cautelares estén practicadas o cuando se precluya el término para obtener el levantamiento de las medidas cautelares, una vez en firme la solicitud propuesta en este sentido.

Práctica y Presentación del Dictamen

El dictamen debe rendirse en forma clara, precisa y detallada y explicando los exámenes y averiguaciones hechas. Presentado éste, el funcionario ejecutor ordena correr traslado por tres (3) días, y en el mismo auto fija los honorarios para cada uno de los peritos. Dentro del término del traslado las partes (abogado ejecutor y ejecutado) pueden pedir aclaración o adición del dictamen y objetarlo por error grave, el funcionario ejecutor ordena la aclaración o adición, si lo estima procedente. De la aclaración o adición se da traslado nuevamente por tres (3) días a las partes para objetarlo; de las objeciones se da traslado a la parte contraria por tres (3) días. Si se formulan las dos simultáneamente, primero se ventila la aclaración o ampliación, según el caso, y luego se tramita la objeción.

A las objeciones se les da el trámite de incidente, pero a diferencia de lo que ocurre en los proceso declarativos, donde se deciden en la sentencia, por constituir el dictamen una prueba que debe ser apreciada y valorada en ella, en el Ejecutivo se verifica mediante auto interlocutorio proferido con esa especifica finalidad Vencido el traslado se decretan las pruebas pedidas, para cuya incorporación se fijan diez (10) días.

Del auto que resuelve las objeciones, sólo cabría el recurso de reposición, aunque en el artículo 516, inciso 1° del C.P.C., establezca la apelación en el efecto diferido, pues de acuerdo a lo contemplado en la Ley 446/98 no incluyó esta providencia como susceptible de este recurso para los procesos de jurisdicción coactiva. (concordancia con el art. 238 del C.P.C. - contradicción del dictamen).

Aclaración y/o Adición del Dictamen de avalúo (Art. 240 C.P.C)

El funcionario ejecutor puede, de oficio, ordenar a los peritos que aclaren, complementen o amplíen el dictamen, señalándoles un término máximo de diez (10) días. El dictamen en el Proceso de Jurisdicción Coactiva, no requiere de auto que lo apruebe, queda en firme al vencerse el término del traslado. sin objetarse o al quedar en firme el auto que declara no probadas las objeciones.

Aplazamiento del Decreto de Avalúo. 

Aunque sea la oportunidad para decretar el avalúo de los bienes embargados y secuestrados, de conformidad con lo que establece el art. 516 del Código de Procedimiento Civil, si en la diligencia de secuestro se presentó alguna oposición y ésta aún no ha sido resuelta, la orden de avalúo habrá de aplazarse hasta cuando se decida, en legal forma y por providencia en firme, tal oposición. 

Deber de Colaboración de las Partes para con el Perito

De acuerdo al art. 242 del Código de Procedimiento Civil el ejecutado tiene el deber de colaborar con el perito, de facilitarle los datos, las cosas y el acceso a los lugares que él considere necesarios para el desempeño de su cargo; si así no lo hiciere, el perito lo hará constar en el dictamen para que el funcionario ejecutor lo sancione con multa de dos (2) a cinco (5) salarios mínimos mensuales. Si el caso no es de falta de colaboración sino de impedir la practica del dictamen de avalúo, el perito ha de informarlo al funcionario ejecutor, quien le ordenará que facilite la peritación, sí no lo hiciere, además de que puede practicarse el allanamiento, el funcionario ejecutor condenará a tal parte al pago de los honorarios periciales, si no están a cargo suyo, y de multa entre cinco (5) y diez (10) salarios mínimos mensuales.

Reemplazo del Perito 

Los peritos deberán rendir su dictamen dentro del término que se les señale, so pena de que se les reemplace. Con todo, conforme al numeral 5 del artículo 236 del C.P.C. y al numeral 5 del artículo 237 del mismo código, los peritos podrán pedir prórroga del término para rendir el dictamen, pero aquel que se rinda fuera de término, solo valdrá siempre que no se hubiere proferido el auto que reemplace al perito.

Valor del Dictamen de Avalúo

El dictamen de avalúo que se presente dentro del término que para ello se hubiere fijado, o el rendido por fuera de término, siempre y cuando no se hubiese proferido auto para el reemplazo del perito moroso, tendrá el valor que racionalmente le asigne el funcionario ejecutor (Código de Procedimiento Civil artículos 183, 187, y 241).

Objeción por Error Grave del Dictamen de Avalúo 

Si durante el primer traslado, es decir del dictamen original, además de pedirse su aclaración y/o complementación, éste se objeta por error grave, y la aclaración y/o complementación se decreta, la objeción no se tramita sino después de que se presente aquella.

Apreciación del Dictamen de Avalúo

Al apreciar el dictamen se tendrá en cuenta la firmeza, precisión y calidad de sus fundamentos, la competencia de los peritos y los demás elementos probatorios que obren en el proceso. Si se hubiere practicado un segundo dictamen, éste no sustituirá al primero pero se estimará conjuntamente con él, excepto cuando prospere objeción por error grave.

Efecto práctico del avalúo.

De acuerdo con el art. 525, numeral 3° del C.P.C., el avalúo de cada bien o grupo de bienes que se van a rematar, será la base de la licitación y así deberá expresarse en el aviso del remate.

REMATE

Es la venta forzada que el funcionario judicial o administrativo, sustituyendo la voluntad del propietario, hace de un bien mueble o inmueble a quien formula la mejor oferta o postura en la subasta o licitación.

Rematante: Es la persona que resulta como adjudicataria en la pública subasta (remate) por ser el mejor postor.

Remate de Bienes y Entrega

En firme y ejecutoriada la sentencia que ordenó seguir adelante la ejecución y el auto aprobatorio de la liquidación y de las costas, se decretará el remate de los bienes embargados y avaluados. Pero cuando lo embargado fuere dinero, en firme cada liquidación, se ordenará su entrega al acreedor (En este caso se endosará el correspondiente título judicial a favor de las cuentas correspondientes constituidas por la Contraloría de Bogotá) hasta concurrencia del valor liquidado.

Si lo embargado fuere sueldo, renta o pensión periódica, se dispondrá entregar o endosar los títulos de depósito judicial de lo retenido a las cuentas corrientes correspondientes, según el caso y lo que en lo sucesivo se retenga y así hasta cubrir la totalidad de la obligación (art.522 del Código de Procedimiento Civil).

En los casos de los numerales 5 a 8 del art. 682 del Código de Procedimiento Civil relacionado con bienes fungibles semovientes y demás, y de inmuebles, si el demandante lo solicita se prescindirá del avalúo y remate de los bienes, con el fin de que el crédito sea cancelado con los productos de la administración, una vez consignados por el secuestre en la cuenta de depósitos judiciales. (art. 516 del Código de Procedimiento Civil ., inciso final).

Auto que Decreta el Remate. (VER CAP I, LIBRO III, ANEXO 76)

Una vez está en firme el avalúo, el funcionario ejecutor dará la orden de remate mediante auto. En él se expresará la base de la licitación, que será el setenta por ciento (70 %) del avalúo de los respectivos bienes. El remate no podrá celebrarse antes de diez días contados a partir de aquel en que se fije el aviso. También señalará el día y la hora para llevar a cabo la subasta.

Avisos y Publicaciones. (Art. 525 del C.P.C.)

El remate se anunciará al público por aviso que expresará:

1º. La fecha y hora en que ha de principiar la licitación.

2º. Los bienes materia del remate con indicación de su clase, especie y cantidad, si son muebles; si son inmuebles la matrícula de su registro si existiere, el lugar de ubicación, nomenclatura o nombre y a falta del último requisito, sus linderos.

3º. El avalúo correspondiente a cada bien o grupo de bienes y la base de la licitación.

4º. El porcentaje que deba consignarse para hacer postura.

El aviso se publicará por una vez, con antelación no inferior a cinco (5) días a la fecha señalada para el remate, en un periódico de amplia circulación en el lugar y en una radiodifusora local si la hubiere; la página del diario y la constancia auténtica del administrador de la emisora sobre su transmisión se agregarán al expediente antes del día señalado para el remate. En la Secretaría se fijará el aviso durante los diez (10) días anteriores al remate y se agregará al expediente con constancia del Secretario sobre las fechas de fijación y desfijación. 

Cuando existieren bienes situados fuera del territorio de la Subdirección de Jurisdicción Coactiva, se hará aquélla por cualquier otro medio a juicio del funcionario ejecutor. En ningún caso podrá prescindirse de las publicaciones exigidas en este artículo.

Depósito para hacer Postura. (Art. 526 del C.P.C.)

Todo el que pretenda hacer postura en la subasta deberá consignar previamente en dinero, a órdenes de la dependencia de Jurisdicción Coactiva, el veinte por ciento (20%) del avalúo del respectivo bien. 

Diligencia de Remate

Llegados el día y la hora para el remate, el funcionario ejecutor declarará abierta la diligencia y el Secretario leerá en alta voz el aviso de remate para que lo oigan las personas que estén presentes. A continuación el Secretario seguirá anunciando en alta voz las ofertas a medida que se hicieren. Transcurridos al menos dos (2) horas desde el comienzo de la licitación, el funcionario ejecutor adjudicará al mejor postor los bienes materia de la subasta, luego de haber anunciado por tres (3) veces que de no existir una oferta mejor la declarará cerrada. Nadie podrá licitar por un tercero si no presenta poder debidamente autenticado.

Acta de Remate

Efectuado el remate se extenderá un acta en que constará:

1º. La fecha y hora en que tuvo lugar la diligencia.

2º. La designación de las partes del proceso.

3º. Las dos últimas ofertas que se hayan hecho y el nombre de los postores.

4º. La designación del rematante, la determinación de los bienes rematados, y la procedencia del dominio del ejecutado si se tratare de bienes sujetos a registro.

5º. El precio del remate.

6°. La constancia según la cual la diligencia duró al menos dos (2) horas.

El acta la suscribe el funcionario ejecutor, el adjudicatario o rematante y el secretario.

Licitación Desierta

Cuando no hubiere remate por falta de postores y en consecuencia la licitación quede desierta, se deberá indicar en el acta la hora en que ésta se cierra, pues aunque no sea un requisito expresamente contemplado en la ley, sirve para comprobar que su duración fue superior al mínimo establecido en la norma para evitar así la ocurrencia de una causal de nulidad

Pago del Precio e “Improbación” del Remate. (Art. 529 C.P.C)

El rematante deberá consignar el saldo del precio dentro de los tres (3) días siguientes a la diligencia, descontada la suma que depositó para hacer postura. 

Vencido el término (3 días) sin que se hubiere hecho la consignación, el funcionario ejecutor improbará el remate y decretará la pérdida de la suma depositada para hacer postura, a título de multa.

Aprobación o Invalidez del Remate 

Pagado oportunamente el precio, el funcionario ejecutor aprobará el remate siempre que se hubiere cumplido con las formalidades previstas en los arts. 523 a 528 del Código de Procedimiento Civil, y no esté pendiente el incidente de nulidad que contempla el numeral segundo del art. 141 del Código de Procedimiento Civil relacionada con la falta de las formalidades prescritas para la realización del remate de bienes. En caso contrario, declarará el remate sin valor y ordenará la devolución del precio al rematante. 

En el auto que apruebe el remate se dispondrá además lo señalado en el artículo 530 del C.P.C.

Remate Desierto. (Art. 533 del C.P.C.)

Cuando no hubiere remate por falta de postores, el funcionario ejecutor señalará fecha y hora para una segunda licitación, cuya base será el cincuenta por ciento (50%) del avalúo. Si en la segunda licitación tampoco hubiere postores, se señalará una tercera fecha para el remate, en la cual la base será el cuarenta por ciento (40%) del avalúo. Si tampoco se presentaren postores en esta ocasión, se repetirá la licitación las veces que fuere necesario, y para ellas la base seguirá siendo el cuarenta por ciento (40%) del avalúo.

CAPÍTULO X
MANEJO DE CUENTAS DE DEPÓSITOS JUDICIALES PARA EL PROCESO DE JURISDICCIÓN COACTIVA

El Banco Agrario de Colombia tiene abiertas las cuentas de depósitos judiciales en la Subdirección de Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá, D.C. 

El Subdirector de Jurisdicción Coactiva con su secretario, deberán registrar sus firmas en el Banco Agrario de Colombia en el correspondiente banco de su ciudad. 

La persona natural o jurídica obligada a hacer la consignación, depositará la cantidad señalada por el Funcionario Ejecutor, en el Banco Agrario de Colombia, según el número de la cuenta asignada y dicho banco remitirá el título judicial directamente a las oficinas de jurisdicción coactiva, a ordenes de dichas dependencias para su custodia y seguridad.

La Dependencia de Jurisdicción Coactiva, debe llevar un libro auxiliar de control manual o sistematizado, para registrar los pormenores del movimiento de depósitos judiciales, con los siguientes detalles:

Número del proceso. 

Nombre del ejecutado.

Fecha de la consignación. 

Número de cada título. 

Detalle de la operación (embargo, postura y remate).

Cantidad de cada ingreso. 

Cantidad de cada egreso. 

Saldo .

Las operaciones se anotarán tan pronto se produzcan y, al finalizar el mes, se deberá establecer el saldo en el correspondiente auxiliar.

TÍTULOS DE DEPÓSITOS JUDICIALES

DEPÓSITOS JUDICIALES: Son las cantidades que en dinero efectivo se consignan en la cuenta denominada " depósitos judiciales", para que estando a su disposición se cancelen los créditos fiscales a favor de la Contraloría de Bogotá, D.C., así como las costas que se hayan demandado, respetando siempre la prelación que para el pago de créditos ha señalado el Código Civil.

La cuenta, se alimenta de las consignaciones que en dinero efectivo hacen los particulares, personas naturales o jurídicas, el secuestre, como consecuencia del proceso de cobro coactivo que adelantan las dependencias de la Contraloría de Bogotá, D.C.

TÍTULOS JUDICIALES: Son los documentos con alcance de certificados que expide el Banco donde se haya hecho el depósito (Banco Agrario de Colombia), como prueba que allí existen dineros para que la dependencia de Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá, D.C., disponga de ellos y hagan efectivo su reembolso a través de estos títulos.

Las cuentas de Depósitos Judiciales se acreditan, básicamente con las consignaciones realizadas y ordenadas por la dependencia de Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá, D.C., mediante providencia que decreta el embargo de cuentas bancarias y similares de los ejecutados y demás embargos en dinero en efectivo. Igualmente se acredita por las consignaciones de terceros, como postores, para poder participar en futuras diligencias de remates, así como los dineros recaudados mediante el remate.

En caso de que prospere el proceso de Jurisdicción Coactiva a favor de la Contraloría de Bogotá, D.C., ya sea en la sentencia de seguir adelante con la ejecución o por la Resolución que falla las excepciones y ordena la ejecución u otra providencia según el caso; los títulos judiciales, deberán endosarse por el Funcionario Ejecutor y por el secretario a órdenes de las cuentas definitivas, según la procedencia del título, multa o fallo con responsabilidad fiscal, reintegro y sentencias.

En caso contrario, cuando el proceso se ha fallado o ha prosperado las excepciones a favor del ejecutado, debe endosarse el título de depósito judicial de acuerdo al procedimiento anteriormente señalado, a nombre del ejecutado, junto con el oficio suscrito por el Funcionario Ejecutor, autorizando al Banco para que haga efectivos los títulos. Sin embargo debe dejarse fotocopia del título en el expediente y del oficio en mención de recibo del mismo.

CIRCUNSTANCIAS QUE ORIGINAN LOS DEPÓSITOS EN EL PROCESO DE JURISDICCIÓN COACTIVA

En caso de Posturas para el Remate:

Terceras personas efectúan un depósito equivalente al pago del 20% del avalúo de los bienes que se van a rematar, hecho que los habilita para ser postores en la subasta pública. Del mismo modo, consignan el saldo él o los postores a quienes se les haya hecho la adjudicación de los bienes.

En caso de Embargos:

- Si el título es enviado por parte del Banco Agrario de Colombia a la dependencia de Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá, D.C., como consecuencia de un embargo, se radica en el libro "Títulos de Depósito Judicial", y se actualizará la información.

En caso de Créditos Fiscales:

- Habrá lugar a efectuar un depósito para cancelar los créditos fiscales a favor de la Contraloría de Bogotá, D.C., a través de los embargos de salarios, saldos bancarios y similares, rendimientos financieros, utilidades generadas por acciones o cuotas de interés social, etc., así como directamente por parte del secuestre como utilidades, ventas, arriendos, y otros, en cumplimiento de sus deberes cuando le corresponda administrar bienes. 

Depósito por secuestre o administrador de bienes:

Cuando los secuestres o administradores de bienes reciban dineros con ocasión de su encargo y como resultado de la enajenación de los bienes o de sus frutos, deberán hacer la consignación respectiva en la cuenta de depósitos judiciales a la orden del funcionario ejecutor, como lo señala el artículo 10 del C.P.C.

El funcionario ejecutor podrá autorizar el pago de impuestos y expensas con los dineros depositados.

En todo caso, el depositario o administrador dará a la dependencia de jurisdicción coactiva informe mensual de su gestión, sin perjuicio del deber de rendir cuentas.

En caso de cauciones y depósitos, para levantar medidas cautelares y las demás que autorice la ley.

MEDIDAS DE SEGURIDAD 

Dada la dificultad de obtener su reposición por pérdida y su facilidad para hacerlos efectivos, se recomiendan algunas seguridades:

Si fue recibido como requisito para hacer postura, al fin de la diligencia se endosarán y se elaboraran los oficios pertinentes para la devolución de los dineros de los postores no adjudicatarios. Si el remate se declara desierto, se hará entrega física a los titulares, con la advertencia de su validez para ser presentado en próxima subasta, dejando en el expediente la constancia de su devolución, firmada por quien lo recibe.

Cuando el título sea objeto de un proceso de cobro, previas las radicaciones, se depositará en un lugar bien seguro ya sea en caja fuerte o en custodia en un Banco. Sólo se entregará su original cuando el desarrollo del proceso permita hacerlo efectivo o sea viable su devolución.

FRACCIÓN DE TÍTULOS DE DEPÓSITOS JUDICIALES

Cuando una suma depositada deba entregarse en diferentes montos de dinero, o a varias personas, el Funcionario Ejecutor podrá solicitar de la entidad depositaria que se convierta la suma global en varios depósitos de menor valor, según el número de personas o montos de dinero que deba repartirse.

Una vez recibidos los nuevos títulos de depósitos judiciales ya fraccionados en los montos indicados, se endosarán al respaldo del título, dando la orden clara y precisa sobre su pago, identificando la persona a quien se deba pagar, relacionando la providencia que así lo ordenó. Serán firmados o endosados por quienes tengan registradas las firmas ante el Banco Agrario de Colombia donde está abierta la cuenta de depósitos Judiciales. 

Esto puede ocurrir cuando por alguna circunstancia, a manera de ejemplo, prospera una excepción de pago y se tienen embargos de dineros, o cuando decretado el embargo de saldos bancarios este se hace efectivo en más de una entidad bancaria por la cantidad ordenada, la cual no podrá exceder del valor del crédito y las costas, más un cincuenta por ciento, por la limitación que dispone el art. 681 numeral 11 del C.P.C., o en el caso de los títulos remitidos producto del embargo de salarios que superan el total de la obligación. En estos casos se debe enviar el oficio en que se anexan los títulos al banco, a fin de que estos se fraccionen y se emitan nuevos títulos con las mismas especificaciones según el caso, para realizar la devolución de lo excedido.

CONVERSIÓN DE TÍTULOS DE DEPÓSITOS JUDICIALES

Si se efectúa el depósito en una cuenta diferente a la que le corresponde a la dependencia de Jurisdicción Coactiva ésta proferirá oficio anexando el título judicial al Banco Agrario de Colombia, a fin de que se proceda a la conversión del mismo a la cuenta correcta, con las mismas especificaciones del título primario y continuar así con el trámite correspondiente.

En caso de títulos de depósitos judiciales que se originen como consecuencia de las medidas cautelares practicadas en un Proceso de Responsabilidad Fiscal que culmine en un fallo con responsabilidad, el funcionario competente proferirá oficio al cual anexará el título judicial dirigido al Banco Agrario de Colombia en el cual ordenará la conversión de los respectivos títulos originales a las cuentas de depósitos judiciales de Jurisdicción Coactiva, anotando el número de la cuenta y haciendo firmar al respaldo del título a los funcionarios autorizados.

Otro caso que se presenta, es cuando el proceso de jurisdicción coactiva culmina mediante la sentencia que ordena seguir adelante la ejecución o mediante la Resolución que falla las excepciones y ordena la ejecución a favor de la Contraloría de Bogotá, D.C., el funcionario competente proferirá oficio anexando el título judicial al Banco Agrario de Colombia , ordenando la conversión de los títulos originales a las cuentas corrientes respectivas según la clase del título, anotando el número de la cuenta y debidamente firmada por los funcionarios autorizados, en los espacios correspondientes que se tienen para ello, en el respaldo de los títulos.

CAPÍTULO XI
AUXILIARES DE LA JUSTICIA PARA LOS PROCESOS DE JURISDICCIÓN COACTIVA

DESIGNACIÓN

Serán designados por el funcionario ejecutor, de las listas de auxiliares de la justicia de la rama judicial y serán obligatorias y en ningún caso podrán ser nombrados auxiliares que no figuren en las mismas, so pena de incurrir en falta disciplinaria.

La designación será rotatoria, de manera que la misma persona no pueda ser nombrada por segunda vez sino cuando se haya agotado la lista. Empero, si al iniciarse o proseguirse una diligencia faltaren los auxiliares o colaboradores nombrados, podrá procederse a su reemplazo en el acto, con cualquiera de las personas que figuren en la lista correspondiente, y estén en aptitud para el desempeño inmediato del cargo. Cuando en el respectivo despacho faltare la lista, se acudirá a la de otro del mismo lugar, y en su defecto se hará la designación en persona debidamente calificada para el oficio. (Numeral 2° del artículo 9° del C.P.C.). 

ACEPTACIÓN DEL CARGO

Todo nombramiento se notificará por telegrama enviado a la dirección que figure en la lista oficial de Auxiliares de la Justicia y en éste se indicará el día y la hora de la diligencia a la cual debe concurrir. Copia debidamente sellada por la oficina de telégrafo respectiva, se agregará al expediente. En la misma forma se hará cualquier otra notificación.

El cargo de auxiliar de la justicia es de obligatoria aceptación dentro de los cinco (5) días siguientes al envío del telegrama so pena que sea excluido de la lista, salvo justificación aceptada. Los peritos deberán posesionarse dentro de los cinco (5) días siguientes a la aceptación.

La notificación por telegrama, se podrá suplir enviando por correo certificado el oficio donde conste la designación de auxiliar de la justicia dentro del proceso. (art. 2° de la Ley 446/98, que modificó el numeral 8 del artículo 9° del C.P.C.).

Si la persona designada estuviere impedida para desempeñar la función, se excusare de prestar el servicio, no tomare posesión cuando fuere el caso hacerlo, no concurriere a la diligencia o no cumpliere su encargo dentro del término señalado, se procederá inmediatamente a su relevo. (Num. 9° del art. 9° del C.P.C.).

HONORARIOS

De los peritos: (Ver procedimiento del artículo 239 del C.P.C.)

De los demás Auxiliares de la Justicia ( Ver artículos 388 y s.s. del C.P.C.)

El funcionario ejecutor señalará los honorarios de los auxiliares de la justicia cuando hayan finalizado su cometido, o una vez aprobadas las cuentas mediante el trámite correspondiente si quien desempeña el cargo estuviere obligado a rendirlas. 

El ejecutado y el auxiliar podrán objetar los honorarios en el término de ejecutoria del auto que los señale. El funcionario ejecutor resolverá previo traslado a la otra parte por tres (3) días.

Los honorarios del Curador Ad – Litem se consignarán a ordenes del despacho del funcionario ejecutor, quien autorizará su pago al momento de terminación del proceso o al momento en que comparezca la parte representada por él. ( Art. 388 del C.P.C., adicionado, por el art. 5° de la Ley 446/98).

Es importante destacar que con relación a los honorarios de los auxiliares de la justicia, el Decreto 2265 de 1969, establecía en su artículo 1°, numeral 2°, que es de competencia del Juez de conocimiento o Magistrado Ponente estipular lo referente a honorarios.

En sentencia de marzo 14 de 1990, la Corte Suprema de Justicia, declaró inexequible la frase "en la forma determinada en Decreto reglamentario, el cual dispondrá lo referente a honorarios".

Al declararse inexequible y no haberse dictado el Decreto reglamentario se hace necesario acudir a los artículos 239 y 388 del C.P.C.

El artículo 239 del C.P.C. mantiene la fijación de honorarios de acuerdo con el arancel judicial, pero deja la posibilidad al juez (funcionario ejecutor) para que en caso de peritos de conocimientos técnicos fije al prudente arbitrio los honorarios sin limitación alguna, sin interpretar que pueda señalarse cifras exageradas por la labor, un estipendio que pueda estar por fuera de los límites máximos del arancel.

Sobre este particular resulta de importancia el artículo 388 inciso 1°, sobre el cual el Consejo de Estado en julio 25 de 1984 señaló que: "Fueron derogados las disposiciones sobre tarifa de honorarios de los auxiliares de la justicia, de allí que los jueces son autónomos para señalar su cuantía...".

SECUESTRES

La designación del secuestre se hará teniendo en cuenta el artículo 9 del C.P.C. y se notificará por telegrama, que se podrá suplir enviando por correo certificado el oficio donde conste su nombramiento como auxiliar de la justicia dentro del proceso.

El secuestre de bienes muebles tales como vehículos, máquinas, mercancías, muebles, enseres, distintos a vehículos de servicio público y a los mencionados en los numerales 5 a 10 del artículo 682 del C.P.C., procederá a depositarlos, inmediatamente, en la bodega de que disponga y a falta de ésta en un almacén general de depósito u otro lugar que ofrezca plena seguridad y al día siguiente se lo informará por escrito al funcionario ejecutor, conforme al numeral 4o del artículo citado.

Se deberá dar aplicación a los diferentes numerales del artículo 682 para hacer efectivo el secuestro de bienes y al artículo 683 ibídem para efectos de la caución, cuando haya lugar a ella, así como para determinar las funciones que le corresponden al secuestre en el ejercicio de su cargo.

El incumplimiento por los secuestres de cualquiera de los deberes consagrados en los incisos anteriores y en el artículo 688 del C.P.C., dará lugar a la cancelación de la licencia y al relevo de todas las designaciones como secuestre que estén desempeñando, lo cual se hará como lo prevé el penúltimo inciso del artículo 688 del C.P.C.. 

El funcionario ejecutor que decrete el relevo enviará copia de la providencia a la correspondiente autoridad, para que dé cumplimiento a la cancelación prevista en el inciso anterior e informe a las oficinas judiciales del país para que procedan a darle cumplimiento.

EXCLUSIÓN DE LA LISTA. (ARTÍCULO 6° DE LA LEY 446/98, POR EL CUAL CREÓ EL ARTÍCULO 9°A EN EL C.P.C.)

" Exclusión de la lista. Las autoridades judiciales excluirán de las listas de auxiliares de justicia, e impondrán multas hasta de diez (10) salarios mínimos legales mensuales según el caso:

A quienes por sentencia ejecutoriada hayan sido condenados por la comisión de delitos contra la administración de justicia. 

A quienes hayan rendido dictamen pericial contra el cual hubieren prosperado objeciones por dolo, error grave o cohecho. 

A quienes como secuestres, liquidadores o curadores con administración de bienes no hayan rendido oportunamente cuenta de su gestión, o cubierto el saldo a su cargo, o reintegrado los bienes que se le confiaron o los hayan utilizado en provecho propio o de terceros, o se les halle responsables de administración negligente. 

A quienes no hayan cumplido a cabalidad con el cargo de curador ad litem. 

A las personas a quienes se les haya suspendido o cancelado la matrícula o licencia. 

A quienes hayan entrado a ejercer un cargo oficial mediante situación legal reglamentaria. 

A quienes hayan fallecido o se incapaciten física o mentalmente. 

A quienes se ausenten definitivamente del respectivo territorio jurisdiccional. 

A quienes sin causa justificada no aceptaren o no ejercieren el cargo de auxiliar o colaborador de la justicia para el que fueron designados. 

Al auxiliar de la justicia que haya convenido honorarios con las partes o haya solicitado o recibido pago por ellas con anterioridad a la fijación judicial o por encima del valor de ésta. 

A quienes siendo servidores públicos hubieren sido destituidos por sanciones disciplinarias. 

PAR 1°. – La exclusión y la imposición de multas se resolverá mediante incidente el cual se iniciará por el juez de oficio o a petición de parte, dentro de los diez (10) días siguientes a la ocurrencia del hecho que originó la exclusión o de su conocimiento. Para excusar su falta el auxiliar deberá justificar su incumplimiento.

PAR. 2° - También serán excluidas de la lista las personas jurídicas cuyos miembros incurran en las causales previstas en los numerales 2, 3, 4, 5, 9 y 10 del presente artículo, así como las personas jurídicas que se liquiden.

Las personas jurídicas no podrán actuar como auxiliares de la justicia por conducto de personas que incurran en las causales de exclusión previstas en este artículo”.

(Ver las causales que contempla el artículo 6° de la Ley 446/98, por el cual creo un artículo en el C.P.C., denominado 9°A)

Sanciones. Artículo 11 del C.P.C. 

" El auxiliar de la justicia por cuya culpa deje de practicarse una prueba o diligencia, será sancionado con multa de dos a cinco salarios mínimos mensuales. La violación de los deberes sindicados en el artículo precedente, así como el empleo de los bienes, sus productos o el valor de su enajenación, en provecho propio o de otra persona, y el retardo en su entrega, dará lugar a la multa de dos a cinco salarios mínimos mensuales la cual se impondrá mediante incidente que se tramitará independientemente del proceso, sin perjuicio de las restantes sanciones y de la indemnización a que hubiere lugar". 


